
 

TESIS AISLADA I/2016 (10a.)  
 
DERECHO A LA NO AUTOINCRIMINACIÓN. IMPLICACIONES QUE 
DERIVAN DE RESPETAR SU EJERCICIO (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 20, APARTADO A, FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN SU TEXTO 
ANTERIOR A LA REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA PENAL 
DEL 18 DE JUNIO DE 2008). La literalidad del texto constitucional no 
ofrece dificultades interpretativas, pues cuando dispone que la persona 
sujeta a un proceso no está obligada a declarar, esto implica que ella no 
puede verse obligada a: (i) autoinculparse y/o (ii) defenderse y declarar en 
su favor, ya que goza del derecho a hacerlo hasta en tanto lo considere 
necesario para el más óptimo ejercicio de su defensa. El concepto “no 
declarar” incluye la posibilidad de reservarse cualquier expresión, incluso 
no verbal, en relación con la acusación formulada. Lo anterior quiere decir 
que este derecho obliga a las autoridades a no forzar a la persona, bajo 
ningún medio coactivo, o con la amenaza de su utilización, a emitir una 
confesión o declaración encaminada a aceptar responsabilidad. Pero del 
mismo modo, implica la prohibición de realizar inferencias negativas a 
partir del silencio; es decir, la autoridad debe respetar la estrategia 
defensiva de la persona y no exigir que espontáneamente exponga una 
versión exculpatoria. Así, la decisión de ejercer el derecho a la no 
autoincriminación no sólo debe ser respetada y su posibilidad 
garantizada, sino que no puede, por ninguna circunstancia, ser utilizada 
en perjuicio de la persona o como un argumento para motivar una 
sentencia condenatoria. Los derechos humanos reconocidos en la 
Constitución y en los tratados internacionales están ahí para ser ejercidos. 
Ponerlos en práctica nunca puede traducirse en un costo o implicar una 
consecuencia negativa para la persona. Presuponer, incluso a nivel 
intuitivo, que el silencio y/o la pasividad generan suspicacia o que son 
actitudes indicativas de culpabilidad, es —de nuevo— un razonamiento 
contrario a las exigencias de las garantías del proceso penal. 
 
Amparo directo en revisión 5236/2014. 22 de abril de 2015. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Patricia del Arenal Urueta. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de dos de diciembre de dos mil 
quince. México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA II/2016 (10a.)  
 

DERECHO A LA NO AUTOINCRIMINACIÓN. LA VEROSIMILITUD DE 
LOS ALEGATOS DE DEFENSA O DE LA VERSIÓN EXCULPATORIA 
DEL INCULPADO NO DEPENDE DE LA ESPONTANEIDAD CON LA 
QUE SE RINDE UNA DECLARACIÓN. Permitir al inculpado callar frente 
a la acusación, reflexionar y esperar a la elaboración de la estrategia de 
defensa que considere más óptima, es parte de lo que implica respetar el 
derecho a la no autoincriminación, consagrado por el artículo 20, apartado 
A, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(en su texto anterior a la reforma del 18 de junio de 2008) y el derecho a 
preparar la defensa, consagrado en el artículo 8.2.c de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. Como consecuencia lógica, la 
decisión del  inculpado de utilizar tiempo y permanecer en silencio, nunca 
puede ser utilizada en su perjuicio, por ejemplo, bajo la injustificada 
premisa de que una persona inocente, actuando racionalmente, se 
defendería desde el momento mismo en que se le hacen saber los 
motivos de la acusación. De este modo, la verosimilitud de un argumento 
no está condicionada por el hecho de que la persona haya declarado con 
cercanía a los hechos imputados. Entender que la ausencia de 
espontaneidad permite al juez formarse un juicio sobre la culpabilidad de 
la persona —por ejemplo, con base en una expectativa o una intuición 
sobre lo que cualquier persona inocente haría— constituye una falacia 
lógica, pues la conclusión simplemente no se sigue de la premisa; pero, 
sobre todo, resulta en una clara transgresión de los principios 
subyacentes a las garantías de debido proceso penal, en especial el 
derecho a la defensa adecuada y a la presunción de inocencia. Por ello, 
es incorrecta la idea según la cual el silencio del inculpado durante las 
primeras fases del proceso constituye un indicio de responsabilidad. La 
verosimilitud de un alegato defensivo siempre debe ser analizada por sus 
propios méritos, de acuerdo con el material que obra en la causa y a 
través de un ejercicio de valoración razonado. 
 
Amparo directo en revisión 5236/2014. 22 de abril de 2015. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Patricia del Arenal Urueta. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de dos de diciembre de dos mil 
quince. México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA III/2016 (10a.) 
 

DELITO CONTRA LA SEGURIDAD DEL TRÁNSITO DE VEHÍCULO. EL 
ARTÍCULO 255 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE BAJA 
CALIFORNIA QUE LO PREVÉ, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EXACTA 
APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA PENAL EN SU VERTIENTE DE 
TAXATIVIDAD. El referido artículo prevé que cuando se cause daño a 
las personas y/o a las cosas por quien maneje un vehículo de motor en 
estado de ebriedad, bajo el influjo de estupefacientes, psicotrópicos u 
otras sustancias que impidan o perturben su adecuada conducción, se 
impondrá prisión de seis meses a tres años, multa de cincuenta a 
quinientas veces el salario mínimo y suspensión hasta por un año del 
derecho a conducir vehículos de motor. Ahora bien, el hecho de que 
dicho numeral sólo refiera al “estado de ebriedad”, sin señalar parámetro 
o porcentaje de éste o grado de alcoholemia en la sangre, no implica que 
limite las circunstancias específicas del sujeto activo al “estado de 
ebriedad”, sino que tal estado le impida o perturbe la adecuada 
conducción del vehículo motor; por tal motivo, el juzgador tendrá que 
valorar (al margen del grado de alcohol en la sangre) si dicha condición 
actualiza esta última circunstancia. Por tanto, no puede estimarse que 
dicho artículo, al no precisar lo que debe entenderse por “estado de 
ebriedad”, conduzca a la autoridad aplicadora de la norma a confusión o 
a demeritar la defensa del procesado y, por tanto, viole el principio de 
exacta aplicación de la ley en materia penal en su vertiente de 
taxatividad, toda vez que se trata de un elemento normativo del delito, el 
cual está sujeto a la valoración de aquélla autoridad. 
 
Amparo directo en revisión 5008/2014. 30 de septiembre de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de diciembre de dos mil quince. 
México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA IV/2016 (10a.)  
 

ADOPCIÓN. LA SUSPENSIÓN DE LA PATRIA POTESTAD NO 
SUPRIME EL DERECHO DEL PROGENITOR A OPONERSE A LA 
ADOPCIÓN DE SU HIJO. La suspensión de la patria potestad no debe 
llevar al extremo de suprimir el derecho del padre a decidir sobre una 
cuestión tan trascendental como la adopción de su hijo. Por tanto, cuando 
la patria potestad se encuentre suspendida por motivo del estado de 
interdicción declarado judicialmente, debe entenderse que el padre 
continúa “ejerciéndola” para los efectos del artículo 377 del Código 
Familiar para el Estado de Michoacán, vigente hasta el 1o. de julio de 
2013; esto es, a efecto de que se requiera su consentimiento para tramitar 
la adopción de su menor hijo. De esta manera, el hecho de que se 
actualice la suspensión de la patria potestad no hace nugatorio el derecho 
del progenitor a oponerse al trámite de la adopción. 
 
Amparo directo en revisión 3859/2014. 23 de septiembre de 2015. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular, y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de dos de diciembre de dos mil 
quince. México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA V/2016 (10a.)  
 

ADOPCIÓN. PRESUNCIÓN EN FAVOR DEL PRINCIPIO DEL 
MANTENIMIENTO DE LA FAMILIA BIOLÓGICA. Conforme al principio 
del mantenimiento del menor en la familia biológica, existe un interés 
fundamental de velar porque el niño no sea separado de sus padres 
contra la voluntad de éstos. De esta manera, debe superarse una 
presunción en contra de la terminación del vínculo paterno-filial, ya que el 
niño y sus padres comparten un interés vital en prevenir la terminación de 
su relación natural. En atención a ello, esta Primera Sala estima que 
existe una presunción a favor del principio de mantenimiento de las 
relaciones familiares, por lo que los hechos que motiven la adopción de 
un menor deben evaluarse estrictamente a la luz del interés superior del 
niño. No obstante, esta presunción puede ser derrotada en algunos 
casos, si se verifica que (i) los padres han consentido la adopción, o (ii) si, 
en caso de que éstos se opongan, se muestra que de no otorgarse la 
adopción se afectarían los derechos del menor. 
 
Amparo directo en revisión 3859/2014. 23 de septiembre de 2015. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular, y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de dos de diciembre de dos mil 
quince. México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA VI/2016 (10a.)  
 

ADOPCIÓN. DERECHO DE OPOSICIÓN DE QUIENES EJERCEN LA 
PATRIA POTESTAD.  Esta Primera Sala entiende que existe un derecho 
de los padres que no han perdido la patria potestad sobre sus hijos a 
participar en los juicios de adopción. Este derecho debe ser respetado a 
cabalidad ya que, de lo contrario, se atentaría contra el principio de 
mantenimiento de la familia biológica y se afectaría el derecho de los 
padres a recibir protección contra injerencias arbitrarias o ilegales en su 
familia. A pesar de ello, vista a la luz del interés superior del menor, la 
voluntad de quien ejerce la patria potestad no puede ser un obstáculo 
infranqueable para la protección integral del niño. De esta manera, el 
derecho de oposición de los padres está limitado por el interés superior 
del menor. Así, sólo puede otorgarse la adopción de un menor en contra 
de la voluntad de sus padres, cuando se pruebe que de otro modo se 
generará un daño a la niña o niño en cuestión. 
 
Amparo directo en revisión 3859/2014. 23 de septiembre de 2015. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular, y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de dos de diciembre de dos mil 
quince. México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA VII/2016 (10a.)  
 

ADOPCIÓN. CRITERIOS PARA EVALUAR EL CONSENTIMIENTO DE 
LOS PADRES CUANDO ÉSTOS SEAN PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD. Conforme al modelo social de asistencia en la toma de 
decisiones desarrollado por esta Primera Sala en el amparo en revisión 
159/2013, la discapacidad no es producto de las diferencias del individuo, 
sino de las barreras sociales que limitan su posibilidad de participar e 
interactuar en el medio en igualdad de circunstancias. El modelo social de 
la discapacidad tiene como punto de partida que se debe proteger y 
garantizar la libre elección de la persona, fomentando el ejercicio de su 
libre autodeterminación conforme al grado de diversidad funcional que 
posea. En este orden de ideas, el modelo social también se refleja en 
procedimientos de adopción. Lo anterior indudablemente comporta un 
deber para el juzgador de promover y respetar la autonomía de la 
voluntad de las personas con discapacidad cuando se requiera su 
consentimiento para la adopción. En efecto, cuando quien deba consentir 
la adopción es una persona con discapacidad declarada judicialmente, el 
juez no puede soslayar la posibilidad de que manifieste su voluntad; por el 
contrario, debe evaluar cuidadosamente si ha expresado sus intenciones 
por sí misma en algún sentido, partiendo de que esta manifestación es 
susceptible de surtir efectos jurídicos. 
 
Amparo directo en revisión 3859/2014. 23 de septiembre de 2015. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular, y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de dos de diciembre de dos mil 
quince. México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA VIII/2016 (10a.)  
 

ADOPCIÓN. EL TUTOR NO PUEDE SUSTITUIR LA VOLUNTAD DEL 
PADRE QUE DEBA OTORGAR SU CONSENTIMIENTO. Conforme al 
modelo social de la discapacidad desarrollado por esta Primera Sala en el 
amparo en revisión 159/2013, el tutor únicamente puede tomar decisiones 
por el pupilo en casos excepcionales, debiendo prevalecer la libre 
autonomía del pupilo en aquellos casos en los que pueda decidir por sí 
mismo. Al respecto, esta Primera Sala considera que existen algunas 
decisiones trascendentales que son inherentes a la persona a tal grado, 
que no son susceptibles de ser delegadas a un representante. En efecto, 
el respeto por la libre autodeterminación implica reconocer que ciertas 
decisiones sólo pueden ser expresadas por la persona misma, a través de 
cualquier medio posible. Éstas son decisiones que trascienden en los 
ámbitos más significativos de la persona, como lo es su núcleo familiar. 
De esta forma, si bien el tutor está en aptitud de decidir sobre cuestiones 
como la administración de los bienes del pupilo, difícilmente podrá suplir 
su voluntad en una valoración tan íntima como lo es dar en adopción a un 
hijo biológico. Ante tal panorama, esta Primera Sala estima que el tutor no 
puede decidir sobre la adopción de un menor en sustitución de quien 
ejerza la patria potestad. 
 
Amparo directo en revisión 3859/2014. 23 de septiembre de 2015. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular, y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de dos de diciembre de dos mil 
quince. México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA IX/2016 (10a.)  
 

ADOPCIÓN. ESTÁNDAR PARA OTORGARLA SIN EL 
CONSENTIMIENTO DE LOS PADRES, CUANDO SE TRATE DE 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD.  A partir del modelo social de la 
discapacidad y de las obligaciones establecidas en la Convención de las 
Naciones Unidas de los Derechos de las Personas con Discapacidad, 
esta Primera Sala advierte que las relaciones paterno-filiales gozan de 
una protección especial cuando la madre o el padre tengan alguna 
discapacidad. En estos casos, se vuelve necesario ponderar de manera 
integral el interés superior del menor con los derechos de las personas 
con discapacidad. Así, para otorgar la adopción sin el consentimiento de 
padres que tengan alguna discapacidad, no basta con probar que de no 
otorgarse la adopción el menor podría sufrir un daño. Adicionalmente, 
debe corroborarse lo siguiente: a) que la afectación al menor sea 
demostrada bajo un estándar de prueba claro y convincente; b) que dicho 
daño no derive de prejuicios o especulaciones discriminatorias, sino de 
pruebas técnicas o científicas que acrediten la existencia de una 
afectación en el desarrollo del menor; y, finalmente, c) que la presunta 
afectación al menor no sea producto de barreras contextuales o sociales 
que puedan ser superadas por ajustes razonables; esto es, por medidas 
alternativas que faciliten que la persona haga frente a sus obligaciones de 
padre. 
 
Amparo directo en revisión 3859/2014. 23 de septiembre de 2015. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular, y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de dos de diciembre de dos mil 
quince. México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA X/2016 (10a.)  
 

ADOPCIÓN. CRITERIOS PARA PROBAR SI EXISTE UN DAÑO 
CONTRA EL MENOR TRATÁNDOSE DE PADRES CON ALGUNA 
DISCAPACIDAD. Tratándose de padres con discapacidad, para que 
pueda otorgarse la adopción de un menor sin el consentimiento de éstos, 
es preciso: a) que se demuestre de forma clara y convincente que el 
menor sufrirá alguna afectación de no otorgarse la adopción; b) debe 
corroborarse que dicho daño no deriva de prejuicios o especulaciones 
discriminatorias sobre los padres con discapacidad; y, c) debe verificarse 
que la presunta afectación al menor no es producto de barreras 
contextuales o sociales que puedan ser superadas por ajustes 
razonables. Ahora bien, en relación con el daño, es preciso que éste sea 
un daño probado, de tal forma que la decisión no se tome con base en 
consideraciones discriminatorias. Por tanto, el daño debe probarse con 
evidencia técnica o científica y no con base en estereotipos, prejuicios, o 
especulaciones injustificadas sobre las características de los padres con 
discapacidad. 
 
Amparo directo en revisión 3859/2014. 23 de septiembre de 2015. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular, y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de dos de diciembre de dos mil 
quince. México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XI/2016 (10a.)  
 

MODELO SOCIAL DE LA DISCAPACIDAD. AJUSTES RAZONABLES 
EN PROCEDIMIENTOS DE ADOPCIÓN. Tratándose de padres con 
discapacidad, para que pueda otorgarse la adopción de un menor sin el 
consentimiento de éstos, debe demostrarse de forma clara y convincente 
que, de lo contrario, el menor sufrirá alguna afectación. Además, debe 
corroborarse que dicho daño no deriva de prejuicios o especulaciones 
discriminatorias. Una vez que se ha probado la afectación en estos 
términos, debe acreditarse adicionalmente que dicha situación no deriva 
de barreras sociales que puedan ser subsanadas a través de medidas 
alternativas. En efecto, conforme al modelo social, la discapacidad debe 
ser considerada como una desventaja causada por las barreras que la 
organización social genera al no atender de manera adecuada las 
necesidades de las personas con diversidades funcionales. Con base en 
este paradigma, si de la situación de discapacidad se derivan limitantes 
para hacer frente a sus obligaciones de padre, se debe constatar que 
éstas no sean producto de las barreras contextuales. Esto es, que no 
surjan en razón de las diversidades funcionales per se, sino de la 
interacción de éstas con ciertas barreras sociales. En este orden de ideas, 
en procedimientos de adopción, el juzgador debe verificar que las 
afectaciones a los derechos del menor no sean producto de barreras 
contextuales o sociales que puedan ser superadas por ajustes 
razonables. En caso de que las limitantes sean sociales, el juzgador debe 
tratar de encontrar alternativas que permitan a la persona con 
discapacidad disfrutar plenamente de su derecho a la familia y cumplir 
cabalmente con sus obligaciones de padre. 
 
Amparo directo en revisión 3859/2014. 23 de septiembre de 2015. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular, y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de dos de diciembre de dos mil 
quince. México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XII/2016 (10a.) 
         

PRUEBA PERICIAL EN EL JUICIO CIVIL. EL JUEZ DEBE DAR 
OPORTUNIDAD A LAS PARTES QUE LO SOLICITEN, PARA HACER 
COMPARECER E INTERROGAR A LOS PERITOS CON RESPECTO A 
LOS DICTÁMENES QUE RINDAN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
MÉXICO). El principio de contradicción, aplicado a la prueba pericial, 
forma parte de las garantías de debido proceso que deben respetarse no 
sólo en la materia penal, sino en lo que resulte compatible con otras 
materias, como la civil, en la que debe permitirse a las partes que así lo 
soliciten, tener la oportunidad de hacer comparecer e interrogar a los 
peritos respecto a los dictámenes que rindan en juicio, sin perjuicio del 
derecho que, en su caso, pueda también concederse para que durante el 
desahogo de la prueba, las partes formulen observaciones que deban 
considerarse en los respectivos dictámenes. Lo anterior es así, ya que 
una interpretación articulada de lo señalado por los artículos 1º, 14, 17 y 
20 constitucionales, que considere a su vez las garantías judiciales 
protegidas por los artículos 8º y 25 de la Convención Americana sobre de 
Derechos Humanos, permite concluir que si bien, dada su importancia, la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la referida 
Convención, sólo detallan las garantías mínimas que deben respetarse en 
asuntos del orden penal, ello no descarta que las mismas también puedan 
ser consideradas garantías mínimas en procedimientos de otra 
naturaleza, en tanto ello resulte compatible, máxime que los juzgadores 
deben priorizar el conocimiento de la verdad y que la práctica de hacer 
comparecer e interrogar a los peritos, constituye un medio de control y 
perfeccionamiento de la prueba pericial, que permite que las partes sean 
debidamente oídas en juicio haciendo valer los medios de defensa 
necesarios previo a cualquier acto privativo. La Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, en los casos Ivcher Bronstein vs. Peru, Tribunal 
Constitucional vs. Perú y Panel Blanca (Paniagua Morales y Otros) vs. 
Guatemala, ha establecido el criterio de que a pesar de que el artículo 8º, 
apartado 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, no 
especifica garantías mínimas en materias que conciernen a la 
determinación de los derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal 
o de cualquier otro carácter, las garantías mínimas establecidas en el 
numeral 2 del mismo precepto aplican también a esos órdenes y, por 
ende, en éstos el individuo tiene derecho al debido proceso en los 
términos reconocidos para la materia penal, en cuanto sea aplicable al 
procedimiento respectivo. Dicho criterio también se advierte en la opinión 
consultiva emitida el 10 de agosto de 1990, por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos. Luego entonces, el hecho de que el artículo 
1.312, del Código de Procedimientos Civiles del Estado de México, no 
prevea expresamente el derecho de las partes para hacer comparecer e 
interrogar a los peritos sobre los dictámenes que emiten, no impide que el 
juez, de conformidad con lo señalado por los artículos 1.250 y 1.251, que 
le permiten, para conocer la verdad, valerse de cualquier persona, cosa o 
documento, y decretar, en todo tiempo, en cualquier juicio, la práctica, 
repetición o ampliación de cualquier diligencia probatoria, puede, a 
solicitud de las partes, conceder el derecho de contradicción en la prueba 
pericial, debiendo, en caso de negativa al respecto, explicar de manera 
fundada y motivada las razones en que dicha determinación se sustente, 
sin que baste decir que ello es una facultad reservada al juez.  
 
Amparo directo en revisión 4414/2014. 15 de abril de 2015. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 



 
 

 
 

 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Guillermo Pablo López Andrade. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de diciembre de dos mil quince. 
México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XIII/2016 (10a.) 
         

REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE DICHO 
RECURSO CUANDO SE RESERVA JURISDICCIÓN A LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PARA QUE REALICE LA 
INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL DE UN PRECEPTO LEGAL 
QUE NO LE FUE APLICADO AL RECURRENTE. De los artículos 107, 
fracción VIII, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y 84, fracción I, inciso a), de la Ley de Amparo abrogada, se 
advierte que para que un recurso de revisión interpuesto contra la 
sentencia dictada por un Juez de Distrito sea competencia de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, se requiere que en esa resolución subsista 
un problema de constitucionalidad y, para que este presupuesto se 
cumpla, es necesario que en la demanda de amparo el quejoso realice un 
planteamiento en que cuestione la constitucionalidad de una norma de 
carácter general, o bien, que en su resolución, el juez de distrito realice la 
interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal. En ese 
contexto, cuando un tribunal colegiado de circuito reserva jurisdicción a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, para que determine lo referente a 
la interpretación constitucional de un precepto legal que no fue aplicado al 
quejoso, luego recurrente, tal aspecto no puede ser materia de análisis 
del recurso de revisión a instancia del alto tribunal, porque en esa 
hipótesis no se cumple con el requisito constitucional y legal, sobre todo 
cuando en la demanda se plantea la inconstitucionalidad del acto 
reclamado por la aplicación de un determinado ordenamiento legal, y el 
juez de distrito sobresee señalando que éste no fue aplicado; por lo que si 
el tribunal colegiado de circuito confirma esa determinación, y luego pide 
la interpretación del ordenamiento no aplicado, es improcedente que el 
Máximo Tribunal se pronuncie al respecto. 
 
Amparo en revisión 146/2015. 10 de junio de 2015. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alfonso Francisco Trenado Ríos. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de diciembre de dos mil quince. 
México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XIV/2016 (10a.) 
 

NOTIFICACIONES EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. EL ARTÍCULO 
1390 BIS 10 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, AL PREVER LAS REGLAS 
PARA SU REALIZACIÓN, NO VULNERA EL DERECHO 
FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO. De la exposición de motivos 
de la reforma al Código de Comercio, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 27 de enero de 2011, por la que se introdujo el juicio oral 
mercantil, se advierte que los principios rectores de éste son los de: 
oralidad, publicidad, igualdad, inmediación, contradicción, continuidad y 
concentración; de ahí que, acorde con la naturaleza de dicho juicio, su 
finalidad sea contar con un sistema de impartición de justicia cuya 
prontitud, celeridad, eficacia y eficiencia sean las adecuadas para evitar 
rezagos en el pronunciamiento de las resoluciones que ponen fin a las 
controversias. De ese modo, se encuentra justificado que el artículo 1390 
bis 10 prevea que en un juicio oral mercantil sólo el emplazamiento tenga 
que realizarse personalmente, mientras que las demás determinaciones 
deben notificarse de acuerdo con las reglas y los medios previstos para 
las notificaciones no personales. Así pues, dicho precepto no vulnera el 
derecho fundamental al debido proceso, consistente en proteger que las 
partes tengan una posibilidad efectiva e igual de defender sus puntos de 
vista y ofrecer pruebas en apoyo de sus pretensiones, pues estas 
cuestiones se encuentran previstas para los juicios orales mercantiles; 
además, los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica 
están colmados con el hecho de que el artículo indicado tenga previsto 
que en el juicio oral únicamente será notificado personalmente el 
emplazamiento, ya que desde que se ordena notificar a la demandada de 
manera personal la existencia de un juicio en su contra, se le hace saber 
que se encuentra sujeta a las disposiciones procesales previstas en el 
Código de Comercio, en las que se le exigirán determinadas conductas y 
que, incluso, dichas cargas serán reclamadas a las partes bajo 
apercibimiento de ser sancionadas en caso de no cumplir con ellas, pues 
sólo así se garantiza la celeridad que exige el procedimiento oral 
mercantil. 
 
Amparo en revisión 383/2015. **********. 9 de septiembre de 2015. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quienes 
reservaron su derecho para formular voto de minoría. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de diciembre de dos mil quince. 
México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
MSN/lgm. 

 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XV/2016 (10a.) 
 

NOTIFICACIONES EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. AL ESTAR 
EXPRESAMENTE PREVISTA LA FORMA DE REALIZARLAS EN EL 
ARTÍCULO 1390 BIS 10 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, NO PROCEDE 
APLICAR SUPLETORIAMENTE OTRA LEGISLACIÓN. La Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que la 
supresión de las notificaciones personales en el juicio oral mercantil 
persigue un fin constitucionalmente válido, por lo que la forma de 
notificación de los autos o las resoluciones diferentes al emplazamiento 
en ese procedimiento, está expresamente prevista en el artículo 1390 bis 
10 del Código de Comercio, sin que proceda aplicar supletoriamente otra 
legislación, ya que resulta contrario a la naturaleza de dichos juicios 
orales que tienen como finalidad contar con un sistema de impartición de 
justicia pronta, eficaz y eficiente, para resolver los conflictos con la 
prontitud y celeridad necesarias para evitar rezagos en el 
pronunciamiento de las resoluciones. 
 
Amparo en revisión 383/2015. **********. 9 de septiembre de 2015. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quienes 
reservaron su derecho para formular voto de minoría. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de diciembre de dos mil quince. 
México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XVI/2016 (10a.) 
 

PATRIA POTESTAD. AL ANALIZAR LA DEMANDA DE SU PÉRDIDA 
POR ACTUALIZARSE LA HIPÓTESIS PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
628, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE 
PUEBLA, EL JUEZ DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DEL INTERÉS 
SUPERIOR DEL MENOR. La patria potestad es una institución creada en 
beneficio de los menores y no de los progenitores, pues constituye una 
función encomendada a éstos en favor de sus hijos, dirigida a su 
protección, educación y formación integral; de ahí que su pérdida no es 
una medida que tenga por objeto castigarlos por incumplir los deberes 
que conlleva la patria potestad, sino que pretende defender los intereses 
del menor en los supuestos en los que su bienestar se garantiza cuando 
sus padres estén separados. Ahora bien, el artículo 628, fracción I, del 
Código Civil para el Estado de Puebla, prevé que los derechos de la patria 
potestad se pierden cuando quien la ejerza cometa algún delito grave o 
intencional contra el menor, sin embargo, no todo delito comprueba que el 
progenitor incumplió con las obligaciones derivadas del ejercicio de 
aquélla y que causa con ello un perjuicio a los intereses y el bienestar del 
menor. Lo anterior es así, porque sin un análisis de la naturaleza del delito 
y de las circunstancias en las que se comete, la condena a la pérdida de 
la patria potestad bajo ese supuesto podría ser desproporcionada y 
contraria a los intereses de los menores, ya que existen delitos cuya 
naturaleza no denota una afectación evidente y directa a sus intereses, o 
bien, no demuestra fehacientemente que el progenitor ha incumplido las 
obligaciones inherentes al ejercicio de la patria potestad, como por 
ejemplo, en el delito de sustracción de menores, donde dependiendo de 
las circunstancias en que se cometa, puede o no demostrarse que fue 
dolosamente y, por tanto, faltó a su deber de cuidado. 
Consecuentemente, ante la demanda de la pérdida de la patria potestad 
por actualizarse el supuesto previsto en el artículo 628 citado, el juez 
debe atender al principio del interés superior del menor y analizar la 
naturaleza del delito, así como las circunstancias en las que se cometió, 
pues de surgir alguna duda razonable respecto a si con su comisión se 
comprueba que el progenitor faltó a su obligación de cuidado y búsqueda 
del bienestar del menor, entonces, dicha pérdida no debe aplicarse, 
porque no asegura la consecución de la finalidad de la norma, que es 
evitar un mayor perjuicio al menor. 
 
Amparo directo en revisión 1433/2014. 22 de octubre de 2014. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda 
Diez de Sollano. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de diciembre de dos mil quince. 
México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
MSN/lgm. 

 



 
 

 
 

 

  TESIS AISLADA XVII/2016 (10a.) 
 

DEFENSA ADECUADA EN MATERIA PENAL. ANTE LA AUSENCIA 
DEL DEFENSOR PARTICULAR, ESTE DERECHO HUMANO DEBE 
GARANTIZARSE POR EL JUEZ DE LA CAUSA CON LA 
DESIGNACIÓN DE UN DEFENSOR PÚBLICO QUE ASISTA 
JURÍDICAMENTE AL PROCESADO. La garantía del derecho humano de 
defensa adecuada se satisface siempre que en los actos que constituyen 
el proceso penal en que intervenga, el imputado cuente con la asistencia 
jurídica de un profesional en derecho; es por eso que el juez que instruye 
la causa penal debe designar defensor público en caso de ausencia de 
defensor particular que lo había venido representando. En el entendido de 
que en la prerrogativa de defensa adecuada, el defensor tiene que cumplir 
con las condiciones necesarias para que el imputado sea asistido 
jurídicamente; por lo tanto, resulta necesaria tanto la presencia física del 
defensor, como que realice actos jurídicos efectivos, en todas las 
diligencias en que aquél intervenga directamente.  
 
Amparo directo en revisión 94/2014. 3 de septiembre de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 3250/2013. 24 de septiembre de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de diciembre de dos mil quince. 
México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

  TESIS AISLADA XVIII/2016 (10a.) 
        

IMPARCIALIDAD JUDICIAL. NO SE VULNERA ESTE PRINCIPIO POR 
LA DESIGNACIÓN QUE REALICE EL JUEZ DE LA CAUSA, PARA 
QUE ASISTA JURÍDICAMENTE AL IMPUTADO ANTE LA AUSENCIA 
DEL DEFENSOR PARTICULAR QUE LO VENÍA REPRESENTANDO. 
De conformidad con lo previsto en la fracción VII del apartado A del 
artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de junio de 2008, el derecho de defensa adecuada se 
garantiza en la medida en que el imputado cuenta con un defensor que 
tenga el carácter de profesional en derecho. En virtud de lo anterior, en 
caso de ausencia del defensor privado a una diligencia en la que tenga 
participación el procesado, el juez debe nombrarle a aquél un defensor 
público para que le proporcione asistencia jurídica. Ahora bien, la 
intervención del juez no afecta la imparcialidad de sus funciones, ya que 
únicamente se limita a acatar las directrices establecidas en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, respecto de la 
protección y garantía del derecho humano de defensa adecuada. 
 
Amparo directo en revisión 94/2014. 3 de septiembre de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 3250/2013. 24 de septiembre de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de diciembre de dos mil quince. 
México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

  TESIS AISLADA XIX/2016 (10a.) 
         

DEFENSA ADECUADA. LOS SUPUESTOS DE VIOLACIÓN DE ESTE 
DERECHO HUMANO SE ACTUALIZAN CUANDO EL JUEZ NOMBRA 
DEFENSOR PÚBLICO ANTE LA AUSENCIA DEL DEFENSOR 
PARTICULAR. Para dar cumplimiento a las obligaciones de promover, 
proteger, respetar y garantizar los derechos humanos, el juez penal tiene 
que designar oficiosamente un defensor público en caso de ausencia del 
defensor particular del imputado a una diligencia en la que éste debe 
tener intervención, a fin de que cuente con la asistencia jurídica que 
requiera. Sin embargo, la protección del derecho humano de defensa 
adecuada exige que se actualice una real asistencia jurídica, de modo 
que no basta que se cumpla con la designación de un defensor público en 
sustitución del abogado particular que venía representando al procesado. 
Incluso cuando se cumple con la designación de defensor de oficio, es 
posible que se actualicen violaciones al derecho humano de defensa 
adecuada, de modo que dejen al imputado en estado de indefensión. La 
violación puede actualizarse en dos supuestos identificados por la 
Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, a saber: el 
primer supuesto se actualiza si no se requirió previamente al imputado 
nombrar libremente a otro defensor de su elección, puesto que en todo 
momento debe privilegiarse el derecho que tiene de designar al abogado 
que quiera para que le proporcione asistencia jurídica en el juicio; el 
segundo supuesto se actualiza si el defensor de oficio designado por el 
juez se nombra al inicio de una audiencia de desahogo de pruebas, con la 
única finalidad de llevar a cabo dicha diligencia, sin que dicho defensor 
cuente con los medios y tiempo necesarios para su preparación 
(conocimiento de las constancias que integran el expediente), a fin de 
determinar la estrategia a seguir, que permita el ejercicio de una 
adecuada defensa del procesado.  
 
Amparo directo en revisión 94/2014. 3 de septiembre de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 3250/2013. 24 de septiembre de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, quien reservó su derecho para formular voto concurrente 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de diciembre de dos mil quince. 
México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm.  

   
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XX/2016 (10a.) 
      

DEFENSA ADECUADA EN MATERIA PENAL. PROCEDIMIENTO A 
SEGUIR PARA LA DESIGNACIÓN OFICIOSA DEL DEFENSOR 
PÚBLICO QUE ASISTA AL IMPUTADO EN LA PRÁCTICA DE UNA 
DILIGENCIA JUDICIAL DE DESAHOGO DE PRUEBAS, ANTE LA 
AUSENCIA DEL DEFENSOR PARTICULAR PREVIAMENTE 
NOMBRADO. Si al iniciarse una audiencia de desahogo de pruebas no se 
encuentra el defensor particular previamente designado por el procesado, 
el juez del proceso, para garantizar el ejercicio efectivo del derecho de 
defensa adecuada del imputado, debe nombrarle un defensor público 
para que lo asista jurídicamente observando una serie de directrices. En 
principio, después de verificarse la inasistencia del defensor particular 
previamente designado para intervenir en la causa penal, el juez deberá 
requerir al imputado para que nombre a otro abogado que lo pueda asistir 
en la diligencia. Con esto se cuida la prevalencia del derecho del 
imputado de designar libremente al abogado que lo defienda en la causa 
penal. La respuesta del imputado puede dar lugar a tres supuestos: 1) 
designar a otro abogado particular que se encuentre presente en las 
instalaciones del juzgado; 2) solicitar que le sea nombrado un defensor 
público; 3) informar que no tiene abogado a quien pueda encomendar su 
defensa, o el designado se niegue a aceptar el nombramiento realizado 
por el imputado. Después de recibir alguna de las respuestas anteriores, 
el juzgador deberá dictar un acuerdo de trámite en el que puede: a) tener 
por designado al defensor particular nombrado por el procesado o; b) 
designar a un defensor público que lo asista jurídicamente. En este mismo 
acuerdo, el juez tiene que requerir al profesionista en derecho para que 
comparezca de inmediato en la diligencia a aceptar el cargo y asumir la 
defensa del inculpado. Realizado lo anterior, la autoridad judicial deberá 
implementar las medidas necesarias para que el defensor designado 
pueda tener acceso a las constancias que integran la causa penal, con el 
fin de que conozca las circunstancias generales del caso y de la diligencia 
judicial programada para celebrarse al momento de la intervención, de 
manera que pueda tener los conocimientos necesarios para asesorar 
adecuadamente al imputado. En caso de que se trate de una audiencia de 
desahogo de pruebas, la autoridad judicial deberá diferir la audiencia, ya 
que en el momento de la designación eventual del defensor, éste no 
conoce las particularidades del caso; el diferimiento permite que el 
profesional en derecho se prepare para poder conocer las 
particularidades del caso. Este supuesto tiene como excepción que la 
designación del defensor público sea únicamente para suplir al defensor 
particular que representa a la defensa en la audiencia de desahogo de 
pruebas. En este supuesto, la diligencia podrá verificarse después de que 
el imputado y su defensor sostengan una entrevista y manifiesten que 
conocen las circunstancias del caso y tiene la preparación previa para 
ejercer la defensa efectiva. De la manifestación debe dejarse constancia 
en la audiencia. La autoridad judicial requerirá al defensor particular que 
no asistió a la diligencia, siempre que no haya sido revocado, para que se 
presente en la próxima fecha que se programe y también se le apercibirá 
con imponerle las medidas de apremio correspondientes a la ley procesal. 
En caso de que en la nueva fecha señalada para que tenga verificativo la 
audiencia de desahogo de pruebas se repita la inasistencia del defensor 
particular designado para representar la defensa adecuada del 
procesado, el juzgador tendrá que repetir las anteriores consideraciones y 
diferir la audiencia a una próxima fecha. La autoridad deberá imponer al 
defensor particular ausente la medida de apremio que haya determinado, 
después de que conste que fue debidamente notificado. En este caso, si 



 
 

 
 

 

el imputado manifiesta que debe mantenerse la designación del defensor 
particular, la autoridad debe de informarle que con motivo de la 
inasistencia del defensor particular, se le asignará de manera oficiosa un 
defensor público que podrá acceder al expediente y se diferirá la fecha de 
la audiencia nuevamente, con la finalidad de preparar la defensa del 
imputado y garantizar que no se le deje en estado de indefensión. Este 
supuesto no se verificará si un defensor particular asume la defensa y 
conoce del asunto. Esta última directriz, en primer término, permite 
respetar, hasta el límite de lo posible, el derecho del imputado de nombrar 
un profesionista en derecho que asuma su defensa y opera como garantía 
para no dejar al imputado en estado de indefensión. Las directrices 
previamente planteadas son necesarias para evitar una violación al 
derecho humano de defensa adecuada porque se refieren a la realización 
de acciones de protección, respeto y garantía del citado derecho humano 
en un proceso penal. 
 
Amparo directo en revisión 94/2014. 3 de septiembre de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 3250/2013. 24 de septiembre de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de diciembre de dos mil quince. 
México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil quince. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXI/2016 (10a.) 
 

 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. PARA EFECTOS DE SU 
PROCEDENCIA DEBE VERIFICARSE SI LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE REALIZÓ UN VERDADERO CONTROL DE 
CONVENCIONALIDAD. La procedencia del recurso de revisión en 
amparo directo, bajo la premisa de un control de convencionalidad ex 
officio en materia de derechos humanos, se basa en la existencia de un 
genuino ejercicio de esa naturaleza. En este sentido, procede verificar si 
efectivamente lo realizado por parte de la autoridad jurisdiccional 
señalada como responsable, satisface o no los presupuestos de ese 
ejercicio de control de regularidad, pues no basta la simple afirmación de 
haberlo realizado. 
 
Amparo directo en revisión 1083/2014. 9 de septiembre de 2015. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidentes: 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Julio César Ramírez 
Carreón. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintisiete de enero de dos mil 
dieciséis. México, Distrito Federal, veintiocho de enero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXII/2016 (10a.) 
 
 

CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. LAS 
AUTORIDADES JUDICIALES, PREVIO A LA INAPLICACIÓN DE LA 
NORMA EN ESTUDIO, DEBEN JUSTIFICAR RAZONADAMENTE POR 
QUÉ SE DESTRUYÓ SU PRESUNCIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD. 
Para que las autoridades den cumplimiento a la obligación contenida en el 
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en caso de considerar una norma contraria a los derechos humanos, 
deberán actuar en aras de proteger el derecho que se estime vulnerado y, 
en todo caso, realizar un control ex officio del que puede resultar, como 
última opción, la inaplicación de una norma al estimarla incompatible con 
los derechos humanos. No obstante, el nuevo paradigma constitucional a 
que se refiere el precepto citado no destruye la presunción de 
constitucionalidad de las normas que conforman el sistema jurídico 
mexicano, por lo cual, debe agotarse cada uno de los pasos del control ex 
officio, con la finalidad de verificar si la norma es acorde con los derechos 
humanos, ya sea de los reconocidos por la Constitución Federal o por los 
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano es parte. Lo 
anterior implica que las autoridades judiciales, previo a la inaplicación de 
la norma en estudio, deben justificar razonadamente por qué se derrotó la 
presunción de su constitucionalidad. 
 
Amparo directo en revisión 1083/2014. 9 de septiembre de 2015. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidentes: 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Julio César Ramírez 
Carreón. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintisiete de enero de dos mil 
dieciséis. México, Distrito Federal, veintiocho de enero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
  
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXIII/2016 (10a.) 
 
 

CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. LA 
APLICABILIDAD DE LA NORMA AL CASO CONCRETO ES UN 
REQUISITO LÓGICO PARA EL EJERCICIO DE AQUÉL. El control de 
convencionalidad exige, como presupuesto lógico para su ejercicio, sobre 
todo cuando lo que se busca es declarar la inaplicación de una norma de 
derecho interno, que ésta sea aplicable, es decir, que efectivamente 
regule el caso concreto. De ahí que para considerar que se realizó un 
control de convencionalidad no basta la simple consideración de la 
autoridad de que la norma contradice un derecho humano, sino que 
previamente debe verificarse la condición de aplicabilidad de ésta. Lo 
anterior deriva en dos conclusiones: 1) la autoridad no puede declarar la 
inaplicación de una norma cuyo contenido no es aplicable al caso 
concreto; y, 2) no cualquier inaplicación de alguna norma que la autoridad 
afirme realizar constituye un genuino control de convencionalidad. 
 
Amparo directo en revisión 1083/2014. 9 de septiembre de 2015. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidentes: 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Julio César Ramírez 
Carreón. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintisiete de enero de dos mil 
dieciséis. México, Distrito Federal, veintiocho de enero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXIV/2016 (10a.) 
 
 

CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. EN EL ANÁLISIS 
DE LA PROCEDENCIA DEL RECURSO DE REVISIÓN EN AMPARO 
DIRECTO DEBE CONSTATARSE LA APLICABILIDAD DE LA NORMA, 
COMO PRESUPUESTO LÓGICO DE SU EJERCICIO. El control de 
convencionalidad exige, como presupuesto lógico para su ejercicio, que la 
norma de derecho interno sea “aplicable al caso” y que represente un 
obstáculo infranqueable para resolver el asunto, de forma que sólo 
desbordando su contenido se lograría la tutela efectiva del derecho 
humano de que se trata. Por el contrario, si la norma recoge un supuesto 
distinto al que ha de resolverse, o simplemente no impide a la autoridad 
tomar una decisión compatible con los derechos humanos involucrados, la 
declaración de inaplicabilidad es una mera manifestación subjetiva, pero 
no un ejercicio de control de convencionalidad. En este tenor, al decidir 
sobre la procedencia del recurso de revisión en amparo directo, debe 
constatarse no sólo que el tribunal colegiado de circuito haya verificado 
esa condición de aplicabilidad de la norma, sino también debe analizarse 
si la autoridad responsable que determinó aplicables las normas, en 
realidad le dio el alcance específico a su contenido para individualizarlo al 
caso concreto, de manera que efectivamente resulten aplicables, esto 
como presupuesto lógico para realizar un control de convencionalidad ex 
officio. 
 
Amparo directo en revisión 1083/2014. 9 de septiembre de 2015. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidentes: 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Julio César Ramírez 
Carreón. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintisiete de enero de dos mil 
dieciséis. México, Distrito Federal, veintiocho de enero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/lgm. 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXV/2016 (10a.) 
 
 

DETENCIÓN EN FLAGRANCIA. APRECIACIÓN DE SU VALIDEZ 
CONSTITUCIONAL CUANDO LA AUTORIDAD TIENE 
CONOCIMIENTO, POR MEDIO DE UNA DENUNCIA INFORMAL, QUE 
SE ESTÁ COMETIENDO O SE ACABA DE COMETER UN DELITO. La 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
determinado el procedimiento que debe seguirse para efectuar una 
detención cuando la autoridad tiene conocimiento por medio de una 
denuncia informal sobre un delito cometido en flagrancia; y para que 
aquélla pueda ser válida (por guardar correspondencia formal y material 
con la normativa que rige el actuar de la policía) tiene que ceñirse al 
concepto constitucional estricto de flagrancia, es decir, debe actualizarse 
alguno de los supuestos siguientes: 1. La autoridad puede aprehender al 
aparente autor del delito si observa directamente que la acción se comete 
en ese preciso instante, esto es, en el iter criminis; o, 2. La autoridad 
puede iniciar la persecución del aparente autor del delito a fin de 
aprehenderlo si, mediante elementos objetivos, le es posible identificarlo y 
corroborar que, apenas en el momento inmediato anterior, se encontraba 
cometiendo el delito. Ahora bien, tratándose de la detención en flagrancia 
en el supuesto de denuncia informal (aquella que no se rinde ante el 
Ministerio Público en las condiciones de regularidad formal que deben 
operar ordinariamente), al evaluar la validez constitucional, el juez debe 
ponderar si la autoridad aprehensora contaba con datos suficientes que le 
permitieran identificar con certeza a la persona acusada y evaluar el 
margen de error que pudo haberse producido tomando como base la 
exactitud y la precisión de los datos aportados en la denuncia. 
 
Amparo directo en revisión 3463/2012. 22 de enero de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de veintisiete de enero de dos mil 
dieciséis. México, Distrito Federal, veintiocho de enero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXVI/2016 (10a.)  
 

CONTROL PROVISIONAL PREVENTIVO. PARÁMETROS A SEGUIR 
POR LOS ELEMENTOS DE LA POLICÍA PARA QUE AQUÉL TENGA 
VALIDEZ CON POSTERIORIDAD A LA DETENCIÓN EN FLAGRANCIA. 
La finalidad de los controles preventivos provisionales es evitar la 
comisión de algún delito, salvaguardar la integridad y la vida de los 
agentes policiacos, o corroborar la identidad de alguna persona, con base 
en información de delitos previamente denunciados ante la policía o 
alguna autoridad. En este sentido, la realización de esos controles 
excluye la posibilidad de que la autoridad pueda detener a una persona 
sin causa mínima que lo justifique, de lo contrario, bajo una circunstancia 
abstracta –como la apariencia física de las personas, su forma de vestir, 
hablar o comportarse–, podrían justificar su detención y revisión física 
cuando es evidente que no existen circunstancias que permitan explicar la 
sospecha de que se está cometiendo un delito. Por tanto, para que se 
justifique la constitucionalidad de un control preventivo provisional es 
necesario que se actualice la sospecha razonada objetiva de que se está 
cometiendo un delito y no sólo una sospecha simple que derive de un 
criterio subjetivo del agente de la autoridad. Así, las circunstancias para 
acreditar empíricamente la sospecha razonable objetiva son relativas a 
los objetos materiales del ilícito, los sujetos, lugares y horarios descritos 
por las víctimas y los testigos de algún delito con las denuncias que haya 
recibido la policía. En este contexto, las condiciones en las cuales la 
policía estará en posibilidad de llevar a cabo un control de detención, se 
actualizan cuando la persona tenga un comportamiento inusual, así como 
conductas evasivas y/o desafiantes frente a los agentes de la policía. Sin 
embargo, en la actualización del supuesto de sospecha razonada, no 
existe la condición fáctica descrita, la comisión del delito evidente y 
apreciable de forma directa, pero sí las condiciones circunstanciales que 
justifican la realización de un control preventivo provisional por parte de 
los agentes de la autoridad, ya sea porque haya una denuncia informal o 
anónima, o porque el sujeto exteriorice acciones que objetivamente den 
lugar a considerar que se pretende ocultar la realización de un delito. 
Aunado a lo anterior, las condiciones fácticas son las que van a 
determinar el grado de intensidad del control preventivo por parte de la 
autoridad. En este sentido, existen dos tipos de controles que pueden 
realizarse: 1. Preventivo en grado menor, en el cual, los agentes de la 
policía pueden limitar provisionalmente el tránsito de personas y/o 
vehículos con la finalidad de solicitar información a la persona controlada, 
por ejemplo, su identidad, ruta, motivos de su presencia, etcétera. En este 
control preventivo de grado menor, también los agentes de la policía 
pueden efectuar una revisión ocular superficial exterior de la persona o 
del interior de algún vehículo. 2. Preventivo en grado superior, el cual está 
motivado objetivamente por conductas proporcionales y razonablemente 
sospechosas, lo que implica que los agentes policiales estén en 
posibilidad de realizar sobre la persona y/o vehículos un registro más 
profundo, con la finalidad de prevenir algún delito, así como para 
salvaguardar la integridad y la vida de los propios agentes. En este 
supuesto, éstos podrían, además, registrar las ropas de las personas, sus 
pertenencias así como el interior de los vehículos. Este supuesto se 
actualiza si las circunstancias objetivas y particulares del delito y el sujeto 
corresponden ampliamente con las descritas en una denuncia previa, o 
bien si los sujetos controlados muestran un alto nivel de desafío o de 
evasión frente a los agentes de la autoridad. En consecuencia, si después 
de realizar el control provisional legítimo los agentes de la policía 
advierten la comisión flagrante de algún delito, la detención del sujeto 



 
 

 
 

 

controlado será lícita, y también lo serán las pruebas descubiertas en la 
revisión que, a su vez, tendrán pleno valor jurídico para ser ofrecidas en 
juicio.  
 
Amparo directo en revisión 3463/2012. 22 de enero de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de veintisiete de enero de dos mil 
dieciséis. México, Distrito Federal, veintiocho de enero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXVII/2016 (10a.) 
 
         

FACULTAD DE ATRACCIÓN. ES PROCEDENTE SU EJERCICIO SI EL 
RECURSO DE QUEJA PLANTEADO ACTUALIZA LA NECESIDAD DE 
DEFINIR EL ALCANCE DE UNA DISPOSICIÓN DE LA LEY DE 
AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013, EN LA QUE 
SE INCORPORE UNA LIMITACIÓN A DERECHOS FUNDAMENTALES 
QUE NO EXISTÍA EN LA LEY DE AMPARO ABROGADA. La Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 
1a./J. 27/2008, de rubro: “FACULTAD DE ATRACCIÓN. REQUISITOS 
PARA SU EJERCICIO.”¹, estableció que para ejercer la facultad prevista 
en el artículo 107, fracciones V, inciso d), segundo párrafo, y VIII, inciso 
b), segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, deben acreditarse, conjuntamente, los siguientes requisitos: 
1) que a juicio de este alto tribunal, la naturaleza intrínseca del caso 
permita que éste revista un interés superlativo reflejado en la gravedad 
del tema, es decir, en la posible afectación o alteración de valores 
sociales, políticos o, en general, de convivencia, bienestar o estabilidad 
del Estado Mexicano relacionados con la administración o impartición de 
justicia; y 2) que el caso revista un carácter trascendente reflejado en lo 
excepcional o novedoso que entrañaría la fijación de un criterio jurídico 
trascendente para casos futuros o la complejidad sistémica de éstos, 
también a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. En ese 
contexto, resulta procedente ejercer la facultad de atracción en la que se 
solicita que este máximo tribunal conozca de un recurso de queja cuyo 
estudio implique la interpretación constitucional y convencional de un 
precepto de la Ley de Amparo, en el que se plantea la incorporación de 
una limitación a derechos fundamentales no prevista en la abrogada, pues 
se estima que la relevancia que plantea esa problemática requiere fijar el 
alcance de la norma jurídica cuestionada a la luz del principio de 
progresividad de los derechos humanos previsto en el artículo 1o. 
constitucional, así como de otros derechos fundamentales, como pueden 
ser el de igualdad, de acceso efectivo a la justicia y de pronta impartición 
de justicia. Además de que la resolución de tales asuntos constituye una 
oportunidad para que el alto tribunal, como supremo intérprete de la 
Constitución Federal, establezca los criterios que habrán de servir como 
punto referencial en la resolución de casos futuros. 
 
Solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 262/2015. 18 de 
noviembre de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alfonso Francisco 
Trenado Ríos. 
 
¹ La tesis de jurisprudencia 1a./J. 27/2008 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXVII, abril de 2008, página 150. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintisiete de enero de dos mil 
dieciséis. México, Distrito Federal, veintiocho de enero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 



 
 

 
 

 

 

 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXVIII/2016 (10a.) 
  

         
IMPUESTOS GENERALES DE IMPORTACIÓN Y EXPORTACIÓN. EL 
ARTÍCULO 1o. DE LA LEY RELATIVA NO CONTRAVIENE EL 
PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. De conformidad con el artículo 
citado, los impuestos generales de importación y de exportación se 
establecen mediante la identificación de un código numérico de ocho 
dígitos llamado "fracción arancelaria", el cual se encuentra asociado, 
entre otras cuestiones, con la descripción de la mercancía, su unidad de 
medida, así como con la alícuota o tasa arancelaria que se causa por su 
importación o exportación, según sea el caso. Asimismo, la aplicación del 
código numérico se encuentra, en su caso, precedida de notas de 
sección, capítulo o subpartida, de forma que cada fracción arancelaria es 
diferente, dependiendo del producto de que se trate. Ahora bien, como se 
advierte de la exposición de motivos de la Ley de los Impuestos 
Generales de Importación y de Exportación, de 29 de marzo de 2007, la 
nomenclatura referida no se introdujo de manera discrecional por el 
legislador, sino que atiende a un sistema codificado de clasificación de 
mercancías utilizado para las operaciones de comercio exterior; es decir, 
su estructura está basada en el Sistema Armonizado de Designación y 
Codificación de Mercancías, creado por la Organización Mundial de 
Aduanas como un lenguaje aduanero común, ante la necesidad de 
gestionar coincidencia y armonía para realizar las negociaciones 
comerciales mundiales y simplificar las relaciones de comercio exterior, 
así como para fines estadísticos. De lo expuesto, se tiene que la 
clasificación arancelaria consiste en la ubicación de una determinada 
mercancía en la fracción que le corresponde dentro de la tarifa de los 
impuestos generales de importación y de exportación, y se realiza 
mediante la aplicación de las notas de sección, notas de capítulo, reglas 
complementarias y notas explicativas de la tarifa referida, así como de 
diversos criterios que existen sobre clasificación. En consecuencia, todas 
las mercancías se encuentran clasificadas en orden sistemático, 
armonizado y codificado, en el que son identificadas con la serie de 
números que se leen de izquierda a derecha por pares y que 
corresponden a la estructura internacional del sistema armonizado, y los 
últimos dos dígitos, que son propios de la clasificación arancelaria de 
nuestro país, responden a situaciones específicas de carácter fiscal, 
económico y de producción. Por tanto, el hecho de que un producto se 
encuentre en la misma “familia” que otros, no implica que deba sujetarse 
a un mismo arancel, porque las fracciones arancelarias son fijadas por el 
legislador atendiendo a estándares internacionales de clasificación 
arancelaria, con el objeto de identificar la diferencia de las mercancías 
que se importan, y no con la finalidad de gravar a todos los integrantes de 
un grupo o partida con el mismo porcentaje de impuesto. En 
consecuencia, el artículo 1o. de la Ley de los Impuestos Generales de 
Importación y de Exportación, no contraviene el principio de equidad 
tributaria, contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues lo que se pretende es 
favorecer a la economía nacional con la graduación o disminución de las 
tarifas arancelarias en la importación de diversos bienes al país, a fin de 
regular el comercio exterior y la estabilidad de la producción nacional. 
 
Amparo directo en revisión 1777/2015. **********. 9 de septiembre de 
2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 



 
 

 
 

 

Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintisiete de enero de dos mil 
dieciséis. México, Distrito Federal, veintiocho de enero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXIX/2016 (10a.)  
 
 

DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE CONTRIBUCIONES. EL 
ARTÍCULO 41, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN QUE LA PREVÉ, NO SE RIGE POR EL DERECHO 
FUNDAMENTAL DE AUDIENCIA PREVIA. El precepto citado prevé que, 
tratándose de la omisión en la presentación de una declaración periódica 
para el pago de contribuciones, una vez impuestas las multas por el 
incumplimiento a los requerimientos respectivos y habiéndose requerido 
hasta en tres ocasiones la presentación de la declaración omitida, las 
autoridades fiscales podrán hacer efectiva al contribuyente o al 
responsable solidario que incurra en la omisión, una cantidad igual al 
monto mayor que hubiera determinado a su cargo en cualquiera de las 
seis últimas declaraciones de la contribución de que se trate. Lo anterior 
implica la emisión de un crédito fiscal de carácter provisional (y no 
definitivo), cuya finalidad es que el contribuyente presente la declaración 
omitida y, en caso de existir diferencias a su favor, podrán compensarse 
en declaraciones subsecuentes. Por tanto, el artículo 41, fracción II, del 
Código Fiscal de la Federación, no se rige por el derecho fundamental de 
audiencia previa, pues constituye un acto de molestia que afecta la esfera 
jurídica de los contribuyentes que restringe de forma provisional o 
preventiva sus derechos, con la finalidad de verificar el efectivo 
cumplimiento de la obligación de contribuir contenida en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
sin que sea necesaria la existencia de un procedimiento previo al ejercicio 
de tales facultades en el que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento. 
 
Amparo directo en revisión 2484/2015. **********. 21 de octubre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Ricardo Manuel Martínez Estrada. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de veintisiete de enero de dos mil 
dieciséis. México, Distrito Federal, veintiocho de enero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXX/2016 (10a.) 
 
       

LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO DE ACCESO A LA 
INFORMACIÓN. TIPOS DE AFECTACIÓN RESENTIBLE A CAUSA DE 
NORMAS PENALES. Los artículos 6o., 7o., 39 y 40 constitucionales 
guardan una relación sistemática innegable, pues juntos delinean una 
estructura jurídica apta para lograr el autogobierno democrático.  Por un 
lado, los artículos 6o. y 7o. constitucionales reconocen los derechos de 
las personas a expresarse y acceder a la información, sin los cuales no 
sería posible una ciudadanía política y, por otro lado, los artículos 39 y 40 
constitucionales establecen que la forma de gobierno es democrática y 
representativa. Así, los referidos derechos no sólo protegen libertades 
necesarias para la autonomía personal de los individuos, sino también 
garantizan un espacio público de deliberación política. Mientras existan 
mejores condiciones para el ejercicio desinhibido de tales libertades, 
habrá mejores condiciones de ejercicio de los derechos políticos 
indispensables para el funcionamiento de la democracia representativa. 
Por tanto, una persona puede resentir afectación en dichos derechos 
tanto en la dimensión individual como en la colectiva y los jueces 
constitucionales deben ser sensibles a considerar qué tipo de afectación 
alegan en un juicio de amparo. Si se trata de una afectación que 
trasciende exclusivamente el ámbito de autonomía personal, la pregunta 
relevante a responder es: ¿La norma combatida impide de alguna manera 
el ejercicio de la autonomía personal del quejoso? En caso de tratarse de 
una alegada afectación a la dimensión colectiva, la pregunta relevante a 
contestar sería: ¿La norma impugnada obstaculiza, impide o estorba de 
alguna manera al quejoso para ingresar o participar en el espacio de la 
deliberación pública? En este segundo aspecto, los jueces 
constitucionales deben considerar que las personas acuden al juicio de 
amparo a exigir la protección contra una amenaza diferenciada, la que 
debe obligar a dichos jueces a trascender el ámbito analítico 
estrictamente personal de afectación y observar las posibilidades de 
afectación del precepto impugnado en las posibilidades de 
desenvolvimiento de la persona que acude al juicio de amparo en el 
espacio público de deliberación. Ello debe considerarse de una manera 
muy cuidadosa y especial tratándose de normas que blinden la crítica de 
información de interés público, pues el interés legítimo, en este contexto, 
debe servir a las personas –y más aún a quienes desempeñan una 
función de informar– para poder acceder al control constitucional cuando 
estimen que no les asisten esas posibilidades de acceso y participación 
en el escrutinio público. 
 
Amparo en revisión 492/2014. 20 de mayo de 2015. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente, y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó 
su derecho para formular voto particular, y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Karla I. Quintana Osuna y David García Sarubbi. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de veintisiete de enero de dos mil 



 
 

 
 

 

dieciséis. México, Distrito Federal, veintiocho de enero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXXI/2016 (10a.) 
 
 

INTERÉS LEGÍTIMO EN AMPARO CONTRA LEYES PENALES. SE 
ACTUALIZA ANTE NORMAS CUYA MERA EXISTENCIA GENERA UN 
EFECTO DISUASIVO EN EL EJERCICIO DE LA LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN Y EL DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA 
INFORMACIÓN. Aunque las normas penales, que tipifican conductas 
ilícitas, pueden contener obligaciones de hacer o no hacer condicionadas 
a un acto de aplicación y, por tanto, en su estructura normativa resultar 
heteroaplicativas, lo relevante, desde la perspectiva del interés legítimo, 
es determinar si generan una afectación especial, que corra de manera 
paralela, afectando al quejoso de manera individual o colectiva, calificada, 
actual y de una forma relevante jurídicamente. Ahora bien, la libertad de 
expresión y el derecho de acceso a la información no sólo protegen un 
espacio de autonomía personal de los individuos, sino también garantizan 
un espacio público de deliberación política. De lo que se sigue que las 
normas penales pueden resultar autoaplicativas por su afectación directa, 
cuando se alegue que esas normas obstaculicen, impidan o estorben el 
acceso a dicho espacio. Ello exige de los jueces apreciar las posibilidades 
de afectación del precepto impugnado en las condiciones de 
desenvolvimiento de la persona en el espacio público de deliberación, 
especialmente cuando el tipo de discurso afectable por la norma es de 
naturaleza política y cuando quien acude al juicio es una persona que se 
dedica a difundir dicha información a la sociedad. Por tanto, aquí no es 
relevante determinar si la norma impugnada trasciende en la esfera 
jurídica del quejoso desde la perspectiva de las consecuencias punitivas 
exigidas como respuesta de reproche a su conducta, esto es, si el 
quejoso ha actualizado la hipótesis normativa que activa el aparato 
punitivo del Estado a través de sus facultades persecutorias y judiciales, 
lo que implicaría asignar el énfasis al contenido heteroaplicativo de la 
norma. Un caso paradigmático es el de un periodista, a quien se debe 
reconocer interés legítimo para impugnar normas que alegue impidan, 
obstaculicen o impongan requisitos de entrada al espacio público para 
participar en el debate público, independientemente si acredita un acto de 
aplicación. En suma, si el quejoso se duele de la imposibilidad del 
ejercicio desinhibido del ejercicio de deliberación pública, el juez de 
amparo debe verificar si, prima facie, se genera un efecto obstaculizador 
de participación en la deliberación pública que permita tener por 
acreditado el interés legítimo. 
 
Amparo en revisión 492/2014. 20 de mayo de 2015. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente, y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó 
su derecho para formular voto particular, y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Karla I. Quintana Osuna y David García Sarubbi. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de veintisiete de enero de dos mil 
dieciséis. México, Distrito Federal, veintiocho de enero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 



 
 

 
 

 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXXII/2016 (10a.) 
 

INTERÉS LEGÍTIMO EN EL AMPARO CONTRA LEYES. NORMAS 
CUYA SOLA EXISTENCIA GENERA UNA AFECTACIÓN 
AUTOAPLICATIVA QUE LO ACTUALIZA. Esta Primera Sala ha 
determinado que, de manera excepcional, pueden encontrarse en el 
ordenamiento jurídico normas generales heteroaplicativas, identificables 
así por su estructura normativa interna, que no obstante, generan una 
afectación de tal gravedad para nuestra democracia constitucional, que 
pueden identificarse como autoaplicativas, por lo que debe tenerse por 
acreditado el interés legítimo para impugnarlas. El primero de este tipo de 
normas corresponde al de aquellas que son estigmatizadoras, es decir, 
aquellas que con independencia de que establezcan contenidos 
condicionados a un acto de aplicación, terminan por proyectar un mensaje 
discriminatorio contra ciertos sujetos, que resienten una afectación 
generada por la parte valorativa de la norma, al incluir criterios vedados 
por el artículo 1o. constitucional. Un segundo tipo de normas en este 
supuesto, corresponde a aquéllas que se erigen como barreras de acceso 
al debate público o que inhiben la propia deliberación pública, 
entendiendo que las condiciones normativas para la generación óptima de 
esta última se encuentran constitucionalmente protegidas, en tanto que 
son condiciones de existencia de un espacio público sin el cual un 
gobierno democrático de naturaleza deliberativa no sería posible. La 
afectación que producen este segundo tipo de normas no es generada 
por su parte valorativa, sino por sus repercusiones sobre la apropiada 
preservación de canales de expresión e intercambio de ideas que deben 
mantenerse abiertos, por ejemplo, estableciendo impedimentos, requisitos 
u obligaciones, aún de abstención, que obstaculicen el desenvolvimiento 
de las personas en el debate público, especialmente cuando se refieran al 
discurso político o a quienes se dedican a informar. Ante este segundo 
tipo de normas, lo relevante para el juzgador no es determinar si la norma 
impugnada trasciende en la esfera jurídica del quejoso desde la 
perspectiva de los actos de aplicación requeridos para su materialización, 
sino la afectación generada a los canales de deliberación pública. 
  
Amparo en revisión 492/2014. 20 de mayo de 2015. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente, y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó 
su derecho para formular voto particular, y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Karla I. Quintana Osuna y David García Sarubbi. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de veintisiete de enero de dos mil 
dieciséis. México, Distrito Federal, veintiocho de enero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXXIII/2016 (10a.) 
 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO DE ACCESO A LA 
INFORMACIÓN. LOS PERIODISTAS CUENTAN CON INTERÉS 
LEGÍTIMO PARA IMPUGNAR EN AMPARO, SIN ACTO DE 
APLICACIÓN PREVIO, EL ARTÍCULO 398 BIS, DEL CÓDIGO PENAL 
PARA EL ESTADO DE CHIAPAS, POR SU POTENCIAL DE 
AFECTACIÓN EN LAS CONDICIONES DE ACCESO A LA 
DELIBERACIÓN PÚBLICA. El artículo citado impone a las personas en 
general una obligación de abstención (no hacer), consistente en no 
obtener ni proporcionar información confidencial o reservada de los 
cuerpos de seguridad pública o de las fuerzas armadas, con el propósito 
de evitar que el sujeto o los sujetos activos del delito sean detenidos o 
para que puedan concretar una actividad delictiva en agravio de un 
tercero. Ahora bien, cuando un periodista acuda al amparo, debe 
considerarse que la obligación que impone la norma constituye una razón 
para la acción que resulta protegida jurídicamente, por lo que es 
perentoria y, luego, debe ser suficiente para que el sujeto excluya 
cualquier otra consideración de oportunidad para actuar en sentido 
contrario a la obligación de abstención impuesta por la norma impugnada. 
Así, la parte quejosa acredita la afectación suficiente exigida por el 
concepto de interés legítimo con el seguimiento de la obligación primaria 
impuesta por la norma impugnada, pues se ostenta como periodista, por 
lo que forma parte de un gremio cuya actividad principal es justamente la 
realización de las actividades que se encuentran excluidas mediante una 
obligación de no hacer: obtener y proporcionar información; además, el 
seguimiento de la obligación primaria lo lleva a considerarla como una 
razón para la acción que, de tenerla como una razón perentoria y 
autónoma para guiar su conducta, lo llevaría a ver frustrado un beneficio: 
el ejercicio robusto y desinhibido de su actividad como periodista. Esta 
afectación debe considerase cualificada por un contexto adicional que 
torna su afectación en objetiva, concreta y real, a saber: que la 
información respecto de la cual se impone la obligación de abstención, 
por sus características propias, la torna de interés público, ya que se trata 
de información relacionada, en general, con temas de seguridad pública y 
el eficiente funcionamiento de las instituciones encargadas de su cuidado. 
Así, el planteamiento del quejoso no es un ejercicio hipotético, sino que 
constituye una afectación real en su ámbito profesional. En efecto, esta 
Primera Sala considera que la labor realizada por los profesionales de la 
información consiste, precisamente, en buscar y difundir información de 
interés público. La existencia de una norma que penalice ab initio la 
búsqueda de información puede constituir un efecto amedrentador (tener 
un chilling effect) en dicho profesional. No obstante, al tenerse por 
acreditado el interés legítimo del quejoso para combatir el precepto 
impugnado, no implica prejuzgar sobre su validez constitucional, pues 
será en el fondo donde se determinará si esa afectación en sentido amplio 
resulta ajustada a la Constitución o no. 
 
Amparo en revisión 492/2014. 20 de mayo de 2015. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente, y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó 
su derecho para formular voto particular, y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Karla I. Quintana Osuna y David García Sarubbi. 
 



 
 

 
 

 

LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de veintisiete de enero de dos mil 
dieciséis. México, Distrito Federal, veintiocho de enero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXXIV/2016 (10a.) 
 
       

DICTÁMENES PERICIALES. LA NO RATIFICACIÓN DEL RENDIDO 
POR EL PERITO OFICIAL CONSTITUYE UN VICIO FORMAL 
SUBSANABLE, POR LO QUE EN NINGÚN CASO DEBE DAR LUGAR 
A CONSIDERAR QUE CONSTITUYE PRUEBA ILÍCITA QUE DEBA 
SER EXCLUIDA DEL ANÁLISIS PROBATORIO CORRESPONDIENTE. 
Esta Primera Sala ha establecido, en la tesis aislada 1a. LXIV/2015 
(10a.)¹, la inconstitucionalidad del artículo 235 del Código Federal de 
Procedimientos Penales, por vulnerar el derecho fundamental de igualdad 
procesal entre las partes al eximir a los peritos oficiales de ratificar los 
dictámenes que ofrezcan, pero obligando a que lo hagan los de las demás 
partes, lo que origina un desequilibrio procesal que conduce a considerar 
que la opinión pericial que no sea ratificada debe estimarse imperfecta y, 
en tanto no cumpla con dicha condición, carente de valor probatorio 
alguno; sin embargo, la desigualdad procesal advertida no da lugar a 
considerar que los dictámenes emitidos por peritos oficiales que no son 
ratificados constituyan prueba ilícita que deba ser excluida del análisis 
probatorio correspondiente, sino un vicio formal susceptible de ser 
subsanado mediante la ratificación correspondiente. Ello es así, en tanto 
que la formalidad en cuestión no trasciende de manera sustantiva al 
contenido de la prueba pericial en el proceso penal, es decir, a la 
metodología y conclusión del dictamen, sino que se vincula 
exclusivamente con la imposibilidad de conferirle valor probatorio, se 
insiste, hasta en tanto el mismo no sea ratificado por el perito oficial que lo 
haya rendido. En consecuencia, a fin de restaurar la igualdad procesal 
entre las partes, basta con que se ordene la ratificación del dictamen, 
incluso en vía de reposición del procedimiento, en su caso, para que el 
señalado vicio formal desaparezca y pueda estar en condiciones de ser 
valorado por el juez. 
 
Amparo Directo en Revisión 2759/2015. 2 de septiembre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez 
Mireles. 
 
¹ La tesis aislada LXIV/2015 (10a.), señalada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
15, Tomo II, febrero de 2015, página 1390, registro 2008490, con el rubro: 
“DICTÁMENES PERICIALES. EL ARTÍCULO 235 DEL CÓDIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, AL EXIMIR A LOS 
PERITOS OFICIALES DE RATIFICARLOS, VULNERA EL DERECHO 
FUNDAMENTAL DE IGUALDAD PROCESAL.”. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintisiete de enero de dos mil 
dieciséis. México, Distrito Federal, veintiocho de enero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 



 
 

 
 

 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXXV/2016 (10a.) 
 

          
DERECHO FUNDAMENTAL A UNA VIVIENDA DIGNA Y DECOROSA. 
LA AFECTACIÓN PRODUCIDA POR UNA DECISIÓN 
JURISDICCIONAL QUE RESUELVE SOBRE LA PROPIEDAD Y LA 
POSESIÓN NO IMPLICA UNA VULNERACIÓN A ESE DERECHO. El 
derecho a la vivienda digna y decorosa es un derecho social que se 
encuentra vinculado con distintos elementos, dentro de los cuales se 
ubica la seguridad de la tenencia, a fin de que se prevenga cualquier acto 
de terceros con la intención de perturbarla, tales como actos arbitrarios de 
desocupación o la vulneración ilegal por parte de terceros de su título de 
propiedad. Sin embargo, esa seguridad de la tenencia, como uno más de 
los elementos del derecho a la vivienda, no se viola por virtud de que una 
persona pierda la propiedad o posesión sobre el inmueble que destine 
para su habitación, al haber resultado adverso a sus intereses un juicio 
seguido ante tribunales facultados para ello. Por el contrario, mediante la 
intervención de la autoridad, se desarrolla la función jurisdiccional a fin de 
evitar, precisamente, la justicia privada que en nuestro régimen 
constitucional está expresamente proscrita por el artículo 17 
constitucional. Por lo mismo, se otorga seguridad jurídica sobre el bien 
inmueble, incluido el destinado a la vivienda, pues se está protegiendo la 
propiedad privada al mismo tiempo que el interés público, al procurar el 
respeto de los derechos reales de terceros.  
 
Amparo directo en revisión 5456/2014. **********. 9 de septiembre de 
2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto aclaratorio, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro 
Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha diez de febrero de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, once de febrero de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXXVI/2016 (10a.) 
         
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. ESTE RECURSO PROCEDE DE 
MANERA EXCEPCIONAL, CUANDO EXISTA INTERPRETACIÓN 
DIRECTA DE UNA NORMA CONSTITUCIONAL EN LA QUE SE 
SUSTENTE EL SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO RELATIVO. Cuando se 
sobresea en el juicio de amparo directo, basándose en la interpretación 
directa de una disposición constitucional, aun cuando sólo se haga 
referencia a la reproducción de un precepto constitucional en una norma 
de menor jerarquía, se actualiza el primer requisito de procedencia 
previsto en el artículo 107, fracción IX, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pues de prevalecer la interpretación del 
tribunal colegiado de circuito, se impediría a este alto tribunal llevar a 
cabo su función, por el simple hecho de que no se haya invocado el 
contenido de la norma referida; lo que además sería contrario a la 
finalidad del recurso de revisión, consistente en salvaguardar los 
derechos de las partes en el juicio de amparo contra la aplicación 
incorrecta de la Constitución General de la República por los tribunales 
colegiados de circuito y unificar su interpretación. En ese sentido, debe 
considerarse que existe una cuestión de constitucionalidad, pues aun 
cuando el tribunal colegiado de circuito que conoció hubiese sobreseído 
en el juicio, su decisión derivó de la interpretación directa de un precepto 
de la Norma Fundamental, sin perjuicio de que para considerar 
procedente el recurso de revisión, debe cumplirse también con el segundo 
requisito, consistente en que se fije un criterio de importancia y 
trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en cumplimiento al Acuerdo General Número 9/2015 del Tribunal 
Pleno. 
 
Amparo directo en revisión 1646/2015. **********. 30 de septiembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro 
Castañón Ramírez. 
 
Nota: El Acuerdo General Número 9/2015, de ocho de junio de dos mil 
quince, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 
establece las bases generales para la procedencia y tramitación de los 
recursos de revisión en amparo directo citado, aparece publicado en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 19, 
Tomo III, junio de 2015, página 2483. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha diez de febrero de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, once de febrero de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 

 
MSN/lgm. 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXXVII/2016 (10a.) 
         

RECURSO DE APELACIÓN. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE LO 
DESECHA, ES INNECESARIO AGOTAR EL RECURSO DE 
REVOCACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 680 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE MICHOACÁN, 
PREVIAMENTE A PROMOVER EL AMPARO DIRECTO. El artículo 107, 
fracción III, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, refiere que el juicio de amparo directo procede contra 
sentencias definitivas, laudos y resoluciones que ponen fin al juicio, 
entendiéndose estas últimas como las que, sin decidirlo en lo principal, lo 
dan por concluido y respecto de las cuales las leyes no conceden recurso 
ordinario alguno. En relación con lo anterior, si el artículo 680 del Código 
de Procedimientos Civiles para el Estado de Michoacán señala que el 
recurso de revocación es un medio de impugnación para combatir todos 
los autos de las Salas del Tribunal Superior de Justicia de la entidad, con 
excepción de los que se dicten en grado de apelación, sin especificar su 
calidad o su sentido, deben considerarse como tales los emitidos en la 
segunda instancia procesal, la cual debe tenerse por iniciada al momento 
de la presentación del recurso de apelación; de manera que si de 
conformidad con la legislación procesal aplicable, en el procedimiento se 
establece la participación del juez, no sólo como receptor del escrito de 
agravios, sino para proveer su interposición y el grado de la apelación, 
hasta que la Sala emite su pronunciamiento, con ello se demuestra una 
vinculación directa en las actuaciones del juez con la instancia procesal. 
De ahí que esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que cuando el juez tramita el recurso de apelación 
interpuesto por el recurrente, provee sobre su interposición y expresa el 
efecto con el que lo admite (suspensivo o devolutivo), se dicta en “grado 
de apelación”, pues procesalmente se refiere a otra instancia diversa a la 
competencia del juzgador, como resolutor de la primera instancia. Por 
tanto, si el acto impugnado fue posterior a esas actuaciones, esto es, la 
determinación del tribunal de alzada para desechar el recurso, es 
evidente que se trata de una resolución dictada en “grado de apelación” y, 
por ende, es innecesario agotar el recurso de revocación en su contra, 
antes de acudir al juicio de amparo directo, al actualizarse la excepción 
prevista en la norma.  
 
Amparo directo en revisión 1646/2015. **********. 30 de septiembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro 
Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha diez de febrero de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, once de febrero de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXXVIII/2016 (10a.)  
 
 

TRIBUNALES CONSTITUCIONALES LOCALES. CARECEN DE 
COMPETENCIA PARA CONOCER DE ASUNTOS RELACIONADOS 
CON VIOLACIONES A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. A pesar de que diversas 
Constituciones Locales establecen un contenido propio en materia de 
derechos fundamentales –en tanto no contradigan la Constitución 
Federal–, así como un medio jurisdiccional local para su protección, esta 
circunstancia es insuficiente para que los tribunales locales sean 
competentes para conocer de asuntos relacionados con violaciones a la 
Ley Suprema, pues el texto fundamental vigente sigue asignando esa 
facultad exclusivamente al Poder Judicial de la Federación. Por tanto, si 
bien los órganos jurisdiccionales locales, cuando así lo disponga su Poder 
Legislativo, pueden vigilar que no existan violaciones a la Constitución de 
su respectiva entidad federativa, en todo caso las sentencias respectivas 
podrán revisarse mediante el juicio de amparo por los tribunales 
federales, para asegurar que, además, cumplan con la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues cabe recordar que el 
orden jurídico de cada Estado está supeditado al Pacto Federal. 
 
Amparo directo en revisión 3057/2014. **********. 4 de febrero de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de diez de febrero de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, once de febrero de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XXXIX/2016 (10a.) 
 

CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD. NO TIENE EL 
ALCANCE DE QUE LOS TRIBUNALES CONSTITUCIONALES 
LOCALES CONOZCAN DE ASUNTOS RELACIONADOS CON 
VIOLACIONES A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, RESPECTO DE ASUNTOS QUE NO SEAN DE 
SU COMPETENCIA. El control difuso de constitucionalidad no implica 
que los tribunales constitucionales de las entidades federativas puedan 
resolver asuntos donde la materia de la litis consista, esencialmente, en 
violaciones a la Constitución Federal. Lo anterior es así, pues si bien los 
tribunales constitucionales locales están facultados para aplicar dicho 
control, ello sólo indica que al resolver los asuntos que sean de su 
competencia puedan, en última instancia, inaplicar normas que 
consideren inconstitucionales. Así, el presupuesto necesario para que los 
jueces locales puedan aplicar control difuso en un asunto, consiste en que 
los asuntos sometidos a su consideración sean de su competencia. En 
este orden de ideas, el control difuso de constitucionalidad no se traduce 
en la posibilidad de que los tribunales locales, incluso los supremos de 
cada entidad federativa, puedan conocer de asuntos donde la litis verse 
sobre violaciones a la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, aun cuando se hagan valer a través de un juicio de protección 
a derechos fundamentales. Así, el control difuso ni siquiera puede operar 
en estos casos, pues el presupuesto básico para su ejercicio no se 
actualiza, ya que los tribunales constitucionales locales no son 
competentes para conocer de asuntos cuya litis consista esencialmente 
en violaciones a la Constitución General de la República, que sólo pueden 
ser materia del juicio de amparo, medio de control concentrado que el 
Poder Constituyente diseñó para atender temas constitucionales y que 
reservó, en exclusiva, para el conocimiento del Poder Judicial de la 
Federación. 
 
Amparo directo en revisión 3057/2014. **********. 4 de febrero de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de diez de febrero de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, once de febrero de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XL/2016 (10a.) 
 

IMPUESTOS A LA CONSTRUCCIÓN. LOS ARTÍCULOS 300 A 302 DEL 
CÓDIGO FISCAL DEL DISTRITO FEDERAL, VIGENTE EN 2011, NO 
VIOLAN EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. Los 
artículos citados, al disponer que las personas físicas y morales deberán 
pagar por concepto de aprovechamientos una cuota fija por cada metro 
cuadrado de construcción, cuando: a) realicen construcciones (viviendas) 
de hasta doscientos metros cuadrados; b) lleven a cabo construcciones 
superiores a los doscientos metros cuadrados; y, c) realicen obras o 
construyan desarrollos urbanos, edificaciones, amplíen la construcción o 
cambien el uso de las construcciones que requieran nuevas conexiones 
de agua y drenaje o ampliaciones, deberán cubrir una cuota fija por cada 
metro cuadrado de construcción o de ampliación, no violan el principio de 
proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque si el acto 
o actividad gravada es la construcción o realización de obras de distintas 
clases, el hecho de que se consideren los metros cuadrados como 
parámetro para determinar la cuantía del impuesto, resulta congruente 
con su objeto. Esto es así, en principio, porque la dimensión de las obras 
constituye un elemento susceptible de revelar, objetivamente, la 
potencialidad real de contribuir a los gastos públicos; máxime si se tiene 
en cuenta que la actividad gravada es precisamente la construcción, pues 
resulta lógico presumir que quien construye una obra de mayores 
dimensiones cuenta con recursos económicos superiores que quien 
realiza una obra pequeña. Además, de la interpretación teleológica de los 
citados preceptos se advierte que el gravamen tuvo como fines 
específicos: mitigar o compensar las alteraciones o afectaciones al 
ambiente y los recursos naturales e, incluso, al impacto vial, generadas 
por las señaladas construcciones, así como la realización de obras 
necesarias para reforzar la infraestructura hidráulica, por lo que se 
determinó que ése sería el destino de lo recaudado por dicho concepto, lo 
que se corrobora al considerar los metros cuadrados por construcción 
como parámetro para determinar su cuantía; es proporcional y está 
directamente relacionado con su objeto, así como con la finalidad de su 
creación, toda vez que de acuerdo con tal fin, es irrelevante para la 
determinación de dicho gravamen el “valor de la construcción”, pues el 
impacto o la afectación no se genera por zona ni por el tipo de 
construcción o acabados, sino por su tamaño, lo que también determina la 
necesidad de ampliar obras de infraestructura hidráulica, según sea el 
caso, sin que sea viable declarar la inconstitucionalidad de dichos 
preceptos por el simple hecho de que el legislador no seleccionó otros 
parámetros que, a criterio de un órgano jurisdiccional, complementan 
adecuadamente el que eligió el propio legislador. 
 
Amparo directo en revisión 4904/2014. **********. 8 de abril de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de diez de febrero de dos mil 



 
 

 
 

 

dieciséis. Ciudad de México, once de febrero de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XLI/2016 (10a.) 
 

VALOR AGREGADO. EL TRATAMIENTO PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 18-A DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, ES 
INAPLICABLE A LOS INTERESES DERIVADOS DE LOS PRÉSTAMOS 
OTORGADOS POR INSTITUCIONES DE BANCA MÚLTIPLE A SUS 
TRABAJADORES, ACORDE CON SUS CONDICIONES GENERALES 
DE TRABAJO (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2005). De la interpretación 
armónica y sistemática de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, vigente 
en 2005, así como del proceso legislativo que dio origen a su artículo 18-
A, se advierte que para alentar la actividad económica, el legislador 
estimó necesario, entre otras medidas, gravar los intereses reales de los 
créditos al consumo y de las tarjetas de crédito, para apoyar a las 
personas con altos niveles de endeudamiento y reducir el costo de 
financiamiento. De lo anterior se colige que lo previsto en el primer párrafo 
del artículo citado, en el sentido de que se considerará como valor para 
los efectos del cálculo del impuesto, el valor real de los intereses 
devengados cuando éstos deriven de créditos otorgados por las 
instituciones del sistema financiero a que se refiere el artículo 8o. de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta, abrogada, es inaplicable a los intereses 
generados por créditos que dichas instituciones, independientemente de 
su naturaleza, otorguen a sus trabajadores, conforme a sus condiciones 
generales de trabajo, ya que, por tratarse de una prestación de carácter 
laboral, la tasa de interés nominal respectiva es considerablemente menor 
que la de los créditos que las instituciones del sistema financiero 
conceden al público en general y, por ende, no puede estimarse que 
generen un alto nivel de endeudamiento. Sin que sea obstáculo para ello 
que del texto de dicho precepto no se advierta una exclusión expresa 
respecto de los referidos intereses, pues dicha excepción deriva de la 
interpretación teleológica y sistemática de las disposiciones que 
componían el sistema legal en que se encuentra inmerso, toda vez que el 
artículo 106, fracción VI, de la Ley de Instituciones de Crédito, vigente 
hasta el 1o. de febrero de 2008, prohibía expresamente a éstas celebrar 
operaciones en las que fueran deudores sus funcionarios y empleados, 
salvo el otorgamiento de créditos que correspondieran a prestaciones de 
carácter laboral, otorgadas de forma general, en las que la institución de 
crédito tuviera el carácter de patrón o empleador; lo que corrobora que 
estos créditos no eran a los que estaba dirigido el artículo 18-A de la Ley 
del Impuesto al Valor Agregado. 
 
Amparo directo en revisión 2861/2014. **********. 18 de marzo de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de diez de febrero de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, once de febrero de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
MSN/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XLII/2016 (10a.)  
 

VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 18-A DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2005). El precepto citado establece un 
tratamiento específico para el cálculo del impuesto respectivo, en relación 
con los intereses devengados que deriven de créditos otorgados por 
instituciones del sistema financiero a que se refiere el artículo 8o. de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta, abrogada, a través de contratos de 
apertura de crédito o cuenta corriente, en los que el acreditado o 
cuentacorrentista pueda disponer del crédito mediante el uso de tarjetas 
expedidas por el acreedor, así como de operaciones de arrendamiento 
financiero; dicho tratamiento consiste en considerar como “valor”, esto es, 
la base gravable, el monto del interés real y no el nominal. Ahora bien, del 
artículo 18-A de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, vigente en 2005, 
no se advierte que se tome en cuenta la calidad de trabajador del 
acreditado como un elemento ajeno para determinar la referida base del 
cálculo del impuesto, toda vez que el hecho de que las instituciones del 
sistema financiero no puedan acceder a dicho tratamiento para calcular el 
impuesto sobre intereses derivados de los préstamos que otorguen a sus 
empleados, no puede atribuirse al artículo referido, sino a que no reúnen 
las características exigidas por ésta, pues respecto de dichos créditos 
actúan como “patrón”, al ser otorgados en condiciones preferenciales, 
comparadas con las que se otorgan al público en general; de ahí que el 
artículo 18-A citado no viola el principio de legalidad tributaria contenido 
en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
 
Amparo directo en revisión 2861/2014. **********. 18 de marzo de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de diez de febrero de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, once de febrero de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XLIII/2016 (10a.) 
 
 

VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 18-A DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2005). El precepto citado, al 
establecer un tratamiento para el cálculo del impuesto respectivo, 
consistente en considerar como base gravable el monto del interés real y 
no el nominal de los devengados que deriven de créditos otorgados por 
las instituciones del sistema financiero a que se refiere el artículo 8o. de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta, abrogada, y excluir de dicho tratamiento 
a los intereses derivados de créditos en los que esas instituciones actúen 
como “patrón” de una relación laboral, no transgrede el principio de 
equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que la 
base distinta del impuesto atiende al sujeto que lo causa, es decir, la 
institución financiera, y al objeto de aquél, el tipo de crédito, ya que no 
puede otorgarse un tratamiento igual a los intereses devengados que 
derivan de créditos otorgados por dichas instituciones en su carácter de 
patrones, con condiciones preferenciales, que a aquellos que derivan de 
créditos otorgados por las propias instituciones, pero en ejercicio del 
objeto social para el que fueron constituidas, pues se trata de situaciones 
disímiles. Es decir, no es posible comparar los créditos concedidos a los 
trabajadores, con los otorgados como institución financiera, porque no 
cuentan con las mismas condiciones y facilidades, motivo por el cual no 
existe inequidad, ya que para pretender idéntico trato, los créditos 
debieran ser iguales. Además, el tratamiento que establece el artículo 18-
A de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, vigente en 2005, es aplicable 
bajo las mismas condiciones para todas las instituciones que integran el 
sistema financiero, es decir, siempre que éstas celebren contratos de 
crédito con el público en general les será aplicable esa disposición, y de 
igual forma, cuando otorguen créditos a sus trabajadores, ninguna 
institución de las referidas podrá acogerse a dicha disposición normativa. 
 
Amparo directo en revisión 2861/2014. **********. 18 de marzo de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de diez de febrero de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, once de febrero de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XLIV/2016 (10a.) 
    

FALSIFICACIÓN DE DOCUMENTOS. EL ARTÍCULO 243, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, QUE PREVÉ UNA 
AGRAVANTE PARA AQUEL DELITO, NO CONTIENE UNA PENA 
INUSITADA NI TRASCENDENTAL. El precepto citado prevé que si quien 
realiza la falsificación de documentos públicos o privados es servidor 
público, la pena de que se trate se aumentará hasta en una mitad más. 
Ahora bien, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido 
que por “pena inusitada”, en su acepción constitucional, debe 
considerarse aquella que ha sido abolida por inhumana, cruel, infamante y 
excesiva o porque no corresponde a los fines que persigue la penalidad. 
Asimismo, por “pena trascendental”, se entiende la que pueda afectar a 
un tercero o a parientes del sentenciado. De ahí que el artículo 243, 
párrafo segundo, del Código Penal Federal que establece una agravante 
para el delito de falsificación de documentos, no contiene una pena 
inusitada, toda vez que se integra con una pena de prisión que consiste 
en el aumento hasta en una mitad más, de la fijada para el delito básico 
de falsificación de documentos a que se refiere el párrafo primero del 
precepto referido, cuando quien realice la falsificación tiene una calidad 
específica: que sea servidor público; por lo que la pena establecida para 
esta agravante contiene una sanción distinta de las abolidas por 
inhumanas, crueles, infamantes, excesivas, o aquellas que no 
corresponden a los fines que persigue la penalidad, pues es una sanción 
paradigmática de un régimen democrático e incluso es acorde con un 
régimen de derecho penal mínimo. Asimismo, la agravante tampoco tiene 
una naturaleza trascendental, porque no afecta la esfera jurídica de 
terceros ajenos al delito, o al menos no les afecta en una medida o por un 
motivo no justificado constitucionalmente. Así, el sistema de penas 
previsto en los códigos penales está dirigido, en términos generales, a la 
importancia del bien jurídico protegido, la intensidad del ataque, la calidad 
de sujetos involucrados y al grado de responsabilidad subjetiva del 
agente, aunque también admite la ponderación de las razones de 
oportunidad condicionada por la política criminal del legislador; de ahí que 
imponer una sanción agravada cuando aumenta el grado de reproche de 
la conducta en cuestión, derivado de factores circunstanciales en la 
comisión de la conducta delictiva, no constituye una pena inusitada ni 
trascendental de las que refiere el artículo 22 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 
 

Amparo directo en revisión 4770/2014. 30 de septiembre de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha diez de febrero de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, once de febrero de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XLV/2016 (10a.) 
         

APELACIÓN EN CONTROVERSIAS DEL ORDEN FAMILIAR. EL 
ARTÍCULO 950 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA 
EL DISTRITO FEDERAL NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE 
SEGURIDAD JURÍDICA. El precepto citado establece que las 
apelaciones a que se refiere el Título Decimosexto: “De las controversias 
del orden familiar”, en el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, serán en el efecto devolutivo de tramitación inmediata, “salvo 
disposición expresa en contrario”. Dicha salvedad está comprendida en el 
subsecuente artículo 951, de cuya literalidad se desprende que el 
legislador previó que en controversias del orden familiar, las apelaciones 
sean en el efecto devolutivo de tramitación inmediata, salvo los casos 
previstos en el artículo 700 del mismo código civil adjetivo, sin que exista 
otra remisión en el título especial al que pertenecen esas disposiciones. 
En este contexto normativo, de una interpretación sistemática y el criterio 
de especialidad de la materia familiar en el Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Federal, esta Primera Sala advierte que el artículo 
950 prevé un parámetro exacto de procedencia del recurso de apelación, 
especificando la regla general y la operatividad de su excepción. En 
consecuencia, debe concluirse que no hay sintácticamente ambigüedad ni 
imprecisión en el enunciado normativo y la norma encuentra armonía y 
coherencia en el sistema especial de apelaciones previsto para las 
controversias del orden familiar, por lo que se estima que el referido 
artículo 950 no es violatorio del principio de seguridad jurídica contenido 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
 
Amparo directo en revisión 4709/2014. 30 de septiembre de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco Villa. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha diez de febrero de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, once de febrero de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XLVI/2016 (10a.)  
 

RECURSO DE RECLAMACIÓN. CONSTITUYE EL MEDIO IDÓNEO 
PREVISTO EN LA LEY DE AMPARO PARA IMPUGNAR LA 
REGULARIDAD CONSTITUCIONAL DE UN ARTÍCULO DE ESE 
ORDENAMIENTO APLICADO DURANTE EL TRÁMITE DEL JUICIO EN 
LA VÍA DIRECTA. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, al resolver el amparo directo en revisión 301/2013, determinó que 
procede el análisis constitucional de un artículo de la Ley de Amparo 
cuando se satisfacen tres requisitos: a) la existencia de un acto de 
aplicación de dicha ley al interior del juicio de amparo; b) la impugnación 
de ese acto de aplicación cuando trascienda al sentido de la decisión 
adoptada; y, c) la existencia de un recurso contra ese acto, en donde 
pueda analizarse tanto la regularidad del acto de aplicación, como la 
regularidad constitucional de la norma empleada. Lo anterior es así, 
porque si bien es cierto que el quejoso no puede impugnar como acto 
reclamado destacado en la demanda inicial la Ley de Amparo, también lo 
es que el órgano de amparo, en ejercicio de sus facultades rectoras del 
procedimiento, puede emitir actos de aplicación de las normas 
reguladoras del juicio constitucional que pueden combatirse en los 
recursos relativos, pues es hasta ese momento procesal cuando dicho 
cuerpo legal puede generar un perjuicio al particular y, por tanto, estar en 
aptitud de oponerse a éste, cuya premisa normativa consiste en que si 
bien la Ley de Amparo es reglamentaria de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, lo relevante es que no son normas 
equivalentes, por lo cual, al tratarse de una norma subordinada a los 
criterios de validez de la norma fundante del ordenamiento jurídico, no 
debe escapar al control constitucional que efectúan los órganos de 
amparo. En ese sentido, si durante el trámite de un juicio de amparo 
directo se aplica un precepto de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 
y 107 Constitucionales, el recurso de reclamación es el medio de 
impugnación idóneo para combatir la regularidad constitucional de ese 
artículo, en términos de los preceptos 104 a 106 de la propia ley; de forma 
que si el quejoso interpone el referido recurso, deberá hacer valer, 
conjuntamente con los reclamos de legalidad, sus consideraciones en el 
sentido de que el numeral aplicado es inconstitucional para que el tribunal 
colegiado de circuito que conozca del recurso efectúe el análisis 
respectivo. 
 
Amparo directo en revisión 1504/2015. 21 de octubre de 2015. Mayoría 
de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Saúl Armando 
Patiño Lara. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de diez de febrero de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, once de febrero de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
MSN/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XLVII/2016 (10a.)  
 
 

RECURSO DE RECLAMACIÓN. SI AL INTERPONERLO CONTRA UN 
ACUERDO DICTADO DURANTE EL TRÁMITE DEL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO NO SE RECLAMA LA INCONSTITUCIONALIDAD 
DEL ARTÍCULO DE LA LEY DE AMPARO APLICADO EN DICHO 
PROVEÍDO, PRECLUYE EL DERECHO DEL RECURRENTE PARA 
HACERLO. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha determinado que procede el análisis constitucional de un artículo de la 
Ley de Amparo cuando se satisfacen tres requisitos: a) la existencia de un 
acto de aplicación de dicha ley al interior del juicio de amparo; b) la 
impugnación de ese acto de aplicación cuando trascienda al sentido de la 
decisión adoptada; y, c) la existencia de un recurso contra ese acto, en 
donde pueda analizarse tanto la regularidad del acto de aplicación, como 
la regularidad constitucional de la norma empleada. De esta forma, si se 
interpone el recurso de reclamación contra un proveído dictado durante el 
trámite del juicio de amparo directo en el que se reclame sólo la legalidad 
del acuerdo, pero no la constitucionalidad del precepto de la Ley de 
Amparo en que esa determinación se sustentó, precluye el derecho del 
quejoso para reclamar la regularidad constitucional de ese artículo, es 
decir, el quejoso no tendría una nueva oportunidad para reclamarla, en 
virtud de que no es viable proyectar el reclamo de inconstitucionalidad 
hasta la resolución del amparo directo en revisión, pues su análisis debió 
agotarse al substanciarse el recurso de reclamación ante el tribunal 
colegiado de circuito del conocimiento.  
 
Amparo directo en revisión 1504/2015. 21 de octubre de 2015. Mayoría 
de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Saúl Armando 
Patiño Lara. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,- C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión privada de diez de febrero de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, once de febrero de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XLVIII/2016 (10a.) 
 
       

PREDIAL. EL ARTÍCULO 164, INCISO E), DE LA LEY DE HACIENDA 
PARA LOS MUNICIPIOS DE GUANAJUATO, NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE EQUIDAD TRIBUTARIA. El precepto citado, al prever que tributarán 
bajo la cuota mínima del impuesto predial las casas-habitación adquiridas 
con financiamiento otorgado por el Instituto de Seguridad Social del 
Estado de Guanajuato; el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para 
los Trabajadores; el Fondo Nacional de Habitaciones Populares; el Fondo 
de Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado o por el Fondo de la Vivienda para los miembros 
del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, así como los otorgados por 
organismos similares, durante el tiempo en que esté vigente el 
financiamiento, pues una vez concluido éste, tributarán bajo el régimen 
general establecido en la Ley de Ingresos para los Municipios del Estado 
de Guanajuato, no viola el principio de equidad tributaria contenido en el 
artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en virtud de que la determinación legislativa del Congreso del 
Estado de Guanajuato de otorgar el beneficio fiscal para tributar a cuota 
mínima el impuesto predial, tuvo como finalidad avanzar en la 
consecución del objetivo expresamente consagrado en el artículo 4o., 
párrafo séptimo, de la Constitución Federal, consistente en: garantizar a 
toda familia el derecho a disfrutar de una vivienda digna y decorosa, en 
concreto, para aquellas personas de escasos recursos que adquieran 
casas “construidas por los organismos de vivienda del sector público” (fin 
legítimo). Así, la introducción de la distinción entre el régimen general y el 
de cuota mínima, constituye un medio apto para conducir al fin que el 
legislador quiere alcanzar, en tanto que se facilita a las personas de 
escasos recursos la adquisición de casas-habitación, a través de las 
instituciones oficiales mencionadas, al aminorar la carga tributaria en el 
impuesto predial, existiendo, por ende, relación de instrumentalidad entre 
esa medida y el fin perseguido. Por lo que la medida es adecuada y 
proporcionada en relación con el fin perseguido por el legislador local, ya 
que se puede disfrutar de dicho beneficio fiscal sólo durante la vigencia 
del financiamiento, pues una vez concluido, debe tributarse bajo el 
régimen general previsto en la Ley de Ingresos para los Municipios del 
Estado de Guanajuato. Ahora, si bien existen diversos tipos de 
financiamiento para adquirir una vivienda, debe ponderarse que los 
créditos que otorgan las instituciones referidas en el artículo 164, inciso 
E), citado, van dirigidos a los sujetos con menor capacidad económica por 
su monto, los plazos de pago y las facilidades para liquidarlos, como se 
enfatizó en el proceso legislativo. Así, la distinción legislativa es objetiva y 
razonable, porque en los créditos otorgados por instituciones del sistema 
financiero, que son más onerosos para el deudor pues su monto es 
mayor, se exigen mayores requisitos e ingresos para obtenerlos y pueden 
adquirirse viviendas con un valor de mercado que supera, por mucho, el 
de las viviendas que pueden adquirirse con los créditos otorgados por las 
instituciones oficiales, aunado a que las tasas de interés son más altas. 
En ese sentido, es aceptable que el legislador implemente beneficios 
fiscales como la reducción del impuesto predial para apoyar a los 
contribuyentes que adquirieron sus viviendas a través de los créditos que 
otorgan las instituciones oficiales mencionadas. 
 
Amparo directo en revisión 2897/2014. **********. 25 de marzo de 2015. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga 



 
 

 
 

 

Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Ricardo 
Manuel Martínez Estrada. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de febrero de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de febrero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XLIX/2016 (10a.) 
         

TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. LOS ARTÍCULOS 
SÉPTIMO Y DÉCIMO SÉPTIMO TRANSITORIOS DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA, AL PREVER UN SISTEMA DIFERENCIADO ENTRE 
PERMISIONARIOS Y CONCESIONARIOS NO VIOLAN EL PRINCIPIO 
DE IGUALDAD. Los numerales aludidos, al establecer una diferencia de 
trato, no violan el principio de igualdad, ya que se encuentran en planos 
jurídicos diferentes, a saber, por un lado se regulan las concesiones a las 
radiodifusoras y permisos a televisoras, otorgadas conforme a la Ley 
Federal de Radio y Televisión abrogada (artículo séptimo transitorio) y, 
por otro, los permisos de radiodifusión conferidos de acuerdo con lo 
previsto en dicha ley (artículo décimo séptimo transitorio). La diferencia 
entre concesiones y permisos que se preveía en la ley abrogada, radica 
en que las concesiones eran otorgadas a personas morales que tenían 
como objeto generar ganancias, es decir, un lucro; mientras que los 
permisos eran autorizados para las estaciones culturales, de 
experimentación y escuelas radiofónicas, los cuales únicamente se 
otorgaban a ciudadanos mexicanos o sociedades mexicanas sin fines de 
lucro, y que sólo podían explotar el permiso para el fin otorgado. Es por 
ello que el hecho de que se establezca un régimen de transición 
específico y diferente para aquellos prestadores que contaban con un 
permiso de radiodifusión, no demuestra una afectación a su derecho de 
igualdad, en la medida en que se trata de regímenes jurídicos distintos, 
con regulaciones específicas de acuerdo con su objeto. 
 
Amparo en revisión 756/2015. **********. 28 de octubre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de febrero de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de febrero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA L/2016 (10a.) 
         

TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. EL ARTÍCULO DÉCIMO 
SÉPTIMO TRANSITORIO DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA 
EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. El artículo décimo 
séptimo transitorio citado refiere que los permisos de radiodifusión que se 
encuentren vigentes a la entrada en vigor del decreto por el que se expide 
la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, deberán transitar 
al régimen de concesión correspondiente dentro del año siguiente a la 
entrada en vigor de la ley indicada. Ahora bien, la concesión y, en el caso 
concreto, los permisos, constituyen un acto por medio del cual se concede 
a un particular el manejo y la explotación de un servicio público o la 
explotación y el aprovechamiento de bienes del dominio del Estado, el 
cual no puede concebirse como un simple acto contractual, sino que se 
trata de un acto administrativo mixto, en el cual coexisten elementos 
reglamentarios y contractuales; los primeros se encuentran sujetos a las 
modificaciones del orden jurídico que regulan el ordenamiento de la 
concesión y los segundos garantizan los intereses legítimos del 
concesionario o permisionario. Asimismo, en el título de permiso se 
establecen condiciones regulatorias vinculadas al marco legal que fija las 
condiciones generales de las concesiones a las que deberá sujetarse el 
concesionario y las cuales sí podrá modificar el Estado, atendiendo a 
decisiones que importen intereses de la colectividad, sin que para ello sea 
necesario el consentimiento de aquél, es decir, cuando se reforma la 
legislación relativa, se modifican igualmente los términos de las 
condiciones reglamentarias del título de concesión, aun sin la intervención 
del gobernado, ya que no se puede convenir con éste reformas a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a las leyes o a los 
reglamentos respectivos, al ser jurídicamente inadmisible. En esa tesitura, 
las cláusulas regulatorias no pueden crear derechos adquiridos por tres 
razones fundamentales: la primera, porque éstas se encuentran 
vinculadas a la legislación relativa, que simplemente codifica los términos 
generales de las concesiones; la segunda, en virtud de que dicha 
normatividad se encuentra sujeta a reformas y modificaciones, según lo 
exija el interés público; y la tercera, en razón de que precisamente por esa 
dinámica legislativa y administrativa, esos derechos no pueden ni deben 
entrar o conformar el patrimonio del concesionario. Esto último, porque la 
concesión, como acto jurídico emanado de una norma anterior, no puede 
estar en conflicto y permanente oposición con el orden jurídico que le dio 
origen, máxime si éste es modificable por razones sociales que 
válidamente lo justifiquen, porque la concesión, que es de menor jerarquía 
que la norma jurídica, debe ceder por razones de supremacía de la norma 
ante la misma y por motivos de funcionalidad del sistema. En virtud de lo 
anterior, se concluye que el otorgamiento de un título de concesión (en 
este caso, de permisos de radiodifusión), en el que se pacten cláusulas 
reglamentarias, relacionadas con el cumplimiento de las leyes de la 
materia, no crean derechos adquiridos, de ahí que el artículo décimo 
séptimo transitorio  de la Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión no viola el principio de irretroactividad de la ley contenido 
en el artículo 14, párrafo primero de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.  
 
Amparo en revisión 756/2015. **********. 28 de octubre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 



 
 

 
 

 

 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de febrero de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de febrero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LI/2016 (10a.)   
 
 

FRAUDE ESPECÍFICO. EL ARTÍCULO 306, FRACCIÓN III, DEL 
CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE MÉXICO, AL EMPLEAR LOS 
TÉRMINOS “PROPIO” Y “LIBRE”, RESPECTO DE UN BIEN 
DETERMINADO, NO VULNERA EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA 
EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA PENAL, EN SU 
VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. El precepto citado prevé que comete el 
delito de fraude el que disponga de un bien propio, como libre, con el 
conocimiento de que está gravado. Ahora bien, el hecho de que los 
términos “propio” y “libre”, respecto de un bien determinado, no se 
encuentren definidos expresamente en el artículo mencionado o en algún 
otro de dicho ordenamiento, no afecta el principio de taxatividad, pues son 
claros y comprensibles para la autoridad judicial y para la colectividad a la 
que las normas citadas están dirigidas. En ese sentido, es evidente que lo 
“propio” hace alusión a lo que pertenece a una persona, y lo “libre”, a que 
el bien no esté afectado por algún gravamen o situación jurídica que 
ponga en riesgo su transmisión, sin que ello implique, por ejemplo, que 
algo no es propio porque forma parte de una sociedad conyugal, pues 
quien lo alega forma parte de dicha sociedad a la que sí pertenece el 
bien, ni que algo no se encontraba gravado porque faltaba algún elemento 
registral del gravamen, pues la intención del legislador fue evitar cualquier 
engaño o riesgo en la transmisión de bienes sujetos a cualquier tipo de 
gravamen, esté o no registrada dicha afectación y se tenga o no 
propiedad total o parcial de un bien determinado. Además, el análisis del 
grado de suficiencia en la claridad y precisión de una expresión no debe 
efectuarse considerando únicamente el texto de la ley, sino que puede 
acudirse tanto a la gramática como a otras expresiones contenidas en la 
misma u otra disposición normativa. Incluso, esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha ido más allá, al considerar 
imprescindible atender al contexto en el cual se desenvuelven las normas 
y a sus posibles destinatarios. De lo anterior se aprecia un grado 
suficiente de claridad y precisión de las expresiones “propio” y “libre”, por 
lo que se concluye que el artículo 306, fracción III, del Código Penal del 
Estado de México, al emplear dichos términos, no vulnera el derecho 
fundamental a la exacta aplicación de la ley penal en su vertiente de 
taxatividad, reconocido por el artículo 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pues del contexto en que se desenvuelve la 
norma y a quienes está dirigida, se obtiene su significado sin confusión 
alguna, ya sea desde un lenguaje natural o, incluso, jurídico. 
 
Amparo directo en revisión 1622/2015. 9 de septiembre de 2015. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo 
López Andrade. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de febrero de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de febrero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 



 
 

 
 

 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LII/2016 (10a.)  
 

INSTITUCIONES DE CRÉDITO. EL ARTÍCULO 68 DE LA LEY 
RELATIVA NO TRANSGREDE EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA 
IGUALDAD PROCESAL. Del contenido de los artículos 14 y 16 
constitucionales, se desprende el derecho a la igualdad procesal, cuya 
fórmula se resume en oír a ambas partes, de forma que los litigantes se 
encuentren en una relativa paridad de condiciones y que ninguno pueda 
encontrarse en una posición de inferioridad jurídica frente al otro, es decir, 
no debe concederse a una parte lo que se niega a la otra. Ello implica que 
se les debe hacer saber a las partes las pretensiones de su oponente, 
además de que no se les debe impedir la oportunidad de alegar, probar o 
impugnar lo que a su interés convenga, con el objeto de que ambos estén 
en aptitud de demostrar los extremos de su acción y de sus excepciones 
o defensas. En estas circunstancias, el artículo 68 de la Ley de 
Instituciones de Crédito, en la medida que impone la obligación a una de 
las partes de probar que la certificación del estado de cuenta que hace el 
contador autorizado por la institución de crédito resulta falsa, o bien, que 
son inexactos los datos que en ella se contienen, no resulta violatorio del 
principio de equidad procesal, pues en ningún momento limita o restringe 
la oportunidad del litigante de impugnar y, en su caso, demostrar que 
dicha certificación contable es falsa o inexactos los datos que contiene; 
por el contrario, dicho precepto simplemente define a quién le 
corresponde la carga de la prueba en relación con la falsedad o 
inexactitud del certificado contable, ya que, en términos del referido 
precepto, el estado de cuenta certificado por el contador autorizado por la 
institución bancaria hará fe, salvo prueba en contrario, en los juicios 
respectivos para la fijación de los saldos resultantes a cargo de los 
acreditados o de los mutuatarios, en los casos en los que la propia norma 
establece, luego, la circunstancia de que el precepto en comento 
establezca una presunción legal en relación con la veracidad de la 
certificación contable y que, por tanto, le corresponda a una de las partes 
demostrar lo contrario, no lo hace violatorio del principio de igualdad 
procesal, pues lo que esta garantía exige es que exista una igualdad de 
posibilidades para el ejercicio de la acción y de la defensa, lo que se 
cumple en la especie, al no contener el precepto impugnado una 
prohibición o restricción para impugnar y, en su caso, demostrar que lo 
aducido por su oponente en este supuesto resulta falso. 
 
Amparo directo en revisión 4662/2014. **********. 20 de mayo de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de veinticuatro de febrero de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de febrero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LIII/2016 (10a.)  
 

INSTITUCIONES DE CRÉDITO. EL ARTÍCULO 68 DE LA LEY 
RELATIVA NO TRANSGREDE EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA 
IGUALDAD SUSTANTIVA. La igualdad jurídica que consagra la 
Constitución Federal, se traduce en que aquellas personas que participen 
de situaciones sustancialmente similares, tengan la posibilidad y la 
capacidad de ser titulares cualitativamente de los mismos derechos y 
obligaciones que emanan de la ley, a fin de evitar la existencia de normas 
que, llamadas a proyectarse sobre situaciones de igualdad de hecho, 
produzcan como efecto de su aplicación la ruptura de esa igualdad al 
generar un trato discriminatorio entre situaciones análogas, o bien, al 
propiciar efectos semejantes sobre personas que se encuentran en 
situaciones dispares; de ello, es que dicha posición de igualdad no puede 
concretarse respecto de individuos que se encuentran colocados en 
situaciones diversas. Así, la igualdad jurídica no implica que todos los 
individuos deban ser iguales en todo, sino que implica un trato igual a los 
iguales y desigual a los desiguales. En este orden de ideas, el artículo 68 
de la Ley de Instituciones de Crédito, al permitir a las instituciones 
crediticias expedir títulos ejecutivos, consistentes en los contratos y 
pólizas en vinculación con los estados de cuenta certificados por el 
contador del banco, sin conferir a los particulares la facultad para 
confeccionar documentos a partir de los cuales puedan justificar sus 
defensas y excepciones, no vulnera el derecho a la igualdad previsto en 
los artículos 1o. y 13 constitucionales, y 24 de la Convención Americana  
sobre Derechos Humanos, ya que dichas instituciones y los particulares 
no se encuentran en una situación análoga que permita a los segundos 
gozar de las mismas facultades que confiere dicha porción normativa a 
las instituciones crediticias, puesto que las facultades que gozan estas 
últimas se establecen en virtud de las circunstancias especiales que las 
caracterizan, propias de la actividad bancaria y que tienden directamente 
al crecimiento y desarrollo de toda la sociedad; y que en el caso del 
artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, se funda en la necesidad 
de alentar el tráfico mercantil, lo que implica establecer condiciones 
jurídicas que permitan la celeridad, seguridad y eficacia en la gran 
cantidad operaciones de banca y crédito que sirven para propiciar el 
crédito y, por ende, la circulación de la riqueza. 
 
Amparo directo en revisión 4662/2014. **********. 20 de mayo de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de veinticuatro de febrero de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de febrero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr.  
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LIV/2016 (10a.)  
 

FEMINICIDIO. EL ARTÍCULO 153-A DEL CÓDIGO PENAL DEL 
ESTADO DE GUANAJUATO, QUE TIPIFICA EL DELITO DE 
HOMICIDIO POR CUESTIONES DE GÉNERO, NO TRANSGREDE LOS 
DERECHOS FUNDAMENTALES DE IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACIÓN ENTRE EL VARÓN Y LA MUJER. Esta Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el análisis 
de constitucionalidad para establecer si un trato diferenciado es 
discriminatorio, requiere lo siguiente: 1) determinar si la finalidad es 
objetiva y constitucionalmente válida, en razón de que los medios 
escogidos por el legislador no sólo deben guardar relación con los fines 
buscados por la norma, sino compartir su carácter de legitimidad; 2) 
examinar la racionalidad de la medida, esto es, que exista una relación de 
índole instrumental entre los medios utilizados y el fin pretendido; y, 3) 
valorar que se cumpla con una relación de proporcionalidad, la cual 
propiamente sopesa la relación de medios afines, para determinar si en 
aras de un fin constitucionalmente válido no se afectan innecesaria o 
excesivamente otros bienes o derechos protegidos por la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, verificando, en su caso, si 
pudiera existir alguna vía menos gravosa para el derecho. Ahora bien, el 
artículo 153-a del Código Penal del Estado de Guanajuato, que prevé que 
habrá feminicidio cuando la víctima del homicidio sea mujer y la privación 
de la vida se cometa por razones de género, las cuales están 
establecidas en el propio precepto, responde a una finalidad 
constitucional, pues busca lograr un mayor alcance y protección de los 
derechos de las mujeres, en especial, el derecho a vivir libres de cualquier 
tipo de violencia, de forma que las conductas delictivas que atenten contra 
su vida, deben estar sustentadas y motivadas en razones de género. Esto 
es, el legislador estatal, en aras de crear mecanismos jurídicos para que 
no se atente contra la vida de las mujeres, adicionó al código referido la 
descripción típica de feminicidio, con lo que reconoció que estas 
conductas afectan no sólo la vida, la integridad física, psíquica y la 
libertad sexual, sino que también son cometidas con base en la 
discriminación y subordinación implícita contra las mujeres, es decir, por 
razones de género; de ahí que el citado precepto legal constituye una 
medida objetiva y racional, ya que se garantiza la equidad al establecer 
mecanismos de protección a la integridad de las mujeres que han sufrido 
violencia. Además, aun cuando la tipificación del delito de feminicidio en el 
artículo impugnado sólo está dirigida al género “mujer”, la distinción no es 
ofensiva, pues tiende a equilibrar el ejercicio de los derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales y culturales y, por ende, cumple con el 
requisito de proporcionalidad, al generar la misma situación jurídica para 
todas las mujeres que se ubiquen en dicha hipótesis. Por tanto, el citado 
precepto legal, al tipificar el delito de homicidio por razones de género, no 
transgrede los principios de igualdad y no discriminación entre el varón y 
la mujer, contenidos en los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Federal. 
 
Amparo directo en revisión 652/2015. 11 de noviembre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quienes reservaron su derecho para formular voto concurrente, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 



 
 

 
 

 

JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, tres de marzo de dos mil dieciséis. Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   LV/2016 (10a.)  
 

RENTA. EL ARTÍCULO 107, PÁRRAFO ÚLTIMO, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO ABROGADA, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO 
DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. De los antecedentes 
legislativos del artículo citado, se advierte que la hipótesis normativa 
consistente en que se considerarán ingresos omitidos los préstamos y los 
donativos que no se declaren o se informen a las autoridades fiscales, 
surgió de la necesidad de controlar ciertas conductas de los 
contribuyentes, como la simulación de préstamos y otras operaciones con 
el único fin de evitar el pago del impuesto, y para inhibir esas conductas 
evasoras, se estableció la obligación de informar respecto de los 
“préstamos” obtenidos, en el caso de personas físicas, a más tardar en la 
declaración del ejercicio de que se trate, pues de omitirse dicho informe, 
las cantidades obtenidas deben considerarse como ingresos acumulables. 
Lo anterior atiende a que si un contribuyente afirma haber recibido 
cantidades por concepto de “préstamos”, pero no lo informó en el 
momento oportuno, sino hasta que fue descubierto por la autoridad fiscal 
en el ejercicio de sus facultades de comprobación, ello es revelador de 
que percibió ingresos, objeto del impuesto, que pretendió no declarar. La 
presunción en estudio obedece a criterios de razonabilidad, es decir, no 
se estableció arbitrariamente, sino que se atendió a la naturaleza del acto 
para otorgar una consecuencia, lo que resulta incluso justificable, sobre 
todo si se parte del hecho de que la determinación presuntiva de 
contribuciones tiene lugar cuando el sujeto obligado del tributo transgrede 
el principio de buena fe; sin que dicho artículo provoque que se graven 
“los préstamos”, que por definición serían cantidades que no pertenecen 
al contribuyente y que, por tanto, está obligado a restituirlas, sino que se 
graven las cantidades percibidas en el ejercicio que, por la omisión de 
informar que se trataba de “préstamos”, se presumen ingresos 
acumulables, pues con ello, se busca evitar la existencia de conductas 
evasoras como la de omitir declarar ingresos para disminuir la base 
gravable del impuesto, ocultando las cantidades reales que perciba el 
contribuyente en el ejercicio, por tanto, el artículo 107, último párrafo, de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta abrogada, no transgrede el principio 
de proporcionalidad tributaria, previsto en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Amparo directo en revisión 3722/2014. **********. 4 de marzo de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, tres de marzo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
MSN/rfr. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LVI/2016 (10a.) 
 

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA CIVIL. EL ARTÍCULO 
138 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO 
DE BAJA CALIFORNIA QUE PREVÉ LAS CONDICIONES EN QUE 
DEBE OPERAR, NO VULNERA LOS ARTÍCULOS 1o., 14, 16, 17 Y 133 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. El artículo 138 del Código de Procedimientos Civiles para 
el Estado de Baja California, que prevé que la caducidad de la instancia 
operará, cualquiera que sea el estado del procedimiento, desde la 
presentación de la demanda hasta antes de que se cite a las partes para 
oír resolución, si transcurridos seis meses naturales contados a partir de 
la notificación de la última determinación judicial, no hubiere promoción, 
de cualquiera de las partes, que tienda a llevar adelante el procedimiento, 
no vulnera los artículos 1o., 14, 16, 17 y 133 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, conclusión a la que se arriba a partir del 
hecho de que aquel precepto contiene una norma especial que debe 
privilegiarse sobre otras normas generales del propio ordenamiento. En 
efecto, el indicado artículo 138 debe interpretarse literalmente, ya que la 
palabra “naturales” alude a los meses conforme a los cuales debe 
efectuarse el cómputo correspondiente, entendiéndose a los meses del 
año regulados sin interrupción, esto es, con inclusión de los días hábiles e 
inhábiles. Para ello, debe tenerse en cuenta que la figura de la caducidad 
difiere de otros plazos en los que sí rige lo dispuesto por el artículo 131 
del propio código, donde necesariamente debe acudirse al tribunal 
correspondiente a imponerse del contenido del asunto o realizar alguna 
actuación, lo cual sólo acontece durante los días hábiles. Así, de la 
interpretación sistemática de los artículos 64, 131, 136 y 138 del Código 
de Procedimientos Civiles para el Estado de Baja California, se concluye 
que fue intención del legislador dar un tratamiento especial a la caducidad 
de la instancia respecto de los términos judiciales en general, y que si 
bien en éstos sí opera la regla de que no se contarán los días en que no 
puedan tener lugar actuaciones judiciales, ello no es aplicable a la 
caducidad de la instancia, existiendo una regla expresa en ese sentido; 
incluso, de una interpretación histórica, es evidente que en la reforma al 
artículo 138 aludido, publicada en el Periódico Oficial del Estado el 20 de 
julio de 1979, el legislador local tuvo la firme intención de que la 
caducidad ya no se estimara en días hábiles como previamente se hacía, 
sino en días naturales. Además, se trata de una norma especial, que en 
atención al principio de especialidad (lex specialis derogat legi generali), 
se impone ante cualquier norma general que pudiera contradecir su 
contenido, máxime que, en el caso, la norma especial surgió y fue 
modificada con posterioridad a la norma general aplicable a otros 
supuestos. Por otro lado, debe reconocerse que el citado artículo 138 
contiene una diferencia entre los plazos cortos y los largos, de forma que 
en los primeros se justifica el que no deban considerarse los días 
inhábiles dado que, en efecto, al no poder tener lugar las actuaciones 
judiciales, sería perjudicial para las partes imponer, por ejemplo, un plazo 
de tres o cinco días para una gestión determinada, y que dentro del plazo 
se consideraran los días inhábiles, lo que desde luego afectaría la 
oportunidad de defensa de las partes. Sin embargo, en el caso, el 
establecimiento de un plazo largo en días naturales, particularmente el de 
seis meses previsto para que opere la caducidad de la instancia, no 
afecta la defensa de las partes, pues existen suficientes días hábiles en 
los que es posible consultar los autos del expediente y promover, de 
requerirse, lo necesario. 
 



 
 

 
 

 

Amparo directo en revisión 2227/2015. **********. 23 de septiembre de 
2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, tres de marzo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LVII/2016 (10a.)  
 

RECURSO DE APELACIÓN. LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO 
CUENTA CON LEGITIMACIÓN PARA INTERPONERLO EN DEFENSA 
DE CUALQUIER DERECHO FUNDAMENTAL CONTEMPLADO EN EL 
APARTADO B, DEL ARTÍCULO 20 CONSTITUCIONAL, ASÍ COMO DE 
CUALQUIER OTRO DERECHO HUMANO CONTENIDO EN LOS 
TRATADOS INTERNACIONALES EN LOS QUE MÉXICO SEA PARTE 
(INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 417 Y 418 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL). El 
artículo 417 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 
Federal, establece expresamente que tendrán derecho de apelar el 
ofendido o sus legítimos representantes, cuando coadyuven en la acción 
reparadora y sólo en lo relativo a ésta. Por su parte, el numeral 418 de la 
referida ley adjetiva en materia penal, define las determinaciones contra 
las que procede el recurso de apelación, siendo estas: las sentencias 
definitivas; los autos que se pronuncien sobre cuestiones de jurisdicción o 
competencia; los que mandan suspender o continuar la instrucción; el de 
ratificación de la detención; el de formal prisión o de sujeción a proceso o 
el que los niegue; el que conceda o niegue la libertad; los que resuelvan 
las excepciones fundadas en alguna de las causas que extinguen la 
acción penal; los que declaran no haber delito que perseguir; los que 
concedan o nieguen la acumulación o los que decreten la separación de 
los procesos; los asuntos en los que se niegue la orden de aprehensión o 
de comparecencia, sólo por el Ministerio Público; y todas aquellas 
resoluciones en que el Código de Procedimientos Penales para el Distrito 
Federal conceda expresamente el recurso. Ahora bien, de una 
interpretación extensiva del artículo 17, en relación con la fracción IV del 
apartado B del artículo 20, ambos de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, todos pueden inconformarse en contra de 
aquellas determinaciones que afecten sus derechos constitucionales a la 
impartición de justicia y reparación del daño. De lo anterior, se entiende 
que el recurso de apelación tiene por objeto que el tribunal de segunda 
instancia estudie la legalidad de la resolución impugnada, con la finalidad 
de que confirme, revoque o modifique la resolución apelada, teniendo 
derecho a apelar, entre otros, la víctima o el ofendido o sus legítimos 
representantes. En ese tenor, la víctima o el ofendido en el proceso penal 
no están legitimados únicamente para promover la apelación en defensa 
de aquellas violaciones relacionadas directamente con la reparación del 
daño en su favor, sino que es procedente que acudan a ese recurso en 
defensa de cualquiera otro de los derechos fundamentales que en su 
favor consagre el apartado B del artículo 20 constitucional, así como de 
cualquier otro derecho humano consagrado en los tratados 
internacionales en los que México sea parte, conforme a lo que establece 
el primer párrafo del artículo 1o. de la Constitución Federal. 
 
Amparo directo en revisión 1814/2015. 2 de septiembre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos 
Robles. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 



 
 

 
 

 

alto tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, tres de marzo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LVIII/2016 (10a.)  
 

CONTRATO DE SEGURO. INTERPRETACIÓN CONFORME DEL 
ARTÍCULO 25 DE LA LEY RELATIVA CON EL DERECHO 
FUNDAMENTAL DE IGUALDAD. El contrato de seguro, al ser 
consensual, requiere de dos emisiones de voluntad sucesivas para 
perfeccionarse: 1) una oferta que el cliente dirige a la aseguradora con los 
elementos esenciales del contrato que se propone celebrar; y, 2) una 
aceptación lisa y llana por parte de la aseguradora, ya que, en caso 
contrario, la aceptación hace las veces de una contraoferta, en cuyo caso, 
el cliente requiere de un plazo para responder si acepta o no. Ahora bien, 
el artículo 25 de la Ley sobre el Contrato de Seguro prevé que si el 
contenido de la póliza o sus modificaciones no concordaren con la oferta 
—esto es en caso de una contraoferta—, el asegurado podrá pedir la 
rectificación correspondiente dentro de los treinta días que sigan al día en 
que reciba la póliza, y en su defecto, transcurrido dicho plazo se 
considerarán aceptadas las estipulaciones de la póliza o de sus 
modificaciones. Así, la interpretación conforme de dicho precepto con el 
derecho fundamental de igualdad, debe ser en el sentido de que la 
finalidad que persigue es proporcionar un plazo al cliente para valorar la 
contrapropuesta de la aseguradora, y sólo en caso de no estar de 
acuerdo con ésta, oponerse a sus términos pues, en caso contrario, se 
considerará aceptada. Sin embargo, la carga que dicho precepto impone 
en el cliente debe entenderse limitada a la información que es de su 
conocimiento, por ejemplo, la descripción del riesgo que desea amparar, y 
no a aspectos que no se desprendan claramente de la póliza, o que 
requieran de la interpretación de las condiciones generales del contrato 
de seguro, pues a la aseguradora, al ser especialista en la contratación de 
seguros y quien determina las características de los seguros que 
comercializa, el artículo 200 de la Ley de Instituciones de Seguros y de 
Fianzas, le impone la obligación de informar y asesorar en forma clara y 
precisa a sus clientes respecto del tipo de seguro que es más adecuado a 
sus necesidades, y de celebrar sus contratos conforme a las sanas 
prácticas en materia de seguros. Por lo que si los términos del contrato de 
seguro reflejados en la póliza no son los adecuados para el cliente, y éste 
cumplió con su obligación de proporcionar a la aseguradora la información 
que ésta le requirió, dicha inconsistencia no puede recaer en el cliente. De 
ahí que el contenido del artículo 25 citado, en el sentido de que se 
tendrán por aceptados los términos de la póliza si el cliente no solicita su 
rectificación, no puede tener el alcance de imponerle la responsabilidad 
en caso de que el seguro contratado no haya sido el adecuado, y mucho 
menos de liberar a la aseguradora de sus obligaciones en dicho supuesto, 
salvo que ésta acredite que los términos de la póliza son concordantes 
con la oferta, en otras palabras, con la información que le proporcionó el 
cliente, en cuyo caso, el asegurado tendrá que asumir la consecuencia de 
su omisión o falta, y estarse a los términos de la póliza que le fue emitida 
con base en la información que proporcionó; pero si la inconsistencia 
deriva de una falta de la aseguradora, ya sea porque el riesgo que busca 
amparar el cliente, que está establecido en la póliza, no es compatible con 
el tipo de seguro que le fue emitido, o porque aquélla no lo asesoró 
adecuadamente, la consecuencia de dicha falta no puede recaer en el 
cliente, y mucho menos liberar a la aseguradora de sus obligaciones, 
puesto que dicha interpretación vulnera no solo el principio de igualdad 
entre las partes, sino también el principio de buena fe de los contratos, al 
exonerar a las aseguradoras del cumplimiento de las obligaciones que la 
ley les impone para compensar la situación de desventaja en que se 
encuentra el cliente. El incumplimiento a dichas obligaciones por parte de 



 
 

 
 

 

la aseguradora debe tener una consecuencia en la aseguradora, en 
beneficio del cliente, y no viceversa. De lo contrario, se impone en la parte 
que está en desventaja y que además cumplió con sus obligaciones, la 
pérdida de su derecho, debido a una falta de su contraparte, que es la 
experta en materia de seguros, quien además resulta liberada del 
cumplimiento de las obligaciones que contrajo, sin tener que reembolsar a 
su contraparte el pago de las primas. Lo anterior, además de ser un 
incentivo negativo para las aseguradoras, pues les permite el 
incumplimiento de sus obligaciones, resulta evidentemente violatorio de la 
garantía de igualdad, puesto que se impone a las partes un tratamiento 
diferenciado que no está justificado y que resulta contrario a los principios 
que rigen las sanas prácticas en materia de seguros, así como el principio 
de buena fe de los contratos. 
 
Amparo directo en revisión 828/2015. **********. 2 de septiembre de 
2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
formuló voto concurrente en relación con la interpretación conforme a que 
se refiere la presente tesis; José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, tres de marzo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LIX/2016 (10a.)  
 

CONTRATO DE SEGURO. LA FALTA DE SOLICITUD DE 
RECTIFICACIÓN DE LA PÓLIZA NO LIBERA A LA ASEGURADORA 
DEL CUMPLIMIENTO DE SUS OBLIGACIONES. Dicha consecuencia es 
contraria a los principios que rigen la Ley sobre el Contrato de Seguro, 
pues de su artículo 50 se desprende que incluso en aquéllos casos en los 
que el asegurado incurra en una omisión o inexacta declaración de los 
hechos, la empresa aseguradora no podrá rescindir el contrato si provocó 
dicho error, o conocía o debía conocer el hecho que no fue declarado, o 
que aún cuando es obligación del asegurado comunicar a la empresa las 
agravaciones esenciales que tenga el riesgo durante el curso del seguro, 
si el asegurado no cumple con esa obligación, la empresa aseguradora no 
podrá hacer uso de la cláusula que la libere de sus obligaciones, cuando 
el incumplimiento no tenga influencia sobre el siniestro o sobre la 
extensión de sus prestaciones. De ahí que si en esos supuestos en los 
que concurre culpa por parte del asegurado, no procede la liberación de la 
responsabilidad de la aseguradora, mucho menos cuando el cliente 
cumplió con su obligación de proporcionar a la aseguradora la información 
que ésta le requirió, y fue la aseguradora quien incumplió con su 
obligación de asesorar debidamente al cliente. 
 
Amparo directo en revisión 828/2015. **********. 2 de septiembre de 
2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, tres de marzo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LX/2016 (10a.)  
 

JUICIO ORAL MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1390 BIS DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO QUE NO PREVÉ EL DERECHO A UNA SEGUNDA 
INSTANCIA, ES CONSTITUCIONAL. El precepto citado prevé que se 
tramitarán en el juicio oral mercantil todas las contiendas cuya suerte 
principal sea inferior a la que establece el artículo 1339 del Código de 
Comercio para que un juicio sea apelable, sin que sean de tomarse en 
consideración intereses y demás accesorios reclamados a la fecha de 
interposición de la demanda, y que contra las resoluciones pronunciadas 
en dicho juicio no procederá recurso ordinario alguno. Ahora bien, el 
artículo 1390 Bis citado, al limitar el derecho a una segunda instancia es 
constitucional, pues el legislador, al determinar que el juicio oral mercantil 
es uniinstancial, no excluye el derecho a la doble instancia de forma 
generalizada, sino que lo hace excepcionalmente, ya que dicha exclusión 
sólo es aplicable a los juicios orales mercantiles, además de que persigue 
una finalidad constitucionalmente legítima, pues tiene por objeto hacer el 
procedimiento mercantil más ágil y eficiente, lo que implica el respeto al 
principio de una administración de justicia pronta y expedita, contenido en 
el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, imprimiéndole celeridad al proceso judicial correspondiente, y 
encaminada a fomentar la economía procesal y la eficacia de la rama 
judicial. Además, es una medida razonable, ya que responde a la mayor 
urgencia de obtener una decisión definitiva y evita los costos que implican 
juicios prolongados y complejos, ya que tener que agotar necesariamente 
varias instancias puede provocar demora y más gastos en perjuicio del 
patrimonio de las partes, lo cual generalmente no se justifica cuando el 
asunto es de poca cuantía. Asimismo, genera un criterio de selección 
para el control de legalidad por órganos jurisdiccionales superiores, para 
que éstos se concentren en resolver asuntos que se consideran más 
complejos. De ahí que se trate de una medida proporcional, pues aun 
limitándose el derecho a la segunda instancia, no se priva al gobernado 
del acceso a la justicia ni se le deja en estado de indefensión, ya que en 
el procedimiento uniinstancial también deben respetarse las formalidades 
esenciales del proceso, y se tiene la posibilidad de impugnar dicha 
resolución mediante el juicio de amparo, de manera que, aun cuando no 
exista en la jurisdicción ordinaria un recurso disponible para impugnar las 
resoluciones adversas, existe un recurso extraordinario. Finalmente, la 
exclusión de que se trata obedece a criterios objetivos, pues el factor 
cuantía, como elemento para determinar la procedencia del juicio oral 
mercantil, constituye un quántum objetivo que no se fundamenta en los 
ingresos ni en la condición social de las personas, sino en el monto global 
de la pretensión. 
 
Amparo directo en revisión 3233/2014. **********. 4 de febrero de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, tres de marzo de dos mil dieciséis. Doy fe. 



 
 

 
 

 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXI/2016 (10a.)  
 

INSTITUCIONES DE CRÉDITO. LA INFORMACIÓN QUE DEBE 
CONTENER EL ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO POR EL 
CONTADOR FACULTADO POR LA INSTITUCIÓN BANCARIA A QUE 
SE REFIERE EL ARTÍCULO 68 DE LA LEY RELATIVA, PUEDE 
DESVIRTUARSE CON LOS COMPROBANTES Y ESTADOS DE 
CUENTA QUE TENGA EL DEUDOR. El artículo citado refiere, en forma 
detallada, la información que debe contener el estado de cuenta 
certificado por el contador facultado por la institución bancaria; de ahí que 
dicho estado de cuenta debe exponer el historial del crédito de que se 
trate, esto es, especificar la fecha y el monto de cada una de las 
disposiciones de capital que haya realizado el deudor, y precisar la tasa 
de interés aplicada a cada monto de capital durante cada periodo de 
intereses, especificando el monto de intereses que les correspondió, así 
como cada uno de los pagos que el deudor fue efectuando, precisando la 
fecha de éstos y los saldos obtenidos, ya que sólo de esa manera se le 
dan elementos al deudor para desvirtuar su contenido. Asimismo, en 
aquellos casos en que el deudor haya recibido los recursos directamente 
del banco y haya sido documentado en avisos de disposición firmados por 
éste o su representante, el estado de cuenta certificado debe 
acompañarse de dichos avisos, que deben estar en poder del banco y 
que acreditan plenamente la disposición de los recursos. Ahora bien, 
cuando la disposición del crédito se realice mediante el pago a terceros 
por la prestación de servicios o la adquisición de artículos de consumo, a 
través de tarjetas u otros instrumentos, el deudor no necesariamente 
suscribe un documento, pues algunas disposiciones pueden hacerse vía 
electrónica o, incluso, telefónica; en estos casos, basta que en el estado 
de cuenta se precisen la fecha y el monto de cada disposición, sin que 
sea necesario que se indiquen “circunstancias de modo, tiempo y lugar” 
de cada operación –pues esa información debe constar en los estados de 
cuenta que expidió el banco al deudor durante la vigencia del crédito con 
base en el contrato–, para que el deudor pueda desvirtuarlos; así, éste 
puede ofrecer pruebas para desvirtuar la información que contiene el 
estado de cuenta certificado por el contador facultado por el banco, pues 
así como el banco tiene obligación de conservar los comprobantes o 
registros de todas las disposiciones del crédito, el deudor también tiene la 
obligación de conservar la documentación relativa a cada disposición, los 
estados de cuenta que emite el banco relacionados con los movimientos 
del crédito, y los comprobantes de cada pago efectuado; por lo que 
cuenta con sendas pruebas para refutar la información contenida en el 
estado aludido, en caso de ser errónea, incluyendo la posibilidad de 
ofrecer como prueba la contabilidad llevada por la institución de crédito, 
en cuyo caso, ésta tendrá que exhibir en juicio el sustento de las 
disposiciones indicadas en el estado de cuenta (sean comprobantes de 
disposición, vouchers o registros electrónicos). Por tanto, es incorrecto 
que la única prueba que tiene a su favor el deudor para desvirtuar el 
estado de cuenta sea la ratificación del contador que lo certificó, porque la 
presunción de validez de aquél no deriva del dicho del contador, sino de 
la información contenida en el documento, que debe explicarse por sí 
misma, estar respaldada y ser exhibida en el juicio. 
 
Amparo directo en revisión 2566/2015. **********. 21 de octubre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío 



 
 

 
 

 

Díaz. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María 
Rojas Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, tres de marzo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXII/2016 (10a.)  
 

INSTITUCIONES DE CRÉDITO. LA CERTIFICACIÓN DEL CONTADOR 
FACULTADO POR LA INSTITUCIÓN BANCARIA AL CONTRATO DE 
CRÉDITO Y ESTADO DE CUENTA, NO LOS CONVIERTE EN 
DOCUMENTOS PÚBLICOS. El hecho de que el artículo 68 de la Ley de 
Instituciones de Crédito establezca que los contratos de crédito, junto con 
los estados de cuenta certificados por el contador facultado por la 
institución bancaria serán títulos ejecutivos, no implica que constituyan 
documentos públicos, pues éstos sólo puede emitirlos un funcionario 
público en ejercicio de sus funciones, calidad que no se le atribuye al 
contador. Por otra parte, los particulares sí pueden emitir títulos 
ejecutivos, como lo son los títulos de crédito y el contrato de crédito 
acompañado del estado de cuenta certificado por el contador facultado 
por la institución de crédito. 
 
Amparo directo en revisión 2566/2015. **********. 21 de octubre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María 
Rojas Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, tres de marzo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXIII/2016 (10a.)  
 

IGUALDAD ENTRE CÓNYUGES. CONTENIDO Y ALCANCES. A partir 
del parámetro de constitucionalidad delimitado por el artículo 1o. de la 
Constitución Federal, es posible identificar la obligación del Estado 
mexicano de garantizar la igualdad entre cónyuges, no únicamente 
respecto de los derechos y responsabilidades durante el matrimonio, sino 
también una vez disuelto el mismo. Este imperativo está explícitamente 
contenido en los artículos 17 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y 23 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos. En efecto, además de reconocer el papel central de la familia en 
la existencia de una persona y en la sociedad en general, las 
disposiciones citadas proclaman la igualdad de derechos y la adecuada 
equivalencia de responsabilidades de los cónyuges no solamente durante 
el vínculo matrimonial sino también en los arreglos relativos a una 
eventual separación legal. En este sentido, está prohibido todo trato 
discriminatorio en lo que respecta a los motivos y los procedimientos de 
separación o de divorcio, incluidos los gastos de manutención y la 
pensión alimenticia, lo que desemboca en el deber del Estado de velar 
por que el divorcio no constituya un factor de empobrecimiento ni un 
obstáculo para el ejercicio de los derechos humanos, específicamente el 
derecho humano a un nivel de vida adecuado en relación con la obtención 
de los alimentos. 
 
Amparo directo en revisión 1340/2015. 7 de octubre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y 
Villa. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, tres de marzo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXIV/2016 (10a.)  
 

DIVORCIO. TIENE DERECHO AL PAGO DE ALIMENTOS AQUEL EX 
CÓNYUGE QUE, POR HABER ASUMIDO EN MAYOR MEDIDA QUE EL 
OTRO LAS CARGAS DOMÉSTICAS Y DE CUIDADO DURANTE EL 
MATRIMONIO, SE ENCUENTRA EN UNA DESVENTAJA ECONÓMICA 
QUE INCIDA EN SU CAPACIDAD PARA SUFRAGAR SUS 
NECESIDADES BÁSICAS  (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL 
ARTÍCULO 476 TER DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
FAMILIARES DEL ESTADO DE HIDALGO). Según la literalidad del 
artículo 476 Ter del Código de Procedimientos Familiares del Estado de 
Hidalgo, en los casos de divorcio, el juez podrá decretar el pago de 
alimentos a favor del cónyuge que esté incapacitado para obtener lo 
necesario para su subsistencia y carezca de bienes inmuebles. Esta 
obligación cesará cuando el acreedor incapacitado contraiga nuevas 
nupcias; se una en concubinato o mantenga una relación de pareja; 
recupere la capacidad; o sobrevenga el nacimiento de un hijo de persona 
distinta al deudor. Ahora bien, a fin de respetar el derecho humano de 
igualdad y no discriminación, este precepto debe interpretarse conforme a 
los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Federal, de forma tal que en la 
porción normativa que hace referencia a que el cónyuge solicitante del 
pago de alimentos “esté incapacitado para obtener lo necesario para su 
subsistencia”, se entienda incluido el supuesto del cónyuge que, por 
haber asumido en mayor medida que el otro las cargas domésticas y de 
cuidado, se encuentre en una desventaja económica tal que incida en su 
capacidad para hacerse de medios suficientes para sufragar sus 
necesidades y, consecuentemente, le impida el acceso a un nivel de vida 
adecuado. Lo anterior, toda vez que la eventual vulnerabilidad generada 
durante el matrimonio a partir de determinada división del trabajo, 
constituye una causa objetiva, real y legítima de necesidad alimentaria 
que debe ser aliviada, en la medida de lo posible, por quien se benefició 
directamente de dicho reparto de responsabilidades en la familia, de 
conformidad con el mandato de igualdad de derechos y equivalencia de 
responsabilidades de ambos esposos en caso de disolución del vínculo 
conyugal. 
 
Amparo directo en revisión 1340/2015. 7 de octubre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, en el que se aparta de las consideraciones contenidas en la 
presente tesis; José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y 
Villa. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, tres de marzo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXV/2016 (10a.) 
     

NON BIS IN IDEM. LA VIOLACIÓN A ESTE PRINCIPIO SE ACTUALIZA 
CON LA CONCURRENCIA DE LA MISMA CONDUCTA TÍPICA 
ATRIBUIDA AL INCULPADO EN DISTINTOS PROCESOS, AUN 
CUANDO ESTÉ PREVISTA EN NORMAS DE DIFERENTES 
ENTIDADES FEDERATIVAS O EN DISTINTOS FUEROS. Conforme a la 
doctrina que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha elaborado del 
principio non bis in idem derivado del artículo 23 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que prohíbe el doble 
juzgamiento a una persona en sus vertientes sustantiva o adjetiva, se 
actualiza la transgresión a dicho principio cuando concurran tres 
presupuestos de identidad: a) en el sujeto, b) en el hecho; y, c) en el 
fundamento normativo. Respecto del último inciso, el fundamento jurídico 
que describe y sanciona la conducta atribuida al inculpado no debe estar 
necesariamente previsto en el mismo cuerpo normativo, pues puede 
ocurrir que se instruya otro proceso penal a una persona por los mismos 
hechos, pero previstos en una legislación diversa, correspondiente a otra 
entidad federativa o en distinto fuero, lo que es compatible con la 
interpretación que sobre ese principio ha realizado la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en el caso Loayza Tamayo vs. 
Perú, en relación con el artículo 8, numeral 4, de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. De esta forma, los hechos 
atribuidos a una persona, materia de procesamiento o decisión definitiva 
(condena o absolución), no deben referirse exclusivamente a la misma 
denominación de delito previsto en un solo ordenamiento o en uno de 
distinto fuero, pues basta que se describa el mismo hecho punible para 
que exista transgresión al principio non bis in idem.  
 
Amparo directo en revisión 3731/2015. 2 de diciembre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Saúl Armando Patiño Lara. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, tres de marzo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXVI/2016 (10a.) 
 

NON BIS IN IDEM. REPARACIÓN CONSTITUCIONAL DERIVADA DE 
LA TRANSGRESIÓN A ESTE PRINCIPIO. Si bien las vertientes adjetiva-
procesal y sustantiva del principio de prohibición de doble juzgamiento se 
refieren a que una persona no puede ser procesada ni sentenciada dos 
veces por los mismos hechos que constituyan la misma conducta 
tipificada como delito, y que esto puede ocurrir cuando esa conducta se 
prevea en ordenamientos legales de distintos fueros, a partir de los cuales 
se instruyen dos procesos al inculpado, la consecuencia posible a dicha 
afectación como medio de reparación constitucional es la anulación de 
uno de los procesos, pero no la absolución en ambos asuntos, ya que 
dicho proceder generaría impunidad, lo cual es incompatible con los 
propósitos garantistas del artículo 23 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
 
Amparo directo en revisión 3731/2015. 2 de diciembre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Saúl Armando Patiño Lara. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, tres de marzo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXVII/2016 (10a.) 
         

NON BIS IN IDEM. NO SE ACTUALIZA UNA TRANSGRESIÓN A ESTE 
PRINCIPIO CUANDO EN UNO DE LOS PROCESOS NO SE HIZO 
PRONUNCIAMIENTO EN DEFINITIVA SOBRE LA EXISTENCIA DE 
UNA CONDUCTA DELICTIVA O DE RESPONSABILIDAD PENAL. El 
principio de prohibición de doble juzgamiento en su vertiente sustantiva, 
se refiere a que una persona no puede ser sentenciada dos veces por los 
mismos hechos que constituyen la misma conducta tipificada como delito 
y que esto puede ocurrir cuando se prevea esa conducta en 
ordenamientos legales de distintas entidades o fueros a partir de los 
cuales se instruyen diversos procesos al inculpado. En ese sentido, si un 
inculpado es procesado por los mismos hechos en dos procesos de 
distinto fuero y la sentencia dictada en el primer asunto es absolutoria al 
declarar la inconstitucionalidad de los preceptos que regulan el delito, 
pero no se pronuncia en definitiva sobre la existencia de una conducta 
delictiva o la responsabilidad penal, o algún otro tema que determinara la 
imposibilidad de análisis del hecho, por ejemplo, que declarara la 
insuficiencia o inverosimilitud de las pruebas existentes que llevaren a la 
absolución del sentenciado y que impediría examinar ese evento, 
mientras que la segunda sentencia sí se ocupó de esa situación y 
concluyó en la existencia del delito y la intervención del inculpado en su 
comisión, dicho proceder no trastoca la figura de la cosa juzgada, ya que 
no subsistió otro pronunciamiento que generara un doble juzgamiento, en 
la medida en que el inculpado sólo fue sancionado en una ocasión por los 
hechos delictivos que se le imputaron, de modo que no se actualiza una 
infracción al principio non bis in idem, en su vertiente sustantiva. 
 
Amparo directo en revisión 3731/2015. 2 de diciembre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Saúl Armando Patiño Lara. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, tres de marzo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXVIII/2016 (10a.)  
 

DIVORCIO. LA ACCIÓN PARA EL PAGO DE LA COMPENSACIÓN DE 
HASTA EL 50% DEL VALOR DE LOS BIENES QUE SE ADQUIRIERON 
DURANTE EL MATRIMONIO PUEDE EJERCERSE EN LA DEMANDA 
DE DIVORCIO O DE FORMA AUTÓNOMA (ARTÍCULO 342-A, DEL 
CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO). De una 
interpretación sistemática de los artículos 323 y 342-A del Código Civil 
para el Estado de Guanajuato, así como de los artículos 822 y 852 del 
Código de Procedimientos Civiles de la misma entidad federativa, se 
desprende que la acción consistente en el pago de la compensación a 
favor del cónyuge que durante el matrimonio se dedicó 
preponderantemente al desempeño del trabajo del hogar y, en su caso, al 
cuidado de los hijos, puede ejercerse desde la demanda de divorcio o de 
forma autónoma a través de una demanda posterior. En efecto, el hecho 
de que la redacción del artículo 342-A establezca que “en la demanda de 
divorcio”, el cónyuge podrá demandar al otro la compensación, no implica 
que la presentación de la referida demanda sea el único momento 
procesal para ello, tan es así que este mecanismo puede ser reconvenido. 
La formulación del precepto atiende, más bien, a que el derecho del 
cónyuge que realizó el trabajo doméstico a ser resarcido y compensado 
se hace exigible al momento de disolverse el vínculo matrimonial y no 
antes. Es decir, no puede haber compensación si no hay divorcio. Sin 
embargo, de ello no se sigue que este mecanismo resarcitorio no pueda 
exigirse mediante una acción autónoma. 
 
Amparo directo en revisión 5702/2014. 11 de noviembre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, tres de marzo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXIX/2016 (10a.)  
 

ALIMENTOS. LA OBLIGACIÓN DE PROPORCIONARLOS NO SE 
EXTINGUE, NECESARIAMENTE, CUANDO EL ACREEDOR 
ALIMENTARIO ALCANZA LA MAYORÍA DE EDAD Y EXISTE 
DISPARIDAD ENTRE ÉSTA Y EL GRADO ESCOLAR QUE CURSA. 
Considerando que el sentido de la institución alimentaria consiste en 
garantizar a los acreedores la posibilidad de atravesar una etapa 
económicamente inactiva en la que se alleguen de los recursos 
necesarios que les darán una base para desarrollar sus planes de vida, lo 
que les permitirá acceder a un nivel de vida adecuado y digno, y que el 
principio de proporcionalidad rige en tal institución, puede concluirse que 
la obligación de proporcionar alimentos no se extingue, necesariamente, 
cuando el acreedor alcanza la mayoría de edad y hay disparidad entre 
ésta y el grado escolar que cursa debido a su falta de aplicación al 
estudio, ya que el juez debe valorar las razones que hayan dado motivo a 
ésta, porque pueden resultar ajenas a su voluntad (como el estado de 
salud y causas materiales, familiares o económicas). En esas 
condiciones, si la necesidad del acreedor alimentista atiende a la de 
realizar estudios y éste no se aplica a ello, es claro que la obligación 
alimentaria resulta desproporcional, pues el estado de necesidad no se 
actualiza. Por tanto, a fin de determinar si el estado de necesidad sigue 
vigente, se considerarán las razones por las que el acreedor no se aplicó 
al estudio, por lo que el juzgador tendrá que valorar cada caso en 
particular. 
 
Amparo directo en revisión 2417/2014. 7 de octubre de 2015. Mayoría 
de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana 
Carolina Cienfuegos Posada. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, tres de marzo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXX/2016 (10a.) 
 

         
TRÁNSITO DE VEHÍCULOS. EL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN V, DE LA 
LEY DE VIALIDAD DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES, QUE 
CONTIENE LA EXPRESIÓN “LA DISTANCIA QUE GARANTICE LA 
DETENCIÓN OPORTUNA EN EL SUPUESTO DE QUE ÉSTE FRENE 
INTEMPESTIVAMENTE”, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 
SEGURIDAD JURÍDICA. El precepto citado establece que los 
conductores deberán conservar, respecto del vehículo que los preceda, la 
distancia que garantice la detención oportuna en el supuesto de que éste 
frene intempestivamente, para lo cual tomará en cuenta la velocidad y las 
condiciones de la vía en que transitan; ahora bien, la expresión “la 
distancia que garantice la detención oportuna en el supuesto de que éste 
frene intempestivamente” no vulnera el principio de seguridad jurídica 
previsto en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, debido a que el precepto sí establece con claridad la conducta 
que debe observar el gobernado cuando conduzca un vehículo automotor, 
ya que no sólo dispone que debe conservarse la distancia que garantice 
la detención oportuna del vehículo, sino que además precisa que para 
determinar esa distancia, se tomará en cuenta: 1) la velocidad a la que se 
desplaza; y, 2) las condiciones de la vía en que transita. Así, es evidente 
que el legislador señaló claramente la conducta que debe observarse y 
los elementos objetivos que deben considerarse para determinarla, pues 
resultaría una labor imposible para el legislador precisar todos los 
supuestos posibles de acontecer en la práctica, señalando en cada uno la 
distancia a la que debe mantenerse un vehículo de otro, ya que esto 
depende de la velocidad y las condiciones de la vía; sin embargo, se 
advierte que con el establecimiento de dichos elementos objetivos, el 
conductor puede determinar con certeza cuál es la distancia que debe 
conservar respecto del vehículo que circule delante. 
 
Amparo directo en revisión 5902/2014. 10 de junio de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive 
Ileana Penagos Robles. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha nueve de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, diez de marzo de dos mil dieciséis. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXI/2016 (10a.) 
         

TRÁNSITO DE VEHÍCULOS. EL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN V, DE LA 
LEY DE VIALIDAD DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES, NO 
VULNERA EL PRINCIPIO DE TAXATIVIDAD PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. El artículo 73, 
fracción V, de la Ley de Vialidad del Estado de Aguascalientes, al 
establecer que los conductores deberán observar la disposición relativa a 
conservar, respecto del vehículo que los preceda, la distancia que 
garantice la detención oportuna en el supuesto de que éste frene 
intempestivamente, para lo cual tomará en cuenta la velocidad y las 
condiciones de la vía en que transita, no vulnera el principio de 
taxatividad, ya que el mandato de taxatividad sólo puede obligar al 
legislador a una determinación suficiente y no a la mayor precisión 
imaginable. Desde esta perspectiva, la taxatividad tiene un matiz 
consistente en que los textos legales que contienen las normas penales 
únicamente deben describir con suficiente precisión qué conductas están 
prohibidas y qué sanciones se impondrán a quienes incurran en ellas; la 
exigencia en cuanto a la claridad y precisión es gradual. En este sentido, 
el término “la distancia que garantice la detención oportuna en el supuesto 
de que éste frene intempestivamente”, sí cuenta con una definición o 
connotación específica, pues se entiende un espacio o intervalo entre dos 
vehículos que una persona, por medio de sus sentidos y sin 
conocimientos especializados, guarde de manera prudente respecto del 
vehículo que le precede, puesto que el legislador se vería imposibilitado a 
estipular todas las distancias posibles tomando en cuenta los factores 
como tipo de suelo, velocidad y hasta las propias condiciones del vehículo 
de que se trate. Por lo que al ser suficientemente clara y precisa dicha 
expresión para entender su significado, se puede afirmar que dicha 
disposición legal no sólo es compatible con su tenor, sino de igual manera 
que su significado se encuentra dentro de su sentido literal posible y, por 
tanto, que no es necesaria la utilización de ninguna técnica de integración 
de normas como son la analogía y la mayoría de razón; de ahí que no se 
transgrede la exacta aplicación de la ley penal (ni en su vertiente de 
mandato de taxatividad).  
 
Amparo directo en revisión 5902/2014. 10 de junio de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive 
Ileana Penagos Robles. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha nueve de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, diez de marzo de dos mil dieciséis. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
MSN/lgm. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXII/2016 (10a.) 
 
        

LEYES PENALES EN BLANCO. PROBLEMÁTICA DE 
CONSTITUCIONALIDAD DE AQUÉLLAS. El problema de 
constitucionalidad de las denominadas “leyes penales en blanco” no se 
plantea cuando la norma penal remite a otra de naturaleza extrapenal en 
sentido formal y material (para quedar plenamente integrada), sino 
únicamente cuando se reenvía a otra norma que no tiene el carácter de 
ley en sentido formal, dando así entrada en la descripción típica a 
regulaciones de procedencia reglamentaria o hasta meramente 
administrativa y, en consecuencia, a una participación del Poder Ejecutivo 
en la configuración de los tipos penales.   
 
Amparo directo en revisión 5902/2014. 10 de junio de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive 
Ileana Penagos Robles. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha nueve de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, diez de marzo de dos mil dieciséis. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm.  

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXIII/2016 (10a.)  
 

REVISIÓN ADHESIVA. LA OMISIÓN EN EL AUTO DE ADMISIÓN DEL 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN DE HACER SABER A LA TERCERO 
INTERESADA, SU DERECHO PARA INTERPONER AQUEL RECURSO, 
NO AFECTA SU VALIDEZ. Si bien es conveniente que en el auto de 
admisión del amparo directo en revisión, se señale expresamente a la 
parte tercero interesada que tiene cinco días para interponer el recurso de 
revisión adhesiva, ello no es indispensable, pues la precisión de dicho 
derecho está expresamente prevista en el artículo 82 de la Ley de 
Amparo. Por tanto, la omisión en el auto de admisión de hacer un 
señalamiento como el referido, no puede afectar su validez, ya que 
aunque dicha mención es recomendable, no existe precepto legal alguno 
que ordene su inclusión en el acuerdo de admisión, ni menos aún que 
sancione la falta de esa precisión, por lo que basta que el referido 
acuerdo sea notificado a las partes para que estén en condiciones de 
ejercer los derechos relativos. 
 
Recurso de reclamación 460/2015. **********. 19 de agosto de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo 
López Andrade. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha nueve de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, diez de marzo de dos mil dieciséis. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXIV/2016 (10a.) 
 
        

PÉRDIDA DE LA PATRIA POTESTAD. LA CAUSAL SE ACTUALIZA SI 
EL OBLIGADO SE ABSTIENE INJUSTIFICADAMENTE DE CUBRIR 
SUS DEBERES ALIMENTARIOS POR MÁS DE DOS MESES, AUNQUE 
POSTERIORMENTE CUMPLA CON EL PAGO DE ALIMENTOS O 
MUESTRE VOLUNTAD PARA HACERLO (ARTÍCULO 4.224, 
FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO). La 
pérdida de la patria potestad por el abandono de los deberes alimentarios 
prevista en el precepto citado, se actualiza cuando el obligado alimentario 
se abstiene injustificadamente de cubrir las necesidades alimenticias del 
acreedor durante más de dos meses, aun cuando posteriormente cumpla 
con el pago de alimentos o muestre voluntad para hacerlo. Sostener lo 
contrario equivaldría a permitir que quede al arbitrio del deudor 
proporcionar alimentos por las cantidades y en los tiempos que estime 
necesarios, y a que baste un atisbo de voluntad o muestra de disposición 
ulterior para eximirlo de las consecuencias de su omisión. Dicha posición 
vulneraría la finalidad de prevención y conservación de la integridad física 
y moral de los descendientes que orienta la existencia de la disposición, 
además de poner en entredicho el mandato de garantía reforzada de los 
derechos de los menores, derivado del principio constitucional de velar 
siempre por su interés superior. 
 
Amparo directo en revisión 1236/2015. 28 de octubre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha nueve de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, diez de marzo de dos mil dieciséis. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXV/2016 (10a.) 
 
         

PÉRDIDA DE LA PATRIA POTESTAD POR INCUMPLIMIENTO DE LA 
OBLIGACIÓN ALIMENTARIA POR MÁS DE DOS MESES. LA 
GRAVEDAD DE ESA MEDIDA ESTÁ JUSTIFICADA POR EL 
MANDATO DE GARANTÍA DE LOS DERECHOS DE LOS MENORES Y 
SU INTERÉS SUPERIOR (ARTÍCULO 4.224, FRACCIÓN II, DEL 
CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO). La pérdida de la patria 
potestad por el abandono de los deberes alimentarios prevista en el 
artículo 4.224, fracción II, del Código Civil del Estado de México, se 
actualiza cuando el obligado alimentario se abstiene injustificadamente de 
cubrir las necesidades alimenticias del acreedor durante más de dos 
meses. Ahora, si bien esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación reconoce que la pérdida de la patria potestad constituye una 
medida grave, esa gravedad es directamente proporcional a la 
importancia de la satisfacción de las necesidades de subsistencia y 
desarrollo de los niños, cuyos derechos alimentarios constituyen el pilar 
de su protección. Por tanto, la justificación de la medida descansa en el 
mandato de garantía de los derechos de los menores derivada del artículo 
4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (interés 
superior del menor), que se ve reforzada cuando la misma legislación 
prevé que quien haya perdido la patria potestad por el abandono de sus 
deberes alimentarios podrá recuperarla cuando compruebe que ha 
cumplido con éstos por más de un año y, en su caso, otorgue garantía 
anual para ello. En este sentido, la propia disposición aminora la gravedad 
de la medida al permitir su reversión, pero sin dejar expuesto al menor 
involucrado. 
 
Amparo directo en revisión 1236/2015. 28 de octubre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha nueve de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, diez de marzo de dos mil dieciséis. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXVI/2016 (10a.) 
         
 

AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL PLAZO DE 15 DÍAS PARA 
FORMULARLOS QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 319 DEL CÓDIGO 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE SONORA, 
NO VULNERA EL DERECHO FUNDAMENTAL A UNA DEFENSA 
ADECUADA. El precepto citado prevé el trámite que debe observarse al 
sustanciarse el recurso de apelación ante el tribunal de segunda instancia 
en el Estado de Sonora, que fija un primer término al apelante para 
ofrecer y otro para desahogar pruebas, y señala, que si no se ofrecen 
pruebas, o una vez desahogadas las que se hubiesen admitido, se abrirá 
un periodo de quince días para que el recurrente exprese agravios; 
asimismo, brinda un tratamiento diferenciador frente al hecho de no 
exponer agravios atendiendo al sujeto de la relación procesal que 
interpone el recurso, de modo que si los recurrentes fueran el inculpado, 
su defensor, los ofendidos o sus representantes, se citará para oír 
sentencia, pero si el apelante es exclusivamente el Ministerio Público, el 
medio de impugnación será declarado desierto, y esta consecuencia 
conlleva aparejada la confirmación de la sentencia apelada. Ahora bien, el 
artículo 319 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de 
Sonora, no viola el derecho fundamental a una defensa adecuada, por el 
contrario, al prever la posibilidad de que el inculpado o su defensa formule 
agravios para ser analizados en el recurso interpuesto una vez que ha 
vencido el plazo para promover pruebas o se han desahogado éstas, 
maximiza el ejercicio de ese derecho fundamental, especialmente, a 
contar con una asistencia efectiva, pues el defensor que ha sido evaluado 
por la autoridad judicial para representar los intereses del inculpado en 
esa instancia, puede exponer sus motivos de inconformidad en el plazo 
establecido legalmente, lo que incide además en la garantía de contar con 
un debido proceso. 
 
Amparo directo en revisión 5816/2014. 2 de diciembre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Saúl Armando Patiño Lara. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha nueve de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, diez de marzo de dos mil dieciséis. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXVII/2016 (10a.) 
         
 

AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL PLAZO DE QUINCE DÍAS PARA 
FORMULARLOS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 319 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE SONORA, 
OBEDECE A UN PRINCIPIO DE RAZONABILIDAD JURÍDICA. El Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la solicitud de 
modificación de jurisprudencia 11/2013, de la que derivó la jurisprudencia 
P./J.49/2014 (10a.)¹, determinó que el derecho fundamental de acceso a 
la justicia conlleva el deber de los órganos jurisdiccionales de garantizar la 
efectividad de los recursos o medios de defensa previstos en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la ley, por  lo  
que  no  basta  que  los  medios  de impugnación –como ocurre en el 
recurso de apelación– estén previstos legalmente, sino que se requiere 
que se eliminen para su admisión y tramitación cualquier cúmulo de 
requisitos o formalismos técnicos excesivos o carentes de razonabilidad 
respecto del fin legítimo que persiguen. Bajo esa lógica, el término de 
quince días para formular agravios en la apelación, previsto en el artículo 
319 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Sonora, 
obedece a un principio de razonabilidad jurídica, pues tiene como 
propósito que el apelante esgrima sus motivos de inconformidad con la 
sentencia recurrida en un tiempo razonable, tomando en cuenta que el o 
los recurrentes conocen el proceso instruido y el contenido de la 
sentencia, aunado a que previamente se ha agotado un periodo de 
ofrecimiento y desahogo de pruebas en segunda instancia, lo que permite 
afirmar que se trata de un plazo computado en días hábiles como deriva 
de los artículos 75 y 76 del propio ordenamiento, el cual es suficiente para 
desglosar las consideraciones jurídicas que los inconformes estimen 
pertinentes y que puedan considerarse al resolverse el recurso de 
apelación; todo ello, en un ámbito de igualdad procesal, pues dicho plazo 
opera sin distinción de quién sea la parte recurrente de la relación 
procesal. 
 
Amparo directo en revisión 5816/2014. 2 de diciembre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Saúl Armando Patiño Lara. 
 
Nota: La ejecutoria relativa a la solicitud de modificación de jurisprudencia 
11/2013 citada, aparece publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 14, Tomo I, enero de 2015, página 
167. 
¹La jurisprudencia P./J. 49/2014 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 3 de octubre de 2014 a 
las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 11, Tomo I, octubre de 2014, página 35, con el título 
y subtítulo: “RECURSO DE REVISIÓN. ES IMPROCEDENTE CONTRA 
SENTENCIAS DECLARADAS EJECUTORIADAS, SALVO QUE LA 
DECLARACIÓN RELATIVA SE REALICE CON POSTERIORIDAD A LA 
INTERPOSICIÓN OPORTUNA DE AQUÉL O ANTES DE QUE FENEZCA 
EL PLAZO PARA ELLO.” 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 



 
 

 
 

 

anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha nueve de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, diez de marzo de dos mil dieciséis. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXVIII/2016 (10a.) 
 
         

REGULARIDAD CONSTITUCIONAL DE UNA NORMA ORDINARIA. NO 
ES VÁLIDO REALIZAR EL EXAMEN RESPECTIVO A PARTIR DE SU 
ADECUACIÓN A ALGUNA LEGISLACIÓN SECUNDARIA. El análisis 
sobre la regularidad constitucional de una norma se efectúa atendiendo al 
contenido legal impugnado y su compulsa con los preceptos de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como con los 
derechos fundamentales que ésta y los tratados internacionales de los 
que México es parte tutelan. De ahí que no es válido evaluar la 
constitucionalidad de una norma ordinaria a partir de su adecuación a 
alguna legislación secundaria, porque ello condicionaría la 
constitucionalidad de un ordenamiento legal a la calificación de los 
factores asumidos por el legislador ordinario para emitir sus leyes 
secundarias en detrimento del principio de supremacía constitucional, lo 
que es inaceptable en nuestro sistema jurídico. 
 
Amparo directo en revisión 5816/2014. 2 de diciembre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Saúl Armando Patiño Lara. 
 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha nueve de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, diez de marzo de dos mil dieciséis. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXIX/2016 (10a.) 
 
         

EXTINCIÓN DE DOMINIO. PARA EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN CON 
BASE EN QUE EL BIEN ES “PRODUCTO” DEL DELITO, NO SE 
REQUIERE QUE EL PROPIETARIO AFECTADO HAYA ESTADO 
INVOLUCRADO EN LA COMISIÓN DE LOS HECHOS ILÍCITOS. 
Respecto de la fracción II del artículo 22 constitucional, esta Primera Sala 
ha sostenido que contiene cuatro incisos, a saber: el inciso a) que regula 
la premisa general, esto es, establece que procede la acción de extinción 
de dominio respecto de bienes que hayan sido instrumento, objeto o 
producto del delito; el inciso b) se refiere a casos en los que los bienes 
son utilizados o destinados a ocultar o mezclar bienes producto del delito; 
el inciso c) corresponde al caso en que los bienes estén siendo utilizados 
para la comisión de delitos por un tercero, si su dueño tuvo conocimiento 
de ello y, finalmente, el inciso d) regula el caso de los bienes que estando 
intitulados a nombre de terceros, existan elementos suficientes para 
determinar que son producto de delitos patrimoniales o de delincuencia 
organizada y el acusado por esos delitos se comporte como dueño. De 
manera que los elementos para la procedencia de la acción son diferentes 
en cada caso, según la causa que origine la pretensión de extinción del 
dominio. En ese entendido, no es correcto que si el Ministerio Público 
ejerce la acción con base en que el bien es “producto” del delito, sólo 
puede ser ejercida en contra del procesado por la comisión del delito, ya 
que se pueden presentar adicionalmente las hipótesis previstas en los 
incisos c) o d), las cuales tienen lugar cuando el propietario del bien 
objeto de la acción es una persona distinta a quien usaba el bien y está 
siendo procesado por la participación en los hechos ilícitos que determina 
el artículo 22 constitucional. Esto es, en todas las hipótesis a que se 
refiere el inciso a) de dicho artículo –bien producto, objeto o instrumento 
del delito-, puede presentarse adicionalmente alguna de las hipótesis 
referidas en los incisos c) o d), es decir, que quien aparezca como 
propietario del bien sea una persona distinta de la que participó en la 
comisión del hecho ilícito; en cuyo caso, el Ministerio Público tendrá una 
carga de la prueba adicional, puesto que tendrá que aportar indicios que 
razonablemente prueben que el propietario del bien tuvo conocimiento o 
debió haber tenido conocimiento de la vinculación de su bien con el hecho 
ilícito. La interpretación contraria haría nugatoria la figura de extinción de 
dominio, puesto que bastaría que los miembros de la delincuencia 
organizada pusieran a nombre de terceros los bienes que adquieren con 
los recursos de sus actividades ilícitas para evitar la procedencia de la 
acción, lo cual es justamente lo que la extinción de dominio pretende 
evitar. 
 
Amparo directo 68/2014. 26 de agosto de 2015. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
 
Amparo directo 69/2014. 26 de agosto de 2015. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
 



 
 

 
 

 

LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, diecisiete de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXX/2016 (10a.) 
 
         

EXTINCIÓN DE DOMINIO. LA PRESUNCIÓN DERIVADA DE LA 
INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD QUE 
VERSA SOBRE LA TITULARIDAD DEL INMUEBLE ES IURIS TANTUM, 
POR LO QUE PUEDE DESVIRTUARSE SI SE DEMUESTRA QUE LA 
ADQUISICIÓN SE REALIZÓ CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA DE UN TERCERO. El artículo 3010 del Código Civil Federal 
prevé una presunción de que todo derecho debidamente inscrito en el 
Registro Público de la Propiedad existe y que pertenece a su titular 
registral, la cual da certeza al ordenamiento jurídico respecto de la 
propiedad de los bienes inmuebles, en especial para que los terceros de 
buena fe puedan estar ciertos del derecho del titular registral; sin 
embargo, dicha presunción versa exclusivamente sobre la titularidad del 
inmueble, por lo que no impide que el acto jurídico que dio lugar a esa 
transmisión de propiedad pueda impugnarse o demostrarse que la 
adquisición se realizó con recursos de procedencia ilícita de un tercero. 
De ahí que tanto la presunción que brinda el Registro Público de la 
Propiedad, como la que deriva del derecho de accesión son iuris tantum, 
por lo cual el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, autoriza desvirtuarlas cuando existan elementos suficientes 
para acreditar que el verdadero dueño del inmueble registrado es una 
tercera persona y sea producto de los hechos ilícitos constitutivos de los 
delitos especificados en dicho precepto constitucional, pues el 
Constituyente pretende sancionar el caso de los prestanombres o 
testaferros. 
 
Amparo directo 68/2014. 26 de agosto de 2015. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
 
Amparo directo 69/2014. 26 de agosto de 2015. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, diecisiete de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXXI/2016 (10a.) 
 
         

EXTINCIÓN DE DOMINIO. NO EXISTE APLICACIÓN RETROACTIVA 
DE LA LEY DE LA MATERIA, SI LOS HECHOS ILÍCITOS QUE 
ORIGINAN LA ACCIÓN RELATIVA SE COMETIERON DURANTE SU 
VIGENCIA. Lo que debe tomarse en cuenta para determinar si hay o no 
aplicación retroactiva de la ley, es la fecha en la que se realizan los 
hechos ilícitos que originan la acción de extinción de dominio, y no en la 
que se adquiere la propiedad del bien objeto de dicha acción, 
precisamente porque la adquisición de la propiedad de un bien no está 
prohibida por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ni 
por la normatividad aplicable, es decir, dicha acción no busca sancionar o 
impedir la adquisición de bienes; lo que persigue es privar a la 
delincuencia organizada de su patrimonio, siempre y cuando se acredite 
alguno de los delitos previstos en la normativa aplicable. Esto es, la 
extinción de dominio es una consecuencia de dichos hechos ilícitos, que 
son constitutivos de delitos y que están sancionados por la ley penal con 
la finalidad de debilitar a la delincuencia organizada en su patrimonio, y 
privarla de los beneficios económicos que obtiene mediante las conductas 
ilícitas mencionadas. De ahí que lo relevante no es que la Ley Federal de 
Extinción de Dominio haya estado vigente en la fecha en que se adquirió 
el bien, sino en la fecha en que los hechos ilícitos se cometieron, siempre 
y cuando ya hubieran estado tipificados como delitos. 
 
Amparo directo 68/2014. 26 de agosto de 2015. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
 
Amparo directo 69/2014. 26 de agosto de 2015. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, diecisiete de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXXII/2016 (10a.)  
 

DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE CONTRIBUCIONES. LOS 
ARTÍCULOS 55, FRACCIONES I Y II, Y 59, FRACCIÓN III, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO VULNERAN EL PRINCIPIO 
DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. De la redacción de las normas 
aludidas se desprende que sus destinatarios primigenios son las 
autoridades fiscales y los contribuyentes, pues dadas las hipótesis 
previstas en el artículo 55, fracciones I y II –como por ejemplo, que el 
contribuyente omita presentar una declaración y no cuente con libros y 
registros de contabilidad–, será menester que la autoridad tributaria 
aplique una serie de presunciones para determinar el monto de la 
contribución omitida, teniendo el contribuyente el derecho reconocido en 
ley de demostrar lo contrario. Toda vez que la fracción III del artículo 59 
contiene una presunción, el legislador estableció el siguiente mecanismo 
para su operatividad: si el contribuyente tiene depósitos en una cuenta 
bancaria que no correspondan con los registros de contabilidad que está 
obligado a llevar, éstos deben calificarse como ingresos y el valor de 
actos o actividades por los que se deben pagar contribuciones. Ahora 
bien, si dicho mecanismo de cálculo fue ideado esencialmente para 
efectos fiscales, entonces no puede violar un principio propio del derecho 
penal, como lo es el de presunción de inocencia; en todo caso, a quien 
corresponde respetar el derecho fundamental a la presunción de 
inocencia es al juez penal, con independencia de que el órgano acusador 
se prevalga o no de las leyes tributarias para tener por acreditados los 
elementos del tipo. 
 
Amparo directo en revisión 2814/2015. 21 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés 
Rodríguez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, diecisiete de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXXIII/2016 (10a.)  
 

DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE CONTRIBUCIONES. CUANDO 
SON APLICADOS EN EL PROCESO PENAL, LOS ARTÍCULOS 55, 
FRACCIONES I Y II, Y 59, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE 
INOCENCIA, EN SU VERTIENTE DE REGLA DE TRATAMIENTO. Esta 
Primera Sala ha sostenido en jurisprudencia que una de las vertientes del 
principio de presunción de inocencia se manifiesta como "regla de trato 
procesal" o "regla de tratamiento" del imputado, en la medida en que 
comporta el derecho de toda persona a ser tratado como inocente en 
tanto no se declare su culpabilidad por virtud de una sentencia 
condenatoria. Dicha manifestación de la presunción de inocencia ordena 
a los jueces impedir en la mayor medida posible la aplicación de medidas 
que impliquen una equiparación de hecho entre imputado y culpable, es 
decir, conlleva la prohibición de cualquier tipo de resolución judicial que 
suponga la anticipación de la pena. Ahora bien, la aplicación de los 
artículos 55, fracciones I y II, y 59, fracción III, del Código Fiscal de la 
Federación, en el proceso penal, no violan el mencionado derecho, 
porque el órgano acusador no se limita a considerar culpable de un delito 
fiscal a una persona que no cumple con las obligaciones formales 
previstas en tales numerales, pues es menester que rompa el estatus de 
inocente que tiene el contribuyente y demostrar que en adición a ese 
incumplimiento ha causado un perjuicio patrimonial al erario público, con 
apoyo en una presunción cuyas premisas también debe probar, 
consistentes en: i) la existencia de depósitos bancarios a favor del 
contribuyente; y, ii) que estos no están registrados en la contabilidad que 
está obligado a llevar. A su vez, este sistema autoriza al contribuyente a 
demostrar lo contrario, para desestimar, desde la existencia de los 
depósitos hechos a su favor, hasta la falta de su registro, pasando por el 
deber de llevar determinados registros de contabilidad. 
 
Amparo directo en revisión 2814/2015. 21 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés 
Rodríguez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, diecisiete de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXXIV/2016 (10a.) 
 

DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE CONTRIBUCIONES. CUANDO 
SON APLICADOS EN EL PROCESO PENAL, LOS ARTÍCULOS 55, 
FRACCIONES I Y II, Y 59, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE 
INOCENCIA, EN SU VERTIENTE DE REGLA PROBATORIA. La 
presunción de inocencia, como regla probatoria, establece los requisitos 
que debe cumplir la actividad probatoria y las características que debe 
reunir cada uno de los medios de prueba aportados por el Ministerio 
Público para poder considerar que existe prueba de cargo válida y destruir 
así el estatus de inocente que tiene todo procesado. Desde este punto de 
vista, la presunción de inocencia contiene implícita una regla que impone 
la carga de la prueba, entendida en este contexto como la norma que 
determina a qué parte le corresponde aportar las pruebas de cargo.  En 
este sentido, el hecho de que las pruebas de cargo sean suministradas al 
proceso por la parte que tiene esa carga procesal, también constituye un 
requisito de validez de éstas. Por su parte, el artículo 59, fracción III, del 
Código Fiscal de la Federación, relacionado con el artículo 55, fracciones 
I y II del mismo ordenamiento legal, contiene un medio probatorio 
indirecto de la omisión de pago de contribuciones, el cual se estima que 
es razonable y lógico, pues si se parte de la noción de que en términos 
del artículo 31, fracción IV, de la Constitución General, es obligación de 
los mexicanos contribuir al gasto público de forma equitativa y 
proporcional en los términos que establezca la ley, se tiene que si el 
gobernado tiene a su favor un ingreso que no ha sido registrado en la 
contabilidad que está obligado a llevar, entonces debe pagar una 
contribución, salvo prueba en contrario. Por tanto, este modo de probar, 
previsto esencialmente para el derecho fiscal, bien puede ser invocado en 
el proceso penal, sin que por ello viole el derecho fundamental a la 
presunción de inocencia, en su vertiente de regla probatoria, porque no 
exime al órgano de representación social de su obligación de realizar las 
indagatorias correspondientes y de adminicular los elementos de prueba 
que permitan demostrar la existencia de la responsabilidad; ni tampoco 
releva al juzgador de su deber de analizar todas las pruebas aportadas al 
proceso, tanto las que permitan acreditar la tipicidad de la conducta, como 
las que desvirtúen tal extremo. Esto, en atención a que la presunción que 
establece el artículo 59, fracción III, admite prueba en contrario. 
 
Amparo directo en revisión 2814/2015. 21 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés 
Rodríguez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, diecisiete de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
MSN/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXXV/2016 (10a.)  
 
 

DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE CONTRIBUCIONES. LOS 
ARTÍCULOS 55, FRACCIONES I Y II, Y 59, FRACCIÓN III, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, QUE LA PREVÉN, 
APLICADOS EN UN PROCESO PENAL, NO VIOLAN EL DERECHO 
FUNDAMENTAL A LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, EN SU 
VERTIENTE DE ESTÁNDAR DE PRUEBA. La presunción de inocencia 
como estándar probatorio puede entenderse como una regla que ordena 
a los jueces absolver a los inculpados cuando durante el proceso no se 
aporten pruebas de cargo suficientes para acreditar la existencia del delito 
y la responsabilidad. Por su parte, los artículos 55, fracciones I y II, y 59, 
fracción III, del Código Fiscal de la Federación, que prevén supuestos y 
mecanismos para el cálculo presuntivo de una contribución, bien pueden 
aplicarse en el proceso penal sin que por ello se viole el derecho 
fundamental a la presunción de inocencia en su vertiente de estándar de 
prueba, porque no relevan al juzgador de la obligación de cerciorarse, al 
valorar el material probatorio disponible, de que estén acreditados los 
elementos típicos y desvirtuadas las hipótesis de inocencia efectivamente 
alegadas por la defensa en el juicio. Incluso, la presunción, no se erige 
como el único medio de prueba para demostrar la acreditación de los 
elementos típicos del delito fiscal, pues por una parte, no tiene como 
propósito esencial regular una cuestión penal y, por otra, tampoco lo 
prescribe así, de modo que, atendiendo al caso concreto, cabe la 
posibilidad de que el juez de la causa que se sirva de ese sistema jurídico 
pueda estimar que esa sola presunción no es suficiente para tener por 
demostrado el elemento típico correspondiente. 
 
Amparo directo en revisión 2814/2015. 21 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés 
Rodríguez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, diecisiete de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXXVI/2016 (10a.)  
 

PRUEBA PERICIAL EN MATERIA PENAL. EL ARTÍCULO 234 DEL 
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES NO VIOLA EL 
DERECHO DEL INCULPADO A OFRECER PRUEBAS, EN TÉRMINOS 
DEL NUMERAL 20, APARTADO A, FRACCIÓN V, DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL (EN SU TEXTO ANTERIOR A LA 
REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
DE 18 DE JUNIO DE 2008). El precepto constitucional citado prevé que 
en todo proceso de orden penal, el inculpado tendrá derecho a que se le 
reciban los testigos y demás pruebas que ofrezca, concediéndosele el 
tiempo que la ley estime necesario al efecto y auxiliándosele para obtener 
la comparecencia de las personas cuyo testimonio solicite, siempre que 
se encuentren en el lugar del proceso. Por su parte, el artículo 234 del 
Código Federal de Procedimientos Penales, dispone que los peritos 
practicarán todas las operaciones y experimentos que su ciencia o arte 
les sugiera y expresarán los hechos y circunstancias que sirvan de 
fundamento a su opinión. Ahora bien, dicho precepto legal no viola el 
derecho fundamental del inculpado a ofrecer pruebas, pese a que no 
prevé su derecho a obtener la reposición del procedimiento cuando al 
juzgador no le genere convicción un dictamen pericial por no expresar los 
hechos y las circunstancias que sirvan de fundamento a la opinión, para el 
efecto de que el perito señalado libremente por el inculpado subsane, 
mejore o corrija el sustento del dictamen. Lo anterior, porque el juez de la 
causa garantiza el derecho a la defensa al permitir que se den todas las 
condiciones necesarias para que el inculpado ofrezca sus pruebas y éstas 
se desahoguen, sin que pueda convertirse en un auxiliar de la defensa y 
ordenar la reposición del procedimiento para que el perito subsane su 
falta de experiencia o habilidad al elaborar su dictamen. Asimismo, no es 
factible, desde un punto de vista constitucional, brindar una nueva 
oportunidad al perito del inculpado para que subsane sus errores o 
imprecisiones, o bien, para que se reponga el proceso con la finalidad de 
que satisfaga los requisitos que exige la ley para el desahogo de su 
dictamen, pues la justicia debe impartirse de forma pronta y expedita, en 
términos del artículo 17 de la Constitución Federal; además, brindar esa 
oportunidad al perito del inculpado rompería con el equilibrio procesal 
entre las partes y la imparcialidad del juez penal. 
 
Amparo directo en revisión 2814/2015. 21 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés 
Rodríguez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, diecisiete de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXXVII/2016 (10a.) 
       
 

SOCIEDADES MERCANTILES. EL ARTÍCULO 129 DE LA LEY 
GENERAL RELATIVA NO CONTIENE UNA RESTRICCIÓN AL 
DERECHO HUMANO A LA PROPIEDAD PRIVADA. El derecho a la 
propiedad privada es un derecho humano reconocido en los artículos 27 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 21 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Este último precepto 
señala que toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes; que 
la ley puede subordinarlos, pero ninguna persona puede ser privada de 
ellos excepto mediante el pago de indemnización justa, por razones de 
utilidad pública o de interés social y en los casos y según las formas 
establecidas por la ley. Ahora bien, el artículo 129 de la Ley General de 
Sociedades Mercantiles, al prever que la sociedad considerará dueño de 
las acciones a quien aparezca inscrito como tal en el registro relativo, y 
que aquélla deberá inscribir en éste, a petición de cualquier titular, las 
transmisiones que se efectúen, no contiene una restricción al derecho 
humano a la propiedad privada, pues la condición de inscripción se refiere 
a una cuestión de eficacia entre la sociedad y el accionista. Esto es, la 
relación jurídica surgida con la transmisión de acciones del anterior al 
nuevo tenedor, se produce sólo entre estos dos últimos en el momento en 
que llegan a un acuerdo de voluntades, pues se transfiere la propiedad y, 
a su vez, el adquirente paga por la adquisición; además, la sociedad no 
es parte del negocio de transferencia de la acción, por lo que es necesario 
notificarle que registre la transmisión en el libro respectivo para que así le 
sea oponible. 
 
Amparo directo en revisión 2336/2014. **********. 2 de diciembre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
María Dolores Igareda Diez de Sollano. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, diecisiete de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXXVIII/2016 (10a.) 
 
       

SOCIEDADES MERCANTILES. PARA QUE EXISTA EFICACIA 
LEGITIMADORA ENTRE EL TITULAR DE LAS ACCIONES Y LA 
SOCIEDAD, DEBEN INSCRIBIRSE LAS TRANSMISIONES 
REALIZADAS EN EL LIBRO DE REGISTRO RESPECTIVO. El artículo 
129 de la Ley General de Sociedades Mercantiles prevé que la sociedad 
considerará dueño de las acciones a quien aparezca inscrito como tal en 
el registro relativo, y que aquélla deberá inscribir en éste, a petición de 
cualquier titular, las transmisiones que se efectúen. Ahora bien, los 
efectos creados con las transmisiones referidas no se surten con el simple 
tránsito de las acciones de una persona a otra, sino que deben inscribirse 
en el libro de registro de acciones para que se otorgue al adquirente la 
legitimación para ejercitar frente a la sociedad sus derechos como 
accionista y, a la vez, que aquélla también pueda exigir el cumplimiento 
de las obligaciones derivadas de su calidad de socio; de ese modo, la 
adquisición de acciones no otorga al adquirente la legitimación aludida, 
sino que es sólo un requisito previo para inscribirse en el registro de 
acciones. Lo anterior es así, en virtud de que la inscripción de las 
transmisiones en el registro de acciones es la forma legalmente prevista 
de legitimación social del titular de las acciones nominativas y despliega la 
eficacia legitimadora a favor de la sociedad frente al inscrito. 
 
Amparo directo en revisión 2336/2014. **********. 2 de diciembre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
María Dolores Igareda Diez de Sollano. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, diecisiete de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXXIX/2016 (10a.) 
 

NOTIFICACIONES EN LOS JUICIOS MERCANTILES. LOS 
ARTÍCULOS 76 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL 
ESTADO DE NUEVO LEÓN Y 78 DEL SEGUNDO TÍTULO ESPECIAL 
DENOMINADO “DEL TRIBUNAL VIRTUAL” DEL PROPIO 
ORDENAMIENTO, NO VULNERAN EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD 
JURÍDICA. Conforme al artículo 1054 del Código de Comercio, los juicios 
mercantiles se regirán por las disposiciones de dicho código; en su 
defecto, se aplicará supletoriamente el Código Federal de Procedimientos 
Civiles y, en caso de que no regule la institución cuya supletoriedad se 
requiera, la ley de procedimientos local respectiva. Ahora bien, el Código 
de Comercio contiene un capítulo que regula los “términos judiciales”, así 
como la forma en que deben surtir efectos las notificaciones llevadas a 
cabo en los juicios mercantiles, pero no regula las notificaciones virtuales; 
de ahí que, al no estar prevista la institución del Tribunal Virtual en el 
Código de Comercio ni en el Código Federal de Procedimientos Civiles, 
se concluye que el Código de Procedimientos Civiles del Estado de 
Nuevo León es supletorio de esta figura. Con base en lo anterior, resulta 
optativo para las partes que las notificaciones que se les realicen durante 
un juicio ordinario mercantil se rijan por el artículo 1075 del Código de 
Comercio, o por los artículos 76 del Código de Procedimientos Civiles del 
Estado de Nuevo León y 78 del segundo título especial denominado “Del 
Tribunal Virtual” del propio ordenamiento; en el entendido de que sólo en 
casos en que las partes opten por regirse por el sistema que regula el 
código procesal local, por así convenir a sus intereses, éste será 
aplicable, en caso contrario, regirá lo previsto en el Código de Comercio. 
Por tanto, los artículos 76 y 78 aludidos, no vulneran el principio de 
seguridad jurídica por el solo hecho de dar una opción a las partes para 
someterse al Tribunal Virtual, el cual no está regulado en el Código de 
Comercio. Por el contrario, la inaplicación de los preceptos del Código de 
Procedimientos Civiles del Estado de Nuevo León, habiéndose las partes 
sujetado a los mismos en ejercicio de su autonomía de voluntad, sería lo 
que podría contravenir el principio de seguridad jurídica. 
 
Amparo directo en revisión 254/2015. **********. 1o. de julio de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta y uno de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XC/2016 (10a.) 
 

NOTIFICACIONES EN LOS JUICIOS MERCANTILES. LOS 
ARTÍCULOS 76 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL 
ESTADO DE NUEVO LEÓN Y 78 DEL SEGUNDO TÍTULO ESPECIAL 
DENOMINADO “DEL TRIBUNAL VIRTUAL” DEL PROPIO 
ORDENAMIENTO, NO VULNERAN LA ESFERA DE COMPETENCIAS 
DEL CONGRESO DE LA UNIÓN. Los artículos citados, que regulan el 
Tribunal Virtual, específicamente por lo que hace a las notificaciones 
personales, no vulneran la esfera de competencias del Congreso de la 
Unión, porque es el propio legislador federal quien estableció en el Código 
de Comercio la supletoriedad del código procesal local en caso de que la 
institución de que se trate no se regule suficientemente en aquél; y es el 
caso de que el Código de Comercio contiene un capítulo que regula los 
“términos judiciales”, así como la forma en que deben surtir efectos las 
notificaciones que se lleven a cabo en los juicios mercantiles (artículo 
1075), pero no regula las notificaciones virtuales, ni la forma en que 
surten efectos, por lo que es válido acudir al Código de Procedimientos 
Civiles del Estado de Nuevo León para determinar el momento en que 
surten efectos las notificaciones que se realizan a través de dicho 
sistema, máxime cuando las partes voluntariamente decidieron acogerse 
a éste. 
 
Amparo directo en revisión 254/2015. **********. 1o. de julio de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta y uno de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XCI/2016 (10a.)  
 

DERECHO A LA REPARACIÓN DEL DAÑO. EL ARTÍCULO 20, 
APARTADO B, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL, 
ANTERIOR A SU REFORMA EN JUNIO DE 2008, NO PREVÉ LA 
FACULTAD DEL TRIBUNAL DE APELACIÓN PARA CONDENAR AL 
SENTENCIADO QUE PROMOVIÓ EL RECURSO, QUIEN EN PRIMERA 
INSTANCIA FUE ABSUELTO DE DICHA REPARACIÓN. La reparación 
del daño tiene como propósito resarcir a la víctima u ofendido de los 
daños y perjuicios ocasionados con motivo de la comisión del ilícito penal. 
De la lectura del artículo 20, apartado B, fracción IV, de la Constitución 
General, antes de su reforma en junio de 2008, se advierte, en primer 
lugar, que la víctima u ofendido del delito tiene el derecho humano a que 
le sea reparado el daño producido por la comisión del delito, por lo que 
bajo ese contexto se comprende que la disposición constitucional 
establezca que la fiscalía está obligada a solicitar dicha reparación. El 
precepto fundamental dispone a continuación que, al dictarse una 
condena, el juez no podrá absolver al sentenciado del pago de esa 
reparación, cuando ésta proceda. Sin embargo, esta disposición 
constitucional no prevé que el tribunal de apelación podrá pronunciarse de 
manera oficiosa sobre esa reparación en favor de la víctima u ofendido, 
cuando el recurso de apelación lo interpuso el sentenciado, quien fue 
absuelto en primera instancia de dicha reparación. Lo anterior porque el 
Constituyente adminiculó la obligación del juez del proceso para condenar 
a la misma con la del Ministerio Público para solicitarla cuando ello 
proceda, empleando la conjunción “y”; lo que indica que la obligación 
constitucional del juez a proceder a la condena está estrechamente 
relacionada con la de la representación social de solicitarla; ello sin 
perjuicio de que también puede exigirla de manera directa la víctima u 
ofendido, quien es el titular del referido derecho fundamental. Sostener 
que la disposición constitucional faculta al tribunal de alzada a condenar 
de manera oficiosa a la reparación del daño, cuando no lo hizo el juez de 
la causa, es contrario al derecho que tienen las partes de que el proceso 
penal se decida en una sentencia dictada por un juez imparcial, en 
atención a lo dispuesto por el artículo 17 constitucional, así como al 
derecho fundamental del sentenciado a contar con una tutela judicial 
efectiva y un recurso eficaz, en términos de los artículos 8 y 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues la eventual 
posibilidad de una modificación de la ejecutoria de primera instancia, pero 
en su perjuicio, le restaría  seguridad y certeza de la eficacia de ese 
medio de defensa, ya que el recurso de apelación promovido por el reo 
contra la sentencia que lo condena por el delito y la responsabilidad 
penal, pero absuelve de la reparación del daño, no produciría el resultado 
para el cual fue concebido y promovido por la parte legitimada, que es la 
revisión de la legalidad de la condena, mas no de la absolución. 
 
Amparo directo en revisión 4442/2014. 11 de noviembre de 2015. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
particular, y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 



 
 

 
 

 

alto tribunal, en sesión de fecha treinta de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta y uno de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XCII/2016 (10a.) 
       

APELACIÓN. EL ARTÍCULO 691 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, QUE ESTABLECE LA 
CUANTÍA COMO REQUISITO PARA LA PROCEDENCIA DE ESE 
RECURSO, NO TRANSGREDE EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA 
TUTELA JUDICIAL EFECTIVA, NI EL ARTÍCULO 8 DE LA 
CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. Esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido 
que si bien a toda persona le asiste el derecho de acudir a los tribunales a 
dirimir sus controversias y litigios, éste debe ejercerse dentro de los 
plazos y términos y con los requisitos fijados por el legislador ordinario por 
medio de las leyes secundarias, los cuales son constitucionales en tanto 
revistan una racionalidad y proporcionalidad como medida restrictiva de 
acceso a la jurisdicción. En esa lógica, el artículo 691 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, al establecer la cuantía 
como requisito para la procedencia del recurso de apelación, es 
compatible con el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva 
reconocido en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, pues la limitante es racional y proporcional, al guardar 
coherencia con el contenido de ese derecho en el sentido que pretende 
que el acceso a la justicia culmine con una sentencia firme de forma 
expedita y sin dilaciones en asuntos de cuantía menor, aunado a que 
dicha limitante no obstaculiza dicho derecho, pues los justiciables ya 
obtuvieron una respuesta por un tribunal imparcial con la sentencia de 
primera instancia. Tampoco transgrede las garantías judiciales 
reconocidas en el artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, el cual contiene cuatro apa rtados: el primero en el que se 
reconocen las garantías judiciales mínimas que deben satisfacerse en 
cualquier tipo de procedimiento judicial; y en los tres restantes se 
reconocen las garantías mínimas que los Estados se obligan a respetar 
en los procedimientos de índole penal, de donde deriva que en los 
asuntos y procedimientos de naturaleza civil no se exige el derecho a 
recurrir como una garantía judicial; de ahí que el artículo 691 de 
referencia resulta constitucional y convencional, pues no existe obligación 
alguna por la cual al legislador doméstico no le sea posible limitar la 
procedencia del recurso de apelación en juicios de naturaleza civil. 
 
Amparo directo en revisión 1871/2015. 30 de septiembre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol 
Alonso. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta y uno de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
MSN/lgm. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XCIII/2016 (10a.) 
 
       

DEPOSITARIO JUDICIAL. EL ARTÍCULO 444 DEL CÓDIGO FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, QUE PREVÉ LA FACULTAD 
EXCLUSIVA DEL ACTOR EJECUTANTE DENTRO DE UN JUICIO 
EJECUTIVO MERCANTIL PARA NOMBRARLO, NO VULNERA EL 
DERECHO DE PROPIEDAD DEL DEMANDADO. El artículo 444 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado dentro del 
procedimiento ejecutivo mercantil, de forma supletoria al Código de 
Comercio, de conformidad con su artículo 1393, establece que de todo 
secuestro se tendrá como depositario o interventor, según la naturaleza 
de los bienes que sean objeto de él a la persona o institución de crédito 
que, bajo su responsabilidad, nombre el ejecutante –salvo en los casos de 
excepción contemplados en los artículos 445, 448 y 449, párrafos primero 
y último, de la legislación adjetiva referida–, esto es, permite que el 
depósito judicial recaiga en una persona distinta al demandado; cuestión 
que no vulnera su derecho de propiedad, pues la facultad del actor 
ejecutante para nombrar al depositario de los bienes embargados 
consiste en una medida temporal justificada para garantizar el derecho de 
crédito del acreedor ejecutante. Por tanto, no existe una afectación 
irrestricta al derecho de propiedad del demandado en razón de que los 
bienes embargados únicamente se reservan en calidad de garantía de un 
crédito, sin que la designación de depositario implique la privación total 
del bien. 
 
Amparo en revisión 367/2015. **********. 8 de julio de 2015. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta y uno de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XCIV/2016 (10a.) 
 

COSA JUZGADA. EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XI, DE LA LEY DE 
AMPARO VIGENTE NO VULNERA LOS ARTÍCULOS 1o. Y 133 
CONSTITUCIONALES, NI EL DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO 
A LA JUSTICIA. El precepto y porción normativa citados, en los que 
descansa la causa de improcedencia relativa a la cosa juzgada en el juicio 
de amparo, no es violatorio de los artículos 1o. y 133 constitucionales, 
pues constituye un requisito para la procedencia del juicio constitucional, 
que es el recurso nacional más efectivo impuesto por el parlamentario 
federal que debe ser observado como presupuesto para el derecho 
fundamental de acceso a la justicia por razones de seguridad jurídica, 
para dotar de certeza lo resuelto en otros juicios de amparo en beneficio 
de la correcta y funcional administración de justicia, así como para la 
efectiva protección de los derechos de las personas, cuya previsión se 
encuentra en armonía con lo que establece al respecto el artículo 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, y la amplia 
jurisprudencia en el tema de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, aun cuando en el segundo juicio de amparo se reclame la 
violación de derechos humanos que no se hicieron valer en el primero. 
Ello obedece a la reforma del artículo 1o. de la Constitución Federal y la 
incorporación a nuestro sistema jurídico, con rango constitucional, de los 
derechos humanos consagrados en los tratados internacionales de los 
que México forma parte, de conformidad con el diverso 133 del mismo 
ordenamiento, lo cual implica que aún ante este nuevo paradigma, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación no se encuentra facultada para 
revisar las decisiones emitidas por los tribunales colegiados de circuito al 
resolver un juicio de amparo anterior en el que se advirtió que la sentencia 
impugnada no es violatoria de derechos fundamentales, pues tales 
determinaciones son inmutables por virtud de la autoridad de la cosa 
juzgada, lo que atiende a una necesidad operativa que permite que el 
sistema cumpla con la función de salvaguardar los derechos de quienes 
acuden ante los tribunales para solucionar sus disputas mediante un trato 
imparcial, igualitario y dotado de certeza jurídica, lo que abona al orden y 
a la paz social. 
 
Amparo directo en revisión 2562/2015. 25 de noviembre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta y uno de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XCV/2016 (10a.) 
 

COSA JUZGADA. EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XI, DE LA LEY DE 
AMPARO QUE LA PREVÉ COMO CAUSA DE IMPROCEDENCIA DEL 
JUICIO RELATIVO, ES COMPATIBLE CON EL DERECHO A LA 
SEGURIDAD JURÍDICA. Conforme al precepto y porción normativa 
señalados, el principio de cosa juzgada opera en el juicio de amparo para 
actualizar una causa de improcedencia cuando existiendo una ejecutoria 
dictada en un juicio constitucional previo, se promueva uno nuevo en el 
que exista identidad de quejosos, autoridades responsables y actos 
reclamados, aunque las violaciones reclamadas sean diversas; figura que 
no sólo se actualiza cuando en la sentencia se haya resuelto sobre la 
constitucionalidad o inconstitucionalidad de los actos reclamados, sino 
también cuando se ha determinado su inatacabilidad a través de un 
diverso juicio constitucional, siempre que tal determinación se haya 
realizado en atención a razones o circunstancias que hagan inejercitable 
la acción de amparo de modo absoluto, con independencia del juicio en 
que se haya efectuado, pues esta situación no puede desconocerse en un 
nuevo juicio constitucional; lo que es compatible con la garantía de 
seguridad jurídica, pues el propósito de la figura de la cosa juzgada es 
revelar las condiciones terminantes en que habrá de concluir un asunto 
jurisdiccional, con lo que se dotará de certeza jurídica a la decisión 
definitiva asumida y a los intervinientes en el juicio respecto de las 
consecuencias derivadas del caso, toda vez que el respeto a la decisión 
judicial constituye un pilar del estado de derecho como fin último de la 
impartición de justicia. 
 
Amparo directo en revisión 2562/2015. 25 de noviembre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta y uno de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XCVI/2016 (10a.) 
 

       
MENORES DE EDAD VÍCTIMAS DEL DELITO. LEGITIMACIÓN DE LA 
REPRESENTACIÓN SOCIAL PARA PROMOVER JUICIO DE AMPARO 
A SU FAVOR. Por regla general, el juicio de amparo en favor de los 
menores de edad debe promoverse por quien ostente su legítima 
representación. No obstante, la especial situación de vulnerabilidad en la 
que se encuentran los niños, niñas y adolescentes, justifica que en 
ciertos casos el juicio de amparo pueda ser promovido por otras 
personas en su nombre y representación –incluyendo al Ministerio 
Público–. Esta legitimación amplia en favor de los menores para 
promover el juicio de amparo, encuentra sustento en el artículo 8 de la 
Ley de Amparo, así como en los principios de interés superior del menor 
y de protección integral de la infancia, y es especialmente relevante en 
aquellos casos en los cuales los intereses del niño o la niña puedan no 
ser exactamente coincidentes con los de sus representantes legales. Si 
se dejara enteramente en manos de éstos últimos la posibilidad de 
accionar ante la justicia la protección de sus derechos, se correría el 
riesgo de dejar en estado de indefensión al menor, ante la posibilidad de 
que éstos se nieguen o abstengan de defender dichos intereses. La 
conclusión anterior no implica de ninguna manera suponer que los 
derechos y obligaciones derivados de la patria potestad o la tutela sean 
sustituidos, suprimidos o suspendidos; simplemente le otorga 
legitimación al representante social para plantear su preocupación frente 
al órgano jurisdiccional, quien estará en mejor aptitud de resolver si 
existe una afectación a los derechos del niño. 
 
Amparo directo en revisión 4416/2013. 28 de octubre de 2015. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Ana María Ibarra 
Olguín y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta y uno de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 

 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XCVII/2016 (10a.) 
 

       
MENOR DE EDAD VÍCTIMA DEL DELITO. MEDIDAS ESPECIALES 
QUE EL JUZGADOR DEBE ADOPTAR PARA PROTEGERLO. La 
condición de vulnerabilidad de la víctima del delito es evidente en el caso 
de los menores de edad, debido a su situación especial de desarrollo e 
inmadurez física y psicológica. Ante ello, los juzgadores deben adoptar 
medidas especiales para protegerlos en los casos en que sean víctimas 
de un delito, las cuales consisten en: (i) el reconocimiento de su dignidad 
humana, lo cual conlleva el deber de respetarlos y considerarlos como 
personas con necesidades, deseos e intereses propios, y exige alejarse 
de la concepción del menor como un simple receptor pasivo de protección 
y cuidado, o bien, como un medio para determinar la responsabilidad del 
inculpado en el proceso penal; (ii) su no revictimización, que consiste en 
protegerlos contra todo sufrimiento, situación de riesgo o tensión 
innecesaria o discriminación; y, (iii) su participación en el proceso penal, 
que se conforma por el deber de las autoridades de informarles su 
situación legal y sus derechos correlativos, e implica el deber de 
brindarles la oportunidad de que sus sentimientos y opiniones sean 
escuchados y tomados en cuenta por el juzgador, en función de su 
madurez, edad y capacidad de discernimiento. 
 
Amparo directo en revisión 4416/2013. 28 de octubre de 2015. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Ana María Ibarra 
Olguín y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta y uno de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XCVIII/2016 (10a.) 
 

       
MENORES DE EDAD VÍCTIMAS DEL DELITO. EXCEPCIONES A LA 
FIGURA DEL PERDÓN DEL OFENDIDO. Generalmente, el perdón del 
ofendido en los delitos perseguibles por querella implica la extinción de la 
acción penal. No obstante, en los delitos en que la víctima sea un menor 
de edad no es posible interpretar esta regla como absoluta, pues subsiste 
un interés especial más allá del que corresponde al representante del 
menor de otorgar el perdón, el cual consiste en proteger los derechos de 
la infancia a la luz de su interés superior. En ese sentido, en los casos en 
que un menor sea víctima de un delito y su representante otorgue el 
perdón, el juzgador debe evaluar si extinguir la causa penal es lo mejor 
para el menor. Para llegar a dicha determinación, el juez debe analizar la 
naturaleza del delito, esto es, ponderar qué bien jurídico protege; evaluar 
cuidadosamente los hechos particulares del caso, así como resguardar 
las garantías del niño en el proceso penal, es decir, la protección a su 
dignidad, su no revictimización y la oportunidad de que participe en el 
proceso penal en la medida de lo posible. 
 
Amparo directo en revisión 4416/2013. 28 de octubre de 2015. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Ana María Ibarra 
Olguín y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta y uno de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XCIX/2016 (10a.) 
     
 

MENOR DE EDAD VÍCTIMA DEL DELITO. EL PERDÓN DEL 
OFENDIDO NO ES PROCEDENTE CUANDO LA EXTINCIÓN DE LA 
CAUSA PENAL AFECTE LA DIGNIDAD DE LA VÍCTIMA MENOR DE 
EDAD. Proteger la dignidad del menor en el proceso penal implica evitar 
que sea humillado, degradado o envilecido. Así, para determinar la 
procedencia del perdón del ofendido, el juez debe asegurar que la 
extinción de la acción penal, el sobreseimiento de la causa o la 
eliminación de las medidas de seguridad impuestas al agresor, no 
provoquen algún tipo de sufrimiento, intimidación, situación de riesgo o 
amenaza para la dignidad personal del menor. Para ello, el juez debe 
analizar la naturaleza del delito, esto es, ponderar qué bien jurídico 
protege, y si éste incide en los valores resguardados por el derecho a la 
dignidad humana, así como evaluar si la forma y lugar en que se cometió 
el delito, constituyen, en sí, una forma de humillación o trato degradante. 
 
Amparo directo en revisión 4416/2013. 28 de octubre de 2015. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Ana María Ibarra 
Olguín y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta y uno de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA C/2016 (10a.) 
 
     

INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. EN ATENCIÓN A ESTE 
PRINCIPIO, CUANDO LOS PROGENITORES EJERZAN ACTOS DE 
VIOLENCIA SOBRE LOS HIJOS, PUEDE RESTRINGIRSE SU 
CONVIVENCIA. Un derecho primordial de los menores radica en no ser 
separado de sus padres, a menos de que sea necesario en aras de 
proteger su interés superior. Este derecho se encuentra directamente 
relacionado con la patria potestad, ya que si bien ésta se encomienda a 
los padres, ello es en beneficio de los hijos, ya que se dirige a 
protegerlos, educarlos y formarlos integralmente; así, aunque para dar 
cumplimiento a la función que se les encomienda a través de la patria 
potestad, tienen el derecho de corregir a sus hijos, esa corrección debe 
ser en un ámbito de respeto a su dignidad; de ahí que la patria potestad 
no puede utilizarse como estandarte para ejercer actos de violencia sobre 
los hijos, pues ésta, en cualquiera de sus clases, no se justifica como una 
forma de educación o formación. Al respecto, el Comité de los Derechos 
del Niño de la Organización de las Naciones Unidas, desde la 
Observación General No. 1, relativa al tema “Propósitos de la educación”, 
señaló que el castigo corporal es incompatible con la educación, pues 
ésta debe impartirse de tal forma que se respete la dignidad intrínseca 
del niño y se permita expresar su opinión libremente, insistiendo en la 
necesidad de prohibir todas las formas de violencia por leves que sean; 
además, definió en la Observación General No. 8 el castigo corporal o 
físico como todo castigo en el que se utilice la fuerza física y que tenga 
por objeto causar cierto grado de dolor o malestar, por leve que sea, 
indicando que hay otras formas de castigo que no son físicas, pero 
igualmente crueles o degradantes, e incompatibles con  la  Convención  
sobre  los  Derechos  del  Niño  –como los castigos en los que se 
menosprecia, humilla, denigra, convierte en chivo  expiatorio,  amenaza,  
asusta  o  ridiculiza  al niño–. En atención a lo anterior, cualquier maltrato 
físico, por leve que sea y que tenga por objeto causar cierto grado de 
dolor o malestar, así como que busque menospreciar, humillar, denigrar, 
amenazar, asustar o ridiculizar al menor, es incompatible con su dignidad 
y respeto; no obstante, es importante destacar que cuando el Comité 
rechazó toda justificación de violencia y humillación como formas de 
castigos a los niños, no rechazó el concepto positivo de disciplina, pues 
incluso reconoció que la crianza y el cuidado de los menores, 
especialmente de los lactantes y niños pequeños, exigen acciones e 
intervenciones físicas para protegerlos, pero aclaró que ello es totalmente 
distinto al uso deliberado y punitivo de la fuerza para provocarles cierto 
grado de dolor, molestia y humillación. Además, destacó que no incumbe 
a dicha Convención prescribir detalladamente de qué manera los padres 
deben relacionarse u orientar a sus hijos; sin embargo, sí ofrece un 
marco de principios que sirve de guía para las relaciones dentro de la 
familia, porque los niños aprenden lo que hacen los adultos, no sólo de lo 
que dicen, por ejemplo, cuando los adultos con los que están 
estrechamente relacionados utilizan violencia y humillación en sus 
relaciones con los menores, no sólo demuestran una falta de respeto por 
los derechos humanos, sino que además transmiten un mensaje 
poderoso y peligroso en el sentido de que son medios legítimos para 
procurar resolver conflictos o cambiar comportamientos. De lo anterior se 
concluye que el interés superior del menor autoriza a restringir la 
convivencia entre el menor y sus progenitores, cuando es objeto de 
violencia por alguno de éstos. Ahora bien, dicho interés también dicta que 
tienen derecho a ser cuidados y educados por sus padres; por tal motivo, 



 
 

 
 

 

el principio de protección de los niños contra la agresión, incluida la que 
tiene lugar en la familia, no implica que en todos los casos cuando salga 
a la luz el castigo corporal de los niños por sus padres, deban ser 
juzgados, pues la situación de dependencia de los niños y la intimidad 
característica de las relaciones familiares, exigen que las decisiones de 
enjuiciar a los padres o de intervenir oficialmente de otra manera en la 
familia, deban tomarse con extremo cuidado, pues en la mayoría de los 
casos no es probable que el enjuiciamiento de los padres redunde en el 
interés superior de los hijos. 
 
Amparo directo en revisión 3799/2014. 25 de febrero de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica 
Sánchez Miguez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta y uno de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CI/2016 (10a.) 
 
         

INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. LA CONVIVENCIA PATERNO-
FILIAL SUPERVISADA EN UN CENTRO DE CONVIVENCIA FAMILIAR, 
CONSTITUYE UNA MEDIDA ACORDE CON ESTE PRINCIPIO 
(LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL). El Estado tiene el deber 
ineludible de dictar las medidas tendentes a proteger a los menores 
contra toda forma de perjuicio o maltrato, aun cuando sólo se manifieste 
como una posibilidad; así, en atención al interés superior del menor, es 
inadmisible esperar a que un menor sufra un perjuicio o un maltrato para 
aplicar esas medidas, no obstante, cuando deba hacerse a la luz de una 
controversia, éstas han de establecerse en función de cada caso 
concreto, según lo que resulte acorde con dicho interés. Una de estas 
medidas consiste en ordenar que la convivencia del menor con el 
progenitor ─que no tiene la guarda y custodia─ se realice en un Centro 
de Convivencia Familiar Supervisada, pues de esta forma se preserva su 
derecho a ser cuidado y educado por ambos progenitores, así como a 
mantener contacto directo con ellos, preservando las relaciones 
familiares; además, se satisface la obligación de protegerlo de manera 
preventiva contra toda forma de perjuicio o maltrato, pues de los artículos 
1, 2, fracciones VI y XVII;14, fracciones IV y VI; 22, 24, 25, 26, 27 y 29 del 
Reglamento que fija las bases de organización y funcionamiento del 
Centro de Convivencia Familiar Supervisada del Distrito Federal, deriva 
que entre las actividades sustantivas del Centro se encuentra la relativa a 
facilitar las convivencias paterno-filiales dentro de sus instalaciones, 
debiendo minimizar los riesgos de daños físicos o psicológicos de los 
miembros involucrados en las controversias familiares, coadyuvando al 
sano desarrollo emocional de los integrantes de la familia. Asimismo, se 
advierte que la convivencia familiar debe desarrollarse ante la presencia 
de una tercera persona independiente y neutra, así como realizar 
reportes de manera fidedigna e imparcial, además de que existe un 
sistema de circuito cerrado de televisión y se respeta la voluntad del 
menor. 
 
Amparo directo en revisión 3799/2014. 25 de febrero de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta de marzo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta y uno de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CII/2016 (10a.) 
 
         

REMATE O VENTA JUDICIAL. EL JUZGADOR DEBE ATENDER AL 
PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO PARA TODAS LAS PARTES 
INVOLUCRADAS. Las ventas judiciales son procedimientos de “ejecución 
forzada”, que tienen lugar cuando el obligado no satisface 
voluntariamente su obligación, después de haber sido condenado a su 
cumplimiento en una sentencia que ha causado ejecutoria. En otras 
palabras, son procedimientos dirigidos a asegurar la eficacia de las 
sentencias de condena, a hacer efectivo el cumplimiento de la obligación. 
Por regla general, las sentencias condenatorias ordenan el pago de una 
cantidad de dinero a la parte que obtuvo sentencia favorable, y para hacer 
efectivo dicho pago se ordena el embargo de bienes del deudor. Ahora 
bien, uno de los principios del remate judicial, es el de “mayor beneficio 
para todas las partes involucradas”, lo que se traduce, entre otras 
acciones, en que el juzgador que lleva a cabo la venta judicial debe 
intentar que el precio en el que se finque el remate sea lo más elevado 
posible, en el menor tiempo posible, ya que de lo contrario, si el remate se 
prolonga más de lo necesario, el valor del bien inmueble es susceptible de 
reducirse en cada almoneda, lo cual no causa beneficio a ninguna de las 
partes en el procedimiento de ejecución. 
 
Contradicción de tesis 331/2014. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito y 
el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 8 de julio 
de 2015. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos 
por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia toda vez que no contiene el 
tema de fondo que se resolvió en la contradicción de la cual deriva. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha seis de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, siete de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CIII/2016 (10a.) 
 
         

REMATE. MECANISMOS PARA PROTEGER LOS INTERESES DE LOS 
ACREEDORES PREFERENTES. Los artículos 472 y 473 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles prevén ciertos mecanismos que 
tienden a proteger los intereses de los acreedores preferentes, los cuales 
incluyen el llamamiento de los acreedores que aparezcan en el certificado 
de gravámenes y el respeto a la prelación de créditos. Ahora bien, el juez 
debe ordenar que se solicite y se exhiba un certificado, ya sea de 
gravámenes, o de libertad de gravámenes, del inmueble sujeto a remate 
emitido por el Registro Público de la Propiedad y, sólo hasta obtenerlo 
debe iniciar el procedimiento de remate. Lo anterior tiene como finalidad 
que el juzgador y las partes tengan conocimiento de la existencia de otros 
acreedores con derechos preferentes sobre la finca embargada, como es 
el caso de aquellos con hipoteca inscrita con anterioridad al embargo o 
gravamen que dio lugar al procedimiento de remate, para no dejarlos en 
estado de indefensión, pues a dichos acreedores se les otorga el carácter 
de terceros interesados en el procedimiento de ejecución. Por ello, 
quienes aparezcan en dicho certificado deben ser llamados al 
procedimiento para que hagan valer lo que consideren pertinente a fin de 
garantizar su derecho; entre otras cuestiones, pueden asegurarse de que 
el inmueble sea valuado adecuadamente, con la finalidad de preservar su 
valor económico. Además, en aquellos supuestos en los que se concrete 
la venta judicial y se adjudique el inmueble a un tercero, la cantidad 
obtenida en contraprestación quedará afecta al pago de la obligación 
garantizada con la hipoteca. En efecto, el precio que se obtenga en el 
procedimiento de remate por la venta del inmueble debe destinarse, en 
primer lugar, al pago de los créditos hipotecarios que sean preferentes, en 
atención a la fecha de su registro. 
 
Contradicción de tesis 331/2014. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito y 
el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 8 de julio 
de 2015. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos 
por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia toda vez que no contiene el 
tema de fondo que se resolvió en la contradicción de tesis de la cual 
deriva. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha seis de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, siete de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CIV/2016 (10a.) 
 
         

PRELACIÓN DE CRÉDITOS. DERECHOS REALES Y PERSONALES. 
Las disposiciones legales establecen diversos grados de prelación, 
atribuyendo categorías preferentes a diversos tipos de derechos. Cuando 
los diversos derechos de crédito están en una igualdad de rango, se 
puede hablar de coordinación, pero cuando se trata de créditos de 
diverso rango, necesariamente habrá una subordinación de unos a los 
otros. La prelación de créditos regula la forma y orden en que deben 
pagarse los acreedores del patrimonio de su deudor. En ese tenor, la 
preferencia del crédito es una cualidad intrínseca que le atribuyen al 
derecho las propias disposiciones sustantivas. De manera que, salvo 
ciertas excepciones, los créditos garantizados con algún derecho real se 
pagan con el producto de los bienes afectos a la garantía, con exclusión 
de los demás acreedores. Si concurren varios acreedores con garantías 
sobre los mismos bienes, habrá que atender a la fecha de registro de los 
gravámenes. A los derechos reales de garantía se les atribuye un grado 
de preferencia y de prelación superior al que se atribuye a los derechos 
personales, porque se constituyen sobre un bien específico y persiguen a 
la cosa, permitiendo al titular del derecho real pagarse con el producto del 
bien gravado aun cuando haya pasado a manos de un tercero; a 
diferencia de los derechos personales, en que el acreedor no tiene un 
derecho real sobre un bien específico para pagarse el adeudo, sino solo 
tiene un derecho personal en contra de su deudor, del cual éste 
responderá con los bienes de que sea titular y que tenga disponibles, en 
su caso. 
 
Contradicción de tesis 331/2014. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito y 
el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 8 de julio 
de 2015. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos 
por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia toda vez que no contiene el 
tema de fondo que se resolvió en la contradicción de tesis de la cual 
deriva. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha seis de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, siete de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CV/2016 (10a.) 
       

REMATE. EL JUEZ DEBE CERCIORARSE DE QUE SE LLAME AL 
PROCEDIMIENTO A LOS ACREEDORES PREFERENTES DE UN BIEN 
HIPOTECADO Y DE QUE EL MONTO OBTENIDO SE AFECTE AL 
PAGO DE LOS CRÉDITOS PREFERENTES. El juez, como rector del 
proceso, debe exigir que se solicite y exhiba el certificado de gravámenes 
para iniciar el procedimiento de remate. Una vez identificados los 
acreedores hipotecarios anteriores, en su caso, debe llamarlos al 
procedimiento para que defiendan sus derechos y, fincado el remate, 
debe asegurarse de que se ponga a disposición de los acreedores 
hipotecarios preferentes el monto que el comprador o adjudicatario haya 
pagado por la compraventa judicial del inmueble, hasta donde alcance; lo 
cual tiene como consecuencia que la hipoteca se extinga. En efecto, si el 
derecho real de hipoteca tiene por objeto garantizar el pago de la 
obligación principal con el valor del inmueble hipotecado, una vez que 
éste ha sido rematado y el valor obtenido por su venta aplicado o puesto a 
disposición del acreedor hipotecario, la hipoteca debe extinguirse, pues 
ha cumplido con su propósito. En cuyo caso, el juzgador debe ordenar al 
acreedor hipotecario la cancelación de la hipoteca y de su inscripción en 
el Registro Público de la Propiedad. Lo cual es conveniente para 
salvaguardar el valor económico del bien que está siendo ejecutado, pues 
si el inmueble se transmite sin hipoteca, mayor será su valor, mayores 
posibilidades se tienen de cubrir los créditos preferentes, y de alcanzar 
también a cubrir el crédito de quien solicita la ejecución, e incluso de que 
quede algún remanente para el deudor. La obligación de entregar al 
acreedor hipotecario la cantidad obtenida por el remate del inmueble 
hipotecado deriva de los artículos 478 y 500 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, así como 2910 del Código Civil Federal; 
consecuentemente, la extinción del derecho real de hipoteca en los 
procedimientos de remate obedece a que el precio obtenido por la 
compraventa y adjudicación del bien inmueble hipotecado se afecta al 
pago de la obligación principal garantizada con la hipoteca y, por tanto, no 
es una consecuencia automática del remate. 
 
Contradicción de tesis 331/2014. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito y 
el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 8 de julio 
de 2015. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos 
por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia toda vez que no contiene el 
tema de fondo que se resolvió en la contradicción de tesis de la cual 
deriva. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha seis de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, siete de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
MSN/lgm. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CVI/2016 (10a.)  
 

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. EL ESTABLECIMIENTO DE 
ESTA FIGURA NO PUGNA CON EL DERECHO FUNDAMENTAL DE 
ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA. De la reforma al artículo 1o. 
constitucional de 10 de junio de 2011, se obtiene que es obligación de 
todas las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
observar los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal y 
en los tratados internacionales. Sin embargo, de ello no se sigue que los 
órganos jurisdiccionales nacionales, so pretexto del derecho fundamental 
de acceso a la justicia, de conformidad con lo previsto en la Constitución 
Federal y en los instrumentos internacionales de derechos humanos, 
dejen de aplicar los demás principios de la función jurisdiccional, tales 
como los de legalidad, igualdad, seguridad jurídica y debido proceso, 
pues ello provocaría un estado de inseguridad en la sociedad que a la 
postre significaría una transgresión a ese acceso efectivo a la justicia. 
Ahora bien, la figura de la prescripción de la acción penal, traducida ésta 
en la determinación de un plazo establecido en la ley para tener por 
extinguida la acción punitiva del Estado, no conlleva, por regla general, 
una transgresión al derecho humano de acceso efectivo a la justicia, pues 
el establecimiento de los plazos que en su caso imponen los legisladores 
en las leyes penales secundarias, tiene como fin último que no quede 
expedita indefinidamente la acción persecutoria del Estado, lo que 
encuentra su justificación en el derecho a la seguridad y certeza jurídica 
de que deben gozar todos los gobernados. Lo anterior, sin desconocer 
que pueden suscitarse casos en los que el establecimiento de la 
prescripción de la acción penal sí pudiere llegar a ser transgresora del 
derecho humano de acceso a la justicia, pues en el ámbito internacional 
existen ilícitos respecto de los cuales se ha declarado su 
imprescriptibilidad, como es el caso de los ‘crímenes de guerra’ y 
‘crímenes de lesa humanidad’. Por otra parte,  la mencionada reforma no 
significa que los órganos jurisdiccionales nacionales dejen de ejercer sus 
atribuciones y facultades de impartir justicia en la forma en que venían 
desempeñándolas, sino que dicho cambio sólo conlleva a que si en los 
instrumentos internacionales existe una protección más benéfica para la 
persona respecto de la institución jurídica de que se trate, ésta se aplique, 
sin que tal circunstancia signifique que, al ejercer tal función jurisdiccional, 
dejen de observarse los diversos principios constitucionales y legales, o 
las restricciones que prevé la norma fundamental, ya que de hacerlo, se 
provocaría un estado de incertidumbre en los destinatarios de tal función. 
 
Amparo directo en revisión 2597/2015. 21 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alfonso Francisco 
Trenado Ríos. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha seis de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, siete de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 



 
 

 
 

 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CVII/2016 (10a.) 
       

REGULARIZACIÓN DE PREDIOS RÚSTICOS DEL ESTADO DE 
JALISCO. EL ARTÍCULO 11 DEL DECRETO NÚMERO 17114 QUE LA 
PREVÉ, PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE DICHA 
ENTIDAD EL 27 DE ENERO DE 1998, VIOLA EL DERECHO 
FUNDAMENTAL A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. El derecho 
fundamental citado, contenido en los artículos 17 de la Constitución  
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 8º, numeral 1, y 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, reconoce el derecho 
de toda persona a dirimir sus controversias y a defenderse de actos de 
autoridad por un juez competente, independiente e imparcial, establecido 
con anterioridad en la ley; también el derecho a contar con un recurso 
efectivo ante jueces y tribunales competentes para defenderse contra 
actos que afecten sus derechos, incluso cuando la violación sea cometida 
por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. Ahora 
bien, el artículo 11 del Decreto número 17114 para la Regularización de 
Predios Rústicos de la Pequeña Propiedad del Estado de Jalisco, 
publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad el 27 de enero de 1998,  
al prever que si en el curso del procedimiento administrativo tramitado 
ante el Comité Interinstitucional para la Regularización de Predios 
Rústicos de la Pequeña Propiedad en el Estado de Jalisco, y hasta antes 
de la inscripción en el Registro Público de la Propiedad, se presentase 
alguna persona para alegar por escrito mejor derecho sobre el predio 
objeto de la promoción, se suspenderá de plano todo trámite, quedando a 
salvo los derechos de los interesados para que acudan en la vía y 
términos señalados por la legislación civil del Estado y, que una vez 
inscrito en el registro referido, quien crea poder demostrar que tiene algún 
derecho sobre el predio, podrá acudir ante el juez competente a 
demandar lo que a su derecho convenga dentro de los 4 años siguientes 
a dicha inscripción, viola el derecho fundamental a la tutela judicial 
efectiva, pues obstaculiza la instancia judicial administrativa en la que el 
justiciable puede cuestionar la validez y legalidad de los actos emitidos 
por la autoridad administrativa que puedan afectarle, además de que 
impide el acceso a la justicia de los terceros que pudieren tener un interés 
en el predio regularizado, esto es, al establecer que es la vía civil la 
correspondiente para hacer valer cualquier inconformidad referente a la 
regularización del predio, ocasiona que los actos emitidos por la 
mencionada autoridad administrativa queden fuera de cualquier control 
judicial, cuestión que implica una violación directa al derecho citado. 
 
Amparo directo en revisión 375/2015. **********. 8 de julio de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha seis de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, siete de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

MSN/lgm. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CVIII/2016 (10a.) 
       

RECURSO DE INCONFORMIDAD. SU RATIO CONSTITUCIONAL Y 
CONVENCIONAL. Cuando una ejecutoria de amparo no es cumplida en 
su totalidad, ya sea porque la autoridad responsable incurre en exceso o 
en defecto respecto de lo ordenado por la autoridad de amparo, se 
menoscaba el mandato constitucional y convencional según el cual el 
juicio de amparo debe constituir un medio judicial eficaz para la protección 
de los derechos que la propia Constitución reconoce. El derecho humano 
a contar con una protección judicial eficaz de todos los derechos 
constituye uno de los pilares básicos del estado de derecho en México y, 
por ende, desde una interpretación sistemática de los artículos 1o., 103 y 
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
conexión con los artículos 1.1 y 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y 2.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, implica la obligación del Estado mexicano en su conjunto de 
establecer e implementar los medios procesales adecuados para que las 
ejecutorias de amparo sean cumplidas de manera que se protejan 
eficazmente los derechos declarados o reconocidos en la correspondiente 
ejecutoria; siendo así, el Estado está obligado a garantizar el debido 
cumplimiento de la ejecutoria de las sentencias protectoras por parte de 
las autoridades responsables. De esta manera, la principal ratio 
constitucional y convencional del recurso de inconformidad es garantizar 
que el juicio de amparo sea un medio judicial eficaz para la protección de 
los derechos humanos reconocidos por la Constitución y por los tratados 
internacionales. 
 
Recurso de Inconformidad previsto en la fracción I del artículo 201 
de la Ley de Amparo 747/2015. **********. 21 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Presidente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ministro 
Ausente: José Ramón Cossío Díaz.  Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha seis de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, siete de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CIX/2016 (10a.) 
     

VIOLENCIA FAMILIAR. LAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN EN LA 
MATERIA, PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 2.355 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE MÉXICO, SON 
CONSTITUCIONALES. En el marco de los artículos 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 7 de la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer, “Convención de Belém do Pará”, las medidas de 
protección y garantía del derecho a una vida libre de violencia implican el 
despliegue de una serie de conductas estatales, a través de las cuales se 
garanticen la seguridad de las víctimas, una debida investigación de los 
hechos constitutivos de violencia y la reparación del daño. En este 
contexto, pueden dictarse medidas de urgencia para evitar situaciones en 
las que se ponga en riesgo la salud e integridad física o mental de 
quienes hayan sido víctimas de daño físico, psíquico, o a su integridad 
sexual, de amenaza, agravio, ofensa o cualquier otra forma de agresión 
por parte de un miembro de su familia. En esa línea, las medidas de 
protección previstas en el artículo 2.355 del Código de Procedimientos 
Civiles del Estado de México que pueden dictarse al admitirse la demanda 
de violencia familiar o durante el proceso, tales como ordenar al presunto 
generador de violencia que salga inmediatamente del domicilio común, 
aunque fuere propietario del inmueble, se encuentran justificadas y, por 
ende, son constitucionales, en atención a las obligaciones internacionales 
del Estado Mexicano en las que se comprometió a prevenir y erradicar la 
violencia.  
 
Amparo directo en revisión 6141/2014. 26 de agosto de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha seis de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, siete de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CX/2016 (10a.) 
 
         

VIOLENCIA FAMILIAR. MOMENTO EN QUE DEBE DICTARSE UNA 
MEDIDA DE PREVENCIÓN. Las autoridades del Estado Mexicano tienen 
el deber de primer orden de garantizar el respeto a la salud, integridad 
física y mental de las personas que son objeto de violencia, máxime 
cuando las víctimas se encuentran en una situación de vulnerabilidad 
manifiesta frente a sus agresores. Así, las autoridades deben otorgar 
garantías a las víctimas de que no serán objeto de nuevas agresiones, y 
hacer efectivo su derecho a denunciar los actos de violencia que han sido 
cometidos en su contra.  Dichas garantías se actualizan a través de las 
medidas de prevención, las cuales para ser efectivas podrán ser dictadas 
desde la admisión de la demanda de violencia familiar, o en cualquier 
momento del juicio. 
 
Amparo directo en revisión 6141/2014. 26 de agosto de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha seis de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, siete de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXI/2016 (10a.) 
 
         

VIOLENCIA FAMILIAR. ELEMENTOS QUE DEBEN VERIFICARSE 
PARA DICTAR UNA MEDIDA DE PREVENCIÓN. Para dictar una medida 
de prevención basta que exista una situación de riesgo que comprometa 
los bienes y derechos de los integrantes del grupo familiar, sin que sea 
necesario que se verifique un daño. Así, basta que el juzgador advierta, 
además del dicho de la persona que alega la agresión, la existencia de 
indicios leves sobre dicha situación. Tal estándar se desprende tanto del 
deber de protección de los derechos a la salud e integridad física y mental 
de las víctimas, como de las medidas de protección reforzadas que 
merecen los menores de edad y de la Ley de Acceso de las Mujeres a 
una Vida Libre de Violencia del Estado de México, conforme a la cual, 
para otorgar las órdenes emergentes y preventivas, deberá considerarse 
el riesgo o peligro existente y la seguridad de la víctima.  
  
Amparo directo en revisión 6141/2014. 26 de agosto de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
  
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha seis de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, siete de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXII/2016 (10a.) 
 

         
VIOLENCIA FAMILIAR. EL DICTADO DE MEDIDAS DE PREVENCIÓN 
NO VULNERA LOS DERECHOS AL DEBIDO PROCESO, AUDIENCIA 
O PROPIEDAD DEL PRESUNTO AGRESOR. El hecho de que el 
juzgador determine el dictado de medidas de prevención en los casos de 
violencia familiar, ya sea al admitir la demanda o durante su proceso, no 
vulnera los derechos al debido proceso, audiencia o propiedad del 
agresor, ya que, por un lado, tales medidas no son definitivas y, por otro, 
merecen un grado de protección menor frente a los valores y derechos 
que se pretenden proteger. De esta forma, las medidas de urgencia no 
tienen por objeto la disminución, el menoscabo o la supresión definitiva de 
un bien material o inmaterial o de un derecho del gobernado, sino 
únicamente un propósito de interés general, consistente en prevenir un 
acto de violencia más en contra de las víctimas; por lo que tales medidas 
tienen únicamente alcances precautorios y cautelares, además de estar 
fundadas en principios de debida diligencia y estado de necesidad.  
  
Amparo directo en revisión 6141/2014. 26 de agosto de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha seis de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, siete de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXIII/2016 (10a.) 
 
 

RECURSO DE RECLAMACIÓN. SI SE DESECHA EL DE REVISIÓN 
POR NO SUBSISTIR UN PLANTEAMIENTO DE 
CONSTITUCIONALIDAD, PERO A LA VEZ, PORQUE SU 
INTERPOSICIÓN RESULTÓ EXTEMPORÁNEA, DEBEN ANALIZARSE 
EN PRIMER TÉRMINO LOS AGRAVIOS RELACIONADOS CON ESTA 
ÚLTIMA CUESTIÓN. Cuando el Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación desecha el recurso de revisión por ser: 1) 
improcedente (al no existir algún concepto de violación sobre la 
inconstitucionalidad, incluyendo inconvencionalidad, de una norma de 
carácter general o se solicitó la interpretación de algún precepto 
constitucional o de un tratado internacional y, en consecuencia, en el fallo 
impugnado no se decidió u omitió decidir sobre tales cuestiones ni se 
estableció su interpretación directa); y, a la vez, 2) extemporáneo, deben 
analizarse en primer término los agravios relacionados con su 
oportunidad, pues de resultar éstos infundados, sería innecesario analizar 
las otras consideraciones que sustentan el desechamiento, pues aunque 
se demuestre que sí existía un planteamiento de constitucionalidad, el 
recurso de cualquier forma sería extemporáneo. 
 
Recurso de reclamación 474/2015. 19 de agosto de 2015. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha trece de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, catorce de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXIV/2016 (10a.)  
 
 

AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. ENTRE LAS CUESTIONES DE 
LEGALIDAD QUE LO HACEN IMPROCEDENTE, SE ENCUENTRAN 
LAS REFERIDAS A LA INDEBIDA VALORACIÓN DE PRUEBAS, LA 
ACREDITACIÓN DE LOS ELEMENTOS DEL TIPO PENAL Y LO 
RELATIVO A LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA. De la 
interpretación sistemática de los artículos 107, fracción IX, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 81, fracción II, 
de la Ley de Amparo vigente, deriva que el recurso de revisión es 
improcedente contra sentencias de amparo que no decidan sobre la 
constitucionalidad de una norma general o que establezcan la 
interpretación directa de un artículo de la Constitución Federal o de los 
derechos humanos establecidos en tratados internacionales de los que el 
Estado Mexicano sea parte, u omitan decidir al respecto; de ahí que los 
planteamientos o cuestionamientos de mera legalidad hacen 
improcedente el recurso y, por ende, debe desecharse ante la ausencia 
de un planteamiento genuino de constitucionalidad. Ahora bien, entre las 
cuestiones que pueden considerarse de mera legalidad están las 
argumentaciones referidas a la indebida valoración de pruebas, la 
acreditación de los elementos del tipo penal y la individualización de la 
pena; y respecto de las cuales no se advierta que el tribunal colegiado de 
circuito hubiese realizado la interpretación directa de un precepto 
constitucional o un derecho humano. 
 
Recurso de reclamación 557/2015. 19 de agosto de 2015. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha trece de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, catorce de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXV/2016 (10a.)       
  

 
EXTINCIÓN DE DOMINIO. PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN 
RELATIVA ES INSUFICIENTE QUE SE ACREDITEN DESCUIDOS POR 
PARTE DEL AFECTADO O QUE ÉSTE NO DEMUESTRE QUE SU 
CONDUCTA Y VIGILANCIA EN SUS BIENES HAN SIDO IMPECABLES. 
La incorporación de la extinción de dominio al sistema jurídico mexicano 
no está dirigida a sancionar la desidia o negligencia de los propietarios, 
sino a menguar las bases económicas de la delincuencia organizada en 
relación con los delitos que prevé el artículo 22 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. En ese tema, la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció, en las tesis de 
jurisprudencia 1a./J. 18/2015 (10a.) y 1a./J. 19/2015 (10a.)¹, que lo que 
debe acreditarse es si el afectado conocía y permitía la comisión de 
hechos ilícitos por terceros en bienes de su propiedad, y puntualizó que si 
bien es cierto que dicho conocimiento difícilmente puede acreditarse 
mediante pruebas directas, también lo es que es necesario que la parte 
actora del juicio de extinción de dominio debe aportar indicios que 
razonablemente permitan sostener que ello se realizó con conocimiento 
del propietario. Entonces, para que proceda la acción de extinción de 
dominio no basta que se acrediten descuidos por parte del afectado, o 
que éste no demuestre que su conducta y vigilancia en sus bienes han 
sido impecables e intachables, pues no son esas circunstancias las que 
acreditan la buena o mala fe, sino que existan indicios suficientes de que 
conocía o debía haber tenido conocimiento de los hechos ilícitos que se 
realizaban con sus bienes. 
 
Amparo directo en revisión 2451/2015. 28 de octubre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
 
¹ Las tesis de jurisprudencia 1a./J. 18/2015 (10a.) y 1a./J. 19/2015 (10a.) 
citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 17 de abril de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 17, Tomo I, 
abril de 2015, páginas 335 y 333, con los títulos y subtítulos: “EXTINCIÓN 
DE DOMINIO. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 22 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
EN TORNO A LAS CARGAS PROBATORIAS CUANDO HAY UN 
AFECTADO QUE ADUCE SER DE BUENA FE.” y “EXTINCIÓN DE 
DOMINIO. ELEMENTOS QUE DEBE DEMOSTRAR EL MINISTERIO 
PÚBLICO AL EJERCER LA ACCIÓN RELATIVA.”, respectivamente. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha trece de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, catorce de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
MSN/lgm. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXVI/2016 (10a.) 
 
         

EXTINCIÓN DE DOMINIO. PASOS A SEGUIR PARA APLICAR EL 
CRITERIO CONTENIDO EN LAS JURISPRUDENCIAS 1a./J. 18/2015 
(10a.) y 1a./J. 19/2015 (10a.) DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. De las jurisprudencias de rubros: 
“EXTINCIÓN DE DOMINIO. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 22 DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS EN TORNO A LAS CARGAS PROBATORIAS CUANDO 
HAY UN AFECTADO QUE ADUCE SER DE BUENA FE.” y “EXTINCIÓN 
DE DOMINIO. ELEMENTOS QUE DEBE DEMOSTRAR EL MINISTERIO 
PÚBLICO AL EJERCER LA ACCIÓN RELATIVA.”, se desprende que el 
criterio emitido por esta Primera Sala en torno a las cargas probatorias, 
requiere de un análisis valorativo por parte del juzgador que lo lleve a 
determinar con certeza si existen indicios o elementos suficientes de que 
el afectado conoce la utilización ilícita de sus bienes. Para dichos efectos, 
el juez debe seguir los pasos siguientes: 1) en primer lugar, identificar 
todas y cada una de las pruebas que aportó la parte actora –Ministerio 
Público- al juicio de extinción de dominio y determinar cuáles de ellas 
están dirigidas a acreditar el conocimiento –no una mera desidia- que 
tiene el propietario del bien de su utilización ilícita por parte de un tercero, 
en el entendido de que en aquellos casos en los que no sea posible 
acreditar fehacientemente ese conocimiento, el juzgador debe identificar 
los elementos que, sin hacer prueba plena, adminiculados entre sí, 
permiten generar un indicio respecto de la mala fe del afectado; 2) una 
vez detectados cuáles son los elementos susceptibles de causar 
convicción respecto al conocimiento del propietario del inmueble sobre el 
uso que se le da por un tercero, los juzgadores deben valorar si éstos son 
suficientes para acreditar razonablemente la mala fe del afectado, esto 
es, para probar que el afectado tenía conocimiento de que sus bienes 
eran utilizados para la comisión de hechos ilícitos. Esta valoración es de 
vital importancia para corroborar que no se trate de un error y que la 
extinción de dominio sí se utilice para debilitar a la delincuencia 
organizada y a su patrimonio. Por lo que estos pasos aseguran que 
existan elementos suficientes para tener por acreditado el conocimiento 
de que se trata; 3) sólo una vez que se hayan agotado los pasos 
anteriores, y siempre y cuando la parte actora haya aportado pruebas 
encaminadas a acreditar las cuestiones especificadas en los incisos 1) y 
2) anteriores, los juzgadores analizarán las pruebas y argumentos que 
aporte la parte afectada para desvirtuar aquellos elementos aportados 
por el Ministerio Público, o para destruir los indicios generados a partir de 
la adminiculación de los datos aportados por el Ministerio Público actor. 
Ello en congruencia con la carga dinámica de la prueba; y 4) todo el 
análisis que ha sido detallado debe hacerse a la luz de la interpretación 
del artículo 22 constitucional, en torno a las cargas probatorias del juicio 
de extinción de dominio, que ha realizado esta Primera Sala y que 
constituye jurisprudencia obligatoria. 
 
Amparo directo en revisión 2451/2015. 28 de octubre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
 
Nota: Las tesis jurisprudenciales 1a./J. 18/2015 (10a.) y 1a./J. 19/2015 
(10a.) citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la 



 
 

 
 

 

Federación del viernes 17 de abril de 2015 a las 9:30 horas y en la  
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 17, 
Tomo I, abril de 2015, páginas 335 y 333, con números de registros 
2008876 y 2008875, respectivamente.  
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha trece de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, catorce de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXVII/2016 (10a.) 
 
         

JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN. CONSECUENCIAS DE SU OBLIGATORIEDAD. El carácter 
obligatorio de la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación no se agota con la transcripción o síntesis del criterio de que se 
trate, sino que es necesario que el asunto de que conozcan los tribunales 
obligados a aplicarla se resuelva tomando en cuenta el criterio que 
contiene. Máxime que los tribunales que conocen de los juicios de amparo 
son órganos de control constitucional, cuya finalidad radica en verificar 
que a los gobernados se les respeten sus derechos fundamentales, 
evitando las actuaciones arbitrarias de la autoridad. 
 
Amparo directo en revisión 2451/2015. 28 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha trece de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, catorce de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXVIII/2016 (10a.) 
 
 

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. ESTE RECURSO ES 
IMPROCEDENTE CUANDO SÓLO SE IMPUGNEN CUESTIONES 
RELACIONADAS CON LA APRECIACIÓN O APLICACIÓN DE LOS 
PARÁMETROS GUÍAS QUE DEBE SEGUIR EL JUZGADOR PARA 
DETERMINAR SI EL INTERÉS PACTADO EN UN PAGARÉ ES 
USURARIO EN TÉRMINOS DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 47/2014 
(10a.). La procedencia del recurso de revisión contra las sentencias 
emitidas en los juicios de amparo directo es de carácter excepcional, y 
para que aquélla se actualice, es imprescindible que: 1) exista un 
problema de naturaleza constitucional resuelto u omitido en la sentencia 
recurrida, subsistente en el recurso de revisión; y, 2) ese tema sea 
considerado de importancia y trascendencia, según lo disponga el Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en sus acuerdos generales. 
Ahora bien, en relación con este último requisito, el Pleno del alto tribunal 
emitió el Acuerdo General Número 9/2015, en el cual consideró que la 
importancia y trascendencia sólo se actualizan cuando: i) el tema 
planteado permita la fijación de un criterio novedoso o de relevancia para 
el orden jurídico nacional; o, ii) lo decidido en la sentencia recurrida pueda 
implicar el desconocimiento de algún criterio emitido por la Suprema 
Corte; en el entendido de que éste, necesariamente, debe referirse a un 
tema de naturaleza constitucional ya que, de lo contrario, se 
contravendría el artículo 107, fracción IX, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, el cual prevé que la materia del recurso se 
limitará a la decisión de cuestiones propiamente constitucionales, sin 
poder comprender otras. Así, cuando el recurrente pretende sustentar la 
procedencia del recurso referido, bajo el argumento de que se desatendió 
la jurisprudencia 1a./J. 47/2014 (10a.), de título y subtítulo: “PAGARÉ. SI 
EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA 
CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY 
GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES 
NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA 
PRUDENCIALMENTE.”¹, debe considerarse que si bien es cierto que ésta 
conlleva un tema de naturaleza constitucional, en la medida en que en 
acatamiento al artículo 21, numeral 3, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, el juzgador debe realizar el estudio oficioso de la 
usura cuando adquiere convicción de que el pacto de intereses es 
notoriamente usurario, también lo es que al establecer las bases y los 
parámetros guías que deben seguirse para determinar cuándo un interés 
es usurario, dicha jurisprudencia, además, abarca aspectos de mera 
legalidad que, por su propia naturaleza, escapan a la materia del recurso 
de revisión. Consecuentemente, la apreciación de las bases y la 
aplicación de esos parámetros en la determinación de la usura y, de ser el 
caso, la decisión de inhibir la condición usuraria apartándose del 
contenido del interés pactado en un pagaré, para fijar la condena 
respectiva sobre una tasa de interés reducida prudencialmente para que 
no sea excesiva, necesariamente deben valorarse de forma razonada, 
fundada y motivada por el juzgador, con base en las circunstancias 
particulares del caso y de las constancias de las actuaciones que 
válidamente tenga a la vista al resolver; por tanto, la determinación de tal 
aspecto es una cuestión de mera legalidad y, por ende, lo que se decida 
al respecto no puede ser materia de análisis a través del recurso de 
revisión, ya que ello implicaría desnaturalizar su procedencia pasando por 
alto lo previsto en el citado artículo 107, constitucional. En ese sentido, si 
en los agravios sólo se ponen de manifiesto cuestiones relacionadas con 



 
 

 
 

 

la apreciación o aplicación de esos parámetros, el recurso debe 
considerarse improcedente, porque aun cuando se alegue que se 
desatendió la jurisprudencia en cuestión, no se satisface el requisito de 
importancia y trascendencia. 
 
Amparo directo en revisión 5392/2014. **********. 25 de noviembre de 
2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez 
Miguez. 
 
¹La tesis de jurisprudencia 1a./J. 47/2014 (10a.) citada, aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de junio de 2014 
a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, página 402. 
 
El Acuerdo General Número 9/2015 citado, de ocho de junio de dos mil 
quince, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 
establece las bases generales para la procedencia y tramitación de los 
recursos de revisión en amparo directo, aparece publicado en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 19, Tomo 
III, junio de 2015, página 2483. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha trece de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, catorce de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
MSN/rfr. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXIX/2016 (10a.) 
 
       

REPARACIÓN DEL DAÑO DERIVADA DE UN DELITO. SU 
NATURALEZA CIVIL. Existe una postura casi unánime sobre la 
naturaleza civil de la reparación del daño derivada de la comisión de un 
delito prevista en los códigos penales, de acuerdo con la cual, su 
fundamento sería el mismo que el de la responsabilidad aquiliana. Ahora 
bien, la reparación del daño en materia penal satisface tanto una función 
social, en su carácter de pena o sanción pública, como una privada, en la 
medida en que también contribuye a resarcir los intereses de la persona 
afectada por la acción delictiva. En ese sentido, la reparación del daño 
implica una sanción pública o una pena, al cumplir una función social que 
es exigible de oficio por el Ministerio Público; sin embargo, ello no elimina 
su finalidad primordial, consistente en resarcir a las víctimas u ofendidos 
de un delito de las afectaciones a sus bienes jurídicos. Así, la denominada 
responsabilidad civil ex delicto constituye una parte de la responsabilidad 
civil extracontractual, la cual se caracteriza porque el hecho ilícito que la 
genera es también constitutivo de delito. 
 
Amparo directo en revisión 4646/2014. 14 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha trece de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, catorce de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXX/2016 (10a.) 
 
       

REPARACIÓN DEL DAÑO DERIVADA DEL DELITO. SE RIGE POR 
LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DE INDEMNIZACIÓN JUSTA 
E INTEGRAL. Toda indemnización correspondiente a la reparación del 
daño debe ser justa e integral. Tal alcance cobra mayor relevancia 
cuando se trata de reparar los daños y perjuicios que ha sufrido la víctima 
del delito, en tanto que el derecho a la reparación se encuentra previsto 
expresamente en la Constitución General y tomando en consideración 
que el hecho ilícito que da lugar a la reparación constituye un delito y no 
un simple evento dañoso. Así, el derecho fundamental de las víctimas a 
ser resarcidas por los daños derivados de un delito, contenido en el 
artículo 20 de la Constitución General, debe interpretarse como el 
derecho de la víctima del delito a una indemnización “justa”. Esto es, 
proporcional a la gravedad de las violaciones y al daño sufrido, 
atendiendo a las directrices y principios que han establecido los 
organismos internacionales en la materia. 
 
Amparo directo en revisión 4646/2014. 14 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha trece de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, catorce de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXXI/2016 (10a.) 
 

       
REPARACIÓN DEL DAÑO DERIVADA DEL DELITO. ELEMENTOS 
NECESARIOS PARA ACREDITAR SU EXISTENCIA EN LA VÍA PENAL. 
El hecho de que la reparación del daño se encuentre prevista en los 
códigos penales y se reclame a través del ejercicio de la acción penal, no 
excluye o elimina el carácter civil de la misma. En ese sentido, para 
determinar si es procedente dicha reparación, es necesario acreditar los 
mismos elementos de la responsabilidad civil extracontractual, con 
independencia del código que la regule, a saber: a) el hecho ilícito; b) el 
daño; y, c) el nexo causal entre el hecho y el daño. Ahora bien, tratándose 
de la vía penal, algunos de estos elementos se encuentran determinados 
por la existencia del delito y la responsabilidad penal. Así, al probarse el 
delito puede considerarse también acreditado el hecho ilícito generador 
de la responsabilidad civil. Lo mismo sucede tratándose de la existencia 
del daño y el nexo causal entre el hecho y daño, los cuales pueden 
tenerse igualmente por demostrados al confirmarse la responsabilidad 
penal y el carácter de la víctima. En todo caso, será la intensidad del 
daño, más no su existencia, la que deberá ser probada en juicio. 
 
Amparo directo en revisión 4646/2014. 14 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha trece de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, catorce de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXXII/2016 (10a.) 
       
 

REPARACIÓN DEL DAÑO DERIVADA DEL DELITO. 
CONSECUENCIAS JURÍDICAS QUE DERIVAN DE SU NATURALEZA 
CIVIL. A pesar del carácter de sanción pública que tiene la reparación del 
daño en materia penal, es importante no caracterizarla como una pena, 
esencialmente porque no le son aplicables los principios del derecho 
penal, como son el principio de exacta aplicación de la ley y el mandato 
de taxatividad. Ello lleva a deslindar la imposición de las penas corporales 
de la cuantificación de la reparación y a que el juez resuelva atendiendo a 
la naturaleza civil de los daños. Así, mientras que la fijación de la pena 
debe realizarse atendiendo al grado de culpabilidad del sujeto, la cuantía 
de la reparación, por el contrario, debe venir determinada por la entidad 
del daño. Otra consecuencia relevante que deriva de la naturaleza civil de 
la reparación del daño, es que la misma debe ser justa e integral, dado 
que estos principios constitucionales aplican a la figura con independencia 
del código o legislación en la que se encuentre regulada. Asimismo, en 
tanto su naturaleza es eminentemente civil, puede acudirse a la 
legislación en la materia para interpretar el contenido y alcance de dicha 
reparación. 
 
Amparo directo en revisión 4646/2014. 14 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha trece de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, catorce de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXXIII/2016 (10a.) 
 
       

REPARACIÓN DEL DAÑO EN MATERIA PENAL. PARA DETERMINAR 
SU ALCANCE, EL JUZGADOR PUEDE ACUDIR A LA LEGISLACIÓN 
CIVIL O A LA DOCTRINA DE ESTA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE LA NACIÓN. La reparación del daño tiene una misma naturaleza, 
independientemente del código en que se encuentre regulada. Así, con la 
finalidad de lograr una justa indemnización, el órgano jurisdiccional que 
esté conociendo de la reparación del daño en la vía penal, puede acudir a 
la legislación civil, o incluso a la doctrina de esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en materia de responsabilidad civil, siempre que no 
exista una regla especial en la legislación penal. Dicha remisión sólo 
resulta admisible —e incluso podría considerarse necesaria— para 
entender los principios que rigen la reparación de los daños, o bien, 
cuando no existan en la legislación penal parámetros suficientes con base 
en los cuales pueda determinarse la existencia del daño o su debida 
indemnización. 
 
Amparo directo en revisión 4646/2014. 14 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha trece de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, catorce de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXXIV/2016 (10a.) 
       
 

REPARACIÓN DEL DAÑO DERIVADA DEL DELITO. EL CARÁCTER 
DE VÍCTIMA PERMITE PRESUMIR QUE LA PERSONA HA 
RESENTIDO UNA AFECTACIÓN. Si bien es cierto que por regla general 
el daño debe ser probado, es válido considerar que las personas que 
tienen el carácter de víctimas han resentido alguna afectación. Ello es así, 
toda vez que la posición de víctima implica, por sí misma, que ésta ha 
sufrido un daño; en particular, cuando la víctima del delito ha fallecido o 
padece lesiones transitorias o permanentes que impliquen pérdida o 
disminución de sus facultades físicas o mentales, a consecuencia de la 
conducta tipificada como delito.  
 
Amparo directo en revisión 4646/2014. 14 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 

 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha trece de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, catorce de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXXV/2016 (10a.) 
 
       

REPARACIÓN DEL DAÑO EN MATERIA PENAL. COMPRENDE 
TANTO LOS DAÑOS PATRIMONIALES COMO LOS 
EXTRAPATRIMONIALES (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL). 
El artículo 42 del Código Penal del Distrito Federal establece que 
dependiendo del tipo del delito, el daño puede ser de dos especies: 
patrimonial y/o moral. Estos conceptos no son excluyentes entre sí, sino 
que ambos deben ser indemnizados. El daño patrimonial consiste en 
todas las pérdidas económicas efectivamente sufridas y los desembolsos 
realizados en atención al daño, así como los perjuicios o el lucro cesante, 
entendidos como los beneficios que la víctima hubiera recibido de no 
haber resentido el hecho ilícito. Por su parte, el daño moral está 
determinado por el carácter extrapatrimonial de la afectación, la cual 
puede tratarse de la lesión a un derecho o a un simple bien o interés de 
carácter no pecuniario. Es decir, la conceptualización del daño moral 
centra su objeto y contenido en los intereses no patrimoniales o 
espirituales que pueden verse afectados. Así, las angustias, las 
aflicciones, las humillaciones, el padecimiento o el dolor constituyen 
daños a la moral en tanto que son afectaciones a intereses no 
patrimoniales.  
 
Amparo directo en revisión 4646/2014. 14 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha trece de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, catorce de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
  
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXXVI/2016 (10a.) 
       
 

DEPOSITARIO JUDICIAL. EL ARTÍCULO 444 DEL CÓDIGO FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, QUE PREVÉ LA FACULTAD 
EXCLUSIVA DEL ACTOR EJECUTANTE DENTRO DE UN JUICIO 
EJECUTIVO MERCANTIL PARA NOMBRARLO, NO VULNERA EL 
PRINCIPIO DE IGUALDAD PROCESAL. El precepto citado, aplicado 
dentro del procedimiento ejecutivo mercantil, de forma supletoria al 
Código de Comercio, de conformidad con su artículo 1393, al prever que 
de todo secuestro se tendrá como depositario o interventor, según la 
naturaleza de los bienes que sean objeto de él a la persona o institución 
de crédito que, bajo su responsabilidad, nombre el ejecutante –salvo en 
los casos de excepción contemplados en los artículos 445, 448 y 449, 
párrafos primero y último, de la legislación adjetiva referida–, no vulnera el 
principio de igualdad procesal contenido en los artículos 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 24 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en su vertiente de 
igualdad procesal, pues la distinción obedece a una finalidad objetiva y 
constitucionalmente válida, al perseguir que los bienes embargados en el 
juicio ejecutivo mercantil queden bajo la responsabilidad del ejecutante, 
cuyo objeto es garantizar el crédito del cual pretende el cobro, aunado a 
que ello procura la celeridad y ejecutoriedad de este tipo de 
procedimientos, lo que encuentra concilio con el derecho de acceso a la 
justicia reconocido en el artículo 17 de la Constitución Federal; además, 
dicha medida es racional y adecuada, porque se refiere a la custodia de 
los bienes que garantizan el pago de la deuda reclamada por el actor; de 
ahí que la distinción de que sea el actor ejecutante y no el demandado 
quien tiene la facultad de nombrar al depositario, es una medida apta para 
lograr el fin buscado, lo que no transgrede la igualdad procesal de las 
partes. Finalmente, la medida también es proporcional para alcanzar el fin 
constitucionalmente válido de dar efectividad al juicio ejecutivo que busca 
garantizar el derecho de crédito del actor, así como proteger y resguardar 
el bien embargado ejecutado durante la tramitación del juicio, máxime 
cuando, al permitir que sea el ejecutado quien elija los bienes, favorece a 
los intereses de ambas partes en el proceso. Por tanto, la medida 
encuentra razonabilidad al garantizar el acceso a un proceso jurisdiccional 
en el que se resguarden las formalidades esenciales del procedimiento, 
que a su vez resulta proporcional, pues como se observa, el legislador 
involucró a ambas partes dentro del procedimiento de embargo, lo que 
demuestra también la proporcionalidad de la medida en tanto respeta la 
decisión del deudor de sujetar al embargo los bienes de su elección.  
 
Amparo en revisión 367/2015. **********. 8 de julio de 2015. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente en relación con el contenido de la tesis, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol 
Alonso. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha trece de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, catorce de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 



 
 

 
 

 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXXVII/2016 (10a.) 
 
 

PRÓRROGA DE JURISDICCIÓN. POR REGLA GENERAL, EL JUEZ 
COMPETENTE, AL RESOLVER UNA CONTROVERSIA JUDICIAL, 
DEBE APLICAR LA LEY DE SU JURISDICCIÓN (INTERPRETACIÓN 
DEL ARTÍCULO 121 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS). El Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determinó que el artículo citado debe interpretarse 
en el sentido de que en sus cuatro fracciones establece una regla para el 
Estado Federal respecto de la manera en que las entidades federativas, 
en el ámbito de sus competencias, se relacionan entre sí, articulando sus 
órdenes jurídicos para la solución de los conflictos que en ellas se 
susciten; ello, en la lógica de que tanto las leyes como el derecho creado 
por cada entidad federativa deben aplicarse y producir sus efectos en la 
propia entidad, lo que se traduce en que el juez competente, al resolver 
una controversia judicial, debe hacerlo, generalmente, conforme al 
derecho vigente y aplicable en su ámbito jurisdiccional, pues la 
competencia de los órganos judiciales no puede modificarse ni ampliarse 
por acuerdo expreso o tácito de las partes, es decir, sólo puede 
prorrogarse por la existencia de una norma que así lo determine. Por 
tanto, el artículo 121 de la Constitución Federal prevé una prohibición de 
extraterritorialidad de las normas expedidas en una entidad federativa 
respecto de otra, lo que se traduce en que la legislación de un Estado 
sólo tiene obligatoriedad en su territorio, en atención a que cada entidad 
federativa legisla para su propio ámbito territorial y no para uno diverso. 
De ahí que dicho precepto constitucional no establece una regla de 
competencia judicial, sino que reconoce las reglas generales de 
colaboración entre entidades federativas. Reglas competenciales que no 
siempre determinan las leyes sustantivas que serán aplicables al caso, 
pues si bien sí determinan jurisdicción por territorio, dependerá de la litis 
en concreto la competencia material que se actualice en cada caso. Esto 
es, si no existe una cuestión extraordinaria que justifique un conflicto entre 
la competencia del juzgador y la normatividad sustantiva, no ha lugar a 
dicha división, pues resulta absurdo obligar al juez competente a aplicar 
una legislación que desconoce. Así, esta Primera Sala determina que, por 
regla general, el juez competente debe aplicar la ley de su jurisdicción y 
no otra. 
 
Amparo directo en revisión 1819/2015. **********. 30 de septiembre de 
2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha trece de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, catorce de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
MSN/lgm. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXXVIII/2016 (10a.) 
 
       

REPARACIÓN DEL DAÑO EN MATERIA PENAL. PARA SU 
CUANTIFICACIÓN, EL JUEZ DEBE VALORAR LOS DAÑOS 
PRESENTES, ASÍ COMO LAS CONSECUENCIAS FUTURAS. Tanto los 
daños patrimoniales como los morales, tienen dos tipos de proyecciones: 
presentes y futuras. Se considera que el daño es actual cuando éste se 
encuentra ya producido al momento de dictarse sentencia. Este daño 
comprende todas las pérdidas efectivamente sufridas. Por su parte, el 
daño futuro es aquel que todavía no se ha producido al dictarse 
sentencia, pero se presenta como una previsible prolongación o 
agravación de un daño actual, o como un nuevo menoscabo futuro, 
derivado de una situación del hecho actual. Para que los daños futuros 
puedan dar lugar a una reparación, la probabilidad de que el beneficio 
ocurriera debe ser real y seria, y no una mera ilusión o conjetura del 
damnificado. Así pues, para determinar el alcance real de la reparación 
del daño derivado del delito, el juez debe valorar no sólo las afectaciones 
actuales, sino también las consecuencias futuras. 
 
Amparo directo en revisión 4646/2014. 14 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinte de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, veintiuno de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXXIX/2016 (10a.) 
 
       

REPARACIÓN DEL DAÑO EN MATERIA PENAL. NO DEBE 
CONFUNDIRSE LA EXISTENCIA DE LOS DAÑOS PATRIMONIALES O 
MORALES, CON LA CUANTIFICACIÓN DE LA INDEMNIZACIÓN. Al 
determinar la procedencia de la reparación del daño y su cuantificación, 
es importante no confundir la existencia de los daños patrimoniales y/o 
morales, con la cuantificación de la compensación que le corresponde. Se 
trata de dos operaciones distintas, donde si bien interviene el tipo de daño 
causado, la compensación responde a la valoración de su gravedad. Así, 
basta acreditar el carácter de víctima del delito para determinar la 
existencia de un daño patrimonial y/o moral. En todo caso, lo que tiene 
que demostrarse es el grado de intensidad de la afectación o la entidad 
del daño, lo cual cobra relevancia al momento de determinar la cuantía de 
la indemnización. 
 
Amparo directo en revisión 4646/2014. 14 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinte de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, veintiuno de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXXX/2016 (10a.) 
 
         
REPARACIÓN DEL DAÑO EN MATERIA PENAL. EL DAÑO 
PATRIMONIAL SE INTEGRA POR TODAS AQUELLAS 
CONSECUENCIAS ECONÓMICAS, PRESENTES Y FUTURAS, 
DERIVADAS DE LA COMISIÓN DEL DELITO (LEGISLACIÓN DEL 
DISTRITO FEDERAL). De acuerdo con el artículo 42 del Código Penal 
del Distrito Federal, el daño patrimonial comprende el restablecimiento de 
las cosas al estado en que se encontraban antes de cometerse el delito; 
la restitución de la cosa obtenida por el delito, incluyendo sus frutos y 
accesorios y, si no fuese posible, el pago de su valor actualizado. Si se 
trata de bienes fungibles, el juez podrá condenar a la entrega de un objeto 
igual al que fuese materia de delito sin necesidad de recurrir a prueba 
pericial; el resarcimiento de los perjuicios ocasionados; y el pago de 
salarios o percepciones correspondientes, cuando por lesiones se cause 
incapacidad para trabajar en el oficio, arte o profesión respectivo. De lo 
anterior se concluye que deben ser resarcidas todas las consecuencias 
económicas derivadas del daño, tanto presentes como futuras. Esto es, 
tanto los gastos ya erogados, como los perjuicios y el lucro cesante 
derivados del daño.  
 
Amparo directo en revisión 4646/2014. 14 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinte de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, veintiuno de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXXXI/2016 (10a.) 
         
 
REPARACIÓN DEL DAÑO DERIVADA DE LA COMISIÓN DE UN 
DELITO. LA REMISIÓN QUE HACE EL ARTÍCULO 47 DEL CÓDIGO 
PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL A LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO, CONSTITUYE UN REFERENTE MÍNIMO PARA 
DETERMINAR EL MONTO DEL DAÑO PATRIMONIAL. De conformidad 
con el artículo 42 del Código Penal para el Distrito Federal, la reparación 
del daño derivado de la comisión de un delito puede ser de dos especies: 
patrimonial y/o moral. Por su parte, el artículo 47 del Código Penal para el 
Distrito Federal, establece que en el caso de delitos que afecten la vida o 
la integridad corporal, el monto de la reparación del daño no podrá ser 
menor del que resulte de aplicar las disposiciones relativas de la Ley 
Federal del Trabajo. Esta última disposición no tiene por objeto excluir el 
resto de reparaciones señaladas en el artículo 42 del Código Penal, sino 
que simplemente establece un referente mínimo para determinar el 
quantum indemnizatorio derivado de los daños de carácter patrimonial. 
Por tanto, con independencia de que se hubiere determinado la existencia 
de un daño patrimonial indemnizable en términos del artículo 47 del 
Código Penal para el Distrito Federal, el órgano jurisdiccional debe 
ponderar todos y cada uno de los elementos que obran en el juicio para 
establecer la entidad total de los daños (patrimoniales y/o morales) y su 
correspondiente indemnización.  
 
Amparo directo en revisión 4646/2014. 14 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinte de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, veintiuno de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXXXII/2016 (10a.) 
         
 
REPARACIÓN DEL DAÑO EN MATERIA PENAL. PARÁMETROS 
PARA LA CUANTIFICACIÓN DEL DAÑO MORAL (LEGISLACIÓN DEL 
DISTRITO FEDERAL). El artículo 42, fracción III, del Código Penal para 
el Distrito Federal, establece que la reparación del daño moral sufrido por 
la víctima o las personas con derecho a la reparación, incluye el pago de 
los tratamientos curativos que, como consecuencia del delito, sean 
necesarios para la recuperación de la salud psíquica y física de la víctima. 
Sin embargo, dicho ordenamiento no precisa qué otros elementos deben 
considerarse para reparar las afectaciones de este tipo. Ahora bien, esta 
Primera Sala ha determinado que para fijar la indemnización económica 
derivada del daño moral, deben analizarse: (i) el tipo de derecho o interés 
lesionado; (ii) el nivel de gravedad del daño; (iii) los gastos devengados o 
por devengar derivados del daño moral; (iv) el grado de responsabilidad 
del responsable, y (v) la capacidad económica de este último. Si bien es 
cierto que estos factores derivan de la interpretación de la legislación civil, 
los mismos pueden ser referentes útiles para lograr una reparación 
integral, en tanto la entidad del daño moral es la misma, con 
independencia del código en que se encuentre regulado.  
 
Amparo directo en revisión 4646/2014. 14 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinte de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, veintiuno de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXXXIII/2016 (10a.) 
 

         
ACCESO A LA JUSTICIA DE LAS PERSONAS VULNERABLES. 
INTERPRETACIÓN DE LAS REGLAS BÁSICAS EN LA MATERIA, 
ADOPTADAS EN LA DECLARACIÓN DE BRASILIA, EN LA XIV 
CUMBRE JUDICIAL IBEROAMERICANA DE MARZO DE 2008, EN 
RELACIÓN CON EL BENEFICIO DE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA 
DEFICIENTE, TRATÁNDOSE DE ADULTOS MAYORES. Las reglas 
citadas no reúnen los requisitos a que aluden los artículos 76, fracción I y 
89, fracción X, de la Constitución Federal, de ahí que no constituyan 
propiamente un tratado internacional de carácter vinculante para quienes 
ejercen la función jurisdiccional; no obstante, pueden resultar una 
herramienta de gran utilidad para estos últimos, en virtud de que 
establecen diversos estándares que, fundados en el respeto que se debe 
dar a la dignidad de las personas que se encuentran en estado de 
vulnerabilidad, favorecen que éstas tengan un efectivo acceso a la 
justicia; pero, ni aun tomando en consideración esas reglas, se podría 
llegar a la conclusión de que en todos los casos en que intervengan 
adultos mayores es obligatorio suplir en su favor la deficiencia de la queja, 
pues de acuerdo con esas reglas, si bien la edad de las personas puede 
constituir una causa para estimar que se encuentran en estado de 
vulnerabilidad, lo cierto es que la edad juega un doble papel al momento 
de considerar quiénes son las personas que deben considerase 
vulnerables, pues así como se considera que la mínima edad es 
determinante para actualizar la vulnerabilidad de las personas, también se 
considera que el envejecimiento, propio de una edad avanzada, puede 
colocar a las personas en ese estado; no obstante, se debe tener en 
consideración que en el caso de los niños, niñas y adolescentes, la edad 
por sí sola es suficiente para estimar que están en un estado de 
vulnerabilidad que debe tenerse en consideración cuando éstos acceden 
a la justicia, pues por su falta de madurez física y mental requieren una 
protección legal reforzada; sin embargo,  cuando la edad opera a la 
inversa y provoca un envejecimiento en las personas, ello por sí solo no 
es suficiente para estimar que se encuentran en una situación de 
vulnerabilidad, pues esto sólo acontece cuando la persona adulta mayor 
encuentra especiales dificultades en razón de sus capacidades 
funcionales para ejercitar sus derechos; de ahí que la simple circunstancia 
de ser un adulto mayor, no necesariamente implica que la persona se 
encuentre en un estado de vulnerabilidad. 
 
Amparo directo en revisión 1399/2013. **********. 15 de abril de 2015. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica 
Sánchez Miguez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinte de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, veintiuno de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 



 
 

 
 

 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXXXIV/2016 (10a.) 
 

         
ADULTOS MAYORES. EL ENVEJECIMIENTO NO NECESARIAMENTE 
CONDUCE A UN ESTADO DE VULNERABILIDAD QUE HAGA 
PROCEDENTE EL BENEFICIO DE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA 
DEFICIENTE. No se puede negar que cada vez es más amplia la gama 
de grupos que se ven beneficiados por esa institución, pero en esa gama 
no se encuentra el grupo relativo a los adultos mayores, porque el 
envejecimiento no necesariamente conduce a un estado de 
vulnerabilidad; y cuando ello acontece, es necesario advertir que la 
vulnerabilidad puede obedecer a diversos aspectos, como son la 
disminución de la capacidad motora y la disminución de la capacidad 
intelectual, que a su vez puede conducir a una discriminación social, 
familiar, laboral y económica. En ese orden de ideas, el solo hecho de 
manifestar que se es un adulto mayor, es insuficiente para considerar que 
en automático opera la suplencia de la queja, pues ello sólo acontece 
cuando se demuestra que el envejecimiento que conlleva el ser un adulto 
mayor, ha colocado a la persona en un estado de vulnerabilidad, y que 
esa vulnerabilidad realmente le imposibilita acceder de forma efectiva al 
sistema de justicia, pues aunque es innegable el hecho de que en su gran 
mayoría, los adultos mayores enfrentan problemas económicos, de 
trabajo, seguridad social y maltrato, y que ello los coloca en desventaja 
respecto del resto de la población, lo cual ha llevado a considerar que los 
adultos mayores son vulnerables porque en un alto porcentaje son sujetos 
de desempleo o de condiciones de trabajo precarias y sufren, muy 
frecuentemente, carencias económicas y de seguridad social, lo que los 
convierte en personas dependientes y víctimas de un comportamiento 
adverso social hacia ellos; y que debido a esa vulnerabilidad merecen una 
especial protección, lo cual incluso se ve robustecido por el hecho de que 
los instrumentos internacionales y los regímenes jurídicos modernos han 
venido marcando una línea de protección especial a los adultos mayores, 
con el objeto de procurarles mejores condiciones en el entramado social, 
lo que pretende lograrse garantizándoles el derecho a: i) un estándar de 
vida adecuado, incluyendo alimentación, vivienda y vestimenta; ii) seguro 
social, asistencia y protección; iii) no discriminación en tratándose de 
empleo, acceso a vivienda, cuidado de la salud y servicios sociales; iv) 
servicios de salud; v) ser tratado con dignidad;  vi) protección ante el 
rechazo o el abuso mental; vii) participar en los espacios sociales, 
económicos, políticos y culturales; y viii) participar enteramente en la toma 
de decisiones concernientes a su bienestar; se debe dejar en claro que la 
protección especial que se busca, debe ser a partir de un modelo social, 
en el que se tome conciencia de que la vulnerabilidad en que pueden 
encontrarse los adultos mayores, en su gran mayoría, obedece a las 
propias barreras que la organización social genera al no atender de 
manera adecuada la situación en que se encuentran; sin embargo, ello no 
conduce a considerar que por el simple hecho de  ser un adulto mayor 
debe operar en su beneficio la suplencia de la queja,  pues no todos los 
adultos mayores son vulnerables y la vulnerabilidad a que pueden 
enfrentarse, en especial desde el ámbito social, puede ser muy variada; 
de ahí que  no basta con alegar  que se es un adulto mayor para opere la 
suplencia de la queja. 
 
Amparo directo en revisión 1399/2013. **********. 15 de abril de 2015. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 



 
 

 
 

 

Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica 
Sánchez Miguez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinte de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, veintiuno de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXXXV/2016 (10a.) 
 
         

CRÉDITO FISCAL. SI SE DETERMINA EN RAZÓN DE LA NULIDAD DE 
UNO ANTERIOR, EL NUEVO TIENE UNA VIGENCIA PROPIA AL 
DECLARADO NULO, POR LO QUE SU PRESCRIPCIÓN SE 
CONFIGURA DE FORMA INDEPENDIENTE. Conforme al artículo 146 
del Código Fiscal de la Federación vigente en 2006, un crédito fiscal 
pierde su vigencia con su prescripción, o bien, al ser declarado nulo por 
un medio de impugnación. Así, de declararse nulo un crédito y 
determinarse otro en razón de dicha nulidad, el nuevo tiene vida jurídica 
propia y, por tanto, una vigencia independiente del declarado nulo. En ese 
sentido, la vigencia del crédito posterior destruye la del anterior, por lo que 
no puede hablarse de que existe un solo crédito con vigencia 
indeterminada sino que, en realidad, hay créditos distintos entre sí, que al 
comenzar su vida jurídica concluyen con la de aquel que les antecede; de 
ahí que la figura de la prescripción en el crédito posterior se configura de 
forma independiente. 
 
Amparo directo en revisión 5473/2014. **********. 20 de enero de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinte de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, veintiuno de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXXXVI/2016 (10a.) 
 
         

PRESCRIPCIÓN DE CRÉDITOS FISCALES. EL ARTÍCULO 146 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE EN 2006 QUE LA 
PREVÉ, NO VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA SEGURIDAD 
JURÍDICA. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha precisado que el contenido esencial del derecho fundamental a la 
seguridad jurídica radica en “saber a qué atenerse” respecto de la 
regulación normativa prevista en la ley y a la actuación de la autoridad. De 
igual forma, ha establecido que dicho derecho implica que las normas que 
facultan a las autoridades para actuar en determinado sentido, deben 
contener los elementos mínimos que permitan al particular hacer valer su 
derecho y conocer las consecuencias jurídicas de los actos que realice. 
Ahora bien, el artículo 146, del Código Fiscal de la Federación vigente en 
2006, que establece el plazo de cinco años para que opere la prescripción 
de los créditos fiscales y los supuestos por los que se interrumpe ese 
término, no viola el derecho fundamental a la seguridad jurídica, pues 
prevé claramente cuándo se interrumpe la prescripción y detalla la 
hipótesis y su consecuencia; además, si bien el plazo de cinco años 
referido puede interrumpirse cada vez que se actualice alguno de los 
supuestos previstos en la norma, ello no implica una vulneración a la 
seguridad jurídica, ya que no queda al arbitrio de la autoridad 
determinarlos, sino que están clara y específicamente señalados en el 
precepto citado de la siguiente forma: a) con cada gestión de cobro que el 
acreedor notifique o haga saber al deudor; b) por el reconocimiento 
expreso o tácito del deudor respecto de la existencia del crédito; y, c) 
cuando el contribuyente hubiere desocupado su domicilio fiscal sin haber 
presentado el aviso de cambio correspondiente o cuando lo hubiere 
señalado de manera incorrecta. 
 
Amparo directo en revisión 5418/2014. **********. 10 de junio de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Carlos Enrique Mendoza Ponce. 
 
Amparo directo en revisión 5473/2014. **********. 20 de enero de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz,  Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinte de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, veintiuno de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXXXVII/2016 (10a.) 
 

DETENCIÓN EN FLAGRANCIA. LOS ELEMENTOS POLICIALES QUE 
PARTICIPEN EN ÉSTA CARECEN DE FACULTADES PARA 
REALIZAR ACTUACIONES SOBRE LA INVESTIGACIÓN DEL DELITO, 
SIN AUTORIZACIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO. La detención en 
flagrancia, como excepción a la afectación del derecho humano a la 
libertad personal, constituye un ejemplo del parámetro restringido de la 
intervención de la policía, el cual aporta un fuerte contenido de seguridad 
jurídica para los gobernados, ya que los cuerpos de las instituciones 
policiales que participen en dicha detención no tienen autorización, en 
términos constitucionales, para actuar arbitrariamente; es decir, una vez 
lograda la detención del indiciado, la policía tiene la obligación de 
presentarlo inmediatamente ante el Ministerio Público, sin que esté 
facultada para realizar acciones relacionadas con la investigación del 
delito, sin autorización de aquél. El anterior imperativo persigue un 
objetivo constitucional: hacer que la detención en flagrancia opere 
materialmente como una verdadera excepción a la afectación del derecho 
humano a la libertad personal. Además, dicho mandato busca que al 
indiciado se le presente sin demora injustificada ante la autoridad a quien 
le competa verificar si es correcta la causa que dio lugar a su detención y 
determinar la situación que guarda frente al sistema jurídico positivo y 
vigente. 
 
Amparo en revisión 549/2014. 8 de abril de 2015. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinte de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, veintiuno de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXXXVIII/2016 (10a.) 
 
         

AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL ARTÍCULO 319 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE SONORA NO 
SITÚA AL INCULPADO RECURRENTE EN UN ESTADO DE 
INDEFENSIÓN. El hecho de que el legislador estatal regulara el plazo de 
quince días para que el sentenciado formule agravios en la apelación y 
que en caso de no hacerlo se citará a las partes para oír sentencia, no 
ubica al recurrente en un estado de indefensión, ya que en un ámbito 
proteccionista en virtud de la materia de la que deriva, establece un 
beneficio al inculpado recurrente cuando éste o su defensor no formulan 
agravios, ya que, pese a dicha omisión, el medio de impugnación no es 
declarado desierto como ocurriría si el apelante lo fuera exclusivamente el 
Ministerio Público, sino que obliga al tribunal de apelación a analizar la 
legalidad de la resolución recurrida, cuya materia de estudio se examinará 
supliendo totalmente la queja del sentenciado, de conformidad con los 
artículos 308 y 309 del mismo ordenamiento. 
 
Amparo directo en revisión 5816/2014. 2 de diciembre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Saúl Armando Patiño Lara. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinte de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, veintiuno de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXXXIX/2016 (10a.) 
 
         

REMATE. CUANDO EL BIEN OBJETO DE LA VENTA JUDICIAL ESTÉ 
HIPOTECADO, EL ADJUDICATARIO SÓLO DEBE RESPONDER 
HASTA POR EL MONTO EN QUE SE FINCÓ EL REMATE. De los 
artículos 497, 498 y 500 del Código Federal de Procedimientos Civiles, 
deriva que el precio que se obtenga en el procedimiento de remate por la 
venta del inmueble debe destinarse, en primer lugar, al pago de los 
créditos hipotecarios que sean preferentes, atendiendo a la fecha de su 
registro; en el entendido de que el comprador o adjudicatario sólo está 
obligado a pagar el monto en que se fincó el remate, aun cuando dicha 
cantidad no sea suficiente para pagar el saldo insoluto del crédito 
garantizado con la hipoteca. En efecto, cuando un tercero adquiere el bien 
hipotecado, si no tiene una obligación personal con el acreedor 
hipotecario, sólo responde hasta el valor del bien adquirido, por lo que el 
remanente de la obligación principal garantizada con la hipoteca, en su 
caso, tendrá que cobrarse a su deudor. Por el contrario, si el monto 
pagado por el comprador es suficiente para pagar el saldo insoluto de la 
obligación principal garantizada, el remanente deberá entregarse al 
acreedor que inició el procedimiento de ejecución, y si después de 
pagado dicho crédito, subsiste algún otro remanente, se le deberá 
entregar al deudor, en caso de que no exista alguna otra obligación 
garantizada con ese mismo inmueble. 
 
Contradicción de tesis 331/2014. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito y 
el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 8 de julio 
de 2015. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos 
por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia toda vez que no contiene el 
tema de fondo que se resolvió en la contradicción de tesis de la cual 
deriva. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinte de abril de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, veintiuno de abril de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXL/2016 (10a.) 
 
  
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA CONSTATACIÓN DE LAS 
NOTAS DE IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA PARA LA 
PROCEDENCIA DE ESTE RECURSO DEBE REALIZARSE MEDIANTE 
UN EJERCICIO SUSTANTIVO DE VALORACIÓN POR EL QUE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PLASMA SU 
POLÍTICA JUDICIAL. De los artículos 107, fracción IX, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 21, fracción III, inciso a), de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como del 
Acuerdo General Número 9/2015 del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, se advierte que para que el recurso de revisión en 
amparo directo sea procedente, es condición necesaria, mas no 
suficiente, que subsista una genuina cuestión constitucional pues, 
además, es indispensable que se determine que los méritos del asunto lo 
hacen importante y trascendente. Ahora bien, en la norma constitucional 
no se define lo que debe entenderse por cada una de esas propiedades, 
lo que implica una delegación para que sea el Alto Tribunal quien los 
desarrolle por medio de los acuerdos generales, esto es, a partir de una 
facultad normativa de reglamentación. Sin embargo, al definir lo que es 
importante y trascendente no debe hacerlo arbitrariamente, sino teniendo 
en cuenta el propósito del Constituyente, expresado en la iniciativa de la 
reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación de 
11 de junio de 1999, en la que se concluyó que era imprescindible permitir 
a la Suprema Corte concentrar todos sus esfuerzos en el conocimiento y 
la resolución de aquellos asuntos inéditos o que comprendan un alto nivel 
de importancia y trascendencia y que, por tal razón, impactan en la 
interpretación y aplicación del orden jurídico nacional. En efecto, a partir 
de dicha reforma, el artículo 107, fracción IX, de la Constitución Federal, 
reserva a la Suprema Corte la facultad de definir los casos que son de 
importancia y trascendencia para efectos de su procedencia, lo que no 
sucedía antes de ese momento, pues la procedencia no se condicionaba 
a ningún juicio de relevancia, lo que implicaba que su admisión no fuera 
discrecional. Así, en la Décima Época del Semanario Judicial de la 
Federación, el Acuerdo General Plenario 9/2015 reglamenta los 
conceptos de importancia y trascendencia en términos flexibles, al 
limitarse a establecer que la resolución correspondiente debe dar lugar a 
un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico 
nacional; en ese sentido, la actualización de estos requisitos debe 
realizarse caso por caso, buscando contestar la pregunta si de declararse 
la procedencia del recurso, ello permitiría a la Suprema Corte, como 
Tribunal Constitucional, emitir un pronunciamiento sobre una cuestión 
novedosa y de relevancia para el orden jurídico pues, en caso contrario, 
ha de declararse improcedente el recurso intentado. De ahí que la 
constatación de las notas de importancia y trascendencia para la 
procedencia del recurso de revisión en amparo directo, se realiza 
mediante un ejercicio sustantivo de valoración por el que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación plasma su política judicial. 
 
Amparo directo en revisión 5833/2014. **********. 28 de octubre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García 
Sarubbi. 
 



 
 

 
 

 

Nota: El Acuerdo General Número 9/2015, de ocho de junio de dos mil 
quince, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 
establece las bases generales para la procedencia y tramitación de los 
recursos de revisión en amparo directo citado, aparece publicado en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 19, 
Tomo III, junio de 2015, página 2483. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha once de mayo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, doce de mayo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXLI/2016 (10a.) 
 
  
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. FACTORES A CONSIDERAR AL 
EVALUAR LOS CONCEPTOS DE IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA 
PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DE ESE RECURSO. El 
Acuerdo General Número 9/2015, del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, reglamenta los conceptos de “importancia y 
trascendencia” en términos flexibles, al limitarse a establecer que la 
resolución del recurso de revisión en amparo directo debe dar lugar a un 
pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional; 
de ahí que si subsiste una cuestión constitucional en el recurso de 
revisión pero, por sus características propias, no presente estas 
propiedades, debe desecharse el recurso, lo que esta Suprema Corte 
hará en su carácter de Tribunal Constitucional para preservar su función 
de intérprete constitucional en aquellos asuntos de trascendencia 
cuantitativa y cualitativa. Ahora bien, no conviene definir exhaustivamente 
lo que quiere decir novedoso o de relevancia para el orden jurídico 
nacional, pues el propósito del acuerdo indicado es reivindicar una 
facultad discrecional para definir la política judicial. En ese sentido, lo 
deseable es contar con una metodología básica, más formal que material 
que, a reserva de construirse progresivamente caso por caso, pueda 
tomarse como base inicial de una evaluación discrecional. El término 
importancia se refiere a la entidad de un criterio que implica y refleja el 
interés general del asunto desde un punto de vista jurídico y extrajurídico; 
en cambio, la trascendencia es un aspecto que se relaciona con el 
carácter excepcional o novedoso del criterio jurídico que, además, de 
resolver el caso concreto, se proyectará a otros de similares 
características. Así, metodológicamente, los factores a considerar en este 
ejercicio de evaluación, ejemplificativamente, son los siguientes: a) que la 
resolución del caso ayude a constituir un precedente para la integración 
de una jurisprudencia; b) que no exista algún precedente o jurisprudencia 
relacionada directa o indirectamente con el tema de constitucionalidad; es 
insuficiente constatar que la materia del recurso verse sobre la 
constitucionalidad de una norma secundaria que no ha sido analizada 
previamente; además es necesario verificar que el tema constitucional 
subyacente se califique en sus méritos de importante y trascendente; c) 
que se plantee la adopción de un significado novedoso, específico, propio 
y diferenciado del contenido y/o alcance, ya definido jurisprudencialmente, 
de un precepto constitucional o de un derecho humano reconocido por el 
texto constitucional o en un tratado internacional ratificado por México, el 
cual sirva de base para la solución del conflicto materia del recurso y cuya 
delimitación se considere imperiosa y excepcional, lo cual podría 
actualizarse no sólo cuando no exista criterio alguno de esta Suprema 
Corte sobre el tema, sino también cuando se plantee la revisión de un 
criterio jurisprudencial o aislado; y, d) que lo decidido sobre la 
constitucionalidad o convencionalidad de una norma general o la 
interpretación directa realizada por el tribunal colegiado de circuito de una 
norma con jerarquía constitucional, se confronte con los precedentes no 
obligatorios de la Suprema Corte. Cabe mencionar que si bien en el inciso 
a) se hace referencia a que un recurso puede ser procedente cuando el 
caso permita la integración de una jurisprudencia, la Primera Sala del Alto 
Tribunal estima necesario precisar que éste es un factor más a considerar 
en una facultad para ejercer política judicial en ciertos temas, por lo que, 
por sí mismo, es un elemento insuficiente si, además, no se considera 
que el tema es de importancia y trascendencia. 
 



 
 

 
 

 

Amparo directo en revisión 5833/2014. **********. 28 de octubre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García 
Sarubbi. 
 
Nota: El Acuerdo General Número 9/2015, de ocho de junio de dos mil 
quince, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 
establece las bases generales para la procedencia y tramitación de los 
recursos de revisión en amparo directo citado, aparece publicado en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 19, 
Tomo III, junio de 2015, página 2483. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha once de mayo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, doce de mayo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXLII/2016 (10a.)  
 

RECURSO DE REVISIÓN. ES IMPROCEDENTE SU AMPLIACIÓN 
CUANDO ÉSTE SE DESECHA. La ampliación del recurso de revisión, al 
ser de naturaleza accesoria al propio recurso, tiene como presupuesto la 
admisión de éste; de ahí que si lo accesorio sigue la suerte de lo principal, 
al haberse desechado el recurso su ampliación es improcedente, debido a 
que es imposible ampliar argumentos en una litis que nunca quedó 
integrada. 
 
Recurso de reclamación 737/2015. 21 de octubre de 2015. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón 
Ramírez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha once de mayo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, doce de mayo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
MSN/rfr. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXLIII/2016 (10a.) 
         
 

EXTINCIÓN DE DOMINIO. LOS PASOS A SEGUIR PARA APLICAR EL 
CRITERIO CONTENIDO EN LAS JURISPRUDENCIAS 1a./J. 18/2015 
(10a.) y 1a./J. 19/2015 (10a.) DEBEN REALIZARLOS LOS JUECES DE 
PRIMERA INSTANCIA, LOS DE SEGUNDA CUANDO SE CUESTIONE 
LA VALORACIÓN DE PRUEBAS, Y VERIFICARLOS LOS ÓRGANOS 
DE CONTROL CONSTITUCIONAL. Dicho análisis valorativo no es 
exclusivo de los jueces de primera instancia, pues los tribunales de 
alzada, al conocer de un recurso de apelación en el que se cuestionen las 
cargas probatorias de las partes, la acreditación de la mala fe del 
afectado, la falta de acreditación de su buena fe o que estaba impedido 
para conocer de la utilización ilícita de sus bienes, deben verificar, en el 
orden indicado en la tesis 1a. CXVI/2016 (10a.)¹, cada uno de los 
elementos ahí señalados y realizar la valoración de las pruebas en los 
términos ahí precisados. Lo mismo es aplicable a los órganos de control 
constitucional cuando conozcan de algún asunto en el que se cuestionen 
los temas objeto de estudio, ya que su finalidad es verificar que a los 
gobernados les sean respetados sus derechos fundamentales.  
 
Amparo directo en revisión 2451/2015. **********. 28 de octubre de 
2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras. 
 
¹ La tesis aislada 1a.CXVI/2016 (10a.) citada, fue aprobada en sesión de trece de abril 
de dos mil dieciséis, con el rubro: “EXTINCIÓN DE DOMINIO. PASOS A SEGUIR PARA 
APLICAR EL CRITERIO CONTENIDO EN LAS JURISPRUDENCIAS 1a./J. 18/2015 
(10a.) Y 19/2015 (10a.) DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación el 
viernes 22 de abril de 2016 a las 10:22 horas, con número de registro 2011478. 
Nota: Las tesis de jurisprudencia 1a./J. 18/2015 (10a.) y 1a./J. 19/2015 (10a.) citadas en 
el rubro, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 17 
de abril de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 17, Tomo I, abril de 2015, páginas 335 y 333, con los títulos y 
subtítulos: “EXTINCIÓN DE DOMINIO. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 22 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS EN TORNO A 
LAS CARGAS PROBATORIAS CUANDO HAY UN AFECTADO QUE ADUCE SER DE 
BUENA FE.” y “EXTINCIÓN DE DOMINIO. ELEMENTOS QUE DEBE DEMOSTRAR EL 
MINISTERIO PÚBLICO AL EJERCER LA ACCIÓN RELATIVA.”, respectivamente. 
 

LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha once de mayo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, doce de mayo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXLIV/2016 (10a.) 
 
 

ALIMENTOS. EL HEREDERO EN UNA SUCESIÓN LEGÍTIMA O 
INTESTAMENTARIA NO PUEDE RECLAMAR SU PAGO CON CARGO 
A LA MASA HEREDITARIA (LEGISLACIÓN CIVIL DEL DISTRITO 
FEDERAL, HOY CIUDAD DE MÉXICO). Cuando se trata de una 
sucesión legítima o intestamentaria, un heredero no está en posibilidades 
de demandar el pago de una pensión alimenticia con cargo a la sucesión 
de la que forma parte; lo anterior, toda vez que, conforme a la legislación 
civil de la Ciudad de México, quienes tienen derecho a heredar en las 
sucesiones legítimas son las mismas personas que en determinado 
momento estarían facultadas para pedir alimentos si fueron preteridas u 
omitidas en caso de que el de cujus hubiera testado válidamente. De ahí 
que el hecho de admitir el reconocimiento de heredero, y declarar 
procedente el pago de alimentos a cargo de la sucesión demandada, 
equivaldría a pretender que la misma persona tuviera dos herederos 
diferenciados respecto de la masa hereditaria, lo que resulta incorrecto. 
Tal incongruencia se hace más patente al considerarse que en ese 
supuesto el acreedor alimenticio estaría exigiéndose alimentos a sí mismo 
pues, desde la muerte del autor de la herencia, se vuelve propietario de la 
porción que le corresponde; además se estaría desnaturalizando la 
institución de acción de alimentos, que tiene como premisa indiscutible 
que una misma persona no reúna las calidades de deudor y acreedor al 
mismo tiempo.  
 
Amparo directo en revisión 2524/2015. **********. 10 de febrero de 
2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha once de mayo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, doce de mayo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXLV/2016 (10a.)  
 
 

JUICIO INTESTAMENTARIO. EL HEREDERO LEGÍTIMO PUEDE 
EJERCER LA ACCIÓN DE DISTRIBUCIÓN PROVISIONAL DE LOS 
PRODUCTOS DE LOS BIENES HEREDITARIOS, A FIN DE ALIVIAR 
SUS NECESIDADES MÁS APREMIANTES DURANTE EL CURSO DE 
AQUÉL (LEGISLACIÓN CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL, HOY CIUDAD 
DE MÉXICO). De conformidad con la legislación civil de la Ciudad de 
México, un heredero no está en posibilidades de demandar el pago de 
una pensión alimenticia a cargo de la sucesión legítima de la cual forma 
parte. Sin embargo, precisamente en su carácter de heredero legítimo, 
puede ejercitar la acción durante el juicio intestamentario a fin de que se 
efectúe la distribución provisional de los productos de los bienes 
hereditarios, si los hubiera, así como exigir al albacea de la sucesión que 
tome todas las medidas necesarias que su cargo le confiere para 
solventar su urgencia alimentaria. Lo anterior, con fundamento en los 
artículos 1717 y 1758 del Código Civil para el Distrito Federal, hoy Ciudad 
de México, que establecen la facultad para el albacea de decidir sobre la 
venta de los bienes que integran el caudal hereditario para el pago de una 
deuda u otro gasto urgente, aun en contra de la voluntad de los 
herederos, con la aprobación del juez.  
 
Amparo directo en revisión 2524/2015. **********. 10 de febrero de 
2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha once de mayo de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, doce de mayo de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXLVI/2016 (10a.) 
         
 

PUEBLOS INDÍGENAS. EL DERECHO A PRESERVAR Y EMPLEAR 
SU LENGUA DERIVA DEL DIVERSO A LA LIBRE DETERMINACIÓN Y 
AUTONOMÍA DE AQUELLOS, RECONOCIDO POR EL ARTÍCULO 2o. 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. El derecho de los pueblos indígenas a preservar y emplear 
su lengua se encuentra reconocido en el artículo 2o. de la Constitución 
General; en la Ley General de los Derechos Lingüísticos de los Pueblos 
Indígenas y en los tratados internacionales, de donde es posible derivarlo 
como derecho humano. En efecto, del derecho a la libre determinación y a 
la autonomía de los pueblos indígenas es posible derivar el derecho de 
éstos a preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos los 
elementos que constituyan su cultura e identidad. Así, todos los 
mexicanos tienen derecho a comunicarse en la lengua que hablen sin 
restricciones, en el ámbito público o privado, en forma oral o escrita, en 
todas sus actividades sociales, económicas, políticas, culturales, 
religiosas y cualesquiera otras. Asimismo, en dichas disposiciones se 
establece un claro deber para el Estado mexicano de adoptar medidas 
positivas para preservar y enriquecer las lenguas indígenas. 
 
Amparo en revisión 622/2015. **********. 20 de enero de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticinco de mayo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veintiséis de mayo de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXLVII/2016 (10a.) 
 

         
PUEBLOS INDÍGENAS. EL DERECHO QUE TIENEN A EMPLEAR Y 
PRESERVAR SU LENGUA CONSTITUYE UN DERECHO SOCIAL O 
CULTURAL CON INCIDENCIA INDIVIDUAL Y COLECTIVA. Si bien el 
derecho a usar y enriquecer las lenguas indígenas se encuentra 
reconocido en el artículo 2o., fracción IV, de la Constitución General como 
un derecho de los pueblos indígenas, el mismo también tiene una faceta 
individual, es decir, constituye tanto un derecho de los pueblos como un 
derecho de las personas indígenas. En efecto, el lenguaje es un 
componente esencial de la identidad de los pueblos y de las personas en 
lo particular, pues constituye uno de los principales factores de 
identificación. Es, por tanto, un derecho social o cultural con incidencia 
individual y colectiva. 
 
Amparo en revisión 622/2015. **********. 20 de enero de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticinco de mayo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veintiséis de mayo de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXLVIII/2016 (10a.) 
 

         
PUEBLOS INDÍGENAS. EL DERECHO A PRESERVAR Y EMPLEAR 
SU LENGUA TIENE RELACIÓN CON OTROS DERECHOS. El derecho 
a la lengua de los pueblos y personas indígenas se conecta con el 
ejercicio de otros derechos, como el derecho a la no discriminación y el 
derecho a la libertad de expresión. Asimismo, refleja el reconocimiento de 
la composición pluricultural de nuestra Nación. Por un lado, el derecho a 
la lengua también cumple con la función de reconocer la diferencia, y 
tiene como propósito evitar la discriminación y promover la plena igualdad 
entre los mexicanos. Por otro, se relaciona con el derecho de expresarse 
libremente en cualquier idioma. Finalmente, la protección a las lenguas 
indígenas implica el respeto por la pluriculturalidad y la comprensión del 
otro como sujeto culturalmente diverso y titular de derechos 
fundamentales. 
 
Amparo en revisión 622/2015. **********. 20 de enero de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticinco de mayo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veintiséis de mayo de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/lgm. 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXLIX/2016 (10a.) 
 

         
PUEBLOS INDÍGENAS. EL DERECHO A EMPLEAR Y PRESERVAR 
SU LENGUA INCIDE EN EL RECONOCIMIENTO Y PROTECCIÓN DE 
LA PLURICULTURALIDAD. El respeto por la pluriculturalidad incluye el 
reconocimiento y aceptación de los demás como sujetos culturalmente 
diversos y titulares de derechos. En ese contexto, la lengua cobra 
particular relevancia, pues funge como vehículo de construcción cultural. 
En efecto, la lengua es mucho más que un medio de comunicación. Las 
lenguas son un medio para expresar la cultura y, a la vez, un reflejo de la 
identidad de cualquier grupo. Así, la protección de las lenguas indígenas 
incide en el reconocimiento y protección de la pluriculturalidad. 
 
Amparo en revisión 622/2015. **********. 20 de enero de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticinco de mayo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veintiséis de mayo de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CL/2016 (10a.) 
         
 

PUEBLOS INDÍGENAS. EL DERECHO QUE TIENEN A EMPLEAR Y 
PRESERVAR SU LENGUA INCIDE EN EL DERECHO A LA NO 
DISCRIMINACIÓN. El derecho a la lengua también cumple con la función 
de reconocer la diferencia, y demanda acciones tanto negativas como 
positivas para evitar la discriminación y promover la plena igualdad entre 
los mexicanos. El reconocimiento a las distintas lenguas que conviven en 
el país implica, además, el respeto a la diversidad; en ese sentido, la 
lengua no debe ser un factor de discriminación pues, por el contrario, el 
Estado debe llevar a cabo todas las actuaciones necesarias para proteger 
y permitir su desarrollo. 
 
Amparo en revisión 622/2015. **********. 20 de enero de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticinco de mayo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veintiséis de mayo de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLI/2016 (10a.) 
 

         
PUEBLOS INDÍGENAS. EL DERECHO QUE TIENEN A EMPLEAR Y 
PRESERVAR SU LENGUA INCIDE EN EL DERECHO FUNDAMENTAL 
DE LIBERTAD DE EXPRESIÓN. La libertad de expresión está 
estrechamente vinculada con el derecho a usar la lengua, pues la 
expresión y la difusión de los pensamientos e ideas son indivisibles. Así, 
una restricción en el medio por el cual se expresa un mensaje, también es 
una limitante a la libertad de expresión. Por otro lado, la tutela efectiva de 
la libertad de expresión y los derechos lingüísticos de las comunidades 
indígenas fomenta una ciudadanía activa en un gobierno democrático. Lo 
anterior, en tanto que la libertad de expresión permite que las personas 
decidan con mayor información lo que les es conveniente.  
 
Amparo en revisión 622/2015. **********. 20 de enero de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticinco de mayo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veintiséis de mayo de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLII/2016 (10a.) 
 

         
PUEBLOS INDÍGENAS. EL DERECHO HUMANO A PRESERVAR Y 
EMPLEAR SU LENGUA DEMANDA ACCIONES POSITIVAS A CARGO 
DEL ESTADO. El derecho a las lenguas de los pueblos indígenas es un 
derecho cultural que demanda acciones positivas a cargo del Estado, las 
cuales deben desarrollarse sobre la base de igualdad y no discriminación, 
a través de los principios internacionales de disponibilidad, accesibilidad, 
aceptabilidad, adaptabilidad e idoneidad. Lo anterior, en todas las 
actividades: sociales, económicas, políticas y culturales. 
 
Amparo en revisión 622/2015. **********. 20 de enero de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticinco de mayo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veintiséis de mayo de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLIII/2016 (10a.) 
 
         

PERSONAS Y PUEBLOS INDÍGENAS. SU DERECHO A FUNDAR O 
UTILIZAR LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN. Del artículo 2o. de la 
Constitución General, de la Ley General de los Derechos Lingüísticos de 
los Pueblos Indígenas y de la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas, es posible concluir que los 
derechos lingüísticos amparan el derecho de los pueblos y personas 
indígenas a fundar o utilizar los medios de comunicación. El ejercicio de 
este derecho deberá hacerse en condiciones de no discriminación, y 
mediante la adopción de medidas por parte del Estado que lleven a 
asegurar la diversidad cultural en dichos medios. 
 
Amparo en revisión 622/2015. **********. 20 de enero de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticinco de mayo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veintiséis de mayo de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLIV/2016 (10a.) 
         
 

PERSONAS Y PUEBLOS INDÍGENAS. EL DERECHO QUE TIENEN 
PARA EMPLEAR Y PRESERVAR SU LENGUA NO SE ENCUENTRA 
ACOTADO A UN ÁMBITO TERRITORIAL. La validez de las lenguas 
indígenas no puede limitarse a territorios definidos, pues precisamente la 
pluriculturalidad de nuestro país implica la convivencia de varias culturas y 
lenguas en un mismo espacio. Lo anterior es evidente si se toma en 
cuenta que la población indígena se encuentra distribuida a lo largo de 
prácticamente todo el país. Así, el derecho a la lengua no se acota a un 
ámbito territorial, pues los derechos humanos tienen vigencia en todo 
ámbito geográfico, y en todas las áreas, social, política o cultural.  
 
Amparo en revisión 622/2015. **********. 20 de enero de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticinco de mayo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veintiséis de mayo de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLV/2016 (10a.) 
         
 

PERSONAS Y PUEBLOS INDÍGENAS. LAS LENGUAS INDÍGENAS 
TAMBIÉN SON LENGUAS NACIONALES. En la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos no se establece que el español sea el 
idioma nacional, sino que se da cabida y pleno reconocimiento a las 
lenguas indígenas. Así, de dicho reconocimiento puede derivar la 
caracterización de las lenguas indígenas como lenguas nacionales, más 
aún, en el artículo 4o. de la Ley General de Derechos Lingüísticos de los 
Pueblos Indígenas, se prevé que tanto el español como las lenguas 
indígenas son lenguas nacionales. 
 
Amparo en revisión 622/2015. **********. 20 de enero de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticinco de mayo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veintiséis de mayo de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLVI/2016 (10a.) 
 

         
PERSONAS Y PUEBLOS INDÍGENAS. INCONSTITUCIONALIDAD DEL 
ARTÍCULO 230 DE LA LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y 
RADIODIFUSIÓN. En la Constitución General no se establece que el 
castellano sea el idioma nacional, sino que se le da cabida y pleno 
reconocimiento a las lenguas indígenas. En el orden jurídico nacional, la 
Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas señala 
que tanto el español como las lenguas indígenas son lenguas nacionales. 
Adicionalmente, la pluriculturalidad demanda la convivencia de todas las 
lenguas nacionales, sin establecer regímenes exclusivos o dar 
preponderancia o preferencia a alguna de ellas. En consecuencia, la 
porción normativa del artículo 230 que señala que: “En sus transmisiones, 
las estaciones radiodifusoras de los concesionarios deberán hacer uso del 
idioma nacional”, resulta inconstitucional, pues establece el uso de una 
sola lengua nacional –entendida ésta como el español– en las estaciones 
radiodifusoras de los concesionarios, cuando la Constitución General 
protege y reconoce de igual manera a las lenguas indígenas. Así, la 
porción normativa a la que nos hemos referido genera un efecto contrario 
a la integración y cohesión social, pues establece un ámbito acotado y 
diferenciado para el ejercicio de los derechos lingüísticos en los medios 
de comunicación. 
 
Amparo en revisión 622/2015. **********. 20 de enero de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticinco de mayo de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veintiséis de mayo de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLVII/2016 (10a.) 
 
         

DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. DISTINCIÓN ENTRE 
ACCIÓN Y VÍA. Del derecho a la tutela jurisdiccional se desprenden dos 
instituciones distintas. En primer término, la acción, que en general puede 
concebirse como un derecho subjetivo, público y autónomo, mediante el 
cual se requiere la necesaria intervención del Estado para la protección 
de una pretensión jurídica que deriva de ser titular de un derecho tutelado 
por el derecho objetivo. Por otro lado, la vía, es el esquema del ejercicio 
de la potestad jurisdiccional, esto es, la forma o el camino a través del 
cual se desarrolla el proceso para resolver la pretensión planteada. El 
mismo derecho a la tutela judicial efectiva implica que una vez ejercitada 
la acción, el planteamiento realizado debe desarrollarse a través de un 
proceso, en el que se deben respetar ciertas formalidades, que se 
desarrollan a través de varias etapas que la ley detalla, a fin de llevar en 
cada una de ellas diversas actuaciones procesales que culminan con una 
sentencia, es decir, en una decisión sobre la pretensión planteada; 
proceso al cual se le conoce como vía.  
 
Amparo directo en revisión 3685/2014. **********. 14 de octubre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha primero de junio de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, dos de junio de dos mil dieciséis. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLVIII/2016 (10a.) 
 
         

VÍA ORDINARIA Y VÍAS ESPECIALES O PRIVILEGIADAS. La vía 
puede concebirse como el esquema del ejercicio de la potestad 
jurisdiccional, esto es, la forma o el camino por el cual se desarrolla el 
proceso. Ahora bien, la tutela judicial efectiva puede presentarse por 
medio de un proceso único previsto para que, a través de éste, los 
órganos jurisdiccionales conozcan de todas las pretensiones sin limitación 
alguna, o el legislador puede establecer una pluralidad de vías; así, en el 
procedimiento ordinario, por regla general, pueden desahogarse 
pretensiones de cualquier naturaleza. Sin embargo, el legislador 
complementó la vía ordinaria con otras vías especiales o privilegiadas que 
pueden estimarse más eficientes o adecuadas para cierto tipo de 
pretensiones. Las vías privilegiadas son procesos con una tramitación 
especial frente a los juicios ordinarios, establecidas para conocer de 
pretensiones que tienen objetos específicos y determinados, es decir, son 
procesos ad hoc a dichas pretensiones, quedando su uso limitado al 
objeto que marca la ley; consisten, regularmente, en procedimientos más 
rápidos y simplificados que el juicio ordinario, ya sea porque, en ciertos 
aspectos, estos juicios privilegiados pueden estar condicionados por 
normas de carácter sustantivo  que  exigen  normas  procesales  propias  
–como es el caso de la cancelación de títulos de crédito extraviados o 
robados–, o porque el legislador pretendía generar una mejor tutela 
judicial atendiendo a la naturaleza de ciertas  pretensiones  –las  vías  
ejecutivas  por  ejemplo–. 
 
Amparo directo en revisión 3685/2014. **********. 14 de octubre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha primero de junio de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, dos de junio de dos mil dieciséis. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLIX/2016 (10a.) 
 
         

VÍA SUMARIA HIPOTECARIA. SU CADUCIDAD NO IMPIDE QUE LA 
ACCIÓN HIPOTECARIA PUEDA EJERCITARSE EN LA VÍA 
ORDINARIA. En la medida en que el legislador, en uso de su libertad 
configurativa, establezca vías especiales consideradas idóneas para 
hacer valer ciertas pretensiones, los gobernados deben hacer uso de ellas 
pues, en caso contrario, carecería de sentido la atribución que la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos concede al 
legislador, encaminada a regular y establecer las características de los 
procesos judiciales. Sin embargo, lo anterior no debe llevarse al extremo 
de impedir que los gobernados hagan efectivos sus derechos, si éstos 
siguen vigentes, cuando las vías especiales hayan caducado, o por 
alguna otra razón no puedan utilizarse; en cuyo caso, los gobernados 
pueden hacer uso, en forma subsidiaria, de otras vías en la medida en 
que cumplan con los requisitos de procedencia que las propias vías 
establezcan, y se sometan al procedimiento de que se trate. Así, en los 
casos en que no puede accederse a una vía privilegiada, por haber 
caducado, mientras se mantenga vigente el derecho que pretende 
hacerse valer, el Estado debe garantizar un medio para hacerlo efectivo, 
como puede ser la vía ordinaria, de conformidad con el artículo 17 
constitucional, lo cual no vulnera el derecho al debido proceso de la 
demandada, pues al conducir el proceso a través de una vía a la que 
legalmente se tenga acceso, se le da oportunidad de defenderse, en tanto 
puede conocer todas las reglas procesales con anterioridad, incluso 
podría considerarse beneficiada en caso de no desahogar el proceso a 
través de las vías privilegiadas, pues la vía ordinaria suele establecer 
mejores condiciones para la defensa de sus derechos. Por lo anterior, una 
vez caducada la vía sumaria hipotecaria, el acreedor podrá ejercer su 
acción en la vía ordinaria, sujetándose a todos los requisitos, términos y 
condiciones aplicables a dicha vía, pudiendo llamar al juicio tanto a sus 
deudores hipotecarios, como al garante hipotecario o al titular registral del 
bien hipotecado, en caso de ser una tercera persona; en el entendido de 
que mientras siga vigente la vía hipotecaria, el acreedor estará obligado a 
hacer uso de ésta, y no podrá usar otra vía para el ejercicio de su acción 
hipotecaria, en términos de las jurisprudencias 1a./J. 63/2007, 1a./J. 
91/2011 y 1a./J. 42/2013 (10a.), de esta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, cuyas consideraciones siguen rigiendo 
exclusivamente durante el plazo en que está vigente la vía hipotecaria. 
 
Amparo directo en revisión 3685/2014. **********. 14 de octubre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
Nota: Las tesis de jurisprudencia 1a./J. 63/2007, 1a./J. 91/2011 y 1a./J. 42/2013 (10a.) 
citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXV, junio de 2007, página 155, Tomo XXXIV, septiembre de 
2011, página 546 y Décima Época, Libro XXII, Tomo 1, julio de 2013, página 497, con el 
título y subtítulo: “TERCERO EXTRAÑO. EN UN JUICIO ORDINARIO MERCANTIL 
SEGUIDO EN CONTRA DEL DEUDOR QUE GARANTIZÓ EL ADEUDO CON UNA 
HIPOTECA. TIENE ESE CARÁCTER EL ADQUIRENTE DEL BIEN HIPOTECADO QUE 
SE LE TRANSMITIÓ CON ANTERIORIDAD AL INICIO DEL MISMO.”; “HIPOTECA. NO 
ES JURÍDICAMENTE VÁLIDO ORDENAR SU EJECUCIÓN EN LA SENTENCIA 
DEFINITIVA QUE RESUELVE LA ACCIÓN PERSONAL INTENTADA EN EL JUICIO 



 
 

 
 

 

ORDINARIO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO).” y “VÍA ESPECIAL 
HIPOTECARIA. EL ACREEDOR NO PUEDE EJERCER SIMULTÁNEAMENTE UNA 
ACCIÓN REAL CONTRA EL GARANTE HIPOTECARIO Y UNA PERSONAL CONTRA 
EL DEUDOR SOLIDARIO DEL CONTRATO.”, respectivamente. 
 

LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha primero de junio de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, dos de junio de dos mil dieciséis. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLX/2016 (10a.) 
 
         

DERECHO REAL DE HIPOTECA. La hipoteca, al ser un derecho real, 
implica un poder jurídico del acreedor sobre un bien determinado que 
comprende la acción persecutoria y, por ser de garantía, también 
involucra el derecho de disposición y preferencia en el pago. Ahora bien, 
este poder jurídico constituye un gravamen sobre un bien ajeno, el cual 
trasciende la relación personal de crédito, es decir, que es oponible a 
cualquier persona que adquiera el inmueble, siempre que esté inscrito en 
el Registro Público de la Propiedad; por tanto, el bien sigue sujeto a la 
hipoteca aunque pase a poder de un tercero ajeno a la relación que tienen 
el acreedor hipotecario y el deudor que constituyó la hipoteca; de ahí que 
la acción hipotecaria podría ejercitarse contra cualquier adquirente. Así, al 
tratarse de un derecho de garantía, el bien permanece en poder del 
deudor o de un tercero y, en ese sentido, el poder jurídico que su titular (el 
acreedor hipotecario) ejerce sobre él, se realiza de forma indirecta a 
través del poder jurisdiccional del Estado, pues sólo ante el 
incumplimiento del deudor, el acreedor hipotecario puede exigir 
judicialmente el pago del crédito garantizado por el bien hipotecado. 
 
Amparo directo en revisión 3685/2014. **********. 14 de octubre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha primero de junio de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, dos de junio de dos mil dieciséis. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXI/2016 (10a.) 
 
         

ACCIÓN HIPOTECARIA. PROCEDE CONTRA CUALQUIER CUESTIÓN 
RELATIVA A LA HIPOTECA, INCLUYENDO LA CANCELACIÓN DEL 
CONTRATO Y LA EXTINCIÓN DEL DERECHO REAL DE HIPOTECA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO). Del artículo 11 del Código 
de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco deriva que la acción 
hipotecaria no sólo tiene por objeto obtener el pago de la obligación 
garantizada con la hipoteca, sino también demandar cualquier cuestión 
relativa a ésta, incluyendo la cancelación del contrato y, por tanto, la 
extinción del derecho real de hipoteca. No es óbice a lo anterior que el 
artículo literalmente refiera que la acción hipotecaria se hace valer en 
contra del poseedor a título de dueño del fundo hipotecado, pues de una 
interpretación lógica se concluye que en ese aspecto sólo se refiere a la 
acción hipotecaria de pago del crédito vencido, debido a que las demás 
prestaciones que pueden reclamarse mediante el ejercicio de esa acción 
no se reclaman necesariamente al poseedor del inmueble, como puede 
ser el caso de la cancelación de la hipoteca, ya que es éste quien 
ordinariamente demanda esa prestación. 
 
Amparo directo en revisión 3685/2014. **********. 14 de octubre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha primero de junio de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, dos de junio de dos mil dieciséis. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXII/2016 (10a.) 
 
         

PRESCRIPCIÓN DEL DERECHO PARA EJERCER LA ACCIÓN 
HIPOTECARIA DE PAGO Y VIGENCIA DEL DERECHO REAL DE 
HIPOTECA. SU DISTINCIÓN. No debe confundirse el plazo para ejercer 
la acción hipotecaria de pago, que empieza a computarse cuando se 
incumple la obligación principal, con el plazo de vigencia de la obligación 
principal y de la propia hipoteca. Por regla general, el derecho real de 
hipoteca está vigente durante todo el tiempo que subsista la obligación 
principal, esto es, durante el plazo que las partes hayan estipulado para el 
pago del crédito, lo cual se debe a la naturaleza accesoria de la obligación 
principal. De ahí que si las partes estipulan que las amortizaciones se 
realizarán con un plazo de 15, 20 o 30 años, ello no implica que el 
acreedor tenga el mismo plazo para el ejercicio de su acción hipotecaria 
de pago, pues sólo puede iniciarla a partir de que tenga lugar un 
incumplimiento, ya que en caso contrario, su acción no será procedente. 
En efecto, mientras no exista un incumplimiento, el acreedor hipotecario 
deberá cumplir con la obligación asumida de respetar el calendario de 
pagos y no tendrá derecho a exigir el vencimiento anticipado de la 
obligación y, por tanto, la ejecución de la hipoteca. Consecuentemente, el 
derecho para ejercitar su acción prescribe en un plazo de 5 o 10 años, 
según sea el caso, conforme a los artículos 1740 y 2544 del Código Civil 
del Estado de Jalisco, y 1047 del Código de Comercio. 
 
Amparo directo en revisión 3685/2014. **********. 14 de octubre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha primero de junio de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, dos de junio de dos mil dieciséis. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXIII/2016 (10a.)  
 
 

RETENCIÓN O SUSTRACCIÓN DE MENORES. EL ARTÍCULO 172, 
PÁRRAFO PRIMERO, DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL, AL PREVER LA AGRAVANTE CONSISTENTE EN QUE EL 
DELITO SE COMETA CONTRA UN MENOR DE DOCE AÑOS, NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN 
MATERIA PENAL. El artículo 171 del Código Penal para el Distrito 
Federal prevé el delito base de retención o sustracción de menores, así 
como la penalidad mínima y máxima que se impone por su comisión. Por 
su parte, el diverso 172, párrafo primero, del citado código, establece el 
incremento de la pena mencionada en una mitad cuando el delito se 
cometa contra un menor de doce años de edad, lo cual determina que el 
reproche jurídico sea mayor y, por tanto, se agrave la pena aplicable por 
la comisión del ilícito en cita. Ahora bien, el incremento “en una mitad” a 
que se refiere este último precepto debe entenderse a la luz del artículo 
71 del propio código, que establece las reglas a seguir para incrementar o 
disminuir la pena de cualquier delito base, según corresponda, de los 
límites mínimo y máximo de la sanción que resulte aplicable. De lo 
anterior se advierte que el sistema de penas previsto en los Códigos 
Penales de los Estados está dirigido, en términos generales, a la 
importancia del bien jurídico protegido, a la intensidad del ataque, a la 
calidad de los sujetos involucrados y al grado de responsabilidad subjetiva 
del agente. Consecuentemente, el citado artículo 172, párrafo primero, del 
Código Penal para el Distrito Federal, no transgrede el principio de exacta 
aplicación de la ley en materia penal, previsto en el artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque el 
legislador estableció con precisión que el incremento de la pena en una 
mitad, se llevará a cabo cuando el delito se cometa contra una persona 
menor de doce años de edad, en relación con los mínimos y máximos que 
establece el tipo penal básico previsto en el artículo 171 del Código Penal 
para el Distrito Federal. 
 
Amparo directo en revisión 2545/2015. 27 de enero de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha primero de junio de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, dos de junio de dos mil dieciséis. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
MSN/rfr. 

 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXIV/2016 (10a.) 
 
         

REPARACIÓN DEL DAÑO EN MATERIA PENAL. CUANDO SE VEAN 
INVOLUCRADOS MENORES DE EDAD, EL JUZGADOR DEBE 
ANALIZAR DE OFICIO SU CARÁCTER DE VÍCTIMA, AUN CUANDO 
EL MINISTERIO PÚBLICO O SU LEGÍTIMO REPRESENTANTE 
OMITAN APORTAR ELEMENTOS QUE ACREDITEN TAL CALIDAD. El 
principio de interés superior del menor demanda que en toda situación 
donde éstos se vean involucrados, se traten de proteger y privilegiar sus 
derechos, aun cuando no formen parte de la litis o las partes no los hagan 
valer; o incluso, cuando el material probatorio sea insuficiente para 
esclarecer la verdad de los hechos. Tales directrices alcanzan igualmente 
a la materia penal. En este sentido, si durante un proceso penal surgen 
indicios de que un niño, niña o adolescente, puede tener el carácter de 
víctima del delito, el juzgador tiene el deber de verificar oficiosamente tal 
situación, a fin de determinar si es acreedor o no a la reparación integral 
del daño. Esto último, aun cuando el Ministerio Público o sus legítimos 
representantes hubieren omitido aportar elementos tendientes a acreditar 
su carácter de víctima.  
 
Amparo directo en revisión 4646/2014. 14 de octubre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente en el que se aparta del criterio contenido 
en la presente tesis. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha primero de junio de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, dos de junio de dos mil dieciséis. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXV/2016 (10a.) 
 
         

CRÉDITO FISCAL. MOMENTO A PARTIR DEL CUAL ES EXIGIBLE 
MEDIANTE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN 
(CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE EN 2006). De los 
artículos 65 y 145, párrafo primero, del Código Fiscal de la Federación 
vigente en 2006, deriva que si un crédito no se cubre o garantiza dentro 
de los cuarenta y cinco días siguientes a la notificación de la resolución 
que lo contiene, es exigible por la autoridad hacendaria mediante el 
procedimiento administrativo de ejecución en el día cuarenta y seis. Lo 
anterior es así, ya que en materia fiscal la exigibilidad de un crédito no 
depende de la firmeza de la resolución que lo contiene, pues la autoridad 
hacendaria está facultada para instar su cobro; para ello basta una 
resolución que determine un crédito fiscal debidamente notificada al 
particular, y que éste sea exigible de acuerdo con los requisitos legales, 
independientemente de que en caso de ser fundada una futura 
impugnación, el importe se devuelva al particular mediante el 
procedimiento correspondiente. 
 
Amparo directo en revisión 5473/2014. **********. 20 de enero de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz,  quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha primero de junio de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, dos de junio de dos mil dieciséis. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXVI/2016 (10a.) 
 
 

DILIGENCIAS PRACTICADAS POR AGENTES DE LA POLICÍA 
JUDICIAL FEDERAL O LOCAL. EL ARTÍCULO 287, PÁRRAFO 
ÚLTIMO, DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, 
QUE LES OTORGA EL VALOR DE TESTIMONIOS, NO VIOLA LOS 
DERECHOS FUNDAMENTALES AL DEBIDO PROCESO Y A LA 
SEGURIDAD JURÍDICA. El precepto citado, al prever que las diligencias 
practicadas por los agentes de la Policía Judicial Federal o local tendrán 
el valor de testimonios, no viola los derechos fundamentales al debido 
proceso y a la seguridad jurídica, ya que reglamenta la valoración judicial 
de dichos medios de convicción –entre los que se encuentran los informes 
o partes informativos, que deben realizarse en términos del artículo 3o., 
fracción IX, del ordenamiento adjetivo referido–, con el objetivo de guiar la 
actividad intelectual del juzgador cuando éste se enfrenta a su 
ponderación valorativa. Así, tomando en cuenta que las reglas de la 
valoración de la prueba constituyen un elemento central del derecho al 
debido proceso, el artículo 287, párrafo último, del Código Federal de 
Procedimientos Penales, otorga a las diligencias policiales el mismo valor 
probatorio aplicable a las pruebas testimoniales, con la finalidad de que el 
juez de la causa aprecie las actuaciones bajo el mismo método de 
ponderación, pues la prueba testimonial se ubica entre los medios de 
convicción que para efectos de valoración judicial tienen el carácter de 
indicio, por lo que requiere de la existencia de otros elementos de prueba 
para que pueda afirmarse la demostración del hecho al que se refiere. 
Asimismo, en cuanto a las diligencias de la policía que son comunicadas 
al Ministerio Público mediante informes suscritos por los servidores 
públicos que las practicaron, en términos de las reglas procesales de 
valoración de las pruebas, aplicadas en sentido estricto, el informe de la 
policía o parte informativo constituye un documento público, como a los 
que se refiere el artículo 280 del código citado, con valor probatorio pleno. 
Sin embargo, dadas las características y la trascendencia de las 
diligencias de la policía, el propio legislador limitó el parámetro con el que 
debe valorarlas el juzgador; de ahí que, a pesar de que los informes de la 
policía constituyen documentos públicos, el legislador consideró prudente 
que para su análisis fuera procedente someterlos a las condiciones de 
valoración de la prueba testimonial, que supone que quien lo rindió es una 
persona que estaba presente en el lugar y el momento en que el hecho 
relevante tuvo lugar, por lo que puede poner dicha información en 
conocimiento de la autoridad. Circunstancia que, lejos de afectar los 
derechos de defensa y contradicción de quienes son parte en el proceso 
penal, permite ejercerlos en mejores condiciones, al otorgar la posibilidad 
de que el contenido del informe policial sea cuestionado y someter a 
quien lo rinde a ratificarlo mediante cuestionamiento directo, lo que 
permite configurar plenamente la prueba testimonial al introducirse el 
contenido del dictamen al juicio a través de su suscriptor. 
 
Amparo en revisión 549/2014. 8 de abril de 2015. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 



 
 

 
 

 

anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha primero de junio de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, dos de junio de dos mil dieciséis. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
MSN/rfr. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXVII/2016 (10a.) 
 

CARPETA DE INVESTIGACIÓN. LOS DATOS DE PRUEBA QUE LA 
INTEGRAN EN LA FASE DE INVESTIGACIÓN DESFORMALIZADA 
DEL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL, NO 
PUEDEN TRASLADARSE A LA AVERIGUACIÓN PREVIA DE UN 
PROCESO PENAL MIXTO. El sistema procesal penal mixto opera bajo el 
principio de permanencia de la prueba introducida al expediente judicial 
en cualquier etapa procedimental, hasta en tanto no sea declarada su 
ilegalidad y exclusión del material probatorio. Por su parte, en el sistema 
procesal penal acusatorio y oral –para efecto del juzgamiento y la 
afirmación de la culpabilidad del imputado– únicamente podrán 
considerarse las pruebas introducidas en la etapa de juicio oral, salvo 
aquellas cuyo desahogo anticipado esté autorizado por la ley. Así, a 
cualquier elemento que pudiera constituir prueba plena, introducido, 
obtenido o desahogado al margen de las precisiones señaladas, no puede 
adjudicársele ese carácter. Ahora bien, en el sistema procesal penal mixto 
se requiere un mayor reforzamiento en la acreditación del hecho 
delictuoso, a través de pruebas desahogadas con las formalidades 
establecidas en la legislación procesal aplicable, por lo que la tarea 
investigadora debe ser más estricta. En cambio, en el sistema procesal 
penal acusatorio y oral, la imputación no requiere de la plena certeza del 
Ministerio Público de que se ha cometido un hecho que la ley señale 
como delito y la probabilidad de que el imputado lo cometiera o participara 
en su comisión, pues la convicción final de la existencia del delito y la 
responsabilidad penal será del juez, lo que implica que en este sistema la 
configuración de la carpeta de investigación no requiere de una tarea 
investigadora reforzada; de ahí que ésta no se integre con pruebas, sino 
con datos de prueba. Consecuentemente, los datos de prueba que 
integran la carpeta de investigación en la fase de investigación 
desformalizada del sistema procesal penal acusatorio y oral no pueden 
trasladarse a la averiguación previa dentro un sistema penal mixto, y 
estimar que constituyan diligencias desahogadas en ésta, aun cuando se 
encuentran en la misma fase indagatoria, ya que cada proceso penal 
cumple con determinados requisitos formales que las leyes imponen. 
 
Conflicto competencial 28/2015. Suscitado entre el Juzgado de Control 
del Distrito Judicial de Valle de Bravo, Estado de México y el Juzgado 
Segundo de Distrito en Materia de Procesos Penales Federales del 
Estado de México. 4 de noviembre de 2015. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha ocho de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, nueve de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXVIII/2016 (10a.) 
 
 

SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. LAS 
ACTUACIONES QUE SUSTENTARON EL DICTADO DE UN AUTO DE 
VINCULACIÓN A PROCESO NO PUEDEN SER CONVALIDADAS U 
HOMOLOGADAS COMO ELEMENTOS PROBATORIOS SUFICIENTES 
PARA ACREDITAR EL CUERPO DEL DELITO Y LA PROBABLE 
RESPONSABILIDAD DEL INDICIADO EN EL SISTEMA PROCESAL 
PENAL MIXTO. Así como los datos de prueba que integran la carpeta de 
investigación en la fase de investigación desformalizada del sistema 
procesal penal acusatorio y oral, no pueden ser trasladados a la 
averiguación previa en un sistema procesal penal mixto y estimar que 
constituyen diligencias desahogadas en éste último, aun cuando se 
encuentran en la misma fase indagatoria, debido a que cada proceso 
penal cumple con determinados requisitos formales propios del sistema al 
que pertenece y que las leyes les imponen, por identidad de razón, las 
actuaciones que sustentan el dictado del auto de vinculación a proceso no 
pueden ser convalidadas u homologadas para estimar que constituyen 
elementos probatorios suficientes para acreditar el cuerpo del delito y la  
probable responsabilidad del indiciado, que permitan al Ministerio Público 
el ejercicio de la acción penal y su consignación ante la autoridad 
jurisdiccional, para dar inicio al trámite de un proceso penal conforme al 
modelo tradicional (mixto/escrito) y, en todo caso, al dictado del auto de 
plazo constitucional; máxime que los datos de prueba que constan en la 
carpeta de investigación son insuficientes para sostener una sentencia 
condenatoria, a menos de que se hubieran desahogado durante el juicio 
oral como indicios. 
 
Conflicto competencial 28/2015. Suscitado entre el Juzgado de Control 
del Distrito Judicial de Valle de Bravo, Estado de México y el Juzgado 
Segundo de Distrito en Materia de Procesos Penales Federales del 
Estado de México. 4 de noviembre de 2015. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha ocho de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, nueve de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXIX/2016 (10a.) 
 
 

SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. EL AUTO DE 
VINCULACIÓN A PROCESO DICTADO EN ESTE SISTEMA ES 
INSUFICIENTE PARA ABRIR LA ETAPA DE PREINSTRUCCIÓN EN 
UN PROCESO PENAL EN EL SISTEMA  MIXTO, TODA VEZ QUE 
CONSTITUYE UNA DETERMINACIÓN EN FASE INVESTIGADORA 
INCONCLUSA. Para estimar viable la apertura de la instrucción en el 
modelo tradicional (mixto/escrito), es necesario e indispensable que la 
investigación se encuentre concluida. Esto no acontece en el caso del 
proceso penal acusatorio, del que deriva la investigación relativa a la 
carpeta administrativa que se encuentra en la etapa de investigación 
complementaria, pues la vinculación a proceso sólo constituye la 
formalización de la investigación que se lleva bajo el control de la 
autoridad judicial; es decir, la vinculación a proceso no es precedida por la 
acusación ni el ejercicio de la acción penal, pues ello acontecerá cuando 
se cierre la investigación judicializada y se formule la imputación. De ahí 
que el auto de vinculación dictado en un proceso acusatorio resulta 
insuficiente para abrir la etapa de preinstrucción en un proceso penal de 
carácter mixto/escrito, pues constituye una determinación en fase 
investigadora inconclusa, que aún no está precedida del correspondiente 
ejercicio de la acción penal y previa consignación ante una autoridad 
jurisdiccional. De ahí que, un juez en el sistema tradicional (mixto/escrito), 
únicamente estará en condiciones de emitir un pronunciamiento sobre el 
proceso penal una vez que cuente con la consignación de la averiguación 
previa, cuyo ejercicio corresponde al órgano técnico de acusación, y que 
se encuentra sustentada en elementos probatorios desahogados 
legalmente en la indagatoria, de los cuales se permita acreditar el cuerpo 
del delito y la probable responsabilidad del indiciado al respecto. 
 
Conflicto competencial 28/2015. Suscitado entre el Juzgado de Control 
del Distrito Judicial de Valle de Bravo, Estado de México y el Juzgado 
Segundo de Distrito en Materia de Procesos Penales Federales del 
Estado de México. 4 de noviembre de 2015. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha ocho de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, nueve de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXX/2016 (10a.) 
 
 

AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO DICTADO POR UN JUEZ QUE 
DECLINÓ SU COMPETENCIA PARA CONOCER DE UN ASUNTO. 
DEBERES DEL JUEZ DEL SISTEMA PENAL MIXTO QUE RESULTE 
COMPETENTE PARA CONOCERLO. En virtud de que el auto de 
vinculación a proceso, propio del sistema procesal penal acusatorio y oral, 
es una actuación insuficiente para la apertura del proceso penal en el 
sistema penal mixto, al constituir una determinación en fase investigadora 
inconclusa, que aún no está precedida del correspondiente ejercicio de la 
acción penal y previa consignación ante una autoridad jurisdiccional, un 
juez perteneciente al sistema penal mixto sólo estará en condiciones de 
emitir pronunciamiento sobre el proceso penal una vez que cuente con la 
consignación de la averiguación previa, cuyo ejercicio corresponde al 
órgano técnico de acusación, sustentada en elementos probatorios 
desahogados legalmente en la indagatoria, de los cuales se permita 
acreditar el cuerpo del delito y la probable responsabilidad de indiciado al 
respecto. Así, cuando un juez del sistema penal mixto resulte competente 
para conocer de un asunto en el cual un juzgador perteneciente al 
sistema procesal penal acusatorio y oral determinó dictar auto de 
vinculación a proceso y declinó su competencia para conocer de éste, 
debe dejar sin efectos dicha determinación (el auto de vinculación a 
proceso) y remitir las constancias al Ministerio Público de la Federación 
investigador que corresponda para que, en uso de sus facultades legales, 
determine sobre la integración de la averiguación previa respectiva y, de 
estimarlo procedente, ejerza la acción penal mediante la correspondiente 
consignación de los autos ante la autoridad jurisdiccional que por turno le 
corresponda, para la tramitación del proceso penal respectivo. 
 
Conflicto competencial 28/2015. Suscitado entre el Juzgado de Control 
del Distrito Judicial de Valle de Bravo, Estado de México y el Juzgado 
Segundo de Distrito en Materia de Procesos Penales Federales del 
Estado de México. 4 de noviembre de 2015. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha ocho de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, nueve de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXI/2016 (10a.)  
 

IGUALDAD ANTE LA LEY. ALCANCES DE ESTE DERECHO 
FUNDAMENTAL CUANDO SE RECLAMA LA 
INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA DIFERENCIACIÓN EXPRESA. El 
derecho fundamental a la igualdad, en su vertiente de igualdad formal o 
igualdad ante la ley, comporta un mandato dirigido al legislador que 
ordena el igual tratamiento a todas las personas en la distribución de los 
derechos y obligaciones. Así, existe discriminación normativa cuando dos 
supuestos de hecho equivalentes son regulados de forma desigual, sin 
que exista una justificación razonable para otorgar ese trato diferenciado. 
En este orden de ideas, cuando se aduce el carácter discriminatorio de 
una diferenciación expresa, el principio de igualdad sólo da cobertura a la 
pretensión del quejoso que busca quedar comprendido en régimen 
jurídico del que es excluido y, en consecuencia, que no se le aplique el 
régimen jurídico creado expresamente para su situación. De acuerdo con 
lo anterior, desde la perspectiva del derecho a la igualdad, existe 
imposibilidad jurídica para reparar la supuesta violación a la igualdad 
cuando lo que se reclama es la inconstitucionalidad de la diferenciación 
expresa, pero lo que se pretende en realidad es que se invalide el 
régimen jurídico creado para un tercero y, como resultado de esa 
invalidez, este último tenga que quedar comprendido en el régimen 
jurídico aplicable al quejoso. 
 
Amparo directo en revisión 3445/2014. **********. 22 de abril de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente en el que se aparta del criterio contenido en la presente tesis; 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente en el que se aparta del criterio contenido 
en la presente tesis. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha ocho de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, nueve de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXII/2016 (10a.)  
 

DIFERENCIACIÓN EXPRESA ENTRE “MARCAS” Y “NOMBRES 
COMERCIALES” EN LA LEY DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL. EL 
DERECHO A LA IGUALDAD ANTE LA LEY NO AMPARA LA 
PRETENSIÓN DE ANULAR EL RÉGIMEN APLICABLE A LA 
CONTRAPARTE CON LA FINALIDAD DE QUE A ÉSTA SE LE 
APLIQUE EL DEL QUEJOSO. En la Ley de la Propiedad Industrial, el 
legislador distinguió expresamente entre “nombre comercial” y “marca”, 
estableciendo para el primero una protección sin la necesidad de registro, 
mientras que para la segunda dicha protección sí está condicionada a la 
existencia de un registro previo, regulación que constituye una distinción 
legislativa por diferenciación expresa. En este orden de ideas, cuando se 
aduce el carácter discriminatorio de una diferenciación expresa, el 
principio de igualdad sólo da cobertura a la pretensión del quejoso que 
busca quedar comprendido en el régimen jurídico del que es excluido y 
que no se le aplique el régimen jurídico creado expresamente para su 
situación. En consecuencia, existe imposibilidad jurídica para reparar una 
supuesta violación al derecho a la igualdad cuando se reclama la 
inconstitucionalidad de la diferenciación expresa entre “nombre comercial” 
y “marca” contenida en la Ley de la Propiedad Industrial, si lo que 
pretende en realidad el quejoso es invalidar el régimen jurídico creado 
para su contraparte, que es el aplicable a los nombres comerciales y, 
como resultado de esa invalidez, que su contraparte tenga que quedar 
comprendida en el régimen jurídico aplicable a las marcas, el cual 
corresponde al quejoso. 
 
Amparo directo en revisión 3445/2014. **********. 22 de abril de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente en el que se aparta del criterio contenido en la presente tesis; 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente en el que se aparta del criterio contenido 
en la presente tesis. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha ocho de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, nueve de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXIII/2016 (10a.)  
 
 

INTERPRETACIÓN CONFORME. NO LA CONSTITUYE LA 
DELIMITACIÓN DEL ALCANCE Y CONTENIDO DE UN ELEMENTO 
NORMATIVO DEL TIPO PENAL QUE SE REALIZA DESDE UN ÁMBITO 
DE LEGALIDAD. La teoría del delito proporciona el camino lógico para la 
incriminación penal, que incluye la conformación de una conducta típica, 
antijurídica y culpable. En la tipicidad se encuentran los elementos 
objetivos, entre los que se hallan los descriptivos y los normativos y, por 
último, los elementos subjetivos específicos o aquellos denominados 
como requeridos por el tipo penal. Ahora bien, los elementos normativos 
involucran cierto tipo de valoración para su verificación que puede 
provenir de: i) un aspecto jurídico, en cuyo caso el juez debe considerar lo 
previsto en la ley para determinar el contenido y alcance del concepto en 
análisis; o, ii) un carácter cultural, en donde el juzgador habrá de remitirse 
a un aspecto social o cultural para determinar el contenido del elemento 
que se desea definir. Así, el ejercicio de verificación, consistente en la 
delimitación del alcance y contenido de un elemento normativo del tipo 
penal, que se realiza desde un ámbito de legalidad, no constituye una 
interpretación conforme, pues ésta se presenta cuando una norma jurídica 
es eventualmente contraria a la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, por lo que en un ejercicio de interpretación, la 
autoridad judicial busca armonizarla con lo establecido 
constitucionalmente o en los tratados internacionales en los que México 
es parte. 
 
Amparo directo en revisión 296/2015. 1o. de julio de 2015. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Julio César Ramírez Carreón. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha ocho de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, nueve de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA CLXXIV/2016 (10a.) 

 
 

ELEMENTOS NORMATIVOS DEL TIPO. LA DETERMINACIÓN DEL 
ALCANCE Y CONTENIDO DEL ELEMENTO “PADRASTRO”, PARA 
EFECTOS DE SU DEMOSTRACIÓN, NO REQUIERE DE UN 
EJERCICIO DE INTERPRETACIÓN CONFORME. Aún cuando la 
autoridad recurrida señalara realizar una interpretación conforme para dar 
contenido al elemento normativo “padrastro”, contenido en el artículo 178, 
fracción II, del Código Penal para el Distrito Federal y, para ello, citara los 
artículos 1o. (principio pro homine) y 4o. (interés superior del menor) 
constitucionales, no puede considerarse como tal si en realidad lo que 
hizo fue determinar el significado y alcances de dicho elemento con apoyo 
en la legislación civil y la apreciación de la figura del “padrastro” en el 
ámbito social, todo ello desde una perspectiva de la teoría del delito. 
 
Amparo directo en revisión 296/2015. 1o. de julio de 2015. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Julio César Ramírez Carreón. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha ocho de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, nueve de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXV/2016 (10a.) 
        

ORDEN DE BÚSQUEDA, LOCALIZACIÓN Y PRESENTACIÓN 
CONTRA UN INCULPADO EN UNA INVESTIGACIÓN MINISTERIAL. 
ES ILEGAL CUANDO EXCEDE LOS EFECTOS JURÍDICOS PARA LOS 
QUE FUÉ EMITIDA. En diversos precedentes, esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que el régimen 
constitucional de detenciones sólo admite las órdenes de aprehensión, 
flagrancia o caso urgente; de ahí que el Ministerio Público no puede forzar 
la comparecencia de un indiciado mediante las denominadas “órdenes de 
búsqueda, localización y presentación”, ni obligarlo a que permanezca 
contra su voluntad en el lugar en que se le interroga, pues ello equivale 
materialmente a una detención. Así, cuando los agentes de la policía 
cuentan con esta orden expedida por el Ministerio Público contra un 
indiciado, sólo están facultados p1ara notificar a esa persona la existencia 
de la indagatoria en su contra y señalarle que cuenta con el derecho de 
comparecer ante la autoridad ministerial para realizar su declaración 
correspondiente, ante lo cual, éste puede expresar su deseo de no 
hacerlo, esto es, los agentes no pueden detenerlo y ponerlo a disposición 
contra su voluntad, pues tal acto constituirá materialmente una detención 
arbitraria, lo que también ocurre cuando el Ministerio Público de una 
entidad federativa cumplimenta un oficio de colaboración y gira una orden 
de esa naturaleza con el propósito de recabar la declaración ministerial 
del inculpado en esa sede y, una vez que éste es presentado 
voluntariamente, sin recibir su declaración, el fiscal devuelve la 
indagatoria junto con el inculpado a su lugar de origen, pues en estos 
casos, dicha orden excede sus efectos jurídicos y produce materialmente 
una privación de la libertad personal del quejoso, ya que no tuvo el 
exclusivo propósito de que se recabara la declaración ministerial del 
inculpado por el órgano investigador habilitado, sino el de enviarlo a su 
lugar de origen, con lo que se da un efecto distinto a la orden decretada 
que se traduce en una real detención, ejecutada sin la existencia previa 
de una determinación que cumpliera con los requisitos constitucionales 
correspondientes.  
 
Amparo directo en revisión 2871/2015. 3 de febrero de 2016. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Saúl 
Armando Patiño Lara. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha ocho de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, nueve de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXVI/2016 (10a.) 
 
       

PROCESO PENAL ACUSATORIO Y ORAL. EN ÉSTE SÓLO PUEDEN 
REPUTARSE COMO PRUEBAS LAS DESAHOGADAS 
PÚBLICAMENTE ANTE EL TRIBUNAL RESPECTIVO, EN PRESENCIA 
DE LAS PARTES. Por decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de junio de 2008 se reformaron, entre otros, los artículos 
16 a 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para 
introducir en el orden jurídico nacional el sistema procesal penal 
acusatorio y oral, regido por los principios de publicidad, contradicción, 
concentración, continuidad e inmediación. Este nuevo modelo de 
enjuiciamiento se basa en una “metodología de audiencias”, cuyos ejes 
rectores se establecen en el artículo 20 constitucional. Ahora bien, la 
instauración del sistema referido busca garantizar el adecuado desarrollo 
de los ciudadanos en un marco de seguridad y libertades, entendiéndose 
que un proceso penal sólo podrá considerarse legítimo si permite 
sentenciar a los culpables y absolver a los inocentes por medio de un 
método que, a la luz del público y con la participación de las partes, 
permita conocer, más allá de toda duda razonable, la verdad de lo 
sucedido. Así, de conformidad con esta nueva metodología, la lógica de 
las pruebas cambia respecto del sistema tradicional o mixto, pues para el 
proceso penal acusatorio y oral sólo pueden reputarse como tales las 
desahogadas públicamente ante el tribunal respectivo, en presencia de 
las partes –salvo la denominada prueba anticipada–, lo que implica que el 
dictado de las sentencias debe sustentarse en elementos de convicción 
recibidos directamente por el tribunal de juicio oral, bajo un control 
horizontal, con plena satisfacción de los principios citados. 
 
Amparo directo en revisión 4619/2014. 18 de noviembre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez 
Aguilera. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha ocho de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, nueve de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXVII/2016 (10a.) 
 

        
PROCESO PENAL ACUSATORIO Y ORAL. EL ARTÍCULO 360 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE 
BAJA CALIFORNIA, NO VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL DE 
DEFENSA ADECUADA. El precepto citado no contraviene el derecho 
fundamental de defensa adecuada ni impide que el proceso penal cumpla 
su objeto, ya que, por medio de éste, el legislador local únicamente 
determinó que el orden para rendir las pruebas en la audiencia de juicio 
oral quedaría a criterio de las partes, pero precisó que primero debían 
recibirse las ofrecidas por el Ministerio Público y por el acusador 
coadyuvante y, posteriormente, las del imputado. En ese sentido, el 
artículo 360 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de 
Baja California no restringe la oportunidad de los imputados de ofrecer los 
medios de convicción que estimen pertinentes, ni reduce la posibilidad de 
objetar o contradecir los que hubieran aportado tanto el Ministerio Público 
como el acusador coadyuvante; es más, el hecho de que primero deban 
recibirse las pruebas aportadas por estos últimos, permite un mejor 
desarrollo de la defensa, al conocer de antemano el resultado que arrojen 
las probanzas de su contraparte; sin embargo, esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que es indispensable 
que los órganos jurisdiccionales de juicio oral normen su actuación 
conforme al principio de continuidad, procurando que las pruebas se 
desahoguen el mismo día; en el entendido de que, de no ser esto posible, 
eviten que los testimonios que pudieran relacionarse entre sí se 
desahoguen en diferentes sesiones, al ser evidente que, de no seguirse 
esa directriz, pudiera quedar en entredicho la credibilidad de los aludidos 
atestes, al ser factible que los que declaren en una sesión ulterior puedan 
tener conocimiento del resultado de los interrogatorios y 
contrainterrogatorios previos. 
 
Amparo directo en revisión 4619/2014. 18 de noviembre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez 
Aguilera. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha ocho de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, nueve de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXVIII/2016 (10a.) 
 
 

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SON INOPERANTES LOS 
AGRAVIOS DIRIGIDOS A IMPUGNAR LA CONSTITUCIONALIDAD DE 
ALGÚN PRECEPTO DE LA LEY DE AMPARO, SI EL RECURRENTE 
SE LIMITA A REFERIR QUE ES INCONSTITUCIONAL, SIN EXPRESAR 
ARGUMENTOS LÓGICO JURÍDICOS TENDENTES A DEMOSTRARLO. 
Son inoperantes los agravios dirigidos a impugnar la constitucionalidad de 
algún precepto de la Ley de Amparo aplicado en la sentencia recurrida y 
que trasciende al sentido de la decisión adoptada, cuando no aportan 
elementos ni parámetros que permitan realizar un estudio de 
constitucionalidad de las normas impugnadas. Así, cuando el recurrente 
se limita a referir que un precepto de la ley citada es inconstitucional al 
transgredir distintos artículos de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y diversos derechos por aquéllos reconocidos, sin 
expresar argumentos lógico jurídicos tendentes a precisar y demostrar la 
alegada inconstitucionalidad, es evidente que deviene la citada 
inoperancia y que, en cuanto a ello se refiere, debe desecharse el recurso 
de revisión intentado. 
 
Amparo directo en revisión 2161/2015. **********. 2 de septiembre de 
2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha ocho de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, nueve de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXIX/2016 (10a.) 
 
 

ESTADO CIVIL COMO CATEGORÍA SOSPECHOSA. LA IGUALDAD O 
DISTINCIONES DE CONDICIONES ENTRE LOS CÓNYUGES Y LOS 
CONCUBINOS PERTENECEN A LA CATEGORÍA DE ESTADO 
MARITAL, POR LO QUE LAS NORMAS QUE LAS ESTABLEZCAN 
DEBEN SER OBJETO DE ESCRUTINIO ESTRICTO PARA 
DETERMINAR SU CONSTITUCIONALIDAD. El artículo 1º de la 
Constitución mexicana reconoce un amplio catálogo de categorías 
sospechosas, dentro de las que expresamente se prevé el estado civil. En 
relación con dicha categoría y, más específicamente dentro de aquélla, al 
estado marital, ésta se encuentra relacionada estrechamente con la 
libertad personal, la dignidad y la libertad de pensamiento, y atiende a la 
decisión autónoma de entrar o no en una relación personal permanente –
jurídica o de hecho– con otra persona, y de la cual se crean 
consecuencias de la misma índole, dependiendo de dicho estado. Así, 
atendiendo al principio pro persona y a la interpretación evolutiva y 
sistemática de los derechos humanos, para efectos de categorías 
sospechosas, la igualdad o distinciones de condiciones entre los 
cónyuges y los concubinos, deben considerarse dentro de la categoría de 
estado marital, la cual tiene como finalidad abordar los intereses, 
beneficios o perjuicios de estar casado o no casado y, dentro de éste 
último, de vivir en pareja o ser soltero. Corresponderá a cada caso 
específico determinar si las distinciones realizadas son o no 
discriminatorias. Al respecto, es importante recordar que la Constitución 
no prohíbe el uso de categorías sospechosas, sino su utilización de forma 
injustificada, por lo que el escrutinio estricto de las distinciones basadas 
en aquéllas garantiza que sólo serán constitucionales las que tengan una 
justificación muy robusta.  
 
Amparo directo en revisión 597/2014.  19 de noviembre de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. Quintana 
Osuna. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha ocho de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, nueve de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXX/2016 (10a.) 
         

ASISTENCIA CONSULAR A PERSONAS EXTRANJERAS. ES UN 
DERECHO FUNDAMENTAL GARANTIZADO BAJO LOS DERECHOS 
DE IGUALDAD ANTE LA LEY Y A NO SUFRIR DISCRIMINACIÓN. Uno 
de los derechos determinantes que forman parte del debido proceso, es la 
igualdad procesal o la igualdad de armas entre los contendientes. Este 
derecho es definido como la expectativa que tienen las partes que 
contienden en un juicio, de tener al alcance una oportunidad razonable de 
presentar su caso en condiciones que no las coloque en desventaja frente 
a su oponente, para que puedan hacer valer sus derechos y defender sus 
intereses en forma efectiva. Además, el principio normativo de la igualdad 
está estrechamente vinculado con el derecho humano a no sufrir 
discriminación. Para hacer efectivos ambos derechos (el derecho a la 
igualdad ante la ley y el derecho a no sufrir discriminación), los tribunales 
deben considerar las diferencias de hecho o reales de cada una de las 
partes para evitar que ninguna sea colocada en una situación de 
vulnerabilidad con motivo de esas diferencias. Las acciones que deben 
ser adoptadas por los tribunales deberán prevenir y, en su caso, eliminar 
las condiciones de vulnerabilidad de los contendientes, que constituyen 
auténticas desventajas que impiden que accedan a la justicia integral en 
condiciones de igualdad como base de un juicio justo. La condición de 
extranjería podría generar un estado de desventaja real de la persona 
frente a los nacionales y autoridades de un país que no es el de su origen, 
cuando forma parte de un juicio con motivo de una acusación penal. Así, 
la persona extranjera que es detenida en un país que no es el suyo y que 
es acusada de un delito, está frente a prácticas de hecho y de derecho 
que le resultan ajenas; es frecuente que desconozca el idioma, que no 
entienda los procedimientos judiciales ni sus derechos frente a las 
autoridades locales y que, con motivo de ello, no consiga comprender los 
alcances de su participación en un juicio, ni las implicaciones y efectos de 
éste en los bienes jurídicos que le son más valiosos, como la libertad, la 
propiedad y, a veces, la vida. Por esa razón, se precisa la existencia del 
derecho humano de los extranjeros a la notificación, contacto y asistencia 
consular a que se refiere el artículo 36, primer párrafo, de la Convención 
de Viena sobre Relaciones Consulares. En consecuencia, la configuración 
del derecho a la notificación, contacto y asistencia consular, representa el 
respeto al debido proceso. 
 
Amparo directo 72/2012. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien 
formuló voto concurrente y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha quince de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, dieciséis de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXXI/2016 (10a.) 
        
 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA ASISTENCIA CONSULAR. 
ALCANCE DEL TÉRMINO “SIN DILACIÓN” A QUE SE REFIERE EL 
ARTÍCULO 36, NUMERAL 1, INCISO B), DE LA CONVENCIÓN DE 
VIENA, ANTES DE QUE RINDA SU PRIMERA DECLARACIÓN ANTE 
CUALQUIER AUTORIDAD. El artículo citado establece el derecho 
humano de la persona extranjera detenida a ser informada, sin dilación, 
acerca de los derechos que reconoce a su favor la propia Convención. 
Ahora bien, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación estima que el término “sin dilación” significa inmediatamente tras 
la privación de la libertad, por lo que las autoridades del Estado receptor 
están obligadas a informarle a la persona extranjera detenida de los 
derechos que el artículo referido le reconoce, desde el momento de la 
detención y siempre antes de que rinda su primera declaración ante 
cualquier autoridad. 
 
Amparo directo 72/2012. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien 
formuló voto concurrente y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha quince de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, dieciséis de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXXII/2016 (10a.) 
 

       
DERECHO FUNDAMENTAL A LA ASISTENCIA CONSULAR. LOS 
AGENTES DEL ESTADO DEBEN INFORMAR A LA PERSONA 
EXTRANJERA DETENIDA SOBRE AQUÉL, AL MISMO TIEMPO DE 
HACERLE SABER LOS MOTIVOS DE SU DETENCIÓN. La Corte 
Interamericana de Derechos Humanos ha considerado que, en cuanto a 
la oportunidad, existe un estrecho vínculo entre el derecho de la persona 
extranjera detenida a ser informada sobre sus prerrogativas al contacto y 
a la asistencia consular conforme al artículo 36, numeral 1, inciso b), de la 
Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, y el de estar 
enterada de los motivos de su detención, en términos del artículo 7, 
numeral 4, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el 
cual prevé que toda persona detenida o retenida debe ser informada de 
las razones de su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos 
formulados en su contra. Por ello, los agentes del Estado deben informar 
a la persona bajo su custodia de los motivos y las razones de su 
detención desde el momento en que ésta se produjo, pues así se impiden 
las detenciones ilegales y arbitrarias, y se protege el derecho de defensa 
de la persona detenida. Asimismo, el agente que realice la detención 
debe informar a la persona privada de la libertad y bajo su custodia, en un 
lenguaje simple y libre de tecnicismos, tanto los hechos como las bases 
jurídicas en los que se sustenta la detención, y no sólo mencionar la base 
legal. Por tanto, la información sobre el derecho al contacto y a la 
asistencia consular, así como la información sobre los motivos de la 
detención cuando se trate de una persona extranjera, deberán 
suministrarse al mismo tiempo, esto es, desde el momento de la 
detención y siempre antes de que rinda declaración ante cualquier 
autoridad. En conclusión, corresponde a la policía o a la autoridad que 
realice la detención, informar a la persona, por lo menos verbalmente, de 
forma sencilla y libre de tecnicismos, los motivos y los fundamentos de la 
detención, al momento en que ésta se llevó a cabo. El cumplimiento de 
esta obligación, cuando la detención la realice alguna autoridad, debe 
verificarse con el parte informativo u oficio de puesta a disposición y 
acepta prueba en contrario. Sin embargo, si la detención la lleva a cabo 
un particular (lo cual sólo podrá ocurrir con motivo de sorprender en 
flagrancia al probable responsable), y la autoridad policiaca o alguna otra 
recibe en custodia a la persona extranjera detenida, las autoridades 
deberán informarle, en los términos referidos anteriormente, sobre los 
motivos y fundamentos de la detención. Ahora bien, si el extranjero 
detenido es entregado en custodia directamente ante el Ministerio 
Público, lo anterior deberá cumplirse antes de que rinda su primera 
declaración ante las autoridades; en cambio, la obligación de notificar por 
escrito sobre los motivos de la detención a la persona privada de la 
libertad está a cargo del Ministerio Público, una vez que es detenida y 
puesta a su disposición. Asimismo, los jueces también deben cumplir con 
esta obligación una vez que la persona extranjera detenida se encuentra 
presencialmente sometida a su jurisdicción, antes de que rinda su primera 
declaración. 
 
Amparo directo 72/2012. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien 
formuló voto concurrente y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 



 
 

 
 

 

 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha quince de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, dieciséis de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXXIII/2016 (10a.) 
 
     

PERSONA EXTRANJERA DETENIDA. IDENTIFICACIÓN O 
CONSTATACIÓN DE TAL CARÁCTER. Es posible que la identificación 
inmediata de la persona extranjera detenida sea difícil por no ser evidente 
que no es nacional mexicana o porque la persona no quiere que la 
autoridad tenga esa información. Como una solución aceptable al 
problema relativo a la identificación de las personas extranjeras 
detenidas, las autoridades del Estado receptor siempre deberán hacer 
saber inmediatamente a la persona que está bajo su custodia, de los 
derechos que el artículo 36 de la Convención de Viena le reconoce en 
caso de ser extranjero. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación considera que una práctica de este tipo permite cumplir 
satisfactoriamente con la obligación de notificar a tiempo a la persona 
extranjera detenida respecto de sus derechos de contacto y asistencia 
consular. 
 
Amparo directo 72/2012. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien 
formuló voto concurrente y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha quince de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, dieciséis de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
 

TESIS AISLADA CLXXXIV/2016 (10a.) 
 
       

ASISTENCIA CONSULAR. OBLIGACIONES DE LAS AUTORIDADES 
POLICIALES Y MINISTERIALES PARA FACILITAR EL 
CUMPLIMIENTO MATERIAL Y FORMAL DE ESE DERECHO 
FUNDAMENTAL. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, ha determinado que en relación con el derecho al contacto y 
asistencia consular, en términos del inciso b) párrafo 1, del artículo 36 de 
la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, las autoridades 
policiales y ministeriales, según el momento, están obligadas no sólo a 
facilitarlo, sino a fungir como conducto de comunicación de la persona 
detenida con la oficina consular de su país. Las comunicaciones entre la 
persona extranjera detenida y su oficina consular deberán llevarse a cabo 
por conducto de las autoridades policiales o ministeriales, según sea el 
caso, sin dilación alguna. Las autoridades deberán cumplir con esta 
obligación a partir de los hechos de cada caso, considerando la distancia 
o la naturaleza del medio que sirva para transmitir la información a la 
oficina consular, así como la facilidad o la complejidad de las 
comunicaciones. La imposibilidad de cumplir con esta obligación deberá 
estar debidamente justificada y documentada y estar apegada a las 
facultades de la autoridad que la invoque como excepción de 
cumplimiento. Asimismo, la obligación de las autoridades policiales y 
ministeriales, según sea el caso, de facilitar el contacto de la persona 
extranjera detenida con su consulado y de fungir como conducto de 
comunicación entre ambos para llevar a cabo dicho contacto, debe ser 
eficaz, esto es, no deberá limitarse únicamente a un trámite formal, 
destinado a fracasar, sino que las autoridades deberán cerciorarse de que 
las autoridades consulares reciban la comunicación de la persona 
extranjera detenida. La comunicación auténtica con la oficina consular 
respectiva deberá estar debidamente documentada por las autoridades 
que la llevaron a cabo. 
 
Amparo directo 72/2012. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien 
formuló voto concurrente y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha quince de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, dieciséis de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
 

TESIS AISLADA CLXXXV/2016 (10a.) 
 
       

ASISTENCIA CONSULAR. ESTE DERECHO FUNDAMENTAL SE 
ENCUENTRA SUBORDINADO A LA VOLUNTAD DE LA PERSONA 
EXTRANJERA DETENIDA. El derecho al contacto consular está 
subordinado exclusivamente a la voluntad de la persona extranjera 
detenida, una vez que se le informa que tiene dicha prerrogativa, así 
como el derecho a la asistencia consular. El inciso b) del párrafo 1 del 
artículo 36, de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, 
señala que las autoridades encargadas de transmitir las comunicaciones 
de la persona extranjera detenida con la oficina consular de su país, sólo 
lo podrán hacer “si el interesado lo solicita”. Este derecho está 
reconocido, asimismo, en el artículo 128 del Código Federal de 
Procedimientos Penales, que dispone: “cuando el inculpado fuese 
detenido o se presentare voluntariamente ante el Ministerio Público 
Federal, se procederá de inmediato en la siguiente forma: IV. […] Si se 
tratare de un extranjero, la detención se comunicará de inmediato a la 
representación diplomática o consular que corresponda […]”. Por lo tanto, 
la norma dispone que tras la detención de la persona extranjera, las 
autoridades deberán comunicarlo de inmediato a la oficina diplomática o 
consular que corresponda; sin embargo, debe entenderse que la 
disposición normativa se complementa con lo dispuesto en el inciso b), 
párrafo 1, del artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones 
Consulares y lo previsto en el numeral 7.4 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, con el objeto de que la comunicación con la 
oficina consular del país de la persona extranjera detenida se realice, pero 
una vez que esta última haya sido notificada de su derecho al contacto y a 
la asistencia consular y haya expresado su voluntad para que se llevara a 
cabo dicha comunicación. 
 
Amparo directo 72/2012. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien 
formuló voto concurrente y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha quince de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, dieciséis de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXXVI/2016 (10a.) 
 
       

DERECHO FUNDAMENTAL A LA ASISTENCIA CONSULAR. LA 
OMISIÓN DE INFORMAR A LA PERSONA EXTRANJERA DETENIDA 
SOBRE AQUÉL, ASÍ COMO LA FALTA DE CONTACTO Y DE LA 
ASISTENCIA JURÍDICA CONSULAR CONCRETA, CONSTITUYEN 
UNA VIOLACIÓN A LOS DERECHOS HUMANOS DE DEFENSA 
ADECUADA, AL DEBIDO PROCESO Y AL ACCESO A LA JUSTICIA 
EFECTIVA. Conforme al artículo 36, numeral 1, inciso c), de la 
Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, las autoridades 
administrativas, policiales, ministeriales y judiciales, deberán facilitar la 
libre comunicación entre los funcionarios consulares y la persona 
extranjera arrestada, detenida o presa en cumplimiento de una sentencia, 
así como las visitas de aquéllos con ésta para preparar su defensa frente 
a los tribunales del país. Lo anterior es fundamental, pues tiene que ver 
con los derechos a la defensa y a la asistencia humanitaria que asisten a 
las personas extranjeras detenidas y que corren a cargo de las 
autoridades consulares del Estado que envía. Sin embargo, si hay 
oposición de la persona extranjera detenida a las visitas de los 
funcionarios consulares, éstas deberán interrumpirse. La trascendencia 
de esta decisión obliga a las autoridades a dejar constancia de que la 
oposición al contacto, visita y asistencia consular se realiza por el 
extranjero con la comprensión de las consecuencias jurídicas que ello 
conlleva, de no tener una directriz de asistencia del Estado del que es 
nacional. La vulneración a las directrices mencionadas por la omisión de 
información a la persona extranjera detenida sobre su derecho a contactar 
con el consulado de su país, así como la falta de contacto y de la 
asistencia jurídica consular concreta, constituyen una violación a los 
derechos humanos de defensa adecuada, al debido proceso y al acceso a 
la justicia efectiva en condiciones de igualdad en el procedimiento penal, 
reconocidos en los artículos 1o., 14, 16, 17 y 20 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, y 36 de la Convención de Viena sobre 
Relaciones Consulares, en relación con los artículos 1, numeral 1; 7, 
numeral 4; 8, numeral 1, y 8, numeral 2, inciso e), de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. 
 
Amparo directo 72/2012. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien 
formuló voto concurrente y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha quince de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, dieciséis de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXXVII/2016 (10a.) 
 
       

ASISTENCIA CONSULAR. ETAPAS PROCEDIMENTALES PARA 
HACER EL RECLAMO DE RESPETO A LA ASISTENCIA CONSULAR 
POR PARTE DE LA PERSONA EXTRANJERA DETENIDA. La Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que la 
violación al derecho humano a recibir la información, notificación, contacto 
y asistencia consular o diplomática de las personas extranjeras detenidas, 
se puede dar en diferentes etapas procedimentales. La primera etapa 
debe darse por el agente que en representación del Estado ejecuta 
materialmente la detención del extranjero; lo cual debe replicarse por la 
autoridad ministerial que recibe al detenido. Esta etapa puede 
identificarse como averiguación previa. Respecto al sistema procesal 
penal acusatorio y oral, corresponde a la etapa de detención y retención 
primaria, previa a la presentación del detenido ante el juez de control o de 
garantías para formalizar la detención y dar pauta al inicio de la etapa de 
investigación formalizada y sometida a control judicial; o en aquellos 
casos en que no existe detención previa, pero sí derivada de una orden 
de aprehensión. Las siguientes etapas procedimentales, se desarrollan en 
sede judicial; etapas en las cuales puede prolongarse la violación al 
derecho humano en comento ya actualizada en la fase previa o 
presentarse otra vertiente o modalidad de violación del mismo derecho. 
Otra hipótesis sería aquélla en la que a pesar de haberse comunicado al 
extranjero de su derecho consular de recabar su voluntad para solicitar la 
asistencia en cualquiera de las etapas procedimentales, no se comunique 
al representante diplomático del gobierno extranjero del que es nacional el 
detenido, para el efecto de asegurar la asistencia. A partir de lo anterior, 
se puede patentizar el reclamo de violación al derecho humano, 
particularmente, porque ello depende del momento en que el extranjero 
tenga conocimiento de la existencia de dicha violación, lo que significa 
que el reclamo no puede ser sometido a condicionantes de preclusión. 
Por tanto, ese carácter prorrogable de la oportunidad para reclamar el 
derecho humano a la notificación, contacto y asistencia consular o 
diplomática de las personas extranjeras sometidas a un procedimiento 
penal, tiene una base fundamental: el conocimiento que tiene la autoridad 
de que el inculpado tiene la calidad de extranjero o, por lo menos, al 
advertir características particulares que hacen presumir fundadamente 
que tiene esa condición. Es por ello que en cualquiera de las hipótesis, 
una vez que se actualizan, se activa el deber de las autoridades de 
informar al extranjero sobre la existencia del derecho, toda vez que es la 
calidad de extranjero la que de inmediato da lugar a la activación de la 
protección del derecho humano de asistencia consular o diplomática, por 
lo que debe ser informado que tiene ese derecho y constatar que es su 
voluntad recibir dicha asistencia. Por tal motivo, el reclamo de la violación 
al derecho analizado es posible realizarlo en cualquier etapa 
procedimental penal o en las vías extraordinarias de impugnación que 
permiten el juicio de amparo indirecto o directo. Razón por la cual es 
importante que las autoridades que estén directamente vinculadas con la 
detención de un extranjero que es sometido a un procedimiento penal 
realicen todas las acciones necesarias para observar que no se viole el 
derecho de asistencia consular, cuyo acatamiento es inexcusable en 
términos del imperativo que se desprende del párrafo segundo del artículo 
1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en cuanto 
a que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 



 
 

 
 

 

humanos de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad.  
 
Amparo directo 72/2012. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien 
formuló voto concurrente y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha quince de junio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, dieciséis de junio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXXVIII/2016 (10a.) 
 
  
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA CONFIGURACIÓN DE LOS 
CONCEPTOS DE IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA EN CADA 
ACUERDO GENERAL PLENARIO, REFLEJA EL PAPEL QUE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN DEBE 
DESEMPEÑAR EN CADA ÉPOCA. De conformidad con el artículo 107, 
fracción IX constitucional, para que proceda el recurso de revisión en 
amparo directo es condición necesaria, más no suficiente, que subsista 
una genuina cuestión constitucional, ya que, además, esta Suprema Corte 
de Justicia de la Nación debe comprobar que se actualicen las notas de 
importancia y trascendencia, de conformidad con los acuerdos generales 
que ésta emita. Ahora bien, debe concluirse que cuando en dichos 
acuerdos se reglamentan aquellos conceptos, se realiza en el ejercicio de 
facultades constitucionales de política judicial otorgadas a aquélla para 
determinar en qué casos se requiere del establecimiento de doctrina 
jurisprudencial a fin de lograr la progresiva supremacía del texto 
constitucional en la vida nacional, pues esa fue la intención de la reforma 
constitucional de 1999, de permitir que esta Corte se concentrara en la 
resolución de aquellos asuntos trascendentes para el orden jurídico 
nacional. De ahí la importancia de explicitar las razones de política judicial 
que subyacen a los distintos acuerdos generales emitidos por el Tribunal 
Pleno. Desde 1999, han existido dos de ellos: el primero fue el Acuerdo 
Plenario Número 5/1999, emitido el 21 de junio de ese mismo año, al 
inicio de la novena época. La principal preocupación en ese momento fue 
consolidar a la Suprema Corte de Justicia de la Nación como tribunal 
constitucional, mediante la depuración de sus competencias en materia 
de amparo, a fin de especializarse en la resolución de temas propiamente 
constitucionales y delegar todos los temas de legalidad. Por tanto, la 
preocupación subyacente fue la de consolidar un cuerpo de doctrina 
jurisprudencial en materia constitucional que sirviera de base a la función 
judicial en todo país. De ahí que cualquier tema constitucional no definido 
jurisprudencialmente, que no adoleciera de algún obstáculo técnico para 
su resolución en el fondo, regularmente ameritaría admisión. La política 
judicial era apuntalar la doctrina jurisprudencial sobre cualquier tema 
constitucional, para concluir el proceso de transformación del órgano en 
un verdadero tribunal constitucional. Posteriormente, se sucedieron una 
serie de reformas constitucionales en junio de 2011, mediante las cuales 
se estableció al corpus iuris de los derechos humanos como centro de 
protección constitucional y se introdujeron nuevas reglas para el juicio de 
amparo. Así, con el inicio de la Décima Época, se constató una 
redimensión cuantitativa y cualitativa del control constitucional: 
cuantitativamente, se ha constatado una descentralización, pues todos los 
jueces del país deben aplicar control difuso de constitucionalidad; 
cualitativamente, el parámetro de control constitucional encuentra una 
expansión en sus elementos, ya que también se integra con todos los 
derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que 
México sea parte. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación debió 
modificar su política judicial y procedió a emitir el Acuerdo General 
Número 9/2015. Conforme a éste, ahora lo importante y trascendente no 
parece ser tanto que ésta resuelva todas las cuestiones constitucionales, 
sino que sirva de guía en el diálogo interpretativo constitucional a que 
dieron lugar todos los cambios mencionados; de ahí que en el Punto 
Segundo de dicho Acuerdo General, se establece que los temas que 
ameritan procedencia son aquellos que impliquen pronunciamientos 
“novedosos o de relevancia para el orden jurídico.” Se insiste, esto es 



 
 

 
 

 

posible, dado que “importancia y trascendencia” no son elementos 
normativos de un contenido inequívoco ni permanente en el tiempo, sino 
conceptos variables en el tiempo. 
 
Amparo directo en revisión 5833/2014. **********. 28 de octubre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García 
Sarubbi. 
 
Nota: El Acuerdo Número 5/1999, del veintiuno de junio de mil 
novecientos noventa y nueve, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, que establece las bases generales para la procedencia y 
tramitación de los recursos de revisión en amparo directo, y el Acuerdo 
General Número 9/2015, de ocho de junio de dos mil quince, del Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece las bases 
generales para la procedencia y tramitación de los recursos de revisión en 
amparo directo citados, aparecen publicados en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo X, julio de 1999, página 
927, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 19, Tomo III, junio de 2015, página 2483, respectivamente. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintinueve de junio de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta de junio de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXXIX/2016 (10a.) 
 
  
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SI AL ANALIZAR SU 
PROCEDENCIA SE ADVIERTE QUE CON LA RESOLUCIÓN DEL 
RECURSO NO SE FIJARÁ UN CRITERIO DE IMPORTANCIA Y 
TRASCENDENCIA, DEBE DESECHARSE AUNQUE SE ACTUALICE 
HIPOTÉTICAMENTE UNA CUESTIÓN CONSTITUCIONAL. De los 
artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, así como del Acuerdo General Número 
9/2015 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación deriva 
que, por regla general, las sentencias que dicten los tribunales colegiados 
de circuito en juicios de amparo directo son inatacables. Sin embargo, por 
excepción, dichas sentencias serán susceptibles de impugnarse mediante 
el recurso de revisión si el tribunal colegiado de circuito se pronunció u 
omitió hacerlo sobre temas propiamente de constitucionalidad y con su 
resolución pueda fijarse un criterio de importancia y trascendencia. Ahora 
bien, la constatación de las referidas notas de importancia y 
trascendencia se realiza dentro de un ejercicio sustantivo de valoración, a 
través del cual este alto tribunal plasma su política judicial con la finalidad 
de lograr la supremacía de dicha norma en la vida jurídica del país, 
reservándose para la resolución de los casos más relevantes para el 
orden jurídico nacional. Así, esta Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación estima que, al revisar la procedencia del recurso de 
revisión, debe considerarse que el énfasis del análisis se ubica en la 
constatación de la importancia y trascendencia del planteamiento del 
caso; por tanto, aunque la existencia de una cuestión constitucional es 
relevante, siendo ésta una operación técnica en comparación con aquélla, 
al requerir de la revisión de los conceptos de violación de la demanda 
original y de la sentencia del tribunal colegiado de circuito desde un punto 
de vista descriptivo para constatar la naturaleza de los planteamientos 
evaluados (de legalidad o de constitucionalidad), no debe olvidarse que 
es un requisito técnico cuyo control debe obviarse si esta Sala verifica 
que, a pesar de actualizarse hipotéticamente una cuestión constitucional, 
resultaría carente de importancia y trascendencia, lo que en muchas 
ocasiones puede detectarse desde luego con la sola apreciación de los 
temas del caso. Otras veces, por la complejidad y variedad de temas 
incluidos en un recurso de revisión, la Sala deberá verificar, 
primeramente, la existencia de la cuestión constitucional, como ejercicio 
de identificación previo a evaluar su potencial para la fijación de un criterio 
de importancia y trascendencia. La centralidad que juegan las notas de 
importancia y trascendencia en un ejercicio de valoración y apreciación de 
esta Sala, frente a la constatación técnica de la existencia de una cuestión 
constitucional –en oposición a la mera existencia de una cuestión de 
legalidad–, se fundamenta en la determinación del Constituyente de 
reservar la decisión de la admisión del recurso a un ámbito de política 
judicial de este Tribunal Constitucional. 
 
Amparo directo en revisión 5833/2014. **********. 28 de octubre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García 
Sarubbi. 
 



 
 

 
 

 

Nota: El Acuerdo General Número 9/2015, de ocho de junio de dos mil 
quince, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 
establece las bases generales para la procedencia y tramitación de los 
recursos de revisión en amparo directo citado, aparece publicado en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 19, 
Tomo III, junio de 2015, página 2483. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintinueve de junio de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta de junio de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXC/2016 (10a.) 
 
    

DETENCIÓN CIUDADANA. LA ATRIBUCIÓN PARA QUE CUALQUIER 
PERSONA PUEDA REALIZAR UNA DETENCIÓN POR FLAGRANCIA 
DE DELITO NO COMPRENDE LA AUTORIZACIÓN PARA REGISTRAR, 
INDAGAR O INVESTIGAR AL DETENIDO. La atribución de carácter 
provisional y circunstancial prevista en el artículo 16, párrafo quinto, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, otorgada a 
cualquier persona para detener a quien sorprenda cometiendo un delito o 
inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a 
disposición de la autoridad más cercana y, ésta, con la misma prontitud, a 
la del Ministerio Público, constituye una injerencia en la esfera individual 
del ciudadano que, si bien es legítima, debe ceñirse estrictamente a su 
literalidad. Esto es, como cualquier limitación a un derecho fundamental 
─en la especie, la libertad personal─ dicha atribución debe interpretarse 
de forma restrictiva; de ahí que la detención ciudadana debe limitarse a 
tomar medidas para evitar la fuga del inculpado y, en consecuencia, no 
comprende la autorización para registrar, indagar o investigarlo, si se 
realiza con otro fin que no sea cerciorarse de que porta un arma que 
pudiera representar un riesgo para sí o para los demás, lo cual es la única 
salvedad congruente con la necesidad de seguridad durante la medida 
coercitiva, pues no parece razonable exigir al aprehensor una conducta 
heroica o temeraria cuando está realizando un aseguramiento en aras del 
interés público. Fuera de este supuesto, la posibilidad de los particulares 
de detener en flagrancia no conlleva atribuciones indagatorias ni 
confiscatorias. 
 
Amparo en revisión 495/2012. 30 de enero de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintinueve de junio de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta de junio de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXCI/2016 (10a.) 
 
       

DETENCIÓN CIUDADANA. EL ASEGURAMIENTO DE LOS OBJETOS 
QUE EL APREHENSOR AFIRMA FUERON ENCONTRADOS AL 
MOMENTO DE REALIZAR LA DETENCIÓN, NO ES EN SÍ MISMO UN 
FACTOR QUE DETERMINE LA ILICITUD DE LA PRUEBA QUE DE 
ELLOS DERIVE, SINO QUE SU EFICACIA Y VALOR DEBERÁN 
ESTABLECERSE DURANTE EL JUICIO. La facultad de cualquier 
persona para detener a quien sorprenda cometiendo un delito o 
inmediatamente después de haberlo cometido, prevista en el párrafo 
quinto del artículo 16 constitucional, debe interpretarse de manera 
restrictiva en el sentido de que no comprende atribuciones de registrar 
para indagar o investigar al detenido, en tanto ello se realice con otro fin 
que no sea cerciorarse de que el mismo porta un arma que pudiera 
representar un riesgo para sí mismo o para los demás. Ahora bien, si 
durante el aseguramiento, quien realiza la aprehensión se cerciora de que 
el sujeto detenido no está armado y en dicha revisión encuentra 
determinados objetos, esta circunstancia no es suficiente para declarar 
ilícita cualquier prueba relacionada con ellos. Lo anterior, debido a que su 
consecuencia sería la eliminación inmediata de datos relevantes para el 
esclarecimiento de los hechos y el proceso penal, a partir de una cuestión 
meramente circunstancial. Entonces, el aseguramiento de los objetos que 
el aprehensor afirma fueron encontrados al momento de realizar la 
detención no es en sí mismo un factor que determine la ilicitud de la 
prueba. Por el contrario, las probanzas relacionadas con dichos objetos, 
como cualquier fuente de convicción, pueden ser acreditadas, objetadas y 
cuestionadas por las partes y deben ser analizadas y apreciadas por el 
juez.    
 
Amparo en revisión 495/2012. 30 de enero de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintinueve de junio de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta de junio de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXCII/2016 (10a.) 
       

AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. PROCEDE ANTE LA FALTA DE 
APLICACIÓN DE LA NORMA GENERAL IMPUGNADA, SIEMPRE QUE 
SE ADUZCA VIOLACIÓN AL DERECHO A LA IGUALDAD Y SE 
RECLAME, PRECISAMENTE, LA EXCLUSIÓN DE LOS BENEFICIOS 
DEL PRECEPTO. Según se desprende del artículo 107, fracción IX, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el recurso de 
revisión en los juicios de amparo directo procede excepcionalmente para 
formular ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación planteamientos 
que entrañen pronunciamientos de estricta constitucionalidad. En dicho 
rubro se encuadran aquéllos que abordan cuestionamientos en torno a la 
validez de normas generales por estimarse contrarias a derechos 
humanos, para lo cual se exige que éstas se hayan aplicado y que dicha 
aplicación haya sido perjudicial a los intereses de la parte recurrente. No 
obstante, en el caso específico de los planteamientos por violación al 
derecho a la igualdad, es posible que éstos consistan en atacar un 
hipotético trato preferencial o benéfico, con la consecuente exclusión del 
supuesto de hecho como el que se actualiza en el caso de quien 
impugna. En estos supuestos se controvierte la discriminación por 
exclusión tácita de un beneficio, es decir, la falta de cobertura o alcance 
de un precepto normativo respecto de situaciones de hecho que se 
estimen idóneas para alcanzar la misma protección que otras que sí se 
encuentran amparadas por el precepto normativo que se combate. En 
otras palabras, mediante el juicio de amparo y sus recursos es posible 
atacar la validez de una disposición normativa por resultar infraincluyente, 
es decir, por excluir de su cobertura ciertas situaciones que guarden una 
relación de analogía o proporcionalidad respecto de las que sí estén 
comprendidas en su contenido. Así, cuando el planteamiento de 
constitucionalidad se formule en estos términos, quien lo alegue deberá 
acreditar únicamente que se encuentra en la hipótesis de hecho excluida 
por la norma, correspondiendo al órgano jurisdiccional la valoración en 
torno a si el alegado trato desigual se encuentra justificado o no, dentro 
de los términos de comparación propuestos por la parte impugnante. 
Finalmente, la eventual concesión del amparo tendría como 
consecuencia, en lugar de la inaplicación o declaratoria de invalidez del 
precepto combatido, la extensión de sus efectos para comprender el 
supuesto de hecho en el cual se encuentra la parte promovente. 
 
Amparo directo en revisión 2094/2015. **********. 20 de enero de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintinueve de junio de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta de junio de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXCIII/2016 (10a.) 
 

 
CONFLICTO COMPETENCIAL SUSCITADO ENTRE UN JUEZ DE 
CONTROL Y UNO DE PROCESO PENAL MIXTO. PARA DIRIMIRLO 
DEBE ATENDERSE A LOS HECHOS QUE MOTIVARON EL DICTADO 
DEL AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. Para dirimir un conflicto 
competencial planteado por un Juez de Control cuyas actuaciones se 
rigen por el proceso penal acusatorio y oral, quien en el auto de 
vinculación a proceso declina la competencia en favor de otro cuya 
función se rige por el sistema tradicional, inquisitorio o mixto, debe 
atenderse a los hechos que motivaron el dictado del auto de vinculación a 
proceso, por ser la resolución que rige en la etapa procedimental en la 
que se emitió el pronunciamiento de incompetencia, sin que ello implique 
prejuzgar sobre la correcta o incorrecta clasificación del delito, o ejercer 
sobre él algún control legal o constitucional que pudiera traer consigo su 
definitividad dentro del proceso penal de origen, pues ello no es parte de 
la litis del conflicto competencial, en el cual sólo debe determinarse a qué 
órgano jurisdiccional compete conocer del asunto. En este sentido, dicho 
auto de vinculación subsiste mientras no se revoque o se modifique a 
través de los medios legales conducentes. Lo anterior tampoco implica 
equiparar, desde un punto de vista técnico, al auto de formal prisión o de 
sujeción a proceso con el diverso de vinculación a proceso, como si 
fueran dos instituciones idénticas, pues tienen finalidades y efectos 
diversos que atienden al propio sistema en el que encuentran su génesis. 
Además de que el auto de vinculación a proceso sólo será útil para 
conocer los hechos que permitan dar solución al conflicto competencial. 
 
Conflicto competencial 35/2015. Suscitado entre el Juzgado Primero de 
Primera Instancia Penal del Distrito Judicial de San Juan del Río, 
Querétaro, y el Juzgado de Control del Distrito Judicial de Jilotepec, 
Estado de México. 9 de septiembre de 2015. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: 
Carmina Cortés Rodríguez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintinueve de junio de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta de junio de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXCIV/2016 (10a.) 
 
         

DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA JURISDICCIÓN. SU 
CONTENIDO ESPECÍFICO COMO PARTE DEL DERECHO A LA 
TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA Y SU COMPATIBILIDAD CON 
LA EXISTENCIA DE REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE UNA 
ACCIÓN. De la tesis de jurisprudencia de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación 1a./J. 42/2007, de rubro: “GARANTÍA A LA 
TUTELA JURISDICCIONAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
SUS ALCANCES.”, deriva que el acceso a la tutela jurisdiccional 
comprende tres etapas, a las que corresponden tres derechos que lo 
integran: 1) una previa al juicio, a la que atañe el derecho de acceso a la 
jurisdicción; 2) otra judicial, a la que corresponden las garantías del 
debido proceso; y, 3) una posterior al juicio, que se identifica con la 
eficacia de las resoluciones emitidas con motivo de aquél. En estos 
términos, el derecho fundamental de acceso a la jurisdicción debe 
entenderse como una especie del diverso de petición, que se actualiza 
cuando ésta se dirige a las autoridades jurisdiccionales, motivando su 
pronunciamiento. Su fundamento se encuentra en el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme al cual 
corresponde al Estado mexicano impartir justicia a través de las 
instituciones y procedimientos previstos para tal efecto. Así, es 
perfectamente compatible con el artículo constitucional referido, que el 
órgano legislativo establezca condiciones para el acceso a los tribunales y 
regule distintas vías y procedimientos, cada uno de los cuales tendrá 
diferentes requisitos de procedencia que deberán cumplirse para justificar 
el accionar del aparato jurisdiccional, dentro de los cuales pueden 
establecerse, por ejemplo, aquellos que regulen: i) la admisibilidad de un 
escrito; ii) la legitimación activa y pasiva de las partes; iii) la 
representación; iv) la oportunidad en la interposición de la acción, 
excepción o defensa, recurso o incidente; v) la competencia del órgano 
ante el cual se promueve; vi) la exhibición de ciertos documentos de los 
cuales depende la existencia de la acción; y, vii) la procedencia de la vía. 
En resumen, los requisitos de procedencia, a falta de los cuales se 
actualiza la improcedencia de una acción, varían dependiendo de la vía 
que se ejerza y, en esencia, consisten en los elementos mínimos 
necesarios previstos en las leyes adjetivas que deben satisfacerse para la 
realización de la jurisdicción, es decir, para que el juzgador se encuentre 
en aptitud de conocer la cuestión de fondo planteada en el caso sometido 
a su potestad y pueda resolverla, determinando los efectos de dicha 
resolución. Lo importante en cada caso será que para poder concluir que 
existe un verdadero acceso a la jurisdicción o a los tribunales, es 
necesario que se verifique la inexistencia de impedimentos jurídicos o 
fácticos que resulten carentes de racionalidad, proporcionalidad o que 
resulten discriminatorios. 
 
Amparo directo en revisión 993/2015. **********. 17 de febrero de 2016. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
¹ La tesis de jurisprudencia 1a./J. 42/2007 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXV, abril de 2007, página 124, registro 172759. 



 
 

 
 

 

 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintinueve de junio de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta de junio de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXCV/2016 (10a.) 
 
         

COSTAS. EL ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, QUE ESTABLECE LA CONDENA A SU PAGO AL QUE 
FUERE CONDENADO EN DOS SENTENCIAS CONFORMES DE TODA 
CONFORMIDAD, ES ACORDE CON EL DERECHO DE ACCESO A LA 
JURISDICCIÓN. El precepto referido, en su párrafo primero, prevé dos 
sistemas para la condena en costas, uno subjetivo y otro objetivo. Según 
el primero, de cariz sancionador, serán condenados quienes actúen con 
temeridad o mala fe; en contraposición, en el segundo, el Juez está 
obligado a imponerla a quienes actualicen alguno de los supuestos 
previstos en el artículo en comento, es decir, se extrae del ámbito 
discrecional del juzgador la imposición de una condena en costas. En este 
sentido, el legislador ha regulado en las cinco fracciones contenidas en el 
artículo 1084 del Código de Comercio, los casos en que se presume que 
la parte que injustificadamente ha sido sometida a un procedimiento 
jurisdiccional debe ser compensada o indemnizada. De esta forma, la 
racionalidad de cada supuesto varía ante la existencia de un elemento 
que, aparentemente, hace innecesario el sometimiento de la vencedora a 
un juicio o a ciertas instancias de éste. Así, la clave para entender este 
sistema de condena en costas radica en el “sometimiento injustificado” a 
un proceso judicial, el cual tiene una característica especial pues, de 
entrada, no presume que del simple hecho de iniciar un proceso o litigarlo, 
resulte un uso desmedido o innecesario del aparato jurisdiccional, sino 
que exige la consideración de diversos factores que tornan innecesaria la 
tramitación o continuación de ciertos litigios. Ahora bien, el artículo 1084, 
fracción IV, del Código de Comercio, que prevé la condena a su pago 
cuando se condene en dos sentencias conformes de toda conformidad, es 
acorde con el derecho de acceso a la jurisdicción, toda vez que la 
condena en costas opera como una consecuencia necesaria de la 
emisión de dos sentencias idénticas dentro de una misma secuela 
procesal, lo cual presume la existencia de un reclamo injustificadamente 
reiterativo de una de las partes. Esto es, no se sanciona el ejercicio del 
derecho de acceso a la jurisdicción ni el hecho de ejercerlo en un asunto 
respecto del cual no se obtiene un fallo favorable, pues lo que el precepto 
regula es la procedencia de una medida de reparación consistente en el 
reintegro o restitución de las costas incurridas por una parte, ante la 
insistencia de su contraria de prolongar un litigio a una segunda instancia, 
sin haber presentado argumentos suficientes para variar, cuando menos 
en algún elemento –incluso mínimo, según se sostuvo en la jurisprudencia 
de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 1a./J. 
129/2009–, el sentido de la sentencia; además, el precepto puede 
aplicarse también a la demandada, de modo que la consecuencia prevista 
no afecta únicamente a quien motiva el inicio del proceso judicial. 
 
Amparo directo en revisión 993/2015. **********. 17 de febrero de 2016. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 129/2009 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, mayo de 
2010, página 289, con el rubro: “COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. CUANDO TANTO 
EL ACTOR COMO EL DEMANDADO OBTIENEN EN PRIMERA INSTANCIA 
SENTENCIA PARCIALMENTE FAVORABLE Y AL APELARLA POR AMBOS SE 
MODIFICA ÚNICAMENTE POR EL RECURSO DE UNO, AGRAVANDO LA SITUACIÓN 



 
 

 
 

 

DEL OTRO, NO SE ACTUALIZA EL SUPUESTO PREVISTO EN LA FRACCIÓN IV DEL 
ARTÍCULO 1,084 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, POR LO QUE CADA UNO DEBE 
SOPORTAR LAS QUE HAYA ORIGINADO.” 
 

LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintinueve de junio de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta de junio de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXCVI/2016 (10a.) 
 
         

ASISTENCIA CONSULAR. COMPRENDE LOS DIVERSOS DERECHOS 
HUMANOS DE LA PERSONA EXTRANJERA DETENIDA DE CONTAR 
CON UN TRADUCTOR, DE SER ASISTIDO LEGALMENTE POR UN 
DEFENSOR PÚBLICO O PRIVADO Y DE CONTAR CON EL APOYO DE 
LA OFICINA CONSULAR DE SU PAÍS DE ORIGEN. Esta Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que entre las 
medidas de compensación comunes a favor de la persona extranjera 
detenida para enfrentar un juicio penal en condiciones de igualdad, se 
encuentran: el derecho a contar con un traductor y a ser asistido 
legalmente por un defensor privado o público, según su deseo. En este 
caso, el traductor cumple con la función de expresar en el idioma del 
extranjero detenido lo que está escrito o expresado en la lengua del país 
en el que se encuentra detenido y sujeto a proceso, limitándose a 
expresar el significado de un texto elaborado por un tribunal o de los 
discursos orales de los funcionarios judiciales que participan en las 
diligencias, con la finalidad de que la persona extranjera entienda el 
sentido semántico de los términos; esto es, su labor se limita a la 
traducción, sin comprender las labores de defensa y asistencia jurídica. 
En cambio, el defensor es un abogado que cumple con la función de 
brindar apoyo jurídico a la persona extranjera detenida. Su labor se limita 
a las actuaciones judiciales sin comprender necesariamente las del 
traductor. En consecuencia, ambas asistencias son complementarias. Sin 
embargo, no solo la asistencia del traductor y del defensor son suficientes 
para garantizar que el extranjero detenido enfrente el proceso penal en 
condiciones de igualdad procesal, pues también se requiere el apoyo de 
la oficina consular del país de origen para que desarrolle acciones de 
asistencia y protección, así como un acompañamiento con fines 
humanitarios. Es decir, el cónsul cumple así con la función de garantía 
para prevenir posibles violaciones a los derechos humanos de la persona 
extranjera detenida, así como de protección y defensa de los mismos. Por 
ello, el funcionario consular asume, además, la función de intérprete de 
las condiciones y circunstancias en las que se encuentra su connacional 
detenido, pues por existir afinidad cultural entre ambos, la intervención del 
cónsul le permite a la persona extranjera detenida comprender a 
cabalidad las consecuencias de sus decisiones en un contexto judicial 
ajeno a su realidad cultural y jurídica. De esta manera, con motivo de la 
intervención del cónsul de su país, la persona extranjera detenida puede 
entender acciones, dichos y sucesos que, frecuentemente, son 
entendidos de diferentes modos en su país de origen y en el país en el 
que se encuentra detenido. Con la información traducida en contexto y 
proporcionada por el cónsul, la persona extranjera detenida puede ejercer 
su derecho a la defensa de manera plena, en condiciones de igualdad 
jurídica y material frente a la acusación que enfrenta por parte del 
Ministerio Público. Por tanto, es trascendental el carácter técnico de la 
asistencia consular a fin de determinar que sea real y efectiva. Lo que 
implica no solamente que se proporcione la asistencia jurídica mediante 
perito en Derecho, sino que la efectividad de la defensa incluya elementos 
básicos de la tutela judicial a fin de preservar todos los derechos de 
defensa de la persona extranjera. Esta exigencia implica que la asistencia 
técnica se otorgue de forma inmediata a la detención, ya que es en ese 
espacio temporal donde adquiere especial importancia la comprensión de 
la acusación, de los derechos que le asisten al detenido, del sistema 
penal al que se enfrenta, de los efectos de la primera declaración ante las 
autoridades, así como la toma de decisiones relativas al contacto o 



 
 

 
 

 

contratación de un abogado local a fin de establecer una línea en la 
defensa. En definitiva, la importancia del derecho a la notificación, 
contacto y asistencia consular radica en que se configura no sólo como un 
derecho en sí mismo, sino como un derecho instrumental para la defensa 
de los demás derechos e intereses de los que sean titulares los 
extranjeros. Por otro lado, en relación con el derecho al contacto consular 
por la persona extranjera detenida y sujeta a un procedimiento de carácter 
penal, podría preconcebirse que la comunicación de la detención al 
consulado del país del que es nacional el extranjero deba operar de 
manera inmediata a fin de salvaguardar los derechos de defensa 
adecuada y acceso a la jurisdicción del Estado en condiciones de 
igualdad; sin embargo, ello no opera de esta forma. Existen razones que 
permiten la disponibilidad del derecho por parte del extranjero, que se 
actualizan como por ejemplo cuando éste no quiere que su Estado se 
entere del lugar en que se encuentra por tener la condición de perseguido 
político. Circunstancia en la que entran en ponderación la protección de 
acceso efectivo a la justicia del Estado del que es extranjero el detenido y 
la protección de su vida, integridad física, libertad, etcétera, con motivo de 
la persecución de la que es objeto. 
 
Amparo directo 72/2012. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien 
formuló voto concurrente y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintinueve de junio de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, treinta de junio de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXCVII/2016 (10a.) 
 

       
CONSENTIMIENTO INFORMADO EN MATERIA MÉDICO-SANITARIA. 
SUS FINALIDADES Y SUPUESTOS NORMATIVOS DE SU 
EXCEPCIÓN. Derivado de lo resuelto por la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en la contradicción de tesis 93/2011, puede 
afirmarse que el consentimiento informado en materia médico-sanitaria 
cumple una doble finalidad: por un lado, constituye la autorización de una 
persona para someterse a procedimientos o tratamientos médicos que 
pueden incidir en su integridad física, salud, vida o libertad de conciencia 
y, por otro lado, es una forma de cumplimiento por parte de los médicos 
del deber de informar al paciente sobre el diagnóstico, tratamiento y/o 
procedimiento médico, así como de las implicaciones, efectos o 
consecuencias que pudiera traer a su salud, integridad física o vida. 
Consecuentemente, como lo prevén los artículos 50 de la Ley General de 
Salud y 80 del Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de 
Prestación de Servicios de Atención Médica, este consentimiento deberá 
recabarse al ingreso al hospital de una persona a fin de poder practicarle 
los procedimientos médico-quirúrgicos para su debida atención como 
usuario de ese servicio de salud, así como previamente a cada 
procedimiento que entrañe un alto riesgo para el paciente. No obstante, la 
propia normativa reglamentaria permite a su vez casos de excepción a 
esta regla general de la aquiescencia en cada caso que entrañe un alto 
riesgo para el paciente. Dicha excepción consiste en que cuando concurra 
un caso de urgencia o el paciente se encuentre en un estado de 
incapacidad transitoria o permanente y tampoco sea posible que su 
familiar más cercano, tutor o representante autorice los tratamientos o 
procedimientos médico-quirúrgicos necesarios, los médicos de que se 
trate, previa valoración del caso y con el acuerdo de dos de ellos, 
realizarán el tratamiento o procedimiento que se requiera, dejando 
constancia por escrito en el expediente clínico de dicho actuar, de 
conformidad con el artículo 81 del reglamento citado. Ahora, si bien esta 
norma no establece claramente cuáles son los momentos en que se 
actualiza la denominada “ausencia” de los familiares, tutores o 
representantes o la concurrencia de un caso urgente, de una 
interpretación sistemática y teleológica de su contenido, se advierte que 
su ámbito de aplicación requiere, en primer lugar, que cuando el paciente 
se encuentre en un estado de incapacidad y las circunstancias fácticas lo 
permitan, deberá recabarse de manera forzosa la autorización para el 
respectivo tratamiento o procedimiento por parte de su familiar más 
cercano, tutor o representante; sin embargo, cuando tales personas no se 
encuentren en el hospital y/o el tratamiento o procedimiento del 
padecimiento del paciente sea de un carácter urgente (estado de 
necesidad) que, si se aguarda la aludida autorización, conllevaría a una 
afectación grave o irreversible a la integridad física, salud o vida del 
paciente, entonces dicho tratamiento o procedimiento podrá efectuarse 
bajo el acuerdo de dos médicos (en el caso de que físicamente existan en 
ese lugar, pues hay servicios de salud en el país donde no están 
asignados dos de ellos) y ante su más estricta responsabilidad, con el 
condicionamiento de que se asiente la valoración del caso y toda la 
información pertinente en el expediente clínico. 
 
Amparo directo 51/2013. **********. 2 de diciembre de 2015. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
formuló voto concurrente en el que se aparta de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó 



 
 

 
 

 

su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha seis de julio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, siete de julio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXCVIII/2016 (10a.) 
 
       

RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL POR 
NEGLIGENCIA MÉDICA. ESTÁNDAR PARA VALORAR SI EL 
INCUMPLIMIENTO DE LA NORMATIVA QUE REGULA UN 
EXPEDIENTE CLÍNICO ACTUALIZA O NO UNA CONDUCTA 
NEGLIGENTE. En materia de responsabilidad civil extracontractual 
médico-sanitaria, la obligación de los profesionistas e instituciones 
médicas es de medios y no de resultados, ya que a lo que están sujetas 
las personas que brindan estos servicios es a realizar todas las conductas 
necesarias para la consecución de su objetivo según las experiencias de 
la lex artis. En ese sentido, el incumplimiento de las pautas establecidas 
en la Norma Oficial Mexicana NOM-168-SSA1-1998, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 30 de septiembre de 1999 (que ya fue 
abrogada por la diversa NOM-004-SSA3-2012, publicada en el citado 
medio de difusión oficial el 15 de octubre de 2012), en la que se regulan 
los elementos y condiciones que debe cumplir un expediente clínico, no 
conlleva de manera automática el acreditamiento de una conducta 
culposa ni implica forzosamente la responsabilidad del personal médico-
sanitario, dado que en este tipo de acciones se tienen que acreditar todos 
los elementos de la responsabilidad civil, incluyendo la comprobación de 
la culpa y su relación con el daño. Así, la actuación diligente del personal 
médico-sanitario puede efectuarse con independencia de la perfecta o 
imperfecta integración del expediente clínico. Es decir, podrá haber casos 
en que el expediente cumpla con todos los requisitos de la Norma Oficial 
Mexicana, pero a pesar de ello se actualice una conducta negligente en la 
atención médica de una persona y viceversa. Por tanto, si bien el acto 
médico es una actuación compleja que debe examinarse en su conjunto y 
que conceptualmente se conforma por distintas etapas (diagnóstica, 
terapéutica y recuperatoria), debe resaltarse que aun cuando la 
elaboración del expediente clínico integra parte de ese acto médico y está 
estrechamente vinculada con el resto de las actuaciones en la atención 
del paciente, el simple incumplimiento de cualquiera de los requisitos, 
elementos o pautas que marca la Norma Oficial Mexicana aplicable no 
produce forzosamente que la conducta del respectivo profesionista se 
vuelva dolosa o negligente, pues dependerá del contenido de esa norma y 
su regulación del acto médico como parte integrante de la lex artis ad hoc. 
Consecuentemente, cuando se advierta que existe un expediente clínico 
incompleto o mal integrado, a partir del resto de pruebas presentes en el 
juicio y atendiendo a la carga de la prueba que corresponde a cada parte, 
el juzgador deberá analizar los supuestos incumplidos de la Norma Oficial 
Mexicana respectiva para la conformación o integración del expediente 
clínico y verificar si su falta de acatamiento o indebido cumplimiento es el 
acto o parte del acto o la omisión que produjo el daño o si a partir de esa 
circunstancia se produjo una ausencia de información que conllevó la 
pérdida de la oportunidad de corregir el daño o a impedir que éste 
ocurriera. 
 
Amparo directo 51/2013. **********. 2 de diciembre de 2015. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
formuló voto concurrente; José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez 
Valadez. 
 



 
 

 
 

 

LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha seis de julio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, siete de julio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXCIX/2016 (10a.) 
 

       
CONSENTIMIENTO INFORMADO EN MATERIA MÉDICO-SANITARIA. 
JUSTIFICACIÓN DE SU SUPUESTO DE EXCEPCIÓN. El 
consentimiento informado es un requisito que se desprende legalmente 
del “Capítulo IV. Usuarios de Salud y Participación de la Comunidad” de la 
Ley General de Salud y consiste en el derecho del paciente de otorgar o 
no su consentimiento válidamente informado en la realización de 
tratamientos o procedimientos médicos como consecuencia necesaria o 
explicitación de los derechos a la vida, integridad física y libertad de 
conciencia. No obstante, el artículo 81 del Reglamento de la Ley General 
de Salud en Materia de Prestación de Servicios de Atención Médica prevé 
que cuando concurra un caso de urgencia o el paciente se encuentre en 
un estado de incapacidad transitoria o permanente y no sea posible 
obtener la autorización de su familiar más cercano, tutor o representante 
para los tratamientos o procedimientos médico-quirúrgicos necesarios, los 
médicos de que se trate, previa valoración del caso y con el acuerdo de 
dos de ellos, realizarán el tratamiento o procedimiento que se requiera, 
dejando constancia por escrito en el expediente clínico de dicho actuar. 
En ese sentido, aun cuando pudiera parecer que es un contrasentido que 
ese estado de urgencia sea una excepción a la concurrencia de un 
consentimiento informado expreso para efectuar un acto médico que 
entrañe un alto riesgo para el paciente, pues precisamente la respectiva 
autorización es la forma en que el sistema jurídico respeta la libertad de 
esa persona para decidir sobre su propio cuerpo, lo cierto es que el propio 
sistema jurídico realiza una ponderación entre la voluntad del paciente y 
las obligaciones que tiene todo personal médico-sanitario de emprender 
las acciones necesarias para respetar y proteger el derecho a la salud, la 
integridad y/o vida de una persona. Así, el caso de urgencia que justifica 
el acto médico a pesar de la ausencia de consentimiento del paciente, es 
la forma en que el ordenamiento jurídico reconcilia ambos valores, 
preponderando la protección de la salud, pero sujetando 
consecuentemente al médico o diverso profesional médico-sanitario a un 
estándar más alto para acreditar su debida diligencia médica: tendrá que 
demostrar que esa actuación era imperiosa para la protección de la 
integridad o vida del paciente y deberá hacerlo en acuerdo con otro 
profesional médico, asentando sus razones para acreditar el estado de 
urgencia y detallando toda información relevante en el expediente clínico, 
bajo su más estricta responsabilidad. Esta determinación no prejuzga 
sobre los supuestos de negativa de consentimiento por objeción de 
conciencia o libertad religiosa. Por tanto, el acto médico que involucre un 
alto riesgo al paciente que fue realizado sin acreditarse un caso de 
urgencia o sin recabarse el debido consentimiento informado, se reputará 
como una negligencia médica por transgresión a la lex artis ad hoc, si se 
tiene por satisfecho el resto de los elementos de la acción: la existencia 
de un daño y que tal acto negligente originó o fue un factor determinante 
en su producción. 
 
Amparo directo 51/2013. **********. 2 de diciembre de 2015. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
formuló voto concurrente, en el que se aparta de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis; José Ramón Cossío Díaz, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 



 
 

 
 

 

LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha seis de julio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, siete de julio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CC/2016 (10a.) 
 
       

PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE ATENCIÓN MÉDICA. EL DEBER DE 
INFORMAR Y SU RECONOCIMIENTO EN EL ORDENAMIENTO 
JURÍDICO. En atención a lo previsto en los artículos 51 de la Ley General 
de Salud y 48 del Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de 
Prestación de Servicios de Atención Médica, esta Primera Sala considera 
que el profesionista médico tiene una obligación de aportar al paciente 
todos los elementos necesarios para que éste tome una decisión libre e 
informada sobre su tratamiento o ausencia del mismo, lo cual tiene 
sustento directo en el respeto y  protección de los derechos a la integridad 
corporal, salud, conciencia, intimidad y vida de todo paciente; es decir, 
toda vez que estos derechos no pueden ser afectados o incididos más 
que por voluntad expresa de una persona, en el ordenamiento jurídico se 
reconoce el deber de informar, que radica en un derecho de todo usuario 
de la atención médica y una obligación del respectivo profesionista 
médico-sanitario de otorgar los elementos informativos necesarios a fin de 
que tales usuarios tomen una determinación adecuada a sus intereses en 
relación con su propio cuerpo. 
 
Amparo directo 51/2013. **********. 2 de diciembre de 2015. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha seis de julio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, siete de julio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCI/2016 (10a.) 
       

PRECLUSIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA DISTINCIÓN LEGISLATIVA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN III, INCISO A), DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
QUE ESTABLECE QUE NO PODRÁN INVOCARSE VIOLACIONES 
PROCESALES EN EL AMPARO ADHESIVO, SI NO SE HICIERON 
VALER EN UN PRIMER AMPARO, SIN INCLUIR LAS COMETIDAS EN 
EL DICTADO DE LA SENTENCIA, ES RAZONABLE. De la 
interpretación literal y teleológica del artículo 107, fracción III, inciso a), de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, relacionado con 
el artículo 182 de la Ley de Amparo, se advierte que las partes están 
obligadas a hacer valer todas las violaciones procesales desde el primer 
amparo, sin hacer referencia a las violaciones en el dictado de la 
sentencia. Dicha distinción es razonable, pues estas últimas provocan una 
menor dilación para obtener sentencia definitiva, ya que dependen del 
ejercicio deliberativo de los tribunales que puede darse en un mismo 
momento, el cual incluso está vinculado a los tiempos del cumplimiento de 
las sentencias de amparo. En cambio, las violaciones procesales 
requieren de un lapso mayor para su desahogo, al ser actos previos al 
dictado de la sentencia, de ahí que el Poder Reformador considerara 
necesario que se hicieran valer en un mismo momento. Además, toda vez 
que las violaciones en el dictado de la sentencia dependen del ejercicio 
deliberativo del órgano jurisdiccional, resultaría difícil establecer una regla 
general de preclusión, pues este tipo de violaciones puede depender de 
las consideraciones que lleve a cabo la autoridad responsable en 
cumplimiento a la sentencia. Por ese motivo, imponer una carga procesal 
a las partes respecto de una violación en el dictado de la sentencia 
cuando se obtuvo sentencia favorable, podría generar incertidumbre, al no 
estar delimitado qué tipo de violaciones en el dictado de la sentencia 
debieron hacerse valer desde un primer momento y cuales surgieron con 
posterioridad al cumplirse la sentencia. Dicha situación obligaría a las 
partes a realizar un ejercicio especulativo respecto a la posible violación 
que se ocasionaría al cumplirse la sentencia; de ahí que pueda 
considerarse válido que el Poder Reformador hubiese excluido imponer 
una carga respecto de este tipo de violaciones cuando se obtuvo una 
sentencia favorable. 
 
Amparo directo en revisión 337/2015. **********. 26 de agosto de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Ricardo Antonio Silva 
Díaz. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha seis de julio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, siete de julio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCII/2016 (10a.) 
 
       

PRECLUSIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL RECLAMO DE LAS 
VIOLACIONES COMETIDAS EN EL DICTADO DE LA SENTENCIA NO 
PRECLUYE SI NO FUERON HECHAS VALER EN UN AMPARO 
ADHESIVO PREVIO, POR EL HECHO DE HABER OBTENIDO 
SENTENCIA FAVORABLE. El órgano reformador de la Constitución 
estableció dos figuras amplias para lograr la celeridad en la resolución 
definitiva de los asuntos; i) la obligación a los órganos colegiados de 
resolver, en la medida de lo posible, conforme a la lógica y las reglas del 
procedimiento la litis planteada; ii) la obligación de las partes de hacer 
valer el mayor número de argumentos, a través de los amparos principal y 
adhesivo que en su caso procedan; asimismo, para dar coercibilidad a la 
obligación de las partes, estableció válidamente una carga procesal, 
respecto de aquellas violaciones procesales que no se hagan valer, al 
señalar que no podrán ser invocados en un amparo posterior, aquellos 
argumentos que debieron hacerse valer desde uno anterior. Así, de una 
interpretación literal y teleológica del artículo 107, fracción III, inciso a), de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con 
el artículo 182 de la Ley de Amparo, es factible concluir que si la parte 
interesada no promueve el amparo adhesivo alegando todas las 
violaciones procesales que le afecten o le puedan afectar, no podrá 
posteriormente acudir a un nuevo juicio de garantías para alegar dichas 
violaciones cometidas en su contra, siempre que haya tenido la 
oportunidad de hacerlas valer en el primer amparo. En cambio, si en un 
primer amparo adhesivo, el adherente que obtuvo sentencia favorable no 
hace valer todas las violaciones de fondo en el dictado de la sentencia, 
ello no tiene como consecuencia que precluya su derecho para alegarlas 
en un nuevo amparo en contra de la sentencia dictada en cumplimiento 
que resulte contraria a sus intereses, ya que la norma constitucional 
únicamente establece que la figura de la preclusión operará respecto de 
violaciones procesales que no se hayan alegado en su oportunidad. 
 
Amparo directo en revisión 337/2015. **********. 26 de agosto de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Ricardo Antonio Silva 
Díaz. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha seis de julio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, siete de julio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 

 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA CCIII/2016 (10a.)  

 
HOMICIDIO. LA AGRAVANTE PREVISTA EN EL ARTÍCULO 126 DEL 
CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE CHIHUAHUA, CUANDO LA 
VÍCTIMA SEA DEL SEXO FEMENINO, ES DISCRIMINATORIA POR NO 
CONTENER EL ELEMENTO FINALISTA CONSISTENTE EN QUE EL 
CRIMEN SE HAYA COMETIDO POR RAZÓN DE GÉNERO. La 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer, define la violencia contra la mujer como 
“cualquier acción o conducta, basada en género, que cause muerte, daño 
o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito 
público como en el privado”. En esa lógica, la protección específica a la 
que alude dicho instrumento internacional consiste en actuar contra la 
violencia que, como manifestación de la discriminación, la situación de 
desigualdad y las relaciones de poder entre hombres y mujeres, se ejerce 
en razón de género. Por su parte, el artículo 126 del Código Penal para el 
Estado de Chihuahua, establece una agravante para el delito de homicidio 
cuando la víctima sea del sexo femenino. Si bien se advierte que dicho 
precepto persigue una finalidad imperiosa, como es garantizar el efectivo 
cumplimiento y respeto del derecho humano de las mujeres a una vida 
libre de violencia y discriminación, la distinción que realiza con apoyo en 
la categoría sospechosa de sexo no está directamente conectada con 
dicho fin. Lo anterior, toda vez que su formulación es sobreinclusiva, pues 
comprende conductas que no están vinculadas necesariamente con privar 
de la vida a una mujer en razón de género, pero las sanciona igualmente. 
Es decir, se centra únicamente en el sexo del sujeto pasivo, omitiendo el 
elemento finalista consistente en que el homicidio sea perpetrado en 
razón de género. En este orden de ideas, el precepto resulta 
discriminatorio, ya que su articulación no logra conducir adecuadamente a 
la finalidad buscada, pues para determinar si el homicidio de una mujer 
fue cometido en razón de género, no basta con identificar el sexo de la 
víctima, sino que se requiere conocer la motivación y el contexto del 
crimen. 
 
Amparo directo en revisión 5267/2014. 9 de marzo de 2016. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló 
voto concurrente, en el que se aparta de las consideraciones contenidas 
en la presente tesis; José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Gabino González Santos 
y Luz Helena Orozco y Villa. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha seis de julio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, siete de julio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCIV/2016 (10a.)  
 

HOMICIDIO POR RAZÓN DE GÉNERO. PARA DETERMINAR TAL 
CIRCUNSTANCIA, NO BASTA CON IDENTIFICAR EL SEXO DE LA 
VÍCTIMA, PUES ES NECESARIO CONOCER LA MOTIVACIÓN Y EL 
CONTEXTO EN EL QUE OCURRIÓ EL CRIMEN. Para determinar si el 
homicidio de una mujer fue cometido en razón de su género, no basta con 
identificar el sexo de la víctima, sino que se requiere conocer la 
motivación y el contexto del crimen, pues es lo que revela si la privación 
de la vida constituye una manifestación de la discriminación, la situación 
de desigualdad y las relaciones de poder entre hombres y mujeres. Esta 
Primera Sala reconoce que tal reconstrucción no está exenta de 
dificultades probatorias, pero de dicha circunstancia no debiera derivarse 
la presunción de que todo daño infligido a una mujer tuvo como 
motivación su género o que se desarrolló en un contexto de dominación, 
pues la misma no es solamente epistemológicamente falsa, sino 
constitucionalmente inadmisible; máxime cuando tal conclusión trae como 
consecuencia una calificativa en la actualización de la agravante del tipo 
penal de homicidio. 
 
Amparo directo en revisión 5267/2014. 9 de marzo de 2016. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló 
voto concurrente, en el que se aparta de las consideraciones contenidas 
en la presente tesis; José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Gabino González Santos 
y Luz Helena Orozco y Villa. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha seis de julio de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, siete de julio de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCV/2016 (10a.) 
 
        

TORTURA. ES INNECESARIO REPONER EL PROCEDIMIENTO 
CUANDO NO EXISTA CONFESIÓN DE LOS HECHOS IMPUTADOS O 
CUALQUIER ACTO QUE CONLLEVE AUTOINCRIMINACIÓN DEL 
INCULPADO. En el criterio emitido por esta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a. 10/2016 (10a.)¹, de 
rubro: “ACTOS DE TORTURA. LA OMISIÓN DEL JUEZ PENAL DE 
INSTANCIA DE INVESTIGAR LOS DENUNCIADOS POR EL 
IMPUTADO, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL 
PROCEDIMIENTO QUE TRASCIENDE A SU DEFENSA Y AMERITA LA 
REPOSICIÓN DE ÉSTE.”, se establece que la omisión de la autoridad 
judicial de investigar una denuncia de tortura como violación a derechos 
fundamentales con repercusión en el proceso penal, constituye una 
violación a las leyes que rigen el procedimiento, que trasciende a las 
defensas del quejoso en términos de los artículos 173, fracción XXII, de la 
Ley de Amparo, 1o., párrafo tercero, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como 1º, 6º, 8º y 10 de la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y, 
consecuentemente, debe ordenarse la reposición del procedimiento de 
primera instancia para realizar la investigación correspondiente y analizar 
la denuncia de tortura, únicamente desde el punto de vista de violación de 
derechos humanos dentro del proceso penal, a efecto de corroborar si 
existió o no dicha transgresión para los fines probatorios correspondientes 
al dictar la sentencia. No obstante, en aquellos casos en que no exista 
confesión o algún otro acto que implique autoincriminación como 
consecuencia de los actos de tortura alegados, no resulta procedente 
ordenar la reposición del procedimiento de conformidad con la 
jurisprudencia antes citada, pues en esos supuestos la violación a 
derechos humanos derivada de la tortura carece de trascendencia en el 
proceso penal por no haber impacto; sin embargo, fuera de esos 
supuestos de excepción, deberá procederse como se describe en el 
criterio jurisprudencial de referencia. Es decir, que la jurisprudencia a que 
se alude tendrá aplicación siempre que se trate de asuntos en los que, 
como consecuencia de la tortura, se haya verificado la confesión o 
cualquier manifestación incriminatoria del inculpado, porque en tal caso, la 
autoridad jurisdiccional estará obligada a realizar una investigación a fin 
de determinar si se actualizó o no la tortura y, de corroborarse ésta, 
deberá ceñirse a los parámetros constitucionales fijados en relación con 
las reglas de exclusión de las pruebas ilícitas, esto es, que de no 
acreditarse el señalado supuesto de excepción, el citado criterio 
jurisprudencial operará en sus términos.   
 
Amparo directo en revisión 6564/2015. 18 de mayo de 2016. Mayoría 
de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Norma Lucía 
Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alfonso Francisco Trenado Ríos. 
 
¹La tesis jurisprudencial 1a. 10/2016 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 29, 
Tomo II, página 894, registro 2011521. 

 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 



 
 

 
 

 

JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha diez de agosto de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, once de agosto de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCVI/2016 (10a.) 
 
         

VÍA SUMARIA HIPOTECARIA. CONSTITUYE UNA VÍA PRIVILEGIADA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO). Para el ejercicio de una 
acción en la vía sumaria hipotecaria se requieren ciertas condiciones 
adicionales a las ordenadas para ejercer la acción de pago en la vía 
ordinaria. Así, la primera de aquéllas se funda en un título, de tal fuerza, 
que constituye una presunción iuris tantum de que el derecho del actor es 
legítimo y está suficientemente probado para ser atendido desde luego, 
como es el caso de una escritura pública inscrita en el Registro Público de 
la Propiedad, lo cual justifica los privilegios que esta vía otorga al actor, 
tales como permitirle, como acreedor hipotecario, inscribir en el Registro 
la cédula hipotecaria, con el objeto de asegurar el cumplimiento de la 
sentencia, en el entendido de que durante el juicio la parte demandada 
tendrá la oportunidad de desvirtuar la presunción antes mencionada, y 
que no podrá ordenarse ejecución sobre aquél hasta que se dicte y quede 
firme una sentencia condenatoria. Por tanto, la vía sumaria hipotecaria 
constituye una vía privilegiada que beneficia al acreedor hipotecario 
siempre que cumpla con los requisitos que se le exigen para acceder a 
dicha vía, pues le facilita un procedimiento con plazos mucho más cortos 
que le permiten cobrar su crédito en un lapso menor, además de que le 
genera una mayor seguridad jurídica, porque desde el inicio del 
procedimiento se ordena la inscripción de la cédula hipotecaria en el 
Registro Público de la Propiedad, lo que impide que terceros puedan 
pretender embargar el inmueble o realizar anotaciones durante la 
tramitación del juicio. 
 
Amparo directo en revisión 3685/2014. **********. 14 de octubre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha diez de agosto de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, once de agosto de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCVII/2016 (10a.) 
 
         

JUICIO HIPOTECARIO. INTERPRETACIÓN CONFORME DEL 
ARTÍCULO 669, PÁRRAFO ÚLTIMO, DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE JALISCO, CON EL 
ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. El artículo 669, del Código de Procedimientos 
Civiles del Estado de Jalisco, debe interpretarse de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en la que la expresión: “se regirá por las presentes 
reglas todo juicio que tenga por objeto”, debe entenderse en el sentido de 
que, a través de la vía especial hipotecaria, no pueden desahogarse 
pretensiones distintas a las ahí establecidas; sin embargo, ello no significa 
que su objeto sea impedir que puedan hacerse valer en otras vías cuando 
ello sea procedente, lo cual es acorde con la exposición de motivos de la 
reforma que introdujo el plazo de un año para que opere la caducidad de 
la vía sumaria hipotecaria. Así, para sostener la constitucionalidad del 
artículo 669 citado, es necesario interpretarlo en el sentido de que la 
restricción de un año para el ejercicio de la vía hipotecaria no impide que 
el acreedor hipotecario pueda ejercer su acción mediante la vía ordinaria, 
una vez caducada aquélla; en el entendido de que para dichos efectos 
tendrá que cumplir con los requisitos que la misma establezca y tendrá 
que sujetarse a lo ordenado en su regulación. Por tanto, si ejerce su 
acción de pago en la vía ordinaria, no podrá embargar el bien hipotecado 
desde un inicio, sino sólo en caso de que obtenga sentencia favorable, y 
sólo podrá realizarse el valor de la hipoteca en los términos establecidos 
en la etapa de ejecución de sentencia. Asimismo, mientras siga vigente la 
vía hipotecaria, el acreedor estará obligado a hacer uso de ésta y no 
podrá emplear otra para el ejercicio de su acción. 
 
Amparo directo en revisión 3685/2014. **********. 14 de octubre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha diez de agosto de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, once de agosto de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCVIII/2016 (10a.) 
         

ACCIÓN HIPOTECARIA. PUEDE EJERCERSE CONJUNTAMENTE 
CON LA ACCIÓN PERSONAL CONTRA EL DEUDOR, CUANDO LA 
PROPIEDAD SOBRE EL BIEN HIPOTECADO FUE TRANSMITIDA A 
UN TERCERO DESPUÉS DE CONSTITUIDA LA HIPOTECA, Y LA VÍA 
SUMARIA HIPOTECARIA HA CADUCADO (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE JALISCO). Una vez que ha caducado la vía hipotecaria, el 
acreedor debe tener acceso a la vía ordinaria para hacer valer su 
pretensión, de forma que pueda ejercer conjuntamente su acción personal 
contra su deudor hipotecario, y su acción real contra el tercero, propietario 
del bien hipotecado, pues no hay sustento legal para impedir que en una 
misma demanda puedan ejercerse simultáneamente una acción real y 
una personal derivadas de una misma causa. El ejemplo más claro es el 
del deudor que coincide con ser el titular del bien inmueble hipotecado. En 
ese caso, el acreedor hipotecario tiene una acción real en su contra por 
ser el titular del bien hipotecado, pero a su vez tiene una acción personal 
por ser el deudor principal de su crédito, y si el acreedor hipotecario no 
ejerce las acciones personal y real simultáneamente, pierde la que no 
haya ejercido en los términos del artículo 27, párrafo primero, del Código 
de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco. Lo que lleva a concluir 
que no sólo es posible, sino que es obligatorio para el acreedor 
hipotecario, ejercer la acción real y la personal simultáneamente para no 
perder alguna de ellas; sin embargo, no hay justificación para no sostener 
el mismo criterio cuando dichas acciones se dividen en dos sujetos. De 
los artículos 174 y 175 del Código de Procedimientos Civiles del Estado 
de Jalisco, deriva que cuando las acciones provengan de una misma 
causa, aunque sean distintas las cosas o las personas contra quienes se 
ejercitan, procede la conexidad, cuyo efecto es que un mismo juzgador 
conozca simultáneamente de las acciones que fueron ejercidas por 
separado. De ahí que si la ley permite, por economía procesal y para 
evitar el dictado de sentencias contradictorias, que las acciones que 
derivan de una misma causa se reúnan en un solo juicio y se estudien 
conjuntamente, entonces el acreedor hipotecario puede y debe ejercer 
conjuntamente su acción personal en contra de su deudor hipotecario, y 
su acción real en contra del tercero, propietario del bien hipotecado, 
naturalmente especificando las prestaciones que requiere de cada uno de 
ellos, en calidad de demandados. 
 
Amparo directo en revisión 3685/2014. **********. 14 de octubre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha diez de agosto de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, once de agosto de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
MSN/lgm. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCIX/2016 (10a.) 
 
         

PROCEDIMIENTO ABREVIADO. DIFERENCIAS JURÍDICAS ENTRE 
LOS CONCEPTOS “CONFESIÓN” CONFORME AL SISTEMA 
PROCESAL PENAL TRADICIONAL MIXTO/ESCRITO, Y 
“RECONOCIMIENTO” O “ACEPTACIÓN” DEL HECHO SEÑALADO EN 
LA LEY COMO DELITO, ACORDE AL SISTEMA PROCESAL PENAL 
ACUSATORIO. Para establecer las diferencias jurídicas entre los 
conceptos referidos, es útil considerar los artículos 207 y 287 del Código 
Federal de Procedimientos Penales, que regulan la confesión en el 
sistema procesal penal mixto/escrito, de los cuales se advierte, entre otras 
cuestiones, que aquélla es una declaración que debe emitirse 
voluntariamente ante el Ministerio Público o la autoridad jurisdiccional, 
sobre hechos propios del declarante que constituyan el tipo delictivo 
materia de la acusación, lo que debe hacerse con pleno conocimiento del 
procedimiento y del proceso, sin coacción alguna, en presencia de su 
defensor y con las formalidades legales que regula dicho sistema procesal 
penal. Por su parte, la “aceptación” en el procedimiento abreviado debe 
realizarse forzosamente ante la autoridad judicial, con las reglas del 
sistema procesal penal acusatorio y bajo los términos en que lo haya 
especificado el Ministerio Público en su escrito de acusación, es decir, en 
las modalidades y con la calificación jurídica establecida en el escrito 
correspondiente, la cual, aceptada en sus términos, no admite objeciones 
o variantes; ello, aunado al hecho de que las referidas figuras “confesión” 
y “aceptación” de la participación en el delito se dan en niveles distintos; 
esto es, mientras que la “confesión” constituye un indicio que alcanza el 
rango de prueba plena cuando se corrobora por otros elementos de 
convicción, la “aceptación” del inculpado de su responsabilidad no 
constituye una prueba ni un dato de prueba, pues se trata del simple 
asentimiento de la acusación en los términos en que la formula el 
acusador, que cumple con un requisito de procedencia para la tramitación 
del procedimiento abreviado. En efecto, la “confesión” del inculpado no 
tiene otra finalidad que la de reconocer su participación en la comisión del 
delito imputado; mientras que la “aceptación” voluntaria de la 
participación, se hace con el objetivo específico de terminar en forma 
anticipada el proceso penal; que se tramite en el procedimiento referido, y 
se disfrute de los beneficios legales que procedan, tales como la 
obtención de penas menos estrictas. Así, la “aceptación” de la 
responsabilidad en los ilícitos atribuidos no constituye una prueba, que 
sólo puede serlo la “confesión” formal de los hechos por parte del 
indiciado y que, en su caso, deberá rendirse en juicio oral, no en el 
procedimiento abreviado. Esto es, cuando el inculpado admite ante 
autoridad judicial su responsabilidad en la comisión del delito atribuido, en 
las modalidades y circunstancias expuestas por el Ministerio Público en el 
escrito de acusación, no está propiamente confesando su participación en 
la comisión de los hechos ilícitos que se le atribuyen, sino que acepta ser 
juzgado a partir de los medios de convicción en que sustentó la acusación 
el Representante Social, para dar procedencia al procedimiento 
abreviado, como forma anticipada de terminación del proceso penal 
acusatorio ordinario. 
 
Amparo directo en revisión 1619/2015. 16 de marzo de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 



 
 

 
 

 

 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha diez de agosto de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, once de agosto de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN /lgm. 

 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCX/2016 (10a.) 
         

PROCEDIMIENTO ABREVIADO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 20, 
APARTADO A, FRACCIÓN VII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. CONSIDERACIONES QUE 
PUEDEN SER MATERIA DE CUESTIONAMIENTO CONSTITUCIONAL 
EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO PROMOVIDO CONTRA LA 
SENTENCIA DEFINITIVA DERIVADA DE AQUÉL. En un juicio de 
amparo directo derivado de un procedimiento abreviado previsto en el 
precepto citado, sólo podrá ser objeto de cuestionamiento la violación al 
cumplimiento de los presupuestos jurídicos fundamentales para la 
procedencia de esa forma de terminación anticipada del proceso penal 
acusatorio, lo cual comprende el análisis de la congruencia, idoneidad, 
pertinencia y suficiencia de los medios de convicción invocados por el 
Ministerio Público en la acusación. Así como, de ser el caso, la imposición 
de penas que sean contrarias a la ley, por ser distintas o mayores a las 
solicitadas por el Representante Social y aceptadas por el acusado; 
además de la fijación del monto de la reparación del daño. En 
contraposición, no podrá ser materia de cuestionamiento constitucional, 
en el referido juicio de amparo directo, la acreditación del delito y la 
responsabilidad penal del acusado, ni la exigibilidad de valoración de 
pruebas, pues ello no tiene aplicación en dicha forma de terminación 
anticipada del proceso penal acusatorio. En ese sentido, como en el 
procedimiento abreviado no están a debate tanto la acreditación del delito 
como la responsabilidad del acusado en su comisión, derivado de su 
aceptación de ser juzgado con base en los medios de convicción que 
sustentan la acusación, dichos elementos no admiten contradicción en 
sede judicial precisamente porque son resultado del convenio asumido 
por las partes en un caso en que el acusado y su defensor concluyen que 
no tienen forma de revertir los elementos que sustentan la acusación. Es 
por ello que el acusado acepta su participación en la comisión del delito 
del que se le acusa, ante el Juez de Control, a cambio de que, a través de 
un procedimiento que permita la terminación anticipada del proceso, se le 
dicte una sentencia con penas inferiores a las que pudieran imponérsele 
como resultado de la tramitación del procedimiento ordinario de juicio oral. 
De no considerarse así, no existirá firmeza en lo acordado con el acusado 
respecto a la aceptación de su participación en el delito a partir de los 
datos de prueba recabados durante la investigación y, menos aún, 
seguridad jurídica para la víctima u ofendido del delito, quien espera que, 
de acuerdo con el daño inicialmente aceptado por el acusado, obtenga 
una reparación proporcional a la afectación que le generó la comisión del 
delito. 
 
Amparo directo en revisión 1619/2015. 16 de marzo de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha diez de agosto de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, once de agosto de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 



 
 

 
 

 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXI/2016 (10a.) 
 
         

PROCEDIMIENTO ABREVIADO. LA ACEPTACIÓN TOTAL DEL 
IMPUTADO DE LA ACUSACIÓN, EN LOS TÉRMINOS EN QUE LA 
FORMULA LA FISCALÍA O EL MINISTERIO PÚBLICO, TIENE UNA 
CONSECUENCIA JURÍDICA TRASCENDENTAL (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE DURANGO). En el procedimiento abreviado es el acusado 
quien, con la asistencia jurídica de su defensor, acepta totalmente los 
hechos materia de la acusación y, por tanto, renuncia a tener un juicio oral 
en el que pueda ejercer el derecho de contradicción probatoria; esta 
circunstancia tiene una consecuencia jurídica trascendental en la apertura 
del procedimiento abreviado, porque en la posición en la que se coloca 
voluntariamente el acusado, debidamente asistido por un defensor 
licenciado en derecho, e informado sobre el alcance y las consecuencias 
jurídicas de aceptar la acusación en los términos en que la formulan la 
fiscalía o el Ministerio Público, excluye la aplicación del principio de 
contradicción probatoria reconocido en el artículo 20 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque ya no estará a debate 
demostrar la comisión del hecho delictivo ni la culpabilidad del acusado, 
mediante elementos de prueba, sino que las partes convienen en tener 
estos presupuestos como hechos probados a partir de los medios de 
convicción en los que se sustenta la acusación, con la finalidad de que la 
autoridad judicial esté en condiciones de dictar sentencia. En ese sentido, 
la aceptación de culpabilidad por el acusado en el procedimiento 
abreviado no es gratuita, sino que deriva de un juicio de ponderación de 
los elementos de defensa con los que se cuenta para hacer frente a la 
acusación. Entonces, ante un grado óptimo de probabilidad de que el 
juicio oral concluya con el dictado de una sentencia condenatoria, con la 
asesoría jurídica de su defensor, el acusado decide voluntariamente 
aceptar su participación en el delito, mediante la admisión de la 
acusación, así como los hechos en que ésta se sustenta, con la finalidad 
de que proceda el mecanismo anticipado de conclusión del proceso, a 
cambio de tener un procedimiento breve y con la posibilidad de obtener 
sanciones de menor intensidad. En este escenario procedimental, que 
parte de tener por admitidos los hechos materia de la acusación, no existe 
una etapa de presentación y desahogo de pruebas, pero lo que sí sucede, 
en términos de los artículos 421 y 422 del Código Procesal Penal del 
Estado de Durango, es que una vez que el juez acepta la apertura del 
procedimiento abreviado, mediante la aplicación de un test estricto de 
verificación de presupuestos, en la audiencia respectiva se le otorga la 
palabra al Ministerio Público para que exponga la acusación, además de 
mencionar las actuaciones y diligencias de la investigación que la 
fundamentan, lo que implica que las partes prevén la posibilidad de 
conciliar en la aceptación de los hechos que sustentan la acusación, a 
partir de los medios de convicción que ha logrado reunir el Ministerio 
Público en la etapa de investigación, con independencia de que aún no 
hayan obtenido el rango de prueba, por no haberse desahogado en juicio 
oral; sin embargo, se aceptan como elementos de convicción suficientes 
para corroborar la acusación y es a través del acuerdo que tiene el 
acusador con el acusado, sobre la aceptación de los hechos materia de la 
imputación y del procedimiento abreviado, como se solicita que se dicte la 
sentencia respectiva. 
 
Amparo directo en revisión 1619/2015. 16 de marzo de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y 



 
 

 
 

 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha diez de agosto de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, once de agosto de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXII/2016 (10a.) 
 
         

PROCEDIMIENTO ABREVIADO. CONNOTACIÓN Y ALCANCES DEL 
PRESUPUESTO DE PROCEDENCIA CONSISTENTE EN QUE 
“EXISTEN MEDIOS DE CONVICCIÓN SUFICIENTES PARA 
CORROBORAR LA IMPUTACIÓN”, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 20, 
APARTADO A, FRACCIÓN VII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. En el precepto constitucional 
citado se establecen, entre otras cuestiones, que puede decretarse la 
terminación anticipada del proceso penal, si el imputado reconoce ante la 
autoridad judicial, voluntariamente y con conocimiento de las 
consecuencias, su participación en el delito, y si “existen medios de 
convicción suficientes para corroborar la imputación”. Ahora bien, la 
locución “medios de convicción suficientes” no puede confundirse, 
interpretarse o asignarle como sentido, que deba realizarse un ejercicio 
de valoración probatoria por parte del juzgador para tener por demostrada 
la acusación formulada por el Ministerio Público, porque la labor del Juez 
de Control se constriñe a figurar como un ente intermedio que funge como 
órgano de control para que se respete el debido proceso y no se vulneren 
los derechos procesales de las partes, y es quien debe determinar si la 
acusación contra el imputado contiene lógica argumentativa, a partir de 
corroborar que existan suficientes medios de convicción que la sustenten; 
es decir, que la aceptación del acusado de su participación en la comisión 
del delito no sea el único dato de prueba, sino que está relacionada con 
otros que le dan congruencia a las razones de la acusación. De no 
considerarse así, no tendría sentido contar con un procedimiento 
abreviado, pues éste se convertiría en un juicio oral un tanto simplificado, 
otorgándole la misma carga al juzgador de valorar los datos de prueba 
para comprobar la acusación y premiando al imputado con el beneficio de 
penas disminuidas. En esta posición, al Juez de Control le corresponde 
verificar que efectivamente se actualicen las condiciones presupuestales 
para la procedencia de la resolución anticipada de la controversia, entre 
ellas, la de analizar la congruencia, idoneidad, pertinencia y suficiencia de 
los medios de convicción invocados por el Ministerio Público en la 
acusación. En ese sentido, en el supuesto de que no existan medios de 
convicción suficientes para corroborar la acusación, es decir, que no 
tenga sustento lógico en otros datos diversos a la aceptación del acusado 
de haber participado en la comisión del delito, el juzgador estará en 
posibilidad de rechazar la tramitación del procedimiento abreviado. 
Consecuentemente, la decisión sobre la procedencia del procedimiento 
referido no depende del ejercicio de valoración de los medios de 
convicción con los que el Ministerio Público sustenta la acusación para 
afirmar la acreditación del delito y la demostración de culpabilidad del 
acusado, pues el Juez de Control no tiene por qué realizar un juicio de 
contraste para ponderar el valor probatorio de cada elemento y, a partir de 
este resultado, formarse convicción sobre la culpabilidad o inocencia del 
sentenciado, ya que ello está fuera de debate, porque así lo convinieron 
las partes. De esta manera, la locución referida deberá entenderse como 
la obligación del juzgador de revisar la congruencia, idoneidad, 
pertinencia y suficiencia de los medios de convicción reseñados por el 
Ministerio Público para sustentar la acusación, y uno de los requisitos 
previos a la admisión de la forma de terminación anticipada del proceso 
penal acusatorio. 
 
Amparo directo en revisión 1619/2015. 16 de marzo de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 



 
 

 
 

 

Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha diez de agosto de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, once de agosto de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXIII/2016 (10a.) 
 
         

PROCEDIMIENTO ABREVIADO. PARÁMETROS DE 
INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL QUE RIGEN SU 
PROCEDENCIA Y TRAMITACIÓN, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 20, 
APARTADO A, FRACCIÓN VII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN CORRELACIÓN CON LOS 
ARTÍCULOS 418 A 423 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL DEL 
ESTADO DE DURANGO. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación establece como parámetros de interpretación 
constitucional que rigen la procedencia y tramitación del procedimiento 
abreviado, como forma de terminación anticipada del proceso penal 
acusatorio, de conformidad con el artículo 20, apartado A, fracción VII, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en correlación 
con los artículos 418 a 423 del Código Procesal Penal del Estado de 
Durango, que en todos los casos el Juez de Control verifique, previo a la 
admisión de la solicitud relativa, el cumplimiento de los presupuestos 
siguientes: a) que el Ministerio Público o el acusado haya solicitado la 
tramitación del procedimiento abreviado, a partir del dictado del auto de 
vinculación a proceso y hasta la audiencia intermedia; b) que el Ministerio 
Público o la víctima u ofendido, según corresponda, no presente oposición 
fundada, entendiéndose por ésta, entre otras, cuando se haya efectuado 
una clasificación jurídica de los hechos, atribuido una forma de 
participación o señalado circunstancias modificatorias de la 
responsabilidad penal, distintas a la sostenida por el Ministerio Público en 
su acusación y, como consecuencia de ello, haya una modificación 
sustancial de la pena; c) que el imputado, con la debida asistencia jurídica 
de un defensor que tenga el carácter de licenciado en derecho, ante la 
autoridad judicial: i. Exprese su conformidad con el procedimiento 
abreviado de forma libre, voluntaria e informada; ii. Conozca su derecho a 
exigir un juicio oral y renuncie voluntariamente a él; iii. Reconozca, 
voluntariamente y con conocimiento de las consecuencias, su 
participación en el delito, lo que implica que acepte los hechos materia de 
la acusación de forma inequívoca y de manera libre y espontánea; iv. 
Acepte ser juzgado con base en los antecedentes recabados en la 
investigación; y, v. Entienda los términos del acuerdo y las consecuencias 
que éste pudiera implicarle; d) que existan medios de convicción 
suficientes para corroborar la imputación, que corresponden a elementos 
que se derivan de los registros contenidos en la carpeta de investigación. 
Ahora bien, en caso de que los citados presupuestos jurídicos no se 
satisfagan plenamente, el Juez de Control rechazará la solicitud de 
apertura al procedimiento abreviado; tendrá por no formulada la 
acusación realizada ex profeso para la tramitación de dicho procedimiento 
y continuará con el trámite del procedimiento ordinario del proceso penal 
acusatorio. Además, dispondrá que todos los antecedentes relativos al 
planteamiento, la discusión y la resolución de la solicitud del 
procedimiento abreviado sean eliminados del registro, los cuales no 
podrán utilizarse en etapas posteriores del procedimiento contra el 
acusado. Lo anterior implica que únicamente si todos los presupuestos 
jurídicos enunciados están plenamente satisfechos, entre ellos que se 
constate previamente que existen medios de convicción suficientes para 
corroborar la imputación, entonces el Juez de Control admitirá la apertura 
del procedimiento abreviado; luego, en la audiencia respectiva escuchará 
a las partes y procederá a emitir el fallo respectivo, al cual deberá dar 
lectura y explicación pública, dentro de un plazo no mayor a cuarenta y 
ocho horas, en la que explicará de forma concisa los fundamentos y 



 
 

 
 

 

motivos que consideró e impondrá las penas aplicables conforme a la ley, 
las que no podrán ser distintas o mayores a las solicitadas por el 
Ministerio Público. 
 
Amparo directo en revisión 1619/2015. 16 de marzo de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha diez de agosto de dos mil dieciséis. 
Ciudad de México, once de agosto de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXIV/2016 (10a.) 
         

PRESCRIPCIÓN POSITIVA O ADQUISITIVA (USUCAPIÓN). EL HECHO 
DE QUE SE REGULE COMO INSTANCIA DEL DERECHO CIVIL Y QUE 
CONTEMPLE UN TRATO DESIGUAL ENTRE POSEEDORES Y 
PROPIETARIOS, NO VULNERA LOS PRINCIPIOS 
CONSTITUCIONALES DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. La 
prescripción positiva o adquisitiva, como institución del derecho civil 
destinada a que los poseedores de un bien mueble o inmueble adquieran 
el derecho de propiedad del mismo por el sólo transcurso del tiempo y 
bajo las formas establecidas objetivamente en la legislación civil, no es 
violatoria de los principios de igualdad y no discriminación. Así, el solo 
transcurso del tiempo no puede considerarse motivo de discriminación 
para quien resiente la pérdida del derecho de propiedad, pues el mero 
transcurso del tiempo no es el único requisito para estar en aptitud de 
obtener la propiedad del bien poseído. En este sentido, el legislador, en 
ejercicio de su amplia libertad de configuración, ha considerado que, 
como institución del derecho civil de orden público, la prescripción positiva 
o adquisitiva dota de seguridad jurídica a los poseedores de un bien para 
que, después de cierto tiempo, no resientan la incertidumbre de que otra 
persona tenga injerencia sobre el bien en cuestión. Así, el hecho de que 
la legislación civil contemple un trato desigual para poseedores y 
propietarios, no vulnera de suyo los principios de igualdad y no 
discriminación, pues esta diferenciación persigue una finalidad 
constitucionalmente válida y no distingue, para ello, entre calidades 
intrínsecas de las personas de forma que se vulnere la dignidad humana. 
De esta forma, se salva el criterio bajo el cual el principio de igualdad 
exige un trato igual a los iguales y desigual a los desiguales. 
 
Amparo directo en revisión 5450/2015. **********. 6 de abril de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de agosto de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de agosto de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXV/2016 (10a.) 
         

PRESCRIPCIÓN NEGATIVA. EL HECHO DE QUE SE REGULE COMO 
INSTITUCIÓN DEL DERECHO CIVIL Y QUE CONTEMPLE UN TRATO 
DESIGUAL ENTRE DEUDORES Y ACREEDORES, NO VULNERA LOS 
PRINCIPIOS DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN.  La prescripción 
negativa, como institución del derecho civil destinada a descargar de 
obligaciones contraídas por las personas una vez que éstas no les han 
sido exigidas por sus acreedores en los tiempos y formas objetivamente 
señalados por la ley, no es violatoria de los principios de igualdad y no 
discriminación. Así, el solo transcurso del tiempo no puede considerarse 
motivo de discriminación para quien resiente la pérdida de la oportunidad 
de exigir una deuda al haber observado una actitud pasiva, pues éste no 
es el único requisito para estar en aptitud de librarse de cierta obligación 
civil. En este sentido, el legislador, en ejercicio de su amplia libertad de 
configuración, ha considerado que, como institución del derecho civil de 
orden público, la prescripción negativa cumple con el interés general de 
que las obligaciones no sean perpetuas y, con ello, dotar de seguridad 
jurídica a las personas. Por lo anterior, no se vulneran los principios de 
igualdad y no discriminación al darse un trato desigual a deudores y 
acreedores, pues esta diferenciación persigue una finalidad 
constitucionalmente válida y no distingue, para ello, entre calidades 
intrínsecas de las personas de forma que se vulnere la dignidad humana. 
De esta forma, se salva el criterio bajo el cual el principio de igualdad 
exige un trato igual a los iguales y desigual a los desiguales. 
 
Amparo directo en revisión 5450/2015. **********. 6 de abril de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de agosto de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de agosto de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXVI/2016 (10a.) 
 

REPARACIÓN DEL DAÑO EN MATERIA PENAL. SU NATURALEZA 
JURÍDICA CONFORME AL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL. La reparación del daño en materia penal es una sanción 
pecuniaria que el juzgador debe imponer al individualizar la pena al sujeto 
activo del delito, de conformidad con el artículo 30 del Código Penal para 
el Distrito Federal, que prevé el catálogo de penas, entre las que se 
encuentran las sanciones pecuniarias. A su vez, de los numerales 37, 42 
a 45 y 47 del código citado, se advierte que entre las sanciones 
pecuniarias se ubica la reparación del daño, así como su naturaleza 
jurídica y la forma en que el juez de proceso debe fijarla al individualizar la 
pena. Así, la reparación del daño en materia penal constituye una “pena” 
o “sanción pública” impuesta al gobernado o imputado mediante una 
sentencia y, por ende, al incluirse dicha figura dentro del derecho penal, 
su determinación y cuantificación deben regirse por los principios de 
integralidad, efectividad y proporcionalidad aplicables a la materia. En 
efecto, la reparación del daño en la vía penal tiene una comprensión dual 
pues, por un lado, satisface una función social, en su carácter de pena y, 
por otro, satisface una función privada, al contribuir a resarcir la afectación 
ocasionada a la víctima u ofendido del delito, con motivo de su comisión, 
lo que trae, a su vez, para el agente del delito, una responsabilidad civil 
extracontractual de carácter subjetivo que, por imperativo del artículo 20 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
necesariamente debe dar lugar a una reparación del daño en el proceso 
penal. Lo anterior, independientemente de si la víctima u ofendido decide 
ejercer una acción particular, en virtud de que ambas reparaciones (aun 
con un mismo origen) son autónomas y pueden subsistir una y otra, pues 
la responsabilidad civil (objetiva y subjetiva) nacida de la comisión de un 
ilícito penal no cesa porque dicha conducta se haya sancionado mediante 
la aplicación del derecho punitivo, antes bien, subsiste con sujeción a las 
reglas del derecho civil, ya que aun cuando ambas pudieron tener el 
mismo origen, su naturaleza es distinta. 
 
Amparo directo en revisión 3166/2015. 18 de mayo de 2016. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Horacio Vite Torres. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de agosto de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de agosto de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXVII/2016 (10a.) 
 
 

REPARACIÓN DEL DAÑO EN EL DELITO DE HOMICIDIO. EL 
ARTÍCULO 502 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL PREVER LA 
INDEMNIZACIÓN QUE SE IMPONE COMO SANCIÓN PECUNIARIA 
POR SU COMISIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD RECONOCIDO EN EL ARTÍCULO 22, 
PÁRRAFO PRIMERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El legislador cumple con el principio 
constitucional referido al proporcionar un marco penal abstracto que 
permita al juzgador individualizar la pena teniendo en cuenta las 
circunstancias concretas de cada caso. El artículo 47 del Código Penal 
para el Distrito Federal, para individualizar la pena relativa a la reparación 
del daño, tratándose de delitos que afectan la vida o la integridad 
corporal, prevé la aplicación supletoria de la Ley Federal del Trabajo, en 
cuyo artículo 502 se dispone que, en caso de muerte del trabajador, la 
indemnización que corresponda a las personas a que se refiere el artículo 
501 de la propia ley será la cantidad equivalente al importe de cinco mil 
días de salario. Ese parámetro mínimo fue fijado por el legislador en 
atención a los salarios que dejarán de percibir los familiares o 
dependientes económicos de la víctima durante un tiempo determinado, 
con la finalidad de reparar las consecuencias que las infracciones 
produjeron; por ello, se establece ese monto como pago de una 
indemnización como compensación por los daños ocasionados. Tampoco 
fijó un monto máximo como concepto de indemnización derivado de la 
pérdida de la vida de una persona, toda vez que dicho monto es 
susceptible de variar, atento a los medios de prueba que obren dentro de 
la causa penal y que acrediten que deba imponerse una cantidad mayor; 
circunstancia que permite al juzgador verificar la cantidad aplicable como 
sanción pecuniaria al individualizar la pena relativa a la reparación del 
daño. Consecuentemente, el artículo 502 de la Ley Federal del Trabajo, al 
prever la indemnización que se impone como sanción pecuniaria por la 
comisión del delito de homicidio, no viola el principio de proporcionalidad 
reconocido en el artículo 22, párrafo primero, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, al constituir una pena que se adecua a 
la gravedad de la conducta que afecta el bien jurídico tutelado (la vida de 
las personas), en su gradualidad más alta a la afectación de su integridad 
física. 
 
Amparo directo en revisión 3166/2015. 18 de mayo de 2016. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Horacio Vite Torres. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de agosto de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de agosto de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 



 
 

 
 

 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXVIII/2016 (10a.) 
 
 

REPARACIÓN DEL DAÑO EN EL DELITO DE HOMICIDIO. ASPECTOS 
QUE DEBE CONSIDERAR EL JUZGADOR AL INDIVIDUALIZAR LA 
SANCIÓN PECUNIARIA, APLICADA COMO PENA PÚBLICA. El 
concepto de reparación del daño al que se refiere el artículo 20, apartado 
C, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, constituye un derecho humano reconocido en los órdenes 
jurídicos nacional e internacional en favor de aquellas personas que se 
ubiquen en el supuesto fáctico de víctimas u ofendidos por la comisión de 
un hecho constitutivo de delito que sanciona la ley penal. En ese sentido, 
si el bien jurídico tutelado en el delito de homicidio es la vida humana y 
este valor no puede restituirse efectivamente en dinero, la norma laboral 
que subsidiariamente fijó el legislador en el numeral 47 del Código Penal 
para el Distrito Federal, permite al juzgador individualizar la sanción 
pecuniaria, aplicada como pena pública, tomando en consideración las 
pruebas que, en su caso, aporte la interesada, en la inteligencia de que 
comprende la pérdida o menoscabo sufrido en el patrimonio, en los 
sentimientos, afectos, vida privada u otros elementos que integran el 
aspecto moral de los dependientes económicos o derechohabientes de la 
víctima, así como los gastos funerarios efectuados, las erogaciones 
realizadas para tratar de restablecer estados de salud y otros más, que 
sólo las circunstancias del caso pueden determinar y que son 
consecuencia directa e inmediata de la comisión del ilícito. 
 
Amparo directo en revisión 3166/2015. 18 de mayo de 2016. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Horacio Vite Torres. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de agosto de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de agosto de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXIX/2016 (10a.) 
 
 

REPARACIÓN DEL DAÑO DERIVADA DE UN DELITO. PARÁMETROS 
QUE DEBEN OBSERVARSE PARA CUMPLIR CON SU FINALIDAD 
CONSTITUCIONAL. Para cumplir con la finalidad constitucional de la 
reparación del daño derivada de un delito, como protección y garantía de 
un derecho humano en favor de la víctima u ofendido, deben observarse 
los parámetros siguientes: a) el derecho a la reparación del daño deberá 
cubrirse en forma expedita, proporcional y justa, como resultado de la 
conclusión del proceso penal, en el que el Ministerio Público tiene la 
obligación de solicitar la condena y el juzgador está obligado a imponerla 
siempre que dicte sentencia condenatoria; b) la reparación debe ser 
oportuna, plena, integral y efectiva, en relación con el daño ocasionado 
como consecuencia del delito, lo cual comprende el establecimiento de 
medidas de restitución, rehabilitación, compensación y satisfacción; c) la 
reparación integral tiene como objetivo que con la restitución se devuelva 
a la víctima u ofendido a la situación anterior a la comisión del delito, 
aspecto que comprende cualquier tipo de afectación generada: 
económica, moral, física, psicológica, etcétera; d) la restitución material 
comprende la devolución de bienes afectados con la comisión del delito y, 
sólo en caso de que no sea posible, el pago de su valor; y, e) la 
efectividad de la reparación del daño depende de la condición de 
resarcimiento que se otorgue a la víctima u ofendido del delito, que 
deberá ser proporcional, justa, plena e integral; de lo contrario, no se 
permitiría una satisfacción del resarcimiento de la afectación. 
 
Amparo directo en revisión 3166/2015. 18 de mayo de 2016. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Horacio Vite Torres. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de agosto de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de agosto de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXX/2016 (10a.) 
 

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE CONTRA LA 
SENTENCIA DE AMPARO EN MATERIA PENAL EN LA QUE SE 
CALIFIQUEN DE INSUFICIENTES LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN 
ATINENTES A LA INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA 
GENERAL. La suplencia de la queja deficiente en materia penal opera 
cuando en la demanda de amparo se impugne una norma general, 
conforme a lo sostenido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en la tesis aislada P. LXXXV/95, de rubro: “SUPLENCIA DE LA 
QUEJA EN MATERIA PENAL. OPERA RESPECTO DE LOS 
CONCEPTOS DE VIOLACION REFERIDOS A LA 
CONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY”. En ese sentido, procede admitir el 
recurso de revisión interpuesto contra una sentencia de amparo en 
materia penal en la que se califican de insuficientes los conceptos de 
violación en los que se impugnó la inconstitucionalidad de una norma 
general, pues precisamente, en atención al principio de la suplencia de la 
queja deficiente en dicha materia, el órgano que conoció de la demanda 
de amparo debió suplir esa deficiencia y estudiar la constitucionalidad 
correspondiente a la norma impugnada. 
 
Recurso de reclamación 843/2015. 25 de noviembre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade. 
 
Nota: La tesis aislada P. LXXXV/95 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo II, octubre de 1995, página 162. 

 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de agosto de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de agosto de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXXI/2016 (10a.)  
 

REINSERCIÓN SOCIAL. ALCANCES DE ESTE PRINCIPIO 
ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 18, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
De la evolución histórica del artículo constitucional citado, se advierte que 
los cambios en su redacción reflejan los diversos propósitos que han 
perseguido la pena y el sistema penitenciario en su conjunto; en principio, 
se consideró que el autor del delito era una persona degenerada, de ahí 
que la Constitución General tuviera como finalidad su regeneración; en un 
segundo momento, se le percibió como un sujeto mental o 
psicológicamente desviado que requería de una readaptación, en ambos 
casos debía ser objeto de tratamiento; mientras que las reformas a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicadas en el 
Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008 y el 10 de junio de 
2011, respectivamente, básicamente resultaron en: i) La sustitución del 
término “readaptación” por “reinserción”; ii) El abandono del término 
“delincuente”; iii) La inclusión del fomento al respeto por los derechos 
humanos, como medio para lograr la reinserción; iv) La inclusión de un 
objetivo adicional a “lograr la reinserción”, a saber: “procurar que la 
persona no vuelva a delinquir”; y, v) La adición del concepto “beneficios” 
como parte de la lógica del sistema penitenciario. De este modo, la 
intención del Constituyente consistió en cambiar el concepto penitenciario 
de readaptación social por uno más moderno y eficiente, denominándolo 
“reinserción” o “reintegración” a la sociedad apoyado, entre otros 
elementos, en el respeto a los derechos humanos y el trabajo. Por tanto, a 
raíz de la citada reforma de 2008, la reinserción social, como fin de la 
pena, no acepta la idea de que al culpable se le caracterice por ser 
degenerado, desadaptado o enfermo, y que hasta que sane podrá 
obtener no sólo la compurgación de la pena, sino inclusive alguno de los 
beneficios preliberacionales que prevé la norma. En consecuencia, el 
ejercicio de la facultad legislativa en materia de derecho penitenciario no 
puede ser arbitraria, pues la discrecionalidad que impera en la materia y 
que ha sido reconocida por esta Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, especialmente en materia de beneficios 
preliberacionales, debe aspirar a conseguir un objetivo constitucional, 
consistente en la reinserción social del individuo, antes que en su 
regeneración o readaptación. 
 
Amparo en revisión 1003/2015. 30 de marzo de 2016. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta y uno de agosto de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, primero de septiembre de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

MSN/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXXII/2016 (10a.)  
 

LIBERTAD PREPARATORIA. LA INCLUSIÓN DE EXÁMENES DE 
PERSONALIDAD PARA DECIDIR SOBRE SU OTORGAMIENTO, 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 84, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO PENAL 
FEDERAL, VULNERA EL PRINCIPIO DE REINSERCIÓN SOCIAL 
ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 18, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El artículo 84, 
fracción II, del Código Penal Federal, dispone que se concederá libertad 
preparatoria al condenado, previo el informe a que se refiere el Código de 
Procedimientos Penales, que hubiere cumplido las tres quintas partes de 
su condena, si se trata de delitos intencionales, o la mitad de la misma en 
caso de delitos imprudenciales, siempre y cuando se cumpla, entre otros 
requisitos, con un examen de la personalidad del sentenciado, del cual se 
presuma que está socialmente readaptado y en condiciones de no volver 
a delinquir. La última reforma al citado precepto se publicó en el Diario 
Oficial de la Federación el 19 de marzo de 1971 y, de su trabajo 
legislativo, se puede concluir que la inclusión de exámenes de 
personalidad para decidir sobre la libertad preparatoria obedece a la 
instauración de las técnicas criminológicas de ese momento, que se 
consideraban útiles para alcanzar los objetivos de la readaptación social 
del sentenciado, siendo que la readaptación social parte de la premisa de 
que el destinatario es un sujeto mental o psicológicamente desviado que 
requiere tratamiento. Ello se refrenda con la afirmación del legislador en el 
sentido de que el derecho penal tiene como objeto que el sentenciado 
adquiera una “vida normal”. De este modo, para el legislador basta con 
que el dictamen de personalidad arroje un resultado negativo para no 
conceder el beneficio preliberacional, esto es, que el tratamiento 
terapéutico de readaptación social no hubiere surtido los efectos 
deseados de transformar al individuo en una persona con “vida normal”, lo 
cual no satisface el estándar constitucional de reinserción social y, por 
tanto, es violatorio de derechos humanos. En efecto, el cambio de 
paradigma previsto en el artículo 18 constitucional no tiene la pretensión 
de evaluar elementos que tiendan a calificar la condición psicológica del 
sentenciado. Un beneficio preliberacional, preparatorio, para ser 
considerado como tal, debe estar apoyado de manera indispensable en 
los resultados del respeto a los derechos humanos, el trabajo, la 
educación, la salud y el deporte. Así, la reinserción social no puede 
depender de un cambio psicológico o de forma de pensar y de sentir del 
interno, pues ello implicaría un retroceso al concepto de readaptación 
social, abandonado expresamente por el Poder Reformador en el año 
2008. Lo anterior no implica que el legislador no cuente con libertad de 
configuración legislativa para fijar los requisitos que deben reunirse en 
materia de beneficios preliberacionales; sin embargo, el ejercicio de esta 
atribución debe ceñirse al postulado constitucional antes referido. 
 
Amparo en revisión 1003/2015. 30 de marzo de 2016. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 



 
 

 
 

 

alto tribunal, en sesión de fecha treinta y uno de agosto de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, primero de septiembre de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXXIII/2016 (10a.) 
         

CONCUBINATO. CUANDO SU DEFINICIÓN CONDICIONA SU 
EXISTENCIA A LA UNIÓN DE UN HOMBRE Y UNA MUJER, OPERAN 
LAS RAZONES DE INCONSTITUCIONALIDAD EMITIDAS RESPECTO 
A LA DEL MATRIMONIO CON LA MISMA CONDICIONANTE. Cuando la 
definición del concubinato, al igual que la del matrimonio, condiciona su 
existencia a la unión de un hombre y una mujer, cobran aplicación los 
criterios emitidos por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, vinculados a la inconstitucionalidad de esa definición, ya que 
esa condicionante sustentada en la preferencia sexual de las personas, 
no sólo atenta contra el derecho al libre desarrollo de la personalidad sino 
que, además, es doblemente discriminatoria, pues no sólo impide que las 
parejas del mismo sexo accedan al concubinato, sino que incluso, las 
priva de los beneficios materiales asociados con éste. 
 
Amparo en revisión 1127/2015. 17 de febrero de 2016. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo; en su ausencia hizo suyo el 
asunto el Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Mercedes 
Verónica Sánchez Miguez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta y uno de agosto de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, primero de septiembre de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXXIV/2016 (10a.) 
 
         

CONCUBINATO. EL ARTÍCULO 291 BIS DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL 
ESTADO DE NUEVO LEÓN, QUE DEFINE A ESA INSTITUCIÓN COMO 
LA UNIÓN DE UN HOMBRE Y UNA MUJER, ES INCONSTITUCIONAL. 
Una distinción se basa en una categoría sospechosa cuando utiliza 
alguno de los criterios enunciados en el artículo 1o., párrafo último, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a saber: origen 
étnico, nacionalidad, preferencias sexuales, estado civil, o cualquier otra 
que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y las libertades de las personas. Así, el uso de 
esas categorías debe analizarse con mayor rigor, porque sobre ellas pesa 
la sospecha de ser inconstitucionales, ya que si bien la Constitución 
Federal no las prohíbe, sí proscribe su utilización injustificada. Ahora bien, 
el artículo 291 Bis del Código Civil para el Estado de Nuevo León, al 
definir el concubinato como la unión de un hombre y una mujer, es 
inconstitucional al ser discriminatorio, pues priva a las parejas del mismo 
sexo del acceso a dicha institución y a gozar de sus beneficios y, en ese 
sentido, niega a las parejas homosexuales los beneficios tangibles e 
intangibles accesibles a las personas heterosexuales a través del 
concubinato, lo cual implica tratarlos de forma diferenciada sin que exista 
una justificación racional para ello, lo que además conlleva negarles 
derechos fundamentales que les corresponden como individuos y, al 
mismo tiempo, otorgarles un conjunto incompleto de derechos cuando se 
conducen siguiendo su orientación sexual. 
 
Amparo en revisión 1127/2015. 17 de febrero de 2016. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo; en su ausencia hizo suyo el 
asunto el Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Mercedes 
Verónica Sánchez Miguez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta y uno de agosto de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, primero de septiembre de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXXV/2016 (10a.) 
       
 

PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE ATENCIÓN MÉDICA. CONTENIDO 
DEL DEBER DE INFORMAR AL PACIENTE EN MATERIA MÉDICO-
SANITARIA.  De la Ley General de Salud y el Reglamento de la Ley 
General de Salud en Materia de Prestación de Servicios de Atención 
Médica, se infiere que el profesionista médico tiene una obligación de 
aportar al paciente todos los elementos necesarios para que éste tome 
una decisión libre e informada sobre su tratamiento o ausencia del mismo. 
En ese sentido, ante la insuficiencia de regulación normativa sobre este 
supuesto, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
entiende que el otorgamiento de información para cumplir con el deber de 
informar consiste, como mínimo y dependiendo de cada caso concreto, en 
el estado de salud del paciente, el diagnóstico de su padecimiento, el 
tratamiento o intervenciones necesarias para tratar el mismo y sus 
alternativas, así como los riesgos inherentes y los efectos que puedan 
tener tales tratamientos o intervenciones; de ahí que el contenido que 
debe satisfacer este derecho no es inmutable, sino que se actualiza 
supuesto a supuesto. Por su parte, el sujeto de tal deber es, por regla 
general, el médico responsable del paciente y, en particular, aquéllos 
profesionistas médicos que ejecuten un acto médico concreto (proceso 
asistencial, técnica o procedimiento invasivo, interconsulta, etcétera) que 
pueda incidir en la esfera de derechos del paciente. El destinatario de 
esta información debe ser el propio paciente o las personas unidas al 
mismo por vínculos familiares, de hecho o legales que jurídicamente 
puedan tomar una decisión sobre su atención médica. Adicionalmente, 
debe destacarse que el deber de informar no se agota en una etapa en 
específico ni su cumplimiento se actualiza siguiendo ciertos pasos 
previamente identificados. Dependerá de cada caso concreto y de su 
contexto fáctico, teniendo como premisa fundamental que la información 
deberá ser continuada, verdadera, comprensible, explícita, proporcionada 
al momento en que el médico lo considere viable, previo a cualquier 
tratamiento o intervención y su otorgamiento podrá ser oral o escrito. El 
grado y temporalidad del otorgamiento de la información penderán de la 
capacidad del paciente, los deseos de información del mismo (no se le 
puede obligar a recibir la información si no es su voluntad; es decir, si 
rechazó su conocimiento de manera expresa), el nivel de riesgo y la 
concurrencia de un estado de urgencia. Asimismo, tal como sucede con el 
consentimiento informado, un supuesto de excepción de este derecho a 
ser informado tiene lugar cuando los sucesos fácticos no permiten una 
demora ante la posibilidad de que se origine un daño grave o irreversible 
al paciente.  
 
Amparo directo 51/2013. **********. 2 de diciembre de 2015. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta y uno de agosto de dos mil 



 
 

 
 

 

dieciséis. Ciudad de México, primero de septiembre de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXXVI/2016 (10a.) 
       
 

RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL. CARGA 
PROBATORIA Y CONSECUENCIAS POR EL INCUMPLIMIENTO DEL 
DEBER DE INFORMAR EN MATERIA MÉDICO-SANITARIA. En el caso 
de una demanda por responsabilidad civil extracontractual relacionada 
con negligencia médica, dado que la ausencia del cumplimiento del deber 
de informar es la manifestación de un hecho negativo (se alega que no se 
informó o se informó deficientemente), la carga de la prueba para 
demostrar que sí se ejecutó dicha obligación corresponde a los 
respectivos médicos demandados, en términos de las reglas probatorias 
de los artículos 281 y 282 del Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal. Por lo tanto, cuando un médico tratante niega haber 
incumplido con su deber de informar, en realidad está afirmando un hecho 
consistente en que otorgó la información necesaria y de forma adecuada; 
consecuentemente, a fin de comprobar dicha afirmación, podrá aportar 
todos los medios probatorios a su alcance, los cuales posee más 
fácilmente por sus propias características como perito en la materia; a 
saber, testimonios de otros médicos o documentales privadas como el 
expediente clínico, en donde se asienta la comunicación con el paciente o 
con sus familiares, tutores o  representantes, etcétera. En el supuesto en 
que no se tenga por demostrado que el o los profesionistas médicos 
cumplieron con ese deber de informar (tras un análisis holístico en el que 
debe valorarse todo el contexto fáctico y en el que la simple omisión de 
informar un dato concreto al paciente no conduce necesariamente al 
incumplimiento de tal deber al haberse podido convalidar posteriormente 
por los médicos), se actualiza un acto negligente en clara contravención a 
la lex artis que satisface uno de los elementos de la acción de 
responsabilidad civil extracontractual. No obstante, el hecho de que exista 
una negligencia médica por falta al deber de informar, no conduce en 
automático a una responsabilidad civil, ya que tiene que demostrarse, 
concomitantemente, la existencia de un daño y que ese acto negligente 
originó o fue un factor determinante en la producción del mismo. 
 
Amparo directo 51/2013. **********. 2 de diciembre de 2015. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta y uno de agosto de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, primero de septiembre de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXXVII/2016 (10a.) 
 

       
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL EN MATERIA 
MÉDICO-SANITARIA. DISTRIBUCIÓN DE LA CARGA DE LA PRUEBA. 
De conformidad con las pautas establecidas por la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la contradicción de 
tesis 93/2011, para acreditar la responsabilidad civil de los profesionistas 
médico-sanitarios ante una demanda en la que se alegue la existencia de 
un daño, a los profesionales referidos les corresponde probar su debida 
diligencia (el elemento de culpa), mientras que la demandante debe 
acreditar el resto de los elementos de la responsabilidad civil 
extracontractual: daño y nexo causal. En otras palabras, cuando una 
persona alegue que un profesional médico-sanitario o una institución 
hospitalaria le causó un daño por una indebida atención médico-sanitaria, 
se actualiza lo que se denomina una reinversión de la carga de la prueba 
a favor de la actora en el juicio, en la que a los profesionales médico-
sanitarios o a la institución hospitalaria les corresponde acreditar su 
debida diligencia en la atención médica del paciente que sufrió el referido 
evento dañoso, en atención a los principios de facilidad y proximidad 
probatoria. La razón principal para optar por esta incidencia en las reglas 
estrictas de la carga de la prueba proviene de las circunstancias 
particulares en las que se desarrolla un caso de atención médica; por lo 
general, el conocimiento científico-técnico y las pruebas pertinentes para 
acreditar la debida diligencia o desacreditar la supuesta culpa o violación 
de un deber de cuidado las detentan los profesionales médico-sanitarios o 
las instituciones hospitalarias, por lo que exigir de una forma irrestricta 
que sea la actora la que demuestre por sí sola y sin lugar a dudas la 
negligencia en la atención médica podría provocar lo que en la doctrina se 
denomina como una carga probatoria diabólica. Esto es, lo que se busca 
es que ambas partes en el juicio participen activamente en él y que 
aporten los elementos de convicción necesarios para que el juzgador 
llegue a la verdad y estudie si se acreditan o no los elementos de la 
acción. Esta posición no conlleva a la existencia de una presunción de la 
culpa de los médicos o de la institución hospitalaria o el surgimiento de 
una responsabilidad objetiva, pues en materia de responsabilidad civil 
subjetiva derivada de la atención médica, la cual es caracterizada en 
términos generales como una actividad que da lugar a obligaciones de 
medios, no cabe la presunción automática de la culpa de las partes 
demandadas, sin que ello implique que ésta no pueda acreditarse a partir 
de algún tipo de presunciones (por ejemplo, indiciarias). 
 
Amparo directo 51/2013. **********. 2 de diciembre de 2015. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 
Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 93/2011 
citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro XI, Tomo 1, agosto de 2012, página 213. 
 

LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta y uno de agosto de dos mil 



 
 

 
 

 

dieciséis. Ciudad de México, primero de septiembre de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXXVIII/2016 (10a.) 
       
 

RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL EN MATERIA 
MÉDICO-SANITARIA. SU ACTUALIZACIÓN EN TORNO A LOS JEFES 
DE UNIDAD DE UN HOSPITAL. En materia de responsabilidad civil 
médico-sanitaria, para que se pueda declarar responsable por daños y 
perjuicios a una persona que participó en un acto médico, resulta 
necesario que concurra un acto (positivo u omisivo) culposo, un daño y 
una relación causal entre el acto médico negligente y ese daño. Los jefes 
de área de un hospital, como cualquier otra persona que labora en una 
institución hospitalaria y que tiene asignada ciertas obligaciones en el 
tratamiento médico de una persona (en su mayoría deberes de cuidado), 
puede ser demandado por negligencia y considerado responsable; sin 
embargo, tal asignación de responsabilidad derivará precisamente de que 
haya llevado a cabo actos directos que ocasionaran un daño en 
desatención de la lex artis ad hoc o que haya incumplido sus deberes de 
cuidado en relación con la atención médica de un paciente. En ese 
sentido, los artículos 18 y 19 del Reglamento de la Ley General de Salud 
en Materia de Prestación de Servicios de Atención Médica, prevén los 
deberes específicos que les corresponde a los responsables de las 
diferentes áreas de las instituciones hospitalarias. En particular, destaca 
el deber de estos responsables de establecer y vigilar los procedimientos 
para asegurar la oportuna y eficiente prestación de los servicios que se 
ofrezcan en tales áreas. Así, cuando exista una demanda en contra de los 
jefes de unidad por hechos ocurridos en los servicios de los que son 
responsables, no es posible otorgar una respuesta generalizada a los 
supuestos de asignación de responsabilidad. Dependerá del caso y del 
contexto fáctico y normativo. Lo que sí resulta inviable es pretender que 
una persona responsable de un área hospitalaria deba vigilar de manera 
concreta y específica cada uno de los actos médicos realizados por el 
personal médico-sanitario que labore en la misma y que, tal responsable, 
incurre en una negligencia si no advierte conductas positivas o actos 
omisivos en ese actuar que hayan ocasionado o pudieran ocasionar un 
daño. Los médicos o demás profesionales médico-sanitarios que laboran 
en las distintas áreas de las instituciones hospitalarias detentan una 
libertad prescriptiva. Además, ampliar la facultad de vigilancia a cualquier 
procedimiento es un aspecto de imposible consecución por parte del 
responsable del área respectiva, situación que lleva a interpretar que ese 
no es el sentido interpretativo de las citadas normas. Supuesto diferente 
es si en el expediente o en el contexto fáctico exista evidencia de que el 
daño se produjo por su propia participación en el acto médico o si se le 
hizo saber al responsable del área de la conducta dolosa de un 
profesional de esa área o de un evidente actuar negligente médico-
sanitario contrario a la lex artis ad hoc y este responsable no llevó a cabo 
las medidas necesarias para corregir tal actuar incorrecto o deficiente 
dentro de su estricto ámbito de competencias convalidando entonces, de 
manera expresa, dicha negligencia con sus propios actos. 
 
Amparo directo 51/2013. **********. 2 de diciembre de 2015. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel 
Antonio Núñez Valadez. 
 



 
 

 
 

 

LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta y uno de agosto de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, primero de septiembre de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXXIX/2016 (10a.) 
 

       
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL EN MATERIA 
MÉDICO-SANITARIA. SUPUESTOS DE VALORACIÓN EN UN ACTO 
MÉDICO COMPLEJO. De conformidad con lo establecido por la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver el amparo 
revisión 117/2012, el acto médico es una actuación compleja que debe 
ser examinada en su conjunto a fin de valorar la presencia o no de una 
conducta dolosa que actualice la responsabilidad civil, dado que los 
distintos actos de un profesionista o de varios profesionistas médicos se 
encuentran estrechamente vinculados. En ese tenor, cuando el acto 
médico está integrado por distintas facetas en las que participan 
sucesivamente una multiplicidad de profesionistas médico-sanitarios, se 
estima que puede atribuírsele una conducta negligente a un profesionista 
si de acuerdo con la lex artis ad hoc, se encontraba en una posición 
óptima para advertir el error culposo o doloso del profesionista o 
profesionistas que le precedieron y, ante tal situación, omitió llevar a cabo 
los actos necesarios para corregirlo o intentar corregirlo, siempre que tal 
actuar se encontrara dentro de su campo de acción en el acto médico. Lo 
anterior no implica que un profesionista médico-sanitario sea siempre 
responsable por la actuación dolosa o negligente del que le precedió en el 
acto médico, pues ello podría actualizar una violación a los principios de 
legalidad y seguridad jurídica de esas personas. Más bien, la atribución 
de responsabilidad a un profesionista médico-sanitario que actúa en un 
acto médico complejo en el que intervinieron sucesivamente una serie de 
personas, dependerá enteramente de sus propios actos en dicha atención 
médica. Así, por ejemplo, si tras la participación de un médico, otro 
médico convalida la negligencia del que le precedió u omite cumplir con 
sus deberes de cuidado que lo llevarían a intentar corregirlo o a informarlo 
a los responsables para hacerlo, según la lex artis médica, tal conducta 
puede considerarse a su vez como culposa en sentido amplio y dar pie a 
una responsabilidad si se acredita que tal acto propició o incidió 
directamente en la producción del daño.  
 
Amparo directo 51/2013. **********. 2 de diciembre de 2015. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 
Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 117/2012 resuelto por la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, derivaron las tesis aisladas 1a. 
XXIV/2013 (10a.), 1a. XXV/2013 (10a.), 1a. XXIII/2013 (10a.), 1a. XXVI/2013 (10a.), 1a. 
XXII/2013 (10a.), 1a. XXVIII/2013 (10a.) y 1a. XXVII/2013 (10a.), de rubros: “ACTO 
MÉDICO. DISTINTAS ETAPAS O FASES QUE LO CONFORMAN PARA EFECTOS DE 
DETERMINAR LA EXISTENCIA DE UNA POSIBLE MALA PRÁCTICA MÉDICA.”, 
“ACTO MÉDICO. MEJOR DECISIÓN POSIBLE PARA LA DETERMINACIÓN DE LA 
MALA PRÁCTICA MÉDICA.”, “DERECHO FUNDAMENTAL A LA SALUD. IMPONE 
DEBERES TANTO A LOS PODERES PÚBLICOS COMO A LOS PARTICULARES QUE 
SE DEDICAN AL ÁMBITO DE LA SALUD.”, “GUÍAS O PROTOCOLOS MÉDICOS 
EXPEDIDOS POR LA SECRETARÍA DE SALUD O POR LA AUTORIDAD 
COMPETENTE EN LA MATERIA. SU FUNCIÓN PARA EFECTOS DE DETERMINAR 
UNA POSIBLE MALA PRÁCTICA MÉDICA.”, “LIBERTAD PRESCRIPTIVA DEL 
MÉDICO. PARTE INTEGRADORA DEL DERECHO AL TRABAJO DE LOS MÉDICOS.”, 
“MALA PRÁCTICA MÉDICA. AUSENCIA O DEFICIENCIA DE LA HISTORIA CLÍNICA.” 
y “MALA PRÁCTICA MÉDICA. DIAGNÓSTICO ERRÓNEO COMO ELEMENTO PARA 
DETERMINAR SU EXISTENCIA.”, publicadas en el Semanario Judicial de la Federación 

http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=2007257&Clase=DetalleTesisBL
http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=2007257&Clase=DetalleTesisBL


 
 

 
 

 

y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo I, enero de 2013, páginas 621, 626, 636, 
637 y 638, respectivamente. 
 

LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta y uno de agosto de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, primero de septiembre de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXXX/2016 (10a.) 
 

       
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL EN MATERIA 
MÉDICO-SANITARIA. FIJACIÓN DE LA LEX ARTIS AD HOC. De 
conformidad con lo establecido por la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 93/2011, la 
responsabilidad extracontractual médico-sanitaria debe ubicarse en la que 
requiere una culpa en sentido amplio para acreditar los elementos de la 
acción, bajo el entendimiento de que se actualiza un supuesto de una 
obligación de medios, pues a lo que están sujetas las personas que 
brindan servicios médico-sanitarios es a realizar todas las conductas 
necesarias para la consecución de su objetivo según las experiencias de 
la lex artis. Así, se considera que la apreciación de lo que debe valorarse 
como lex artis ad hoc no puede determinarse con meras apreciaciones 
subjetivas de las partes, sino que deben existir elementos objetivos que 
permitan al juzgador llegar a una plena convicción sobre cuáles son las 
conductas específicas que, sin lugar a dudas, debe cumplir el personal 
médico. Es el juez quien debe especificar cuáles son los deberes de los 
médicos en cada caso concreto; es decir, no obstante que la lex artis 
puede tener un elemento fáctico, pues se conforma por la práctica 
médica, es el juzgador quien debe determinarla a la luz del material 
probatorio del que disponga o del que pueda allegarse. 
 
Amparo directo 51/2013. **********. 2 de diciembre de 2015. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 
Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 93/2011 
citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro XI, Tomo 1, agosto de 2012, página 213. 
 

LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta y uno de agosto de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, primero de septiembre de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXXXI/2016 (10a.) 
 
        

RECURSO DE REVISIÓN ADHESIVA. SU INTERPOSICIÓN ES 
OPORTUNA, AUN SI SE PRESENTA ANTES DE QUE SEA 
NOTIFICADO EL ACUERDO POR EL QUE SE ADMITE EL PRINCIPAL. 
En términos del artículo 82 de la Ley de Amparo, la regla general para la 
presentación del recurso de revisión adhesiva es que deberá hacerse 
dentro del plazo de cinco días, contados a partir del siguiente a aquel en 
el que surta efectos la notificación de la admisión del recurso principal. Sin 
embargo, de los numerales 21 y 22 de la ley referida, y aplicados análoga 
y sistemáticamente con el artículo 82 aludido, se concluye que si el 
recurrente adhesivo interpone el recurso de mérito antes de que le 
hubiere sido notificado el acuerdo de admisión del principal, no puede 
considerarse extemporáneo; máxime que la propia ley reglamentaria no 
dispone prohibición alguna al respecto, ni señala que por esta condición el 
medio de defensa sea inoportuno. 
 
Amparo directo en revisión 6331/2015. 16 de marzo de 2016. Mayoría 
de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: José Ramón 
Cossío Díaz y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha treinta y uno de agosto de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, primero de septiembre de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXXXII/2016 (10a.) 
         
 

VALOR AGREGADO. LA TASA DEL 0% CONTENIDA EN EL 
ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN I, INCISO G), DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, NO ES APLICABLE A LA ENAJENACIÓN DE 
LOS INSUMOS PARA LA PRODUCCIÓN DE LOS INVERNADEROS 
HIDROPÓNICOS. Para estar en posibilidad de abordar el estudio de 
constitucionalidad de una norma fiscal al amparo del principio de equidad 
tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, es indispensable verificar si los 
sujetos sobre los que se pretende hacer el análisis comparativo se 
encuentran en una situación de igualdad; es decir, el control de la 
constitucionalidad debe realizarse cuando se esté en posibilidades de 
verificar circunstancias comparables, a fin de cerciorarse de que el 
elemento introducido por el legislador sea razonable y objetivo para la 
configuración del tributo. Por su parte, el artículo 2o.-A, fracción I, inciso 
g), de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, prevé que estarán gravadas 
con la tasa del 0% la enajenación de invernaderos hidropónicos y equipos 
integrados a ellos para producir temperatura y humedad controladas o 
para proteger los cultivos de elementos naturales, así como equipos de 
irrigación. En ese sentido, los sujetos que enajenan los insumos para la 
construcción de los invernaderos hidropónicos, como es el plástico con el 
que se elaboran, no se encuentran en igualdad de condiciones para que 
se les conceda el mismo tratamiento fiscal, pues no puede asemejarse la 
venta de un producto terminado con la enajenación de uno de sus 
insumos, aun cuando éste sirva como elemento para la construcción de 
aquél y sea este último bien sobre el cual recae el beneficio fiscal; de ahí 
que la enajenación de un eslabón en la cadena de producción o 
elaboración de los invernaderos hidropónicos no se encuentra gravada a 
la tasa del 0% en materia del impuesto al valor agregado.  
 
Amparo directo en revisión 2799/2015. **********. 2 de marzo de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de septiembre de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veintidós de septiembre de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXXXIII/2016 (10a.) 
 
         

EMBARGO Y SU AMPLIACIÓN EN LA VÍA ADMINISTRATIVA. LA 
FIRMEZA DE LOS CRÉDITOS FISCALES EXIGIBLES NO ES UN 
ELEMENTO QUE DEBA CONSIDERARSE PARA GARANTIZARLOS 
MEDIANTE ESAS INSTITUCIONES. De la interpretación armónica de los 
artículos 141 a 143, 145, 151, 154, 155 y 160 del Código Fiscal de la 
Federación, se advierte que el embargo y su ampliación recaen sobre 
créditos fiscales exigibles, entendiéndose por éstos los que no hayan sido 
pagados o debidamente garantizados. De ahí que la firmeza o no de 
dichos créditos no es un elemento que deba tomarse en cuenta para 
garantizarlos por medio del embargo o de su ampliación. 
 
Amparo en revisión 940/2015. **********. 2 de diciembre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Fernando Cruz Ventura. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de septiembre de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veintidós de septiembre de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXXXIV/2016 (10a.) 
 
         

EMBARGO Y SU AMPLIACIÓN EN LA VÍA ADMINISTRATIVA. LOS 
ARTÍCULOS 155, FRACCIÓN II, Y 160 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, NO CONTRAVIENEN EL DERECHO FUNDAMENTAL 
DE LAS PERSONAS A DISFRUTAR DEL PRODUCTO DE SU 
TRABAJO. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que 
la libertad de trabajo, como cualquier otro derecho fundamental, no puede 
entenderse de un modo absoluto e irrestricto, sino que debe analizarse en 
sintonía con los demás derechos fundamentales reconocidos; asimismo, 
ha establecido que de la interpretación sistemática de los artículos 5o. y 
31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, deriva que, en materia fiscal, la autoridad judicial no es la 
única facultada para privar al gobernado del producto de su trabajo, sino 
también la fiscal, ya que de la obligación constitucional de los gobernados 
de contribuir a los gastos públicos del Estado nace el correlativo derecho 
de éste para cobrarlos. Así, se colige que los artículos 155, fracción II, y 
160 del Código Fiscal de la Federación, al facultar a la autoridad fiscal a 
embargar créditos que los contribuyentes tengan a su favor con la 
finalidad de garantizar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, aun 
cuando éstos constituyan el producto de su labor comercial o industrial, 
no transgreden el derecho fundamental de las personas a disfrutar del 
producto de su trabajo contenido en el artículo 5o. constitucional, toda vez 
que esa restricción se encuentra constitucionalmente justificada, pues 
conforme al diverso 31, fracción IV, de ese Magno Ordenamiento, se dotó 
al Estado para que creara mecanismos que permitan garantizar que los 
contribuyentes cumplan con sus obligaciones fiscales, como es el citado 
embargo. 
 
Amparo en revisión 940/2015. **********. 2 de diciembre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Fernando Cruz Ventura. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de septiembre de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veintidós de septiembre de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXXXV/2016 (10a.) 
 
         

EMBARGO Y SU AMPLIACIÓN EN LA VÍA ADMINISTRATIVA. 
CUANDO RECAEN SOBRE CRÉDITOS A FAVOR DE LOS 
CONTRIBUYENTES NO COMPARTEN LA NATURALEZA DE UNA 
PENA O INFRACCIÓN. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha establecido que el ámbito de aplicación del artículo 22 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos está 
estrechamente vinculado con una finalidad perseguida por el Estado en 
su función punitiva; de ahí que lo inusitado, excesivo o trascendental de 
una pena emana de la función punitiva del Estado, por lo que esos 
conceptos se aplican a la sanción penal o administrativa impuesta como 
consecuencia de la responsabilidad derivada de la comisión de un delito o 
una infracción administrativa. En ese sentido, si los artículos 155, fracción 
II, y 160 del Código Fiscal de la Federación establecen la forma en que 
las autoridades fiscales pueden embargar créditos a favor del 
contribuyente, cuando los adeudos fiscales a cargo de éstos sean 
exigibles, ello implica que esos numerales no prevén alguna conducta 
infractora y, en esa medida, no comparten la naturaleza de las penas e 
infracciones; de ahí que no pueden contrastarse con el artículo 22 de la 
Constitución Federal, en tanto que se ubican en la potestad tributaria del 
Estado, y que se manifiesta no sólo en el poder de establecer 
contribuciones, sino en la facultad de instrumentar los mecanismos 
necesarios para allegarse esos recursos tributarios. 
 
Amparo en revisión 940/2015. **********. 2 de diciembre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Fernando Cruz Ventura. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de septiembre de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veintidós de septiembre de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXXXVI/2016 (10a.)  
 

TRATADOS PARA EVITAR LA DOBLE TRIBUTACIÓN Y LA EVASIÓN 
FISCAL. REGLAS MÍNIMAS PARA SU APLICACIÓN. En virtud de los 
diversos sistemas de tributación que existen a nivel mundial, que pueden 
regirse tanto por el principio de renta mundial, como por el principio de 
territorialidad del ingreso, los países han establecido instrumentos 
internacionales para la distribución de su potestad tributaria, a efecto de 
no hacer onerosa la carga tributaria. En el caso de México, la carga 
impositiva emana del artículo 31, fracción IV, de la Constitución General, 
del que deriva el principio de legalidad y que implica que los hechos de 
causación y las tasas de tributación deberán encontrarse en un texto 
material y formalmente legislativo. Ello se traduce en que una vez definido 
el supuesto normativo en la ley mexicana, no puede variarse al momento 
de aplicar un tratado internacional para evitar la doble tributación y la 
evasión fiscal, so pena que, al hacerlo así, se traslade el hecho imponible 
y la tasa correspondiente al citado tratado, lo que contravendría el referido 
numeral constitucional. A partir de esas premisas, la aplicación de un 
tratado para evitar la doble tributación y la evasión fiscal en relación con la 
Ley del Impuesto sobre la Renta debe sujetarse, como mínimo, a las 
reglas siguientes: a) el beneficio del tratado se aplica a sujetos que 
acrediten ser residentes en alguno de los Estados contratantes; b) una 
vez definido el hecho imponible en la ley nacional, se atiende a éste para 
ubicarlo en alguno de los supuestos del tratado; c) hecho lo anterior, debe 
confrontarse la tasa aplicable conforme a la ley doméstica con la tasa 
máxima prevista en el tratado; y, d) en caso de que el tratado prevea una 
tasa de retención inferior a la establecida en la ley nacional, es la tasa del 
tratado la que podrá aplicarse directamente por el retenedor. 
 
Amparo directo 36/2015. **********. 27 de enero de 2016. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: José Ramón 
Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quienes formularon voto de 
minoría. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Fernando 
Cruz Ventura y Carlos Enrique Mendoza Ponce. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de septiembre de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, veintidós de septiembre de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA CCXXXVII/2016 (10a.) 

 
 

PÉRDIDA DE PATRIA POTESTAD. EL ARTÍCULO 497, FRACCIÓN III, 
DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE GUANAJUATO, EN LA 
PORCIÓN NORMATIVA EN QUE CONDICIONA LA SANCIÓN A QUE 
PUDIERE COMPROMETERSE LA SALUD, LA SEGURIDAD O LA 
MORALIDAD DE LOS MENORES, ES INCONSTITUCIONAL. El artículo 
4º de la Constitución General de la República reconoce el derecho 
fundamental de los menores de edad a un sano desarrollo integral; y de 
conformidad con los artículos 19 de la Convención Sobre los Derechos 
del Niño; 13, fracciones VII y VIII, y 103, fracciones V y VII, de la Ley 
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, éstos tienen 
derecho a ser protegidos en su integridad personal y su dignidad humana 
contra toda forma de violencia o abuso físico o mental, descuido o trato 
negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, 
particularmente cuando cualquiera de esas conductas provenga de 
quienes ejerzan la patria potestad, de sus representantes legales o de 
cualquier persona o institución pública o privada que los tenga bajo su 
cuidado. Asimismo, es compromiso del Estado Mexicano, derivado de la 
Convención referida, implementar las medidas legislativas, 
administrativas, sociales y educativas apropiadas para garantizar ese 
derecho, mediante la prevención, atención y sanción de la violencia contra 
los menores en cualquiera de sus formas, entre otros propósitos, para 
erradicar el uso tradicionalmente aceptado o tolerado de la violencia como 
medio para disciplinar a los niños, pugnando por vías positivas de 
formación para ese fin, pues todo acto de violencia, aun cuando se tilde 
de “razonable” o “moderado”, está reñido con la dignidad humana y el 
derecho del niño a ser protegido en su integridad personal. Ahora bien, el 
artículo 497, fracción III, del Código Civil del Estado de Guanajuato, 
establece que la patria potestad se pierde, entre otros supuestos, cuando 
por malos tratamientos pudiera comprometerse la salud, la seguridad o la 
moralidad de los menores, aun cuando esos hechos no cayeren bajo la 
sanción de la ley penal. Si bien es cierto que ese dispositivo no exige para 
la actualización de la sanción, que el daño a esos bienes jurídicos del 
menor efectivamente se cause, sino únicamente que exista la posibilidad 
de su afectación, es decir, su puesta en riesgo, también lo es que el texto 
de esa norma no excluye la justificación de la violencia contra los 
menores, sino que implícitamente la tolera, lo que no es aceptable en el 
marco de los deberes constitucionales y convencionales aludidos; de ahí 
que dicha porción normativa no resulte idónea para alcanzar el fin 
constitucionalmente válido objeto de la norma, que es la protección de los 
derechos de los menores de edad y, por ende, es inconstitucional.  
 
Amparo directo en revisión 4698/2014. 6 de abril de 2016. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretaria: Laura Patricia Román Silva. 
 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera Sala 
de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de octubre de dos mil 



 
 

 
 

 

dieciséis. Ciudad de México, seis de octubre de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

        
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 TESIS AISLADA CCXXXVIII/2016 (10a.) 
 
 

PÉRDIDA DE PATRIA POTESTAD POR “MALOS TRATAMIENTOS” 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 497, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO CIVIL 
PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO. PARA SU PROCEDENCIA, 
CORRESPONDE AL JUEZ DETERMINAR, DE ACUERDO CON LAS 
CIRCUNSTANCIAS DEL CASO, SI LA SANCIÓN ES IDÓNEA 
CONFORME AL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. El precepto 
referido establece que la patria potestad se pierde, entre otros supuestos, 
cuando por malos tratamientos pudiera comprometerse la salud, la 
seguridad o la moralidad de los menores, aun cuando esos hechos no 
cayeren bajo la sanción de la ley penal. Si bien es cierto que ese 
dispositivo no exige para la actualización de la sanción, que el daño a 
esos bienes jurídicos del menor efectivamente se cause, sino únicamente 
que exista la posibilidad de su afectación, es decir, su puesta en riesgo, 
también lo es que el texto de esa norma no excluye la justificación de la 
violencia contra los menores, sino que implícitamente la tolera, lo que no 
es aceptable en el marco de los deberes constitucionales y 
convencionales del Estado Mexicano de proteger a los menores de edad 
en su integridad personal y en su dignidad humana contra toda forma de 
violencia o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos 
o explotación, incluido el abuso sexual, particularmente cuando cualquiera 
de esas conductas provenga de quienes ejerzan la patria potestad, de sus 
representantes legales o de cualquier persona o institución pública o 
privada que los tenga bajo su cuidado; de ahí que dicha porción normativa 
resulte inconstitucional. Sin embargo, lo anterior no implica que el 
precepto deba entenderse en el sentido de que, acreditado el maltrato 
hacia los menores, indefectible y automáticamente proceda la sanción, 
pues no debe ignorarse que esta Primera Sala ha sostenido que la patria 
potestad es, ante todo, una función en beneficio de los hijos y no sólo un 
derecho de los padres; por tanto, su pérdida sólo puede tener lugar 
cuando resulte ser la medida necesaria, idónea y eficaz para la protección 
de los derechos de los menores de edad conforme a su interés superior, 
por lo que, en su labor jurisdiccional, el juez podrá ponderar factores 
como la frecuencia y la gravedad del maltrato, así como las demás 
circunstancias del caso, a efecto de establecer si la sanción es acorde 
con el interés superior de los menores involucrados.  
 

Amparo directo en revisión 4698/2014. 6 de abril de 2016. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretaria: Laura Patricia Román Silva. 
 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera Sala 
de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de octubre de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, seis de octubre de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
MSN/lgm. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXXXIX/2016 (10a.)  
 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA, TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD 
JURÍDICA Y TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA (ABANDONO DEL 
CRITERIO SOSTENIDO EN LAS TESIS AISLADAS 1a. LXIII/2009 y 1a. 
LXV/2009). Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, al resolver el amparo en revisión 304/2008, del que derivaron, 
entre otras, las tesis aisladas 1a. LXIII/2009 y 1a. LXV/2009, estableció 
que el artículo 21, fracción III, de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos, al prever un plazo de cuarenta 
y cinco días hábiles para que la autoridad dicte la resolución en el 
procedimiento de responsabilidad administrativa, sin establecer una 
consecuencia si lo hace fuera de ese plazo, no transgrede el principio de 
tutela jurisdiccional efectiva contenido en el artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que si bien es cierto 
que en éste se establece la exigencia de que la administración de justicia 
se imparta de manera pronta, completa e imparcial, también lo es que el 
legislador cumplió con el imperativo de fijar un plazo razonable para la 
conclusión del procedimiento señalado; asimismo, estableció que dicho 
numeral no transgrede el derecho de seguridad jurídica previsto en el 
artículo 16 constitucional, por el hecho de no fijar consecuencia o sanción 
alguna pues, por razones de seguridad jurídica y conforme a la materia de 
esos procedimientos que son de pronunciamiento forzoso, deben 
resolverse con la emisión de la resolución que les ponga fin. Sin embargo, 
una nueva reflexión lleva a apartarse de los criterios de referencia, pues 
de la interrelación de los principios de seguridad jurídica y tutela 
jurisdiccional efectiva, reconocidos por los artículos 14, 16 y 17 de la 
Constitución Federal, debe establecerse que en los procedimientos 
administrativos seguidos en forma de juicio, como lo es el de 
responsabilidad de los servidores públicos, la autoridad que actúa con 
imperio de jurisdicción tiene la obligación de observar en todo momento 
dichos principios. En ese tenor, lo que se busca es que las instancias de 
justicia, cualquiera que sea su naturaleza, constituyan un mecanismo 
eficaz y confiable para las personas sometidas a procedimiento, para lo 
cual es necesario que éste se efectúe, entre otros aspectos, dentro de los 
plazos que señalen las leyes relativas y que, por ende, las autoridades 
que llevan a cabo las actuaciones procesales deben observar. De ahí que 
el artículo 21, fracción III, de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos, al no establecer una 
consecuencia para los casos en los que la autoridad sancionadora no 
dicte la resolución correspondiente dentro de los plazos ahí señalados, 
transgrede los principios constitucionales referidos en perjuicio del 
servidor público sometido al procedimiento, en tanto que permite la 
actuación arbitraria de la autoridad al otorgarle la posibilidad de emitir su 
determinación en cualquier momento, fuera del término que marca la ley 
relativa. 
 
Amparo directo en revisión 6047/2015. Jesús Andrés Castañeda 
Martínez. 11 de mayo de 2016. Mayoría de tres votos de los Ministros 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés 
Araujo. 



 
 

 
 

 

 
Nota: Esta tesis abandona los criterios sostenidos por la propia Sala, en las 
diversas tesis 1a. LXIII/2009 y 1a. LXV/2009, de rubros: 
“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA NO TRANSGREDE LA GARANTÍA A LA TUTELA 
JURISDICCIONAL.”, y “RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN III, DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA NO TRANSGREDE LA GARANTÍA DE SEGURIDAD 
JURÍDICA.”, publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXIX, abril de 2009, páginas 593 y 594, respectivamente. 

 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera Sala 
de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de octubre de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, seis de octubre de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 

 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXL/2016 (10a.) 
 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. EL HECHO DE QUE LA AUTORIDAD SANCIONADORA 
NO DICTE LA RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE DENTRO DEL 
PLAZO DE CUARENTA Y CINCO DÍAS O DE SU EVENTUAL 
AMPLIACIÓN EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN III, DE 
LA LEY FEDERAL RELATIVA, ACTUALIZA LA FIGURA DE LA 
CADUCIDAD (ABANDONO DEL CRITERIO SOSTENIDO EN LA TESIS 
AISLADA 1a. CLXXXVI/2007). Esta Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 265/2007, del que 
derivó la tesis aislada 1a. CLXXXVI/2007, determinó que el artículo 21, 
fracción III, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos, que prevé que una vez desahogadas las pruebas 
admitidas, las autoridades administrativas competentes resolverán dentro 
de los cuarenta y cinco días hábiles siguientes sobre la inexistencia de 
responsabilidad o impondrán al infractor las sanciones administrativas 
correspondientes, no viola las garantías de seguridad jurídica y legalidad 
contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, ya que la facultad sancionadora de la 
autoridad competente no caduca una vez transcurrido el plazo 
mencionado, pues para ello es necesario que dicho supuesto se hubiere 
previsto en la ley. Sin embargo, una nueva reflexión conlleva a apartarse 
del criterio de referencia, pues del análisis sistemático de los artículos 21, 
fracción III, 34 y 47 de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos, así como 373, 375 y 378 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, este último de aplicación 
supletoria a la primera, debe establecerse que el hecho de que la 
autoridad sancionadora dentro del procedimiento administrativo de 
responsabilidad no dicte resolución dentro del plazo de cuarenta y cinco 
días, contado a partir del desahogo de las pruebas que hubieren sido 
admitidas,  o de su eventual ampliación hasta por un plazo igual, sí 
actualiza la figura de la caducidad del procedimiento y no la de 
prescripción. Lo anterior, porque esta última opera para el ejercicio de las 
acciones procesales previstas en el ordenamiento relativo, pero no para 
los casos en los que, iniciado el procedimiento, la autoridad sancionadora 
no emita su resolución dentro del plazo señalado o su eventual 
ampliación, lo que envuelve la inactividad procesal de la autoridad 
sancionadora que inició el procedimiento de responsabilidad 
administrativa unilateralmente y que es a quien la ley impone la obligación 
de emitir su resolución dentro de los plazos fijados para ello. 
Consecuentemente, si la autoridad administrativa sancionadora no emite 
su resolución dentro del plazo previsto en el artículo 21, fracción III, de la 
Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Públicos, contado a partir del desahogo de las pruebas que hubieren sido 
admitidas, se actualiza la figura de la caducidad, la cual operará de pleno 
derecho por el simple transcurso del tiempo (cuarenta y cinco días o su 
eventual ampliación) y sin necesidad de declaración, teniendo como 
efecto que se anulen todos los actos procesales verificados y sus 
consecuencias, y que en cualquier procedimiento futuro no sea posible 
invocar lo actuado en el proceso caduco. 
 
Amparo directo en revisión 6047/2015. Jesús Andrés Castañeda 
Martínez. 11 de mayo de 2016. Mayoría de tres votos de los Ministros 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para 



 
 

 
 

 

formular voto particular. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés 
Araujo. 

 
Nota: Esta tesis abandona el criterio sostenido por la propia Sala, en la 
diversa 1a. CLXXXVI/2007, de rubro: RESPONSABILIDADES 
ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 21, 
FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, QUE PREVÉ EL 
PROCEDIMIENTO PARA LA IMPOSICIÓN DE LAS SANCIONES 
CORRESPONDIENTES, NO VIOLA LAS GARANTÍAS DE SEGURIDAD 
JURÍDICA Y LEGALIDAD.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Tomo XXVI, septiembre de 2007, página 417. 

 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera Sala 
de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de octubre de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, seis de octubre de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 

 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXLI/2016 (10a.) 
 

 
SUSPENSIÓN EN EL PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. EL ARTÍCULO 28 DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA, VIGENTE A PARTIR DEL 10 DE DICIEMBRE DE 2010, NO 
VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA.  El artículo 28 de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece los 
requisitos para solicitar y, en su caso, decretar la suspensión de los actos 
privativos que se combaten a través del juicio contencioso administrativo 
federal. Dicha suspensión tiene el carácter de una medida cautelar que 
busca mantener las cosas en el estado en que se encuentran, hasta en 
tanto se dicte sentencia definitiva en la que se analice el fondo del asunto. 
En este sentido, el otorgamiento o negativa de la medida cautelar no 
implica, desde ese momento y sin que violente el derecho de audiencia de 
las partes en el juicio, la validación o anulación de un acto privativo, sino 
un acto de molestia en el que no se requiere la formulación de alegatos 
debido a su naturaleza provisional o temporal. 
 
Amparo en revisión 342/2015. Atlantic Marine Services, B.V. 28 de 
octubre de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora 
Cortés Araujo. 
 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera Sala 
de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de octubre de dos mil 
dieciséis. Ciudad de México, seis de octubre de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXLII/2016 (10a.) 
 
 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. DETERMINACIÓN DEL 
CONCEPTO “MISMO ACTOR” CUANDO SE TRATE DE 
COPROPIETARIOS, PARA EFECTOS DE DETERMINAR SU 
IMPROCEDENCIA (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL, HOY 
CIUDAD DE MÉXICO). Dentro los límites que se imponen al principio de 
tutela judicial efectiva, previsto en el artículo 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, se encuentra el establecimiento de 
causales de improcedencia, como la institución de la cosa juzgada, 
relativa a la inmutabilidad de lo resuelto en sentencias firmes con 
posterioridad. Ahora bien, de la interpretación conforme de los artículos 
120, fracciones IV y V, y 121, fracción II, de la Ley Orgánica del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, hoy Ciudad de 
México, se advierte que el juicio relativo será improcedente y, por ende, 
se decretará el sobreseimiento, cuando se actualice la cosa juzgada con 
base en los requisitos siguientes: a) por actos o resoluciones que sean 
materia de otro juicio o medio de defensa o que ya hubieran sido juzgados 
en otro juicio o medio de defensa; y, b) porque el juicio o medio de 
defensa hubiera sido promovido por el mismo actor, contra las mismas 
autoridades y contra el mismo acto administrativo, aun cuando las 
violaciones reclamadas sean distintas. Así, el primer elemento se dirige a 
evitar el dictado de sentencias contradictorias por órganos jurisdiccionales 
distintos sobre la misma litis, mientras que el segundo se relaciona con la 
institución de la cosa juzgada. Sin embargo, respecto al concepto “mismo 
actor”, a que se refiere la citada fracción IV, cuando se trate de la defensa 
de derechos en copropiedad, como en el caso de los créditos fiscales 
derivados del impuesto predial, es necesario que el juzgador verifique si el 
copropietario que accionó un primer medio de defensa contaba con la 
designación o autorización de los demás para representar y defender los 
intereses de la cosa común ya que, de lo contrario, se entenderá que 
aquél actuó motu proprio en defensa de sus intereses particulares, pero 
no a nombre de los demás. Lo anterior, salvo en el caso de que el 
copropietario hubiera alcanzado una resolución favorable, pues ésta se 
extenderá a toda la cosa común, en tanto que no podría alcanzarse una 
prerrogativa mayor, si otros propietarios acudieran a un medio de defensa 
diverso. En cambio, cuando no le beneficie la resolución al copropietario 
demandante, no se puede establecer que ésta le perjudique a los demás 
copropietarios, en razón de que los actos de autoridad se ejecutarían 
sobre los derechos de los condueños que no fueron oídos ni vencidos en 
juicio, ya sea porque desconocen las actuaciones del demandante o no 
fueron prevenidos, emplazados o llamados por el juzgador. 
 
Amparo directo en revisión 466/2015. Juan Francisco Verástegui Avilés. 
24 de febrero de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés 
Araujo. 
 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera Sala 
de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de octubre de dos mil 



 
 

 
 

 

dieciséis. Ciudad de México, seis de octubre de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 
 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 


